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PRÓLOGO 

Soledad Gallego-Díaz

El primer ministro  británico, el conservador David Cameron, 
respondía a las preguntas de una revista de su país cuando se 
quedó repentinamente callado: “¿Se considera usted feminis­
ta?”, le había interrogado la periodista. Unos segundos después, 
Cameron reaccionó: “No sé cómo me llamaría a mí mismo. Son 
otros los que deben poner las etiquetas. Pero creo que hombres y 
mujeres deberían ser tratados de igual manera”.

La anécdota revela dos cosas: que prácticamente todo el 
mundo, conservadores incluidos, plantea en Occidente como 
un objetivo deseable la supresión de la desigualdad entre hom­
bres y mujeres y que el uso de lo que los americanos llaman la 
“f” palabra sigue siendo objeto, aún, de muchas vacilaciones. 
En España no es extraño oír a una mujer que ejerce un trabajo 
profesional decir que ella “no es feminista” o que no sabe muy 
bien “en qué consiste eso del feminismo”, cuando cualquier 
persona medianamente culta no debería tener dudas sobre el 
feminismo como el conjunto de movimientos políticos, cultu­
rales y económicos que tienen como objetivo suprimir la de­
sigualdad entre hombres y mujeres (definición de Wikipedia) y 
reconocerlos como los movimientos a los que debemos atribuir 
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logros tan importantes como el derecho al voto, los derechos 
reproductivos o la igualdad formal ante la ley. Más irritante 
aún, en España es posible todavía oír a hombres que ejercen un 
trabajo profesional definirse a sí mismos como “un poco 
machista”, cuando, seguramente, preferirían caerse muertos 
antes que catalogarse en público, por ejemplo, como “un poco 
racista”.

Hay pocas dudas sobre el hecho de que ha sido el empuje 
de esos movimientos feministas lo que ha permitido que la 
situación de las mujeres en Occidente haya experimentado 
mejoras notables en solo unas pocas décadas. Ha sido esa batalla 
por la equiparación legal de los derechos al margen del género la 
que ha logrado que su situación no tenga ya nada que ver con las 
que sufren las mujeres en otras regiones del planeta, donde la 
discriminación de género y la desigualdad no tratan ya del desa­
rrollo de sus capacidades, sino de su estricta supervivencia física. 
En esas zonas del mundo, la desigualdad es simplemente un 
escándalo monstruoso contra los derechos humanos que se lleva 
por delante la vida de millones de mujeres.

El economista indio y premio Nobel Amartya Sen calcula 
que más de cien millones de mujeres desaparecen prematura­
mente de las estadísticas internacionales, cuando, según esos 
mismos cálculos, deberían estar vivas. Su muerte prematura en 
comparación con la de los hombres de su mismo entorno es una 
catástrofe humanitaria que ocurre año tras año ante nuestros 
ojos, sin que, asombrosamente, la comunidad internacional 
haga algo concluyente para impedirlo. ¿No es asombroso que la 
ONU no se decidiera a calificar la violación como crimen de 
guerra hasta 2008, cuando hacía décadas, por no decir siglos, 
que había constancia del uso de las violaciones masivas como 
instrumento de terror bélico, equiparable al bombardeo masi­
vo de poblaciones civiles, condenados, esos sí, desde su mismo 
inicio? ¿No es asombroso que cien mil niñas chinas sean 
secuestradas cada año para ser instaladas en burdeles, sin que 
nadie reclame a los gobiernos de Pekín medidas extraordina­
rias para evitar un tráfico semejante? ¿Cómo es posible que la 
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Organización Mundial de la Salud (OMS) no considere una 
prioridad absoluta la erradicación de la fístula obstétrica, que 
provoca decenas de miles de mujeres inválidas en África? ¿Que 
se permita al gobierno de Arabia Saudí comparecer en foros 
internacionales sobre derechos humanos, pese a someter a sus 
mujeres a una discriminación legal equiparable a la que supo­
nía la discriminación racial (y la esclavitud) en el siglo XVIII?

¿De qué se quejan, pues, las mujeres occidentales, tan ale­
jadas ya de escenarios semejantes? ¿Qué sentido tiene el femi­
nismo en unas sociedades en las que prácticamente todo el 
mundo, al margen incluso de catalogarse como progresista o 
conservador, admite que la desigualdad de género debe ser 
suprimida? ¿En qué consiste la batalla de las feministas occi­
dentales, si ya prácticamente todo el mundo en Occidente cree 
que la sociedad funcionaría de manera más eficiente y justa sin 
desigualdades de género?

La batalla consiste en saber por qué, pese a todo, en la rea­
lidad, no ha habido manera de acabar con esa desigualdad, 
tampoco en Occidente, como resulta evidente a los ojos de 
cualquier observador equilibrado.

De eso trata este libro. De investigar dónde, cómo y por 
qué se produce esa desigualdad, de negarse a atribuir ese re­
parto inequitativo a cuestiones estrictamente culturales, que 
quizás desaparezcan con el paso de los años y los beneficios de 
una educación mixta y más equilibrada, como algunos preten­
den, y de ir profundizando en la realidad que nos rodea para 
descubrir qué mecanismos están interviniendo en esta situa­
ción, cómo actúan y cómo se pueden modificar para impedir 
que sus efectos se eternicen.

Mejor aún, trata de descubrir dónde están las trampas que, 
bajo la apariencia de ayuda a las mujeres para contrarrestar esas 
desigualdades persistentes, lo que están haciendo es perpe­
tuarlas, colaborando a que se enquisten. La autora, María Pazos, 
es matemática y estadística por formación y se ha especializado 
en el análisis de las políticas económicas y su influencia en la 
igualdad de género. Lleva tiempo advirtiéndonos a las mujeres 
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de que debemos fijarnos más en la Economía y en la Hacienda 
y acostumbrarnos más a mirar detrás de cada impuesto que 
pagamos y de cada nueva política fiscal que se nos propone. 
Porque una mirada atenta, como la suya, descubre una increí­
ble montaña de sesgos de género que quizás nacieron en su 
momento con la voluntad de contrarrestar una situación injus­
ta pero que en la realidad han actuado, y siguen actuando hoy 
día, como agentes de desigualdad.

Pazos maneja muchísima información y nos propone un 
enfoque, una manera de analizar esos datos, que vaya directo al 
centro del problema: ¿ese texto, esa norma, ese decreto, ese 
impuesto, colabora o no en la igualdad de hombres y mujeres? 
Es posible que, precisamente por ello, en algunos momentos el 
estudio resulte polémico. Algunas de las políticas que denuncia 
o critica, como las famosas acciones positivas, han sido presen­
tadas como ayudas contra la discriminación, como los permisos 
por maternidad, los planes de conciliación o las prestaciones 
por cuidados a dependientes. O como la prueba del reconoci­
miento del mayor papel de la mujer en los avances sociales de 
su comunidad, como las famosas transferencias monetarias con-
dicionadas. Porque, ¿cómo oponerse a que en sociedades poco 
desarrolladas se incentive que las familias lleven a los niños a la 
escuela o al dispensario? No se trata de negar la utilidad formal 
de esos incentivos, tan alabados por los organismos interna­
cionales, sino de analizar sus consecuencias en las mujeres y los 
obstáculos que esas políticas públicas ponen en el camino de la 
igualdad. El dinero, la transferencia monetaria condicionada, 
se entrega a la mujer, a la que se califica de más responsable, 
pero al mismo tiempo se perpetúa su papel como cuidadora de 
los niños, la responsable de llevarlos a la escuela y al ambulato­
rio, aunque ello suponga imposibilitarle el acceso al mercado 
laboral formal.

Ese es el punto de vista que no debemos perder, nos pro­
pone Pazos. La igualdad, lo que colabora a defenderla y lo que 
contribuye a mantenerla, debe ser el objetivo feminista. No 
conviene distraerse, desviar la mirada ni dudar. Es un enfoque 
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poderosamente atractivo desde el punto de vista intelectual 
porque pocos niegan ya que lo peor para las mujeres son la tra­
dición y la excepcionalidad. La tradición, especialmente la de 
índole cultural, es casi siempre letal para las mujeres, porque 
las costumbres conservadas en un pueblo por transmisión de 
padres a hijos, como la define la Academia, suele acarrear la 
sumisión, el maltrato y la ignorancia de las mujeres.

Las mujeres no necesitamos tradiciones, necesitamos jus­
ticia. Y no necesitamos excepcionalidad en la formulación de 
las políticas públicas, nos urge María Pazos. No necesitamos 
tratamientos fuera de la corriente principal. Lo que precisamos 
es que esa corriente principal respete escrupulosamente el 
principio de igualdad, porque prácticamente todas las excep­
ciones tienen una segunda lectura: perpetúan el rol de la mujer 
en el hogar y su responsabilidad como cuidadora de depen­
dientes, sean niños, ancianos o enfermos. Todas las compensa­
ciones que se ofrecen ayudan a mantener a la mujer fuera del 
mercado laboral formal, que es precisamente el medio funda­
mental para lograr su autonomía e independencia.

Las mujeres han conseguido en Occidente la práctica equi­
paración de sus derechos civiles. Pero es evidente que no ha 
cambiado su situación de desventaja económica. Por eso el 
feminismo debe dirigir su mirada hacia la economía y, propone 
Pazos, hacia la corriente principal de las políticas públicas rela­
cionadas con la Economía y la Hacienda, porque es ahí donde 
anida, donde se esconde, la raíz de esa desigualdad. El extraordi­
nario recorrido que ofrece este libro sobre los obstáculos para la 
igualdad que existen en la regulación del IRPF, el tratamiento de 
la maternidad/paternidad, las pensiones o las leyes de depen­
dencia, es convincente y esclarecedor. Es sorprendente la canti­
dad de derechos que quedan escamoteados de facto en leyes que 
deberían ser inocuas desde el punto de vista de género y que ejer­
cen, sin embargo, una poderosa parcialidad.

En el verano de 2013, la Universidad de Cambridge lanzó 
una campaña entre sus alumnos para que respondieran a esta 
pregunta: “Necesitamos el feminismo para…”. Algunos alumnos 



18

varones (pocos, todo hay que decirlo) plantearon una impor­
tante respuesta: para conseguir permisos de  paternidad  y 
maternidad iguales, intransferibles y, obviamente, pagados. 
Un primer paso hacia la igualdad que deberíamos defender con 
empeño, porque tiene una formidable carga de normalización y 
simbolismo. Pero no solo los permisos, el tratamiento fiscal 
y laboral de la maternidad/paternidad; hay que convertir la 
economía en la parte central, básica, de la lucha por la igualdad, 
porque es ahí donde se mantienen las principales fuentes de 
inequidad. Y donde mejor se combate esa situación es corri­
giendo las políticas públicas y abandonando la idea de que la 
mujer es una categoría dentro de esas políticas. No se trata de 
negar la utilidad que han tenido las cuotas y su efecto normali­
zador, sino de fijar la atención prioritaria en las “corrientes 
principales” y darnos cuenta de que dentro de ellas siguen exis­
tiendo contundentes mensajes, claras políticas a favor de la 
teóricamente denostada división sexual del trabajo que hasta 
los conservadores consideran, si no injusta, sí al menos alta­
mente ineficaz.

La que fue primera mujer secretaria de Estado norteame­
ricana, Madeleine Albright, decía que “hay un lugar especial en 
el infierno reservado para las mujeres que no ayudan a otras 
mujeres”. Ese lugar es también para los hombres que soportan 
impasibles la desigualdad, debemos añadir; este libro puede 
ayudar a muchas personas a sortear ese pozo.
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INTRODUCCIÓN

Este libro es el resultado de mi trabajo como investigadora, 
docente y feminista. En 2004, en plena efervescencia del deba­
te social sobre/por la igualdad en España, el Instituto de Estu­
dios Fiscales inició la línea de investigación Políticas Públicas e 
Igualdad de Género. Durante los años siguientes impartí módu­
los sobre el tema en varios másteres y participé en muchos de 
los debates sobre igualdad que en esa época proliferaban por 
doquier. Pude investigar sobre los temas candentes, intercam­
biar ideas, construir argumentos y buscar alternativas. Y, sobre 
todo, fui acumulando el deseo de elaborar un texto básico que 
sirviera para fundamentar la relación causal entre las polí­
ticas públicas y la (des)igualdad de género. Lo he escrito 
pensando en todas las personas feministas y progresistas; y, 
en particular, en estudiantes e investigadoras/es, agentes de 
igualdad, militantes feministas y de los movimientos sociales; 
y, por supuesto, en las personas con capacidad de decisión en 
las Administraciones Públicas. Pretende aportar un grano de 
arena en la lucha por una sociedad más igualitaria, más solida­
ria y, en definitiva, más feliz. Esa sociedad no es concebible sin 
igualdad de género, como tampoco es posible la igualdad de 
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género sin democracia, y concretamente sin democracia eco­
nómica. Que ambos extremos van íntimamente unidos es, pre­
cisamente, el eje vertebrador de todo el análisis que aquí se 
presenta.

Algo importante ha cambiado en las últimas décadas. Las 
mujeres nos hemos incorporado masivamente a la educación 
reglada y al empleo; en la mayoría de los países tenemos ya los 
mismos derechos civiles que los hombres y podemos llegar a las 
más altas responsabilidades. Los gobiernos realizan declara­
ciones a favor de la igualdad; las eventuales meteduras de pata 
machistas por parte de personas públicas son inmediatamente 
reprobadas. No podemos añadir que haya muchas “políticas de 
igualdad”, pero sí las ha habido durante un tiempo. Ha habido 
institutos de la mujer, unidades de género en las instituciones, 
congresos, cursos… Pero ¿cómo ha cambiado la vida de la 
mayoría de las mujeres? Y, sobre todo, ¿qué perspectivas tiene 
de cambiar? 

En todos los países las mujeres siguen en posición de des­
ventaja económica. Según la Comisión Europea, en 2013 el 
salario medio por hora de las mujeres europeas es un 16,2% 
menor que el de los hombres, y esta brecha no se ha reducido 
sensiblemente durante las últimas dos décadas, a pesar de los 
planes de acción positiva para la igualdad en el empleo nacio­
nales y europeos. Las pensiones no se están igualando: por el 
contrario, las pensiones medias de las mujeres son cada vez 
menores en comparación con las masculinas. Ellas siguen 
siendo minoría entre las personas empleadas y mayoría entre 
todas las categorías precarias de empleo. Es cierto que la tasa de 
empleo femenino creció sustancialmente en las décadas pre­
vias a la crisis actual, pero fue sobre todo a base de un aumento 
del empleo a tiempo parcial y precario, que ha llegado a esta­
blecerse como norma para el empleo femenino en algunos 
países (por ejemplo, en Holanda ya el 78% de las mujeres 
empleadas lo están a tiempo parcial). 

La otra cara de la moneda es el desigual reparto del traba­
jo doméstico y de cuidados en el ámbito privado. Este sigue 
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siendo mayormente “cosa de mujeres” y los hombres conti­
núan en gran parte excluidos. Desde luego que una minoría de 
hombres ya asume su parte, demostrando fehacientemente que 
no existe ningún hándicap masculino a ese respecto. Sin 
embargo, en lo que se refiere a la mayoría de la población, lo 
que ha sucedido es que se ha cambiado un modelo de desigual­
dad total por otro que podríamos llamar de “amabilidad”, 
donde ellos no pasan de ser simples colaboradores de ellas, que 
siguen siendo consideradas las artífices y responsables funda­
mentales de todo lo que concierne al ámbito doméstico. En 
definitiva, las desigualdades continúan siendo importantes en 
el empleo y en el uso del tiempo, en los ingresos, en los roles 
familiares y en la capacidad de decisión. 

¿Cómo es posible tanta persistencia de la desigualdad a 
pesar de que la redacción de las leyes ya no distingue (en general) 
los derechos atendiendo al sexo de las personas y a pesar de todas 
las “políticas de igualdad” que se han articulado durante casi 
medio siglo? La primera hipótesis a la que acudir sería la de que 
la desigualdad fuera un asunto “cultural”, firmemente arraigado 
en la sociedad y transmitido de generación en generación. Pero 
esa hipótesis no se sostiene: la mayoría de la población europea 
ya ha asumido la igualdad de género como objetivo. 

En España, por ejemplo, según el Barómetro del CIS de 
marzo de 2010, dedicado a la igualdad de género, el 94,8% de los 
hombres y el 95,0% de las mujeres se muestran a favor de la 
igualdad total entre hombres y mujeres. En particular, el 68,9% 
de los hombres y el 74,8% de las mujeres declara que su fami­
lia ideal es aquella “en la que los dos miembros de la pareja 
tienen un trabajo remunerado con parecida dedicación y 
ambos se reparten las tareas del hogar y el cuidado de los/as 
hijos/as, si los hay”. Además, la población revela una alta con­
ciencia sobre las desigualdades existentes y sobre cómo cam­
biarlas: el 91,1% de los hombres y el 92,9% de las mujeres 
cree que la Ley debe asegurar la igualdad de oportunidades; 
frente a una ínfima minoría que opina que es un asunto pri­
vado. La Encuesta Europea de Valores revela que el 80% de la 
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ciudadanía europea considera que los hombres deberían dedi­
car el mismo tiempo que las mujeres al cuidado. En Estados 
Unidos las encuestas arrojan resultados similares1.

Otra hipótesis para explicar la pertinaz desigualdad podría 
ser la de que todo lleva su tiempo (impresión más frecuente en 
España por su incorporación tardía); pero lo cierto es que hace 
ya mucho tiempo que las mujeres tienen acceso al sistema edu­
cativo, al trabajo asalariado y a los derechos civiles. De hecho, 
las mujeres constituyen ya el 59% del total de las personas 
europeas con educación superior; sus rendimientos en la ense­
ñanza secundaria son mejores que los de los hombres y la tasa 
de fracaso escolar es sustancialmente menor que la masculina. 
Además, en muchos países todo esto es así desde hace muchos 
años. En Alemania o Italia, por ejemplo, hemos visto ya jubilar­
se generaciones que han vivido desde su temprana juventud en 
el nuevo sistema de derechos y políticas de acción positiva, y a 
pesar de ello se han encontrado con los mismos escollos. Las 
jóvenes siguen sus pasos por el camino de la precariedad, el 
desempleo e incluso la retirada del mercado laboral.

Agotadas otras hipótesis, y una vez rebatidos en la práctica 
los argumentos de la diferente fuerza física o las diferentes 
aptitudes mentales, quedaría achacar la situación de desventaja 
femenina al asunto de la maternidad. Este es el gran tema que, 
hoy en día, parece determinar la diferencia. Ciertamente, los 
estudios sobre mercado de trabajo y usos del tiempo nos mues­
tran que el nacimiento de un bebé es un momento crucial para 
el establecimiento de los roles de género. Es en ese momento 
cuando aumenta sustancialmente la asimetría entre los dos 
miembros de la pareja, estableciéndose y consolidándose ya 
para el futuro la división sexual del trabajo dentro de la familia. 
Y en base a este hecho, o más bien en base a la probabilidad de 
que se produzca, se construye la etiqueta de menos disponible 
para el empleo que portan las mujeres en general a la hora de la 
contratación y/o promoción por parte de las empresas, aunque 
ni sean madres ni pretendan serlo (lo que se conoce con el 
nombre de discriminación estadística).



25

Esta es la realidad, pero hoy sabemos que esta realidad 
puede y debe cambiar. De hecho, la mayoría de la población 
comprende que la situación actual no es ni justa ni deseable, a 
juzgar por las encuestas citadas. Es más, ya hay una minoría de 
parejas que se ausentan durante el mismo periodo de su empleo 
por maternidad/paternidad (y sí, es perfectamente compatible 
con la lactancia materna). ¿Cómo es que esa minoría solo se da 
en ciertos contextos sociales y en ciertos países? ¿Cómo es que 
la mayoría sigue ajustándose a los roles de género ancestrales 
en contra de sus propias convicciones y deseos?

Este libro se propone argumentar que la respuesta está en 
las políticas públicas. Estas reflejan, a la vez que potencian, 
unas determinadas (y no otras) estructuras sociales, normas y 
valores prevalentes en la sociedad, aunque estos valores sean 
residuos de otra época que ya no se defiendan abiertamente. 
Está claro que las políticas públicas lanzan mensajes contun­
dentes; eso nadie lo niega en otros ámbitos2. Pero tenemos que 
hacer un ejercicio permanente de imaginar la igualdad para 
poder desgranar esos mensajes y esas coacciones hacia la de­
sigualdad, que no percibimos cuando nos dejamos llevar por la 
corriente de la diferencia sexual. Como decía Keynes, “la difi­
cultad no reside en comprender nuevas ideas sino en rehuir las 
viejas, que penetran hasta el último rincón del cerebro de 
aquellos que, como la mayoría de nosotros, han sido educados 
en ellas”. Para no aplicar el doble rasero que impide ver con 
claridad los efectos de las políticas es necesario, a la vez que 
imaginamos la igualdad total, aplicar la experiencia y los méto­
dos de análisis generales, sin dejarnos confundir por la excep­
cionalidad con que generalmente se tratan estos temas. 

Esta “excepcionalidad” en la forma de pensar y tratar los 
asuntos “femeninos” lo impregna todo, afectando hasta a nues­
tras más íntimas y afianzadas convicciones democráticas. 
¿Cómo, si no, sería posible que el Estado contrate a las mujeres 
cuidadoras por cantidades que rondan la mitad del salario 
mínimo interprofesional, para cuidar 24 horas al día durante 
365 días al año y sin los correspondientes derechos laborales o 
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sociales? Se afirma frecuentemente que ellas quieren, sin pre­
guntarles qué otras alternativas preferirían y, sobre todo, sin 
considerar que esa no es la forma de razonar ni habitual ni 
aceptable en política social. En efecto, también un trabajador 
de un país misérrimo aceptaría estas condiciones para cual­
quier otra actividad productiva y, sin embargo, no sería legal 
contratarle por debajo de las condiciones establecidas en el 
Estatuto de los Trabajadores. Excepción (una más): el empleo 
doméstico, única categoría profesional cuyos derechos no 
alcanzan el mínimo garantizado por el Estatuto de los Trabaja­
dores, del que está excluida3. En este libro desgranaremos 
muchos más ejemplos de esta naturaleza en el ámbito de los 
cuidados, de las pensiones, de los impuestos y de las prestacio­
nes relacionadas con la familia. 

La “excepcionalidad femenina” nubla la mente de la lla­
mada “corriente principal” de la comunidad científica, condu­
ciendo a análisis totalmente sesgados sobre los fenómenos 
demográficos, sobre la economía sumergida, sobre el mercado 
de trabajo o sobre la propia desigualdad social. Un elemento 
central que está en el origen de estos sesgos es el de la total 
ignorancia de todo lo relacionado con el trabajo doméstico y 
con el cuidado.

Para ilustrar esa total ignorancia, consideremos el curioso 
ejemplo de las llamadas escalas de equivalencia de la OCDE, 
ampliamente utilizadas en los estudios de distribución para 
comparar rentas de las familias cuando varía su tamaño y/o 
composición. Para construir estas escalas, se asume que un 
hogar compuesto por dos personas adultas consume 1,7 veces lo 
que un hogar unipersonal e independientemente de la situa­
ción laboral de cada una de esas personas. Sin embargo, esto no 
es así porque, evidentemente, dos personas empleadas consu­
men más que una empleada y otra produciendo bienes y servi­
cios para el autoconsumo del hogar. 

Y aún peor: se considera que, si un hogar de dos personas 
adultas consumen 1,7, uno de una persona adulta y una criatura 
consumiría 1,5 (cada persona adulta adicional a la primera se 
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cuenta por 0,7; cada menor por 0,5). También cualquier perso­
na comprende que arreglárselas con la misma cantidad es más 
fácil para dos personas adultas que para una adulta con una 
criatura, sobre todo si en ese país no existen servicios públicos 
de educación infantil gratuitos; y mucho más si una de las per­
sonas adultas no está empleada y por tanto puede dedicarse a 
cuidar. Pues bien, estas escalas suponen lo contrario. Y esos 
criterios siguen sin cuestionarse.

Este caso de la construcción de las “escalas de equivalen­
cia” es solamente una muestra de cómo el “olvido” de lo do­
méstico y de los cuidados distorsiona el análisis económico. El 
problema es que ese supuesto olvido no es inocuo, sino que 
afecta gravemente al diseño de las políticas públicas. Un ejem­
plo muy claro es el de la regulación de los impuestos persona­
les. En el IRPF español se desgrava más por una esposa sin 
ingresos que por una criatura a cargo, sin tener en cuenta que a 
la criatura hay que cuidarla, y por tanto genera gastos, mientras 
que una persona adulta puede cuidar y realizar otros trabajos 
domésticos, evitando así gastos a la familia. 

Como puede observarse, se aplica aquí el mismo esquema 
mental que en el ejemplo anterior, pero con efectos mucho más 
concretos y dramáticos sobre la realidad, en este caso el de la 
desprotección infantil y el de proporcionar incentivos a la de­
pendencia económica de las mujeres, como desarrollaremos en 
el capítulo 3. Y al igual que se olvida la existencia de los cuidados 
a la hora de establecer regulaciones, tampoco se ponen medios 
para satisfacer la demanda de servicios públicos ni se conceden 
derechos para el cuidado a los hombres; relegando necesidades 
perentorias de las personas y de las familias. Veremos muchos 
otros ejemplos en los capítulos correspondientes.

Naturalmente que no son solamente las políticas econó­
micas las que están sesgadas, sino todas las políticas: desde las 
educativas hasta las culturales, de la política exterior a la de justi­
cia. Las restricciones al aborto y el tratamiento de la violencia de 
género son ejemplos sangrantes y transversales a todas ellas. Así, 
la exclusión de las mujeres frente a los derechos más elementales 
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lo impregna todo, de tal manera que la población, aunque se 
define por la igualdad, asume el pensamiento de la diferencia 
sexual y no se rebela ante las instituciones que la reproducen, 
aceptando la desigualdad aprendida como inevitable o incluso 
como normal salvo en momentos de lucidez. 

¿Cómo romper este círculo vicioso? Aquí debemos apelar 
a la famosa frase de Engels y Marx, es la vida la que determina la 
conciencia. Si analizamos los avances realizados hasta ahora 
y los factores de permanencia de la desigualdad, descubrire­
mos dos elementos fundamentales: en primer lugar que las 
estructuras económicas patriarcales determinan extensiva­
mente la vida y el pensamiento de las personas; y en segundo 
lugar que se dan las condiciones objetivas para el cambio 
estructural desde una sociedad basada en la idea ancestral 
de la familia tipo sustentador masculino/esposa dependiente 
hacia una sociedad basada en la premisa de que todas las per­
sonas deben/pueden ser sustentadoras/cuidadoras en igualdad. 
A partir de ahí podremos buscar las vías para potenciar ese 
cambio. Estos son, en mi opinión, los fundamentos de una 
economía política feminista científica; y a ellos dedicaremos 
el capítulo 1.  

Después, en sucesivos capítulos, repasaremos las políticas 
económicas que influyen directamente sobre la situación ma­
terial y el comportamiento de las personas. El capítulo 2 ex­
plica la relación de la desigualdad de género con el diseño de 
los sistemas de impuestos y prestaciones, así como el impacto 
de género de algunas prestaciones familiares especialmente 
relevantes. El capítulo 3 se dedica en particular al tratamiento 
de la familia en los diferentes sistemas impositivos, con espe­
cial consideración del impuesto sobre la renta español (IRPF). 
A continuación, en el capítulo 4 se analizan las pensiones, y el 
quinto se centra en los sistemas de atención a la infancia y a la 
dependencia. Finalmente, en el capítulo 6 volveremos sobre el 
asunto fundamental: cómo debe estructurarse la sociedad para 
que la división del trabajo pueda eliminarse y, consecuente­
mente, qué cambios deben operarse en las políticas públicas. 



29

De ahí surge el programa de las reivindicaciones feministas en 
el ámbito económico. 

Si ya existían las condiciones para el cambio estructural 
hacia la igualdad total, la crisis (la situación actual de liquida­
ción del Estado del bienestar) ha agudizado la conciencia de las 
mujeres sobre el obstáculo que supone la diferencia sexual, así 
como la conciencia de la población sobre la necesidad de man­
tener y aumentar la protección social, que estamos perdiendo4. 
En el capítulo 6 fundamentaremos que es posible abordar los 
cambios que se proponen; y que la crisis, lejos de ser un impe­
dimento, los hace más urgentes.

Precisamente porque los objetivos de la igualdad son los 
mismos que los de la justicia social y económica, es posible 
articular el cambio radical que se necesita mediante un nuevo 
contrato de género. Como veremos, ese cambio solo puede ir en 
la línea de una mayor integración, equidad y protección social; 
un cambio hacia la producción de bienes y servicios para el 
bienestar de la mayoría de la población: cuidado de las perso­
nas y de la naturaleza, educación, cultura, salud pública, garan­
tía de ingresos y pensiones, seguridad en el empleo, deporte, 
paz y desarme, cooperación al desarrollo sostenible… En ese 
nuevo modelo productivo, el cuidado estaría en primer plano, y 
la felicidad estaría cifrada en las relaciones armónicas entre las 
personas, la maternidad/paternidad corresponsable, el desa­
rrollo personal y la solidaridad.

Otra es la cuestión política: ¿existe el motor político que 
pueda catalizar la catarsis social que permitiría forzar un cam­
bio de rumbo de este tipo? ¿Se dan las condiciones políticas 
para que los gobiernos y los parlamentos apuesten por la igual­
dad? La respuesta a esa pregunta tan importante excede del 
ámbito de este libro. Concentrémonos ahora en estudiar los 
efectos de las políticas públicas actuales y de ahí saldrán los cam­
bios que se necesitan para conseguir que las nuevas políticas 
potencien la igualdad en lugar de la desigualdad.

Cada una de las políticas analizadas es una pieza del puzle, 
como repetiremos en cada caso. Y, como también repetiremos 
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hasta la saciedad, la crítica constructiva solo puede efectuarse 
desde una alternativa: la de la igualdad total, es decir la de la 
eliminación total de la división sexual del trabajo en sus múlti­
ples manifestaciones. 

Como una de las muchas feministas españolas que nos 
beneficiamos del seminario Feminismo e Ilustración (imparti­
do por Celia Amorós) y del curso Historia de la Teoría Feminis­
ta (dirigido por Ana de Miguel), tengo muchísimo que agradecer 
al trabajo realizado por toda esta escuela de filósofas feministas 
en España, no solo teórico, sino también para la conquista de 
derechos políticos. Como ellas nos han enseñado, los argu­
mentos fundamentales aquí contenidos ya estaban en escrito­
res/as tan tempranos/as como Poullain de la Barre, Stuart Mill, 
Harriet Taylor, Alva Myrdal o Simone de Beauvoir. También es 
obligado rendir tributo a las feministas que se empeñaron en 
cada una de las reformas clave realizadas hasta ahora y que 
siguen sin el reconocimiento merecido: en España, singular­
mente Clara Campoamor, que lideró la lucha por el voto feme­
nino en 1931; y María Telo, que fue artífice principal de la 
reforma del Código Civil en 1974; pero también muchas otras. 
Leyendo los textos de cualquiera de estas autoras queda patente 
que lo fundamental está dicho y sigue en vigor. Pero se necesita 
aún mucho trabajo de análisis y debate para derribar los nuevos 
pilares económicos sobre los que se sustenta el patriarcado de 
nuestros días, y a ello pretendo aportar este grano de arena. 

Este libro no solo habla de las mujeres, ni siquiera de las 
mujeres en comparación con los hombres. Hoy no es posible un 
análisis científico de las bases del patriarcado sin cuestionarse 
toda la orientación de la política social y económica. Ya no se 
trata de que las feministas estemos en la marea violeta y tam­
bién en todas las mareas (en una suerte de múltiple militancia). 
Se trata de comprender que la opresión de género y la opresión 
de clase están indisolublemente ligadas; de estudiar cuáles son 
los mecanismos de esas relaciones, para desmontarlas. Así 
hacen, por ejemplo, Lina Gálvez y Juan Torres en Desiguales5 
(en cuyo título me he permitido inspirarme), y esta pretende 
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ser una aportación más en esa misma dirección; en ese mismo 
espíritu, podríamos decir, con el que estos autores concluyen que 
“superar el patriarcado […] puede pensarse que se trata de un 
objetivo tan ambicioso como inalcanzable, pero esto solo puede 
afirmarse si se desconoce el potencial combativo de las propias 
mujeres y de los hombres comprometidos con la igualdad”.

En efecto, en sentido recíproco, el dato esperanzador es 
que hoy, al contrario que hace tan solo una década, las mujeres 
no estamos tan solas. Los análisis y las reivindicaciones femi­
nistas empiezan a estar presentes en los análisis económicos, 
en los movimientos sociales y en las preocupaciones de algunos 
hombres, aunque este proceso sea incipiente. Sigamos, pues, 
construyendo conjuntamente la hoja de ruta hacia la igualdad 
total. El programa de reformas aquí planteado será un progra­
ma incompleto, discutible, mejorable, naturalmente; pero 
consideraré que ha merecido la pena todo el trabajo si contri­
buye a situar el debate económico feminista en el terreno de los 
objetivos y de las reivindicaciones. Si ese programa es asumible 
por el sistema actual, o cómo podríamos calificar el sistema 
resultante, no debe ser una cuestión que nos impida luchar por 
los cambios que se demuestren necesarios para mejorar la vida 
de las personas.

Notas

	 1.	 Véase, por ejemplo, http://www.pewsocialtrends.org/files/2010/11/pew-social-
trends-2010-families.pdf

	 2.	 A este respecto, en España hemos asistido recientemente a intervenciones 
públicas de gran éxito para modificar radicalmente actitudes y comportamien­
tos mayoritarios no deseados, como la homofobia, la conducción irresponsable 
o el consumo de tabaco en lugares públicos. El cambio de pautas culturales 
profundamente arraigadas es posible, según demuestran estos y otros muchos 
ejemplos.

	 3.	 A pesar de la lucha por su inclusión que protagonizaron las feministas españo­
las durante su elaboración. Véase un interesantísimo relato de primera mano 
en San José (1988).

	 4.	 Continuamente se están introduciendo y anunciando elementos que agravan 
los negativos impactos de género y sociales aquí analizados: por ejemplo, nue­
vas reformas de las pensiones o algunas medidas que están potenciando aún 
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más la economía sumergida, y especialmente la femenina (un ejemplo claro es 
la reforma del subsidio de desempleo para mayores de 55 años, que en 2013 
pasa a estar condicionada a la insuficiencia de renta familiar en lugar de indi­
vidual. DL 5/2013).

	 5.	 Gálvez Muñoz y Torres López (2010).
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CAPÍTULO 1 

BASES PARA UNA ECONOMÍA POLÍTICA FEMINISTA

La diferencia sexual impregna nuestras mentes desde la más 
tierna infancia, hasta tal punto que muchas personas creen que 
su origen es “biológico”, es decir que las desigualdades se repro­
ducirán en todo caso por una tendencia “natural” a la domina­
ción por parte de los hombres y a la sumisión por parte de las 
mujeres. Sin embargo, tenemos elementos suficientes para afir­
mar que no tiene nada de natural, sino que es una construcción 
social arbitraria. La antropología feminista ha desvelado clara­
mente el carácter artificial de la construcción de la feminidad; y 
más aún de la construcción de la masculinidad como oposición a 
lo femenino y como dominación sobre las mujeres1. 

En todo caso, Kate Millet ya daba en Política sexual la res­
puesta científica que permite zanjar el debate: para demostrar 
el origen biológico de la desigualdad sería necesario observar 
una sociedad en la que la diferencia sexual no se potenciara a 
través de múltiples y variados mecanismos desde el mismo 
momento del nacimiento; y esa sociedad no la hemos visto aún 
en ningún país. En cambio, sí hemos visto cómo muchas asun­
ciones sobre lo “natural” o “biológico”, en relación con la dife­
rencia sexual, han caído una tras otra: desde que las mujeres 
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tenían un alma inferior (Platón y Aristóteles, entre otros 
muchos) hasta que no servían para determinadas profesiones o 
ni siquiera para entender un mapa, o que los hombres por 
naturaleza no escuchan, o son violentos, o no son aptos para el 
cuidado de sus criaturas y familiares. Todos estos lugares 
comunes han sido rebatidos por los hechos en los países en los 
que se han dado las condiciones materiales para el cambio de 
comportamiento individual. 

Destaquemos aquí2, por ejemplo, que en Islandia la gran 
mayoría de los hombres se quedan 3 meses al cuidado exclu­
sivo de sus bebés, con tanto éxito que ya se ha aprobado una refor­
ma de los permisos parentales para aumentar a 5 meses este 
periodo de permiso de paternidad intransferible y bien paga­
do3. En Islandia, ausentarse del trabajo 5 meses para quedarse 
al cargo de un bebé ya no es cosa de mamás. Este es solo un 
ejemplo, pero muy relevante por referirse a la aún muy exten­
dida desconfianza acerca de la posibilidad de cambio en el 
comportamiento masculino respecto a los cuidados, induda­
blemente una de las mayores asignaturas pendientes. La histo­
ria demuestra elocuentemente la impermanencia de las 
concepciones sobre qué es lo femenino y qué es lo masculino, 
aunque en cada lugar y en cada periodo esas normas se tomen 
por invariables, naturales y biológicas4. 

Así que, por muy difícil que parezca, no debemos perder 
de vista el hecho de que la base del patriarcado es antinatural, 
que la realidad puede cambiarse, que ya está cambiando; se 
trata de cómo seguir avanzando desde el estado actual hasta la 
igualdad total. Ciertamente es comprensible la desesperación 
de muchas feministas ante la persistencia de la opresión feme­
nina5, pero el enrocamiento en que “nada cambia” podría, 
paradójicamente, contribuir a lo que Bourdieu (1998) llama la 
“naturalización de lo arbitrario” o “deshistorización y eterniza­
ción relativas” de las estructuras de la división sexual y de los 
principios de división correspondientes (dicho de otra mane­
ra, alimentaría la imagen de que las mujeres son “diferentes”, 
ergo no hay remedio). 
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Algunas mujeres han optado por refugiarse en la reivindi­
cación de la diferencia sexual, con ensalzamiento de la esencia 
femenina y rechazo de todo lo “masculino” (lo que hace que 
esta postura aparezca ante ciertas personas como radicalmente 
feminista); rechazando también las reivindicaciones de igual­
dad6. Más recientemente han surgido posturas, singularmente 
las de Judith Butler y la teoría queer7, que profundizan en la 
naturaleza opresiva de la propia división en dos sexos y de 
la construcción social del deseo. A pesar del gran interés de estas 
aportaciones, el problema es que no ofrecen un camino de 
cambio social, más allá de superar este dualismo mediante la 
performatividad (o sea, cada cual que se reinterprete en la cate­
goría deseada, no solamente entre las dos tradicionalmente 
impuestas, sino entre todas cuantas quiera imaginar; y, rein­
terpretándose en ellas, que las construya)8. 

Otras ofrecen recetas vagas (en principio para llegar a 
una sociedad sin roles de género/sexo, aunque no siempre 
quede claro este objetivo): “una segunda ola de revolución 
sexual” (Kate Millet); “una nueva economía” (la llamada eco-
nomía feminista de la ruptura); por no hablar de los feminis­
mos comunistas que creyeron a pies juntillas que, una vez 
resuelta la “contradicción principal” (la de clase), se disolve­
rían espontáneamente el resto, y entre ellas la “contradicción 
de género”.

Ninguna de estas corrientes explicita qué tendría que 
cambiar concretamente para llegar desde la situación en la 
que nos encontramos hasta una sociedad sin patriarcado, ni 
cómo estaría estructurada esa sociedad (qué leyes, qué estruc­
tura económica y qué sistema político). Consecuentemente, 
tampoco ofrecen una hoja de ruta fundamentada y viable. No es 
casual que solo el feminismo proveniente de los países más avan­
zados en igualdad (los países nórdicos) haya llegado a explicitar un 
objetivo en términos de estructura social (la sociedad compuesta 
de personas sustentadoras/cuidadoras en igualdad, frente a la ac­
tual basada en la familia tipo sustentador masculino/esposa depen-
diente [Sainsbury, 1999]) y a conseguir reformas estructurales 
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en ese camino, aunque hasta el momento hayan sido limitadas. 
De estas y de otras experiencias podemos extraer los factores 
de permanencia y de cambio en los mecanismos por los que el 
patriarcado se perpetúa, ya que se trata, según Bourdieu (1998), 
de un “inconsciente histórico no ligado a una naturaleza biológica 
o sicológica […] sino a un trabajo de construcción propiamente 
histórico, y en consecuencia susceptible de ser modificado por 
una transformación de las condiciones históricas de su genera­
ción”. Así pues, analicemos esas condiciones históricas para, 
comprendiéndolas, transformarlas.

De la represión pura y dura al ‘patriarcado blando’: 
la perspectiva del ‘mainstreaming’

El tema principal, y este sí ha aparecido siempre en primer 
plano de todos los análisis feministas, es el de la familia como 
ámbito de producción y reproducción de la desigualdad; la 
división entre lo público (espacio normativamente “masculi­
no”) y lo privado (espacio normativamente “femenino”); y el 
papel del Estado en este ámbito, o más concretamente la inhi­
bición del Estado frente a la opresión de las mujeres en la fami­
lia. Ya casi nadie se cuestiona la idoneidad del Estado para 
inmiscuirse en el ámbito privado, especialmente cuando se 
trata de garantizar derechos. Pero en lo tocante a las relaciones 
de género, en cambio, el discurso tradicional ha sido el de la no 
intromisión del Estado en las familias. 

En la segunda mitad del siglo XX, las feministas (en lo que 
se conoce por segunda ola del feminismo) desmontaron este dis­
curso al grito de “lo personal es político”, y quedó claro que esa 
“no intromisión” consistía realmente en la concesión del poder 
absoluto al “cabeza de familia”; a la vez que ese poder era fuer­
temente reforzado por la intromisión en la vida privada de las 
mujeres para arrebatarles los derechos más elementales: nega­
ción del derecho al voto, prohibición del divorcio y del “aban­
dono del hogar”, exigencia legal del permiso del marido para 
todo tipo de actividades de la esposa, prohibición de ciertas 
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profesiones, cargos y tipos de trabajo a las mujeres, etc. Como 
consecuencia de estas luchas feministas, se eliminaron la 
mayoría de las prohibiciones y los sesgos de género explícitos 
de los códigos civiles occidentales; y se reconoció formalmente 
la igualdad de derechos entre hombres y mujeres9. 

Visto desde ahora, podemos decir que aquellas políticas 
patriarcales del pasado, por ser descaradamente coercitivas, 
eran más fáciles de detectar. Pero con el reconocimiento de la 
igualdad formal los mecanismos se hacen implícitos, se sofisti­
can, se niega su existencia y, aún peor, conviven con declara­
ciones de intenciones en sentido contrario a los efectos reales 
de las políticas. Así, durante varias décadas nuestro entendi­
miento estuvo confundido por un deslumbrante binomio: la 
combinación de la llamada igualdad formal y las políticas de 
acción positiva daba como resultado la ilusión de que las políti­
cas públicas, además de no causar desigualdades, hacían todo lo 
posible por corregir las existentes. Este binomio entra en crisis 
cuando la comunidad internacional llega al convencimiento 
(acuñado en Beijing 1995 como la perspectiva del mainstreaming 
de género10) de que: 1) las políticas públicas no son neutrales en 
general, sino que producen y reproducen las desigualdades; y 
2) las actuales políticas de igualdad, desde la marginalidad, no 
podrán nunca llegar a compensar esas desigualdades produci­
das por la corriente principal.

El gran salto adelante del mainstreaming consistió, pues, 
en salir del reducido marco de las llamadas políticas de igualdad 
(marginales en cuanto a su ámbito de actuación y en cuanto a su 
presupuesto) para dirigir la vista hacia la corriente principal y 
descubrir que esta (el grueso de las políticas públicas) solo 
había cambiado su fachada. Los organismos de igualdad dispo­
nían de menos de un 1% del presupuesto público para fomentar 
la igualdad en el empleo, en la educación, en las costumbres…, 
mientras que los ministerios de siempre seguían dedicando 
más del 99% del presupuesto a las políticas de siempre (eso sí, 
con un lenguaje formalmente neutro) y no se sentían responsa­
bles de garantizar la igualdad de derechos. 



38

El mainstreaming de género supone (supondría) el cambio 
de orientación desde las políticas de acción positiva o políticas 
compensatorias a la tarea de cambiar todas las políticas públicas 
(la corriente principal) para eliminar las desigualdades que 
estas producen. Este cambio de orientación dista mucho de 
haberse producido; al contrario, cuando aún estamos empe­
zando a atisbar su necesidad, la idea ya ha sido desprestigiada, 
y en gran parte desactivada, por el método de sepultarla bajo un 
montón de tecnicismos11.

Como señalábamos, los discursos se han hecho más sutiles 
y los mecanismos, más complicados. En esta nueva etapa de 
“patriarcado blando”, el gran leitmotiv del poder es el de la 
“libertad de elección familiar”. En efecto, los discursos guber­
namentales sobre la necesaria igualdad (y corresponsabilidad) 
vienen mezclados con el argumento de que, en aras de la “liber­
tad de elección”, el Estado no debe inmiscuirse en las eleccio­
nes personales y familiares; o sea, el mismo principio ancestral 
de la no intromisión pero con un collar paternalista más amable. 
Se olvida el elemental hecho de que las elecciones personales 
siempre están seriamente condicionadas por la existencia (o 
no) de alternativas. Por ejemplo, es difícil que una joven madre 
pueda mantenerse en el empleo si no tiene dónde dejar a la 
criatura. 

En cuanto a las llamadas “decisiones familiares”, se olvida 
que la familia no suele ser un sistema autárquico ni democráti­
co, sino que está sometida a juegos de autoridades y condicio­
nada por el entorno. Además de la presión social, de las 
necesidades materiales y de las propias políticas de conciliación, 
existen, como veremos, numerosos incentivos económicos a la 
familia de un solo sustentador. En muchos casos se da también 
la circunstancia de que la mujer tiene menores ingresos, una 
situación más precaria y menores perspectivas profesionales. 
En este escenario actúa con más fuerza la idea ancestral de que 
las mujeres son las responsables del cuidado. 

En definitiva, son muchas las pequeñas piezas que se com­
binan para determinar las decisiones familiares; muchas 
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pescadillas que se muerden la cola. Alguien puede decir que 
son las mujeres las que prefieren quedarse en casa, pero lo 
cierto es que no es una opción tan elegida por aquellas mujeres 
que han sido educadas de otra manera y/o tienen a su alcance 
otras alternativas. Podemos afirmar, pues, que no son las resis­
tencias personales las que determinan la desigualdad, sino todo 
un conjunto de factores entre los cuales las políticas públicas 
desempeñan un papel determinante12. 

Hay muchas políticas públicas implicadas en la reproduc­
ción de la dominación masculina, por no decir todas, o al 
menos todas las que tienen alguna relación con las personas 
(¿quién dijo eso de que somos iguales ante la ley?). La educa­
ción desempeña un papel central, pero también son clave los 
medios de comunicación, la moda diferencial promovida con 
dinero público, la política deportiva, la política cultural, las 
relaciones internacionales, el enfoque de la ayuda al desarro­
llo... La legislación penal y civil contiene aún elementos como 
la regulación restrictiva del aborto o el régimen matrimonial de 
gananciales por defecto. La ley electoral, lo estamos viendo, 
puede establecer la paridad efectivamente (listas cremallera, 
como en la Comunidad Autónoma de Andalucía), menos efec­
tivamente (mecanismos como el del 40/60 actualmente vigen­
te en el Estado español) o solo sobre el papel (como en Francia, 
donde el simple pago de una multa exime a los partidos de pre­
sentar listas equilibradas). 

De muchos de estos asuntos se ha ocupado el movimiento 
feminista, como señalábamos, y muchas batallas se han gana­
do. Las mujeres han aprovechado cada brecha abierta para 
irrumpir masivamente en todas las esferas a las que se les ha 
dado acceso. Pero volvamos siempre a la gran pregunta: ¿cómo 
es que no avanzamos más, y aun retrocedemos en muchos 
aspectos, periodos y lugares? La lentitud del avance desazona a 
muchas feministas, que ven cómo las reivindicaciones históri­
cas topan con las instituciones patriarcales sin que las mujeres 
se batan masivamente por tan evidentes causas ni contra tan 
patentes injusticias.
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La centralidad de las políticas económicas: 	
estructura y superestructura

La clave para abordar este fenómeno está en entender la cen­
tralidad de las políticas económicas. Si comprendemos los 
obstáculos concretos para la igualdad que se contienen en las ac­
tuales, aunque obsoletas, estructuras económicas patriarca­
les, podremos luchar por eliminarlos. No se trata ni mucho 
menos de abandonar reivindicaciones históricas como el 
aborto, siempre vigentes, pero sí de saber que no se derri­
barán las superestructuras (ideología e instituciones patriar­
cales) mientras sigan intactas las estructuras económicas 
subyacentes. La división sexual del trabajo está ya deslegitima­
da, pero falta destruir sus pilares. Esos pilares son ahora más 
difíciles de detectar, como decíamos, precisamente porque el 
discurso es el de la libertad y quedan pocas prohibiciones 
legales; pero de poco sirve la libertad formal si no se dan las 
condiciones para ejercerla. Así, el centro de gravedad se sitúa 
más aún, si cabe, en las políticas económicas que determinan 
las condiciones materiales de la mayoría de las personas (y 
particularmente de la mayoría de las mujeres). Como decía 
Marx, “es la vida la que determina la conciencia”.

En este campo, que es el de la economía feminista, los ob­
jetivos y las reivindicaciones están por discutir, asumir y recla­
mar. Evidentemente todas las personas feministas (y la mayoría 
de las personas) se definen en contra de la brecha de género en 
salarios y pensiones, pero ¿cómo eliminarla?, ¿es ese un objetivo 
posible? Y en cuanto a la desigualdad en el cuidado, ¿cuál es el 
objetivo?, ¿cuál es el plan de viabilidad? La falta de una alterna­
tiva coherente conduce a posturas desesperadas. Las declaracio­
nes encendidas de algunas feministas contra “esta economía” 
suelen ir acompañadas del rechazo a las reivindicaciones econó­
micas feministas por “reformistas”. La solución sería, según 
dicen, “una economía orientada a la vida”. Pero ¿en qué consiste 
dicha economía y cómo vamos a llegar a ella desde el punto en el 
que nos encontramos? No concretan. 
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Esta posición es aparentemente radical, pero cabe soste­
ner que un rechazo tan global sin hacer “el análisis concreto de 
la situación concreta” (que es la base del pensamiento dialécti­
co) responde a una concepción idealista de la historia. Salvando 
las distancias, tomemos la explicación de Engels refiriéndose al 
socialismo utópico del siglo XIX, aunque su tema no fuese el 
patriarcado sino el capitalismo13: “el socialismo anterior criti­
caba el modo capitalista de producción existente y sus conse­
cuencias, pero no acertaba a explicarlo, ni podía, por tanto, 
destruirlo ideológicamente; no se le alcanzaba más que repu­
diarlo, lisa y llanamente, como malo. Cuanto más violentamente 
clamaba contra la explotación de la clase obrera, inseparable de 
este modo de producción, menos estaba en condiciones de indi­
car claramente en qué consistía y cómo nacía esta explotación”. 
Contra estas posiciones, sigue explicando Engels, debemos com­
prender que “la estructura económica de la sociedad en cada 
época de la historia constituye la base real cuyas propiedades 
explican toda la superestructura integrada por las instituciones 
jurídicas y políticas, así como por la ideología religiosa, filosófi­
ca, etc., de cada periodo histórico”. Esta concepción materialista 
de la historia, ya ampliamente asumida en las ciencias sociales, 
es de la mayor utilidad para el feminismo actual. 

Hay que reconocer que en el tema que nos ocupa, la domi­
nación masculina, la superestructura es especialmente deter­
minante y difícil de combatir, por cuanto esta dominación es la 
más interiorizada, la más íntima, la que más configura nuestro 
carácter desde el nacimiento (Bourdieu etiqueta este fenómeno 
como “violencia simbólica inscrita en el cuerpo”). Tampoco 
debemos perder de vista las continuas penalizaciones a las que 
se ven sometidas las mujeres que intentan salir del círculo de la 
dominación, no solo de orden económico, sino también social 
y afectivo, especialmente en las sociedades más conservadoras, 
en las que las mujeres extensivamente no tienen más que dos 
alternativas: el sometimiento en la familia tradicional o la sole­
dad y la marginación social. A este respecto, son comprensibles 
las opciones vitales de algunas feministas por intentar crear 
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grupos de resistencia reducida a actos individuales, acompaña­
dos a veces de una cierta guetificación (por cierto, compatibles 
y frecuentemente coincidentes con las posiciones políticas a las 
que nos hemos referido). 

El problema de estas rupturas heroicas es que no son gene­
ralizables a la población y, salvo excepciones, tienen fecha de 
caducidad: a la postre, las jóvenes implicadas en estos sueños ten­
drán que vivir en la sociedad que existe con todo lo que ello impli­
ca; y serán tratadas como las demás mujeres independientemente 
de cómo ellas se consideren. Podemos afirmar esto porque ya he­
mos visto pasar generaciones enteras de jóvenes queer, affidadas, 
nómadas, etc.; y la vida de las mujeres no ha cambiado extensiva­
mente con estos feminismos culturales. No es cuestión aquí de 
negar que estas teorías hayan contribuido al debate, ni tampoco es 
cuestión de negar que hayan proporcionado experiencias inte­
resantes para las personas implicadas; el problema surge cuando 
se presentan como alternativa de cambio social extensivo. Tam­
bién existe un paralelismo entre estos experimentos y los de los 
socialistas utópicos del siglo XIX, que trataban de crear otra socie­
dad por el método de vivir al margen de la existente. 

Así pues, volvamos la vista a la estructura. Cambiar las 
condiciones materiales para que la igualdad sea posible es el 
único camino de cambio social extensivo por dos razones muy 
relacionadas: en primer lugar porque la superestructura se 
reproduce sin cesar a partir de la estructura mientras esta siga 
en pie; en segundo lugar porque es en torno a las reformas que 
atañen a las condiciones materiales como podremos conseguir 
el consenso social necesario para el cambio; y aquí desempeña 
un papel clave el hecho de que las condiciones para la igualdad 
son en realidad las de una protección social inclusiva y, por 
tanto, benefician a la población en su conjunto. Volveremos 
sobre este tema en el capítulo 6, pero tengamos presente este 
hecho: la desigualdad de género se retroalimenta con la igno­
rancia, los prejuicios, la desigualdad social extrema, la despro­
tección social, la insolidaridad. Los países que han dado pasos 
importantes en la reducción de la desigualdad de género son 
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también los que han consolidado sistemas de bienestar social 
más avanzados. En otras palabras: no sería posible avanzar si 
ello exigiera distribuir los escasos recursos existentes y, por 
tanto, reducir el bienestar de los hombres para aumentar el de 
las mujeres. Como comentaba Gertrud Aström14 recientemen­
te, “no es posible el mainstreaming de género hacia abajo” (es 
decir: no se pueden transversalizar los recortes; independien­
temente de los juicios que podamos emitir, esa es la realidad).

Así, la historia demuestra que todos los avances de las 
mujeres han sido a base de ampliar los derechos y apelando a 
nociones ya existentes (volvamos aquí a recordar los argu­
mentos de Celia Amorós sobre Feminismo e Ilustración). Las 
reformas económicas necesarias para la igualdad de género 
tienen la gran ventaja de que actualmente no provocan peleas 
encendidas (aunque ello no garantice que los gobiernos las 
emprendan); y esto es así porque esas reformas son socialmen­
te necesarias y, muy importante, porque no tocan la fibra sen­
sible de la emocionalidad. En definitiva, podemos ser agentes 
del cambio social hacia la igualdad de género a pesar de estar 
aún impregnadas/os de la ideología y de la práctica patriarcal. 
Comprender todo esto nos ayudará a aceptar las contradiccio­
nes que cada día descubrimos en nosotras/os mismos/as y en 
nuestros/as congéneres, ahorrándonos muchos disgustos y 
haciendo la lucha feminista mucho más eficaz.

RAZONES ECONÓMICAS PARA EL CAMBIO 	
ESTRUCTURAL: EFICIENCIA Y SOSTENIBILIDAD

La relevancia del debate sobre la eficiencia 		
para el avance hacia la igualdad de género

Es importante tener en cuenta este asunto crucial: si la diferen­
cia tuviera una función económica, como sostuvieron algunos 
autores15, tendríamos que reconocer que la igualdad estaría 
lejos. La buena noticia es que la diferencia sexual, al contrario 
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de lo que se pensaba generalizadamente en el siglo XX, solo 
ocasiona perjuicios sociales y económicos sin aportar ningún 
beneficio a la sociedad en su conjunto. Conviene detenerse en 
estos argumentos para contrarrestar el rechazo que genera el 
concepto de eficiencia, quizás motivado por la confluencia de 
dos factores: la lógica reacción popular a su utilización intere­
sada por parte del poder; y la persistencia de la vieja y equivo­
cada idea de que la diferencia sexual es eficiente16.

Antes de entrar en el tema, aclaremos de antemano una 
cuestión que suele llevar a equívoco: que la desigualdad sea 
perjudicial para la economía en su conjunto es perfectamente 
compatible con el hecho, también cierto, de que ofrece ventajas 
y privilegios a grupos poderosos, como sucede con tantos y tan­
tos otros temas. También es cierto que muchos hombres se ven 
afectados por las resistencias a perder privilegios sobre las 
mujeres; que, evidentemente, tenerlos los tienen. Pero esos 
privilegios solo son a corto plazo y originan mucho sufrimiento 
incluso para los mismos supuestos beneficiarios (por eso el 
cambio es posible, como ya estamos viendo y trataremos de 
fundamentar; volveremos sobre estos temas más adelante). 

Se entiende por eficiencia el aprovechamiento óptimo de los 
recursos existentes para producir el máximo de resultados. Con esta 
definición, parece obvio que debería haber consenso general a 
favor de la eficiencia; ¿quién en su sano juicio podría sostener 
que es mejor despilfarrar los recursos que utilizarlos de forma 
óptima? Sin embargo, el término eficiencia resulta antipático 
para el público en general, y en algunos medios progresistas 
(¡no digamos feministas!) se percibe como una amenaza. Efi­
ciencia suena a explotación (casi podríamos imaginarnos una 
cadena de producción a lo Charlie Chaplin en la película Tiem-
pos modernos); y para muchas feministas suena a una economía 
que no está al servicio de las personas y que se olvida de todo lo 
que tiene que ver con el trabajo reproductivo. Es comprensible, 
pues quienes están al mando de la economía utilizan el término 
eficiencia para justificar todo tipo de abusos, e incluso repiten 
como un mantra que existe una contradicción (un trade-off, se 
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suele decir) entre eficiencia y equidad (y por tanto habría que 
elegir entre aumentar una u otra, no las dos). Pero ¿cómo es 
posible que se cometan desmanes en nombre de este concepto 
aparentemente tan sensato? Muy sencillo: porque se aplica 
errónea e interesadamente.

Si esta contradicción entre equidad y eficiencia existiera 
sería terrible, pues nos veríamos en la obligación de elegir (ese 
sí que sería un verdadero trade-off) entre dejarnos explotar o 
ponernos en contra de la eficiencia, o sea, del desarrollo eco­
nómico, de la creación de empleos, de la sostenibilidad de las 
cuentas públicas; y por mucho que cerráramos los ojos, ten­
dríamos que reconocer que el progreso en equidad sería difícil. 
Pero no es verdad: si entramos a analizar el asunto, descubrire­
mos las falacias que se esconden detrás de ese supuesto trade-
off; porque, en realidad, las desigualdades producen múltiples 
ineficiencias y, lo que es más dramático, conducen a una socie­
dad (economía) insostenible. La clave está en desgranar qué es 
lo que queremos/debemos maximizar, cuáles son los recursos 
existentes y qué significa utilizarlos de forma óptima; a conti­
nuación abordaremos estas cuestiones. Veremos que si el obje­
tivo es maximizar el bienestar social, si consideramos todos los 
recursos existentes sin olvidarnos de toda la parte “doméstica” 
y si entendemos que el aprovechamiento óptimo de los recur­
sos es justamente lo contrario a la sobre-explotación de las 
personas y a la depredación del medio ambiente, tendremos 
que concluir que la equidad y la eficiencia van de la mano. 

¿Qué resultados queremos maximizar? La falacia 	
del ‘trade-off’ entre equidad y eficiencia

“La crítica típica de la clase media es que para aumentar la 
igualdad hay que pagar el precio de una menor eficiencia, un 
menor crecimiento económico, etc. Cabe contestar que tam­
bién en términos de eficiencia es un grave error que solo a los 
mejor situados les sea permitido desarrollar sus capacidades y 
expresarse plenamente en sociedad” (Myrdal, 1969).
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Se sigue actuando con la inercia de que el objetivo es 
alcanzar el máximo de producción (PIB). Sin embargo, hay ya 
una larga lista de trabajos científicos dedicados a demostrar 
que el PIB no es el mejor indicador del desarrollo económico y 
del progreso social. Por ejemplo, un trabajo reciente de Joseph 
Stiglitz, Amartya Sen y Jean Paul Fitoussi (2008) concluye con 
“el mensaje clave” de que “urge dejar de poner el énfasis en la 
medición de la producción para pasarlo a la medición del bien­
estar de la población; y poner estas medidas de bienestar en el 
contexto de la sostenibilidad”. En efecto, la composición del 
PIB es relevante: hay producción depredadora y producción de 
bienes y servicios socialmente útiles17. La redistribución del 
ingreso privado es clave, y también lo es la provisión de servi­
cios públicos, que no se capta adecuadamente con la simple 
medida del PIB. En realidad, baste considerar que lo que define 
a una sociedad democrática es que la actuación pública debe 
estar al servicio de toda la población y no en beneficio de unos 
pocos. De ahí se deduce, por pura definición, que el objetivo de 
la equidad es el mismo que el de la eficiencia: maximizar el 
bienestar social. 

Es importante añadir que no solamente se trata de poner el 
objetivo del bienestar social en el puesto de mando, sino de 
liberarlo de las limitaciones que le vienen impuestas por la 
ideología, y en particular por la ideología de género. En efecto, 
hay quien puede pensar que el bienestar social, la felicidad, 
puede darse en un mundo de familias tradicionales sin dere­
cho al divorcio, al aborto, al empleo femenino… Sin embargo, 
objetivamente es demostrable que ese mundo solamente ori­
gina malestar, pobreza y sufrimiento. Por ejemplo, suele 
decirse que en las sociedades tradicionales las mujeres son 
las artífices de la cohesión y de la armonía social. Pero esa 
afirmación lleva implícita la percepción incorrecta de que una 
sociedad puede estar cohesionada o ser armónica cuando man­
tiene esclavizada a la mitad de la población, cuando la violencia 
y los asesinatos de mujeres son tolerados, etc. Quien afirma 
eso es que no está viendo nada más que la parte emergida del 
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iceberg (mayormente masculina), ignorando el sufrimiento de 
la parte sumergida y, además, con una visión muy pobre de la 
felicidad. Maximizar el bienestar social es maximizar la equi­
dad a todos los niveles, incluyendo la igualdad de género que 
tan frecuentemente resulta invisible. 

Detengámonos ahora en otro error frecuente, que consiste 
en aplicar el concepto de eficiencia parcialmente, bien sin con­
siderar la economía y la sociedad en su conjunto,  bien sin tener 
en cuenta todas las implicaciones y los costes de determinadas 
actuaciones. En efecto, una determinada empresa podría maxi­
mizar su producción a corto plazo esclavizando a sus trabajado­
res/as, sin preocuparse de sus problemas y necesidades de vida 
personal y familiar, sometiéndoles a presiones y a cargas de 
trabajo desmedidas; y luego deshaciéndose de los/las trabaja­
dores/as “quemados/as” para sustituirles por otros/as. Algunas 
personas dirían que ese comportamiento es eficiente, en cuan­
to que la empresa maximiza sus beneficios al mínimo coste. 
Esta es la idea que subyace cuando se piensa que la equidad es 
incompatible con la eficiencia. 

Sin embargo, si aplicamos propiamente la definición de 
eficiencia a este supuesto, no podemos decir que esa empresa 
esté aprovechando eficientemente sus recursos, sino que utili­
za recursos externos y externaliza las consecuencias negativas 
de su actuación, con una política de usar y tirar (en ese sentido 
decimos que es un sistema abierto; los recursos existentes no 
son fijos). Este comportamiento es típico del capitalismo salva­
je (ahora llamado “neoliberalismo”), que recoge los beneficios 
mientras que el coste de las llamadas “externalidades” lo paga 
toda la sociedad, y no solamente en términos monetarios. Esa 
situación únicamente es posible si existe un exceso de oferta en 
el mercado y si no existen mecanismos de regulación; y produ­
ce ineficiencias que afectarán gravemente al sistema económi­
co en su conjunto.

Estas consideraciones no son nuevas. En el libro antes 
citado, Alva Myrdal continúa: “Hay quien piensa que las desi­
gualdades son el precio a pagar por una mayor eficiencia en la 
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producción y por un rápido aumento en prosperidad, con un 
mayor nivel de vida para todos/as aunque esté desigualmente 
distribuido. Pero cada vez más personas son conscientes del 
fiasco de ese mito sobre la eficiencia. Durante la pasada década, 
la experiencia de otros países ha demostrado que las políticas 
basadas en esas premisas conllevan el riesgo de deterioro 
social. […] Amplios estratos de la población consideran que no 
hay razón para permanecer leales a un poder económico que 
descuida demandas elementales para una existencia digna; las 
sociedades se dividen… El resultado es el estancamiento, que 
no conduce ni a la eficiencia en la producción ni al cambio 
social necesario para que la gran mayoría pueda desarrollar sus 
capacidades y contribuir a la sociedad”. Suecia aplicó esta pers­
pectiva integradora y, gracias a ella, es hoy uno de los países 
más competitivos y más igualitarios. Los países nórdicos están 
ahí para demostrar que la igualdad es eficiente. Pero aun en 
esos países queda mucho por ganar en términos de eficiencia si 
realmente se considera el verdadero óptimo: la eliminación de 
la división sexual del trabajo, como veremos a continuación.

La división sexual del trabajo es ineficiente 

El concepto de eficiencia técnica se refiere al aprovechamiento 
máximo de los recursos, una vez fijado el objetivo (es decir, sin 
cuestionarse ese objetivo). Para ello se necesita una buena asig­
nación de cada factor productivo (trabajo, capital, tecnología) 
al lugar en el que sea más rentable (eficiencia asignativa), así 
como una buena organización del sistema en su conjunto. La 
primera pregunta pertinente aquí es: aunque el objetivo fuera 
solamente la producción (PIB), ¿quién debe/puede trabajar en 
qué? La respuesta obvia es que deberían aprovecharse todas las 
capacidades de cada persona, pero sabemos que los roles de 
género son un gran obstáculo que opera desde el nacimiento, 
pasando por el sistema educativo y adquiriendo su apogeo en la 
segregación sexual del mercado de trabajo y del trabajo repro­
ductivo. 



49

La segregación del mercado de trabajo establece barreras 
artificiales para el aprovechamiento de las capacidades indivi­
duales: si una mujer tiene habilidades para ser ingeniera y un 
hombre para ser educador infantil, pero ambas personas tienen 
dificultades para dedicarse a esas respectivas profesiones porque 
una “es masculina” y la otra “es femenina”, ¿qué mejor ejemplo 
de ineficiencia (asignativa) podríamos encontrar? Bastaría con 
eliminar esas barreras para mejorar los resultados sin tener que 
invertir más medios. Si, por otro lado, pensamos en la segrega­
ción vertical con la perspectiva de la igualdad, comprenderemos 
inmediatamente la ingente cantidad de talento que estamos des­
perdiciando por culpa de los prejuicios18. 

Muchos estudios evidencian ya el lastre que supone la de­
sigualdad de género para el desarrollo económico. Por ejemplo, 
la OCDE acaba de publicar un informe en el que explica detalla­
damente el “fundamento económico de la igualdad de género” 
y concluye que “la inversión en igualdad de género es la que 
arroja los mayores rendimientos de todas las inversiones en 
desarrollo” (OCDE, 2012). Y, siendo ya importantes estas evi­
dencias, cabe sostener que estos estudios aún no abordan el 
tema en toda su amplitud y potencialidad. En efecto, recorde­
mos en primer lugar que el despilfarro del capital productivo de 
las mujeres, ya ampliamente reconocido, no es el único asunto 
relevante. La otra cara de la moneda es el despilfarro del capital 
cuidador de los hombres, y este extremo no suele tocarse ni 
siquiera en los estudios sobre igualdad de género y eficiencia 
económica. ¿Cómo es posible que siga ignorándose todo el ca­
pital cuidador de los hombres que podría ser utilizado para el 
cuidado de la infancia y de las personas dependientes, ahora 
más necesitadas que nunca? 

Además, no solo se trata de utilizar todos los recursos, sino 
de aprovecharlos al máximo, y esto nos lleva a cuestionarnos el 
modelo de organización del cuidado. En la sociedad actual (alta 
esperanza de vida, alto nivel de formación femenina, produc­
ción industrial lejos del entorno familiar y reducido tamaño 
familiar) tiene todavía menos sentido económico (si cabe) que 
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el cuidado exija la des-inserción laboral de una persona (aun 
temporalmente o a tiempo parcial, y fuera hombre o mujer). En 
este sistema, muchas personas (mujeres) sacrifican su poten­
cial de vida productiva para cuidar a una o dos criaturas duran­
te unos pocos años. Existe claramente una alternativa superior 
(más eficiente): que los hombres cuiden igual que las mujeres, 
que se universalicen los servicios de educación infantil y de 
atención a la dependencia y que se establezcan horarios a tiem­
po completo cortos y racionales. Con este sistema, no solamen­
te todas las personas podrían cuidar y trabajar igual, sino que 
las criaturas y las personas dependientes estarían cuidadas a 
una ratio mayor que la actual (más de una o dos por persona) y 
con mayores beneficios para todas las personas implicadas. 
Así, con muchos menos recursos se conseguiría mucho más 
bienestar social19. 

En resumen, debemos desterrar para siempre la vieja y aún muy repetida 

afirmación de que las mujeres, realizando la mayor parte del trabajo de cui-

dados y doméstico, le ahorran al Estado (¿a la sociedad?) la provisión de ser-

vicios. Según esta visión, la división del trabajo sería eficiente, aunque solo 

desde el punto de vista “economicista” y olvidando el bienestar de las mujeres. 

Pero esas cuentas están sesgadas por una concepción sexista, que se disuel-

ve al considerar que mujeres y hombres son igualmente capaces para todo 

tipo de trabajos; que las mujeres ya están mejor formadas que los hombres y 

dispuestas a ocupar todo tipo de profesiones; que los hombres pueden asumir 

su 50% del cuidado si se ponen las medidas adecuadas; y que la organización 

actual de los cuidados es manifiestamente mejorable. Una vez más, el mode-

lo de sociedad imaginado/deseado por cada persona tiene consecuencias a la 

hora de determinar las posibilidades. 

La desigualdad de género es insostenible

No podemos hablar de eficiencia sin considerar adecuadamen­
te la dimensión temporal, y ello nos conduce directamente a la 
sostenibilidad. Según una de las definiciones más populares 
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(Informe Brundtland, 1987), la sostenibilidad (económica, 
social y ambiental) consiste en “satisfacer las necesidades de la 
actual generación sin sacrificar la capacidad de futuras genera­
ciones de satisfacer sus propias necesidades”. En definitiva, un 
equilibrio que pueda mantenerse en el tiempo. La sostenibili­
dad económica exige la consideración de muchos factores que 
desempeñan un papel clave en el bienestar social general y a 
largo plazo. Destacaremos la formación del capital humano, la 
retención del talento, la integración social y la paz, la lucha 
contra la pobreza (en particular la pobreza infantil), la consoli­
dación de los sistemas de servicios públicos y de prestaciones 
sociales, la preservación del medio ambiente y el equilibrio 
demográfico. Pues bien, todos estos factores están intrínseca­
mente relacionados entre sí y con la igualdad de género.

El factor de insostenibilidad sobre el que existe más cons­
ciencia ciudadana es el cambio climático, que, como sabemos, 
es una bomba de relojería. Para evitarla, es necesario un golpe de 
timón urgente que desgraciadamente no está a la vista: hay que 
cambiar totalmente el modo de producción y de consumo; y ello 
exige un cambio de valores profundo. Actualmente, quienes 
ostentan el poder siguen potenciando en la población una idea 
del éxito y de la felicidad (bienestar) basada en el consumo de 
bienes y en actividades depredadoras del medio ambiente (gran­
des coches, casas, actividades con alto consumo de energía, artí­
culos de lujo…). La polarización de rentas acentúa la huella 
ecológica de los ricos y la falta de recursos para cuidar el medio 
ambiente de los pobres (países y personas). El capitalismo salva­
je se mueve por intereses particulares a corto plazo, impidiendo 
medidas que beneficien al bien común en cuanto, como es habi­
tual, eso exija tener que poner coto a algún comportamiento 
lucrativo. Es más, las grandes empresas depredadoras actúan 
como poderes fácticos paralizando al sistema político (por ejem­
plo, las eléctricas y las productoras de petróleo).

Sabemos todo esto, pero ¿cómo podría operarse ese pro­
fundo cambio de valores sin una catarsis social en la que toda la 
ciudadanía nos hagamos conscientes de que hay otra forma de 
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tomarse la vida y de que la felicidad no está en el consumo 
ostentoso, sino en la armonía entre todos los seres y con el pla­
neta? Pues bien, para que este vuelco sea posible hay que cues­
tionarse el sistema de valores patriarcal que está en el centro de 
esos comportamientos perniciosos. Hay análisis que demues­
tran, por ejemplo, que la cultura de los machos triunfantes ha 
alimentado la burbuja depredadora; y que la desigualdad tiene 
una influencia determinante en la huella ecológica (Johnsson-
Latham, 2007)20. En resumen, la igualdad de género es clave 
para la sostenibilidad medioambiental.

La demografía, la mejor aliada de la igualdad 		
de género

Otro factor grave de insostenibilidad es el desequilibrio demo­
gráfico. Este factor obtiene escasa consideración en los estu­
dios y disertaciones sobre sostenibilidad; e incluso es objeto de 
negación como problema por parte de muchas personas progre­
sistas (nos referiremos específicamente a estas resistencias en el 
capítulo 6). Sin embargo, el mundo camina hacia una catástrofe 
demográfica de enormes consecuencias sociales y económicas. 
En efecto, la población mundial está evolucionando hacia una 
bipolaridad creciente: por un lado, tenemos un grupo cada vez 
más numeroso de países con bajísimas tasas de fecundidad (lo 
que se conoce en la investigación económica como low-low ferti-
lity o very low fertility, en torno a 1,2-1,3 hijos por mujer) y altísi­
mas tasas de pobreza infantil; por otro lado, quedan una minoría 
de países paupérrimos con altísima fecundidad. 

Algunas personas piensan que las bajas tasas de fecundi­
dad no son un inconveniente (el planeta ya soporta demasiada 
carga humana). El problema es que las bajas tasas de fecundi­
dad, prolongadas en el tiempo, no solamente provocan un des­
censo de la población sino que conducen a una estructura 
poblacional en la que la pirámide se invierte, pasando a ser 
mayoría las personas de avanzada edad. Claro que a esto se res­
ponde, desde algunos sectores, con la idea que aún persiste de 
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que la inmigración podría suplir el déficit de nacimientos 
autóctonos (según esa perspectiva, la bajísima fecundidad se 
compensaría con la llegada de inmigrantes a los países corres­
pondientes). Así, muchas personas rechazan toda considera­
ción del tema demográfico porque creen que es un asunto de 
xenofobia. 

Sin embargo, tres elementos contradicen esta perspectiva. 
En primer lugar, el fenómeno ampliamente contrastado de que 
las hijas y nietas de las mujeres inmigrantes adoptan el compor­
tamiento de los países de acogida; incluso las inmigrantes de 
primera generación están ya teniendo menos criaturas. En segun­
do lugar, que el envejecimiento provoca problemas económicos 
que empobrecen al país que lo sufre, de tal forma que impide la 
generación de puestos de trabajo, tanto para inmigrantes como 
para autóctonos. En tercer lugar, y no menos importante, que la 
inmigración acelera en los países de origen la llamada transición 
demográfica (descenso drástico de las tasas de fecundidad de altí­
simas a bajísimas). La mayoría de los países del mundo están 
inmersos en este fenómeno, aunque cada uno se encuentra en un 
estadio distinto de esa transición21. Solo continúan con altísimas 
tasas de fecundidad algunos países muy pobres, fundamental­
mente de África Subsahariana y Oriente Medio. 

Aunque la fecundidad media del planeta fuera ideal en un 
momento dado, alcanzar esa media por medio de simples 
transvases no es factible. Gosta Esping-Andersen (2008) ofre­
ce cálculos interesantes al respecto. Entre ellos, que para ase­
gurar una población estable en España habría que cuadruplicar 
el nivel de inmigración anual respecto al ritmo de los años 
1998-2008; pues, de continuar la tendencia actual, la pobla­
ción española podría llegar a disminuir hasta tener solamente 
10 millones de habitantes al final del siglo XXI. Y estos cálculos 
son anteriores al descenso posterior de la tasa de fecundidad y 
del ritmo de llegada de inmigrantes. 

Así que, si bien es cierto que la explosión demográfica 
mundial continuada sería insostenible (humana y medioam­
bientalmente), ese no es el problema del futuro, ya que en la 
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mayor parte del mudo las tasas de fecundidad están descen­
diendo a gran ritmo. En los países en los que aún no lo están, la 
insostenibilidad no se debe sobre todo al excesivo número de 
habitantes (algunos están poco poblados), sino a que las tasas 
de fecundidad demasiado altas realimentan la pobreza y difi­
cultan el desarrollo social y económico (típicamente nos encon­
tramos con familias de muchos hijos/as a los que no pueden 
mantener). 

Este fenómeno está íntimamente ligado al modelo actual 
de crecimiento económico a nivel mundial, que provoca una 
creciente desigualdad entre países y una sobreexplotación de 
los recursos naturales. Las personas de los países pobres, con 
una naturaleza cada vez más esquilmada, sin acceso a la forma­
ción, sin otros medios de vida y frecuentemente víctimas de 
guerras y dictaduras (muchas veces apoyadas desde el exterior), 
no tienen otro recurso que lanzarse a una emigración cada vez 
más precaria. La emigración es, naturalmente, una salida indi­
vidual, pero no es la solución para alcanzar un modelo de desa­
rrollo equitativo y sostenible desde el punto de vista humano, 
social, medioambiental y demográfico.

Por otro lado, la mayoría de las sociedades occidentales 
están aquejadas de un envejecimiento excesivo de la población 
que tiene graves consecuencias. La ratio entre el número de 
personas de la tercera edad y el número de personas en edad de 
trabajar (llamada “tasa de dependencia demográfica”) es clave 
para el sostenimiento del sistema de pensiones, de los servicios 
públicos, de la producción y de la sociedad en su conjunto. Las 
personas en edad de trabajar (y cuidar) alimentan los fondos de 
la Seguridad Social con sus cotizaciones, las arcas del Estado con 
sus impuestos y la economía en su conjunto con su producción; 
además de cuidar a las personas dependientes en el ámbito fami­
liar. En cambio, las personas mayores necesitan cuidados, pen­
siones y servicios que aumentan el gasto público. 

Otro factor demográfico importante es la estabilidad de las 
tasas de fecundidad. La decisión de tener hijos está, en princi­
pio, condicionada por la situación económica. Por ello, en las 
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fases altas del ciclo económico nacen más niños, dando lugar a 
los llamados baby booms, que crean muchos problemas de pla­
nificación económica. Los descensos bruscos también son 
perjudiciales. Por ejemplo, México e Islandia tienen tasas de 
fecundidad prácticamente iguales a 2,1 hijos por mujer (tasa de 
reposición poblacional). Sin embargo, México se encuentra en 
transición entre los fenómenos de altísima y bajísima fecundi­
dad (y, por tanto, en proceso de envejecimiento rápido), mien­
tras que Islandia es un país con una tasa de fecundidad 
adecuada y estable, es decir, con una buena demografía.

La pobreza, y en especial la pobreza infantil, es el otro ele­
mento demográfico clave (junto con el nivel y la estabilidad de 
las tasas de fecundidad). En efecto, no solamente se necesita 
que nazcan niños/as en un número adecuado (ni muchos más 
ni muchos menos), sino también que estos/as no sean pobres. 
La pobreza infantil es un fenómeno indeseable desde el punto 
de vista de la justicia social, pero también es un problema eco­
nómico esencial desde el punto de vista de la formación del 
capital humano. Si los niños y niñas son pobres y no tienen 
oportunidades de formación, ¿qué cohesión social, qué capital 
humano tendremos en la próxima generación? No tendremos 
profesionales formados. ¿Quién manejará las nuevas tecnolo­
gías?, ¿quién se encargará de la organización de las empresas y 
del sector público?

La pobreza y el analfabetismo son lacras que van asociadas 
a la desintegración social y que impiden el desarrollo de una 
sociedad, así en el norte como en el sur. Y estas consideracio­
nes son tan válidas pensando en un solo país como en el mundo 
entero en su conjunto. Lo curioso es que las tasas de pobreza 
infantil y las tasas de fecundidad son variables correlacionadas, 
aunque con distinto signo. En los países (y zonas) paupérrimos, 
la correlación es positiva: las altísimas tasas de fecundidad van 
asociadas con altas tasas de pobreza y analfabetismo (especial­
mente femenino), de las que son consecuencia a la vez que 
causa de permanencia. Pero en los países con bajísima fecun­
didad la correlación es negativa: la pobreza infantil es más alta 
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cuanto menor es la tasa de fecundidad. En España este proble­
ma es especialmente grave, pues tenemos una de las tasas de 
pobreza infantil más altas de la Unión Europea, solo por debajo 
de las de Italia, Letonia, Bulgaria y Rumanía (véase más expli­
cación en Pazos Morán, 2012).

En resumen, para tener una buena demografía se requieren tres condiciones: 

la primera, una tasa de fecundidad próxima a la llamada “tasa de reposición 

poblacional”, o sea, la tasa de fecundidad que permitiría que la población se 

mantuviera en el tiempo sin aumentar ni disminuir (la tasa de fecundidad 

“ideal”); esta tasa de reposición poblacional se estima que sería aproximada-

mente 2,1 hijos/mujer en los países occidentales. La segunda, que esa tasa 

permanezca estable (los baby booms y los baches de fecundidad crean enor-

mes dificultades de planificación). Por último, y no menos importante, se 

requiere la ausencia de pobreza infantil. 

Curiosamente, el valor en el que se estima la tasa de repo­
sición poblacional (2,1 hijos por mujer) coincide con el número 
medio de hijos deseados. En efecto, sabemos por las encuestas 
que el tamaño familiar medio deseado por las personas euro­
peas, tanto hombres como mujeres (así en Finlandia como en 
Portugal, Grecia o Inglaterra), es de 2,2-2,3 hijos (Esping-
Andersen, 2008). Así que sería muy fácil solucionar los proble­
mas de la altísima fecundidad y de la bajísima fecundidad (que 
hay que analizar y tratar separadamente): solo se requeriría 
permitir que cada persona tenga las criaturas que desee tener, 
ni más ni menos. Sin embargo, solo unos pocos países (esen­
cialmente los nórdicos) están consiguiendo mantener sus tasas 
de fecundidad establemente próximas a ese valor mágico de 2,1 
y con bajos niveles de pobreza infantil. 

Entonces, ¿cómo es que se produce esa disparidad entre 
los deseos de las personas y su comportamiento demográfico? 
¿Cómo se produce ese fenómeno por el que los países pasan 
de altísimas a bajísimas tasas de fecundidad sin detenerse en 
el camino? En los países en los que la fecundidad es altísima, el 
asunto resulta evidente a primera vista: las tasas de fecundidad 
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descienden en cuanto los países avanzan económica y social­
mente, en cuanto las mujeres acceden a los derechos civiles, a 
la educación y al empleo. Se demuestra que las mujeres, cuando 
pueden decidir, no tienen más hijos de los que van a poder 
mantener; así desciende la altísima fecundidad de los países 
subdesarrollados, y con ella desciende también la pobreza 
infantil. 

Pero ¿qué ocurre en los países en los que ya se ha realizado 
la transición demográfica, es decir, en los que ya ha caído la 
fecundidad por debajo de la tasa de reposición poblacional? 
Estos países, que son esencialmente todos los países llamados 
“occidentales” (España entre ellos), son los que nos proporcio­
nan la experiencia para observar los determinantes de la evolu­
ción demográfica a largo plazo. Atendiendo a esta evolución, 
estos países con baja fecundidad se dividen en dos grupos: el 
primero es el de aquellos que han detenido la caída para estabi­
lizar las tasas de fecundidad en niveles aceptables (iguales o 
ligeramente inferiores a la tasa de reposición poblacional). El 
segundo es el de los países que, por el contrario, han llegado o 
están llegando a tasas bajísimas sin que se observen síntomas 
de recuperación. Pues bien, existen ya series históricas sufi­
cientemente largas para observar el efecto de las políticas 
públicas sobre estos fenómenos. 

Los países conservadores como España y Alemania, donde 
aún se llaman “políticas natalistas” a los incentivos para el cui­
dado en el hogar o a instrumentos de dudosa o nula influencia 
como los cheques bebé, tienen tasas de fecundidad por debajo 
de 1,5 hijos por mujer (por tanto, un problema grave de bajísi­
ma fecundidad). Un caso emblemático de este modelo es Ale­
mania, que se ha mantenido entre 1,38 y 1,36 a lo largo del 
periodo 2000-2009. Por su parte, la evolución de la tasa espa­
ñola durante el periodo 1995-2009 (de 1,17 hasta 1,44) ha 
demostrado que ni siquiera en una época de boom económico y 
de llegada masiva de inmigrantes es posible subir hasta tasas 
aceptables con este sistema social. En cambio, los países escan­
dinavos han mantenido sus tasas de fecundidad establemente 
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cercanas a la tasa de reposición poblacional durante las últimas 
décadas (por encima de 1,8 hijos/as por mujer). Son, como 
sabemos, países que tienen Estados del bienestar sólidos y 
donde las mujeres pueden compatibilizar empleo de calidad 
con maternidad.

Las consecuencias económicas y sociales serán mucho más 
dramáticas a largo plazo, pero es ahora cuando se están gestan­
do (hay que tener en cuenta que el efecto de las tasas de fecun­
didad sobre la estructura poblacional tarda en producirse lo que 
tardan las vidas en discurrir). Según las proyecciones de pobla­
ción de Eurostat de 2012, basadas en datos reales de 2009, Ale­
mania tendrá en 2060 una tasa de dependencia demográfica del 
60% (es decir, 60 personas mayores de 65 años por cada 100 
personas entre 15 y 64 años). Con tasas de dependencia proyec­
tadas para 2060 por encima de la media de EU-27 (53%) se 
sitúan también Portugal, Italia, Grecia (57% en estos tres países) 
y España (65%). Por debajo se encuentran, entre otros, Islandia 
(33%), Noruega (43%), Dinamarca (44%) y Suecia (46%).

Aún peor: hay dos razones de peso para afirmar que las 
proyecciones de Eurostat para los países de bajísima fecundi­
dad son infundadamente optimistas. La primera es que estas 
proyecciones están calculadas según las tasas de fecundidad de 
2009, superiores a las actuales y previsiblemente muy superio­
res a las futuras mientras continúe el deterioro en las condicio­
nes de vida de la población. En España, la tasa de fecundidad 
había mantenido una tendencia creciente desde 1995 (1,17 
hijos/as por mujer) hasta alcanzar el valor de 1,44 en 2008; 
pero desde 2009 empieza a derrumbarse hasta llegar a 1,36 en 
2011 y a 1,32 en 2012 (mientras, la de Islandia, por ejemplo, se 
mantiene en 2,02) (dato OCDE de 2011).

A ello hay que añadir que el número de mujeres españolas 
en edad fértil, que en los años anteriores a 2009 crecía, comien­
za a disminuir a partir de ese año como consecuencia de la menor 
inmigración y de que llegan a ese rango de edades generaciones 
de mujeres menos numerosas, nacidas durante la crisis de nata­
lidad de los ochenta y primera mitad de los noventa. La edad 
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media a la maternidad, otro indicador muy importante, se dis­
para a partir de 2009 y alcanza los 31,6 años en 2012 (en 2009 
era, según la OCDE, 29,7 en España, frente a 28,4 en Suecia o 
25,9 en Islandia)22. Ya a la vista de estas evoluciones recientes, 
podemos afirmar que el futuro que nos espera (a menos que 
cambiemos de rumbo) es mucho peor aún del que nos augura 
Eurostat. 

En segundo lugar, las proyecciones de Eurostat se basan en 
una sorprendente hipótesis, a la que llaman enfoque del escena-
rio de convergencia, que consiste en suponer que “se va a dar un 
proceso de convergencia de las tasas de fecundidad de los Esta­
dos Miembros hacia las de los países que ahora exhiben los valo­
res más altos […] a muy largo plazo” (Comisión Europea, 2011). 
Así, las proyecciones consisten simplemente en hacer crecer 
linealmente las tasas de los países en los que eran muy bajas en 
2009 (como España, con 1,40; Alemania, 1,36; Portugal, 1,32; 
Grecia, 1,52) y mantenerlas invariables o hacerlas disminuir 
ligeramente en los países cuyas tasas ya están aproximadamente 
en los valores a los que la CE supone que convergerán (como 
Suecia, 1,94; Noruega, 1,98; Dinamarca, 1,84; Francia, 2,0)23. 

Pero esa idea de que las tasas de fecundidad de los países 
de bajísima fecundidad vayan a recuperarse espontáneamente 
supone cerrar los ojos a la realidad. La cruda realidad es que el 
problema demográfico adquiere proporciones cada vez más 
dramáticas; y esas proporciones se agigantan aún más por el 
efecto del derrumbe de los nacimientos debido a la crisis (como 
veremos con datos recientes en el capítulo 6). Así pues, todos 
los indicios auguran a los países del sur y del centro de Europa 
tasas de dependencia demográficas mucho más escalofriantes 
que las proyectadas por Eurostat.

Para entender la dimensión del problema, comparemos a 
España con países como Dinamarca o Suecia. Estos no sola­
mente tienen tasas de fecundidad mejores (estables y más cer­
canas a la tasa de reposición poblacional), que es lo que les 
augura unas tasas de dependencia demográficas menos severas 
a largo plazo, sino que ya mantienen los servicios y medidas que 
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les permiten atender la actual demanda de cuidados; y no se 
construye un sistema de servicios públicos de la noche a la 
mañana. 

España tenía, en 2010, una tasa de dependencia demográ­
fica similar a las de esos países (25%, igual a la de Dinamarca y 
por debajo del 28% de Suecia). Si la demanda de cuidados está 
sin cubrir ahora24, ¿qué pasará cuando esa tasa se duplique o se 
triplique? Teniendo en cuenta que actualmente muchas mujeres 
ya no dan abasto, enlazando la crianza de sus propias criaturas 
con el cuidado de sus mayores (y los mayores de sus parejas) y de 
sus nietos/as, ¿a cuántas personas dependientes tocará cada 
mujer en 2060 si, además, la mitad de las personas en edad de 
cuidar (los hombres) sigue en gran parte ajena a esas tareas? 

La buena noticia es que el problema demográfico tiene 
solución, como nos demuestran los países nórdicos. ¿Qué han 
hecho estos países para detener la caída de sus tasas de fecun­
didad y para reducir drásticamente las tasas de pobreza infan­
til? Simplemente proporcionar a las mujeres las condiciones 
materiales para que la decisión de tener criaturas no las con­
vierta en económicamente dependientes o las conduzca a la 
pobreza. La experiencia de estos países nos muestra que este 
principio funciona. 

En resumen: ¿cómo resolver los desequilibrios demográficos? Para que las 

tasas de fecundidad aumenten en los países donde son bajísimas, así como para 

que estas tasas permanezcan estables y para combatir la pobreza infantil en 

todos ellos, hay que proporcionar una buena atención a la infancia, con especial 

énfasis en los servicios públicos de educación infantil, y dar prioridad a las polí-

ticas de integración social; hay que integrar a los hombres en el cuidado; y hay 

que apoyar especialmente a las madres solas, pues es en esas familias donde el 

nivel de pobreza (y por tanto de pobreza infantil) es más alto. En definitiva, elimi-

nar la maternidad impuesta y apoyar la maternidad deseada compatible con la 

autonomía y el empleo de calidad de las mujeres25. Por todo ello, cabe afirmar 

que la demografía es la mejor aliada de la igualdad de género (aunque esta no 

sea la percepción general; trataremos ese asunto en el capítulo 6).
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ANTECEDENTES PARA UNA ECONOMÍA POLÍTICA 
FEMINISTA

Naturalmente que los enfoques aquí expuestos no son nuevos. Ya 
en la década de los años treinta, Alva Myrdal argumentaba que los 
hombres habían sido expulsados de la familia y que las mujeres 
habían sido expulsadas de la producción a partir de la Revolución 
industrial, y consideraba obsoleta “la actual estructura familiar en 
la sociedad industrializada, donde la mujer casada, desprovista de 
funciones en la vida productiva, se encuentra aprisionada en un 
diminuto piso” (Hirdman, 1994). La idea radical de igualdad de 
género como parte de la igualdad social era central en la llamada 
entonces “nueva política social” que surge en Suecia en esos años, 
inspirada en el viejo eslogan socialista “A cada cual según sus 
necesidades” y entendiendo por necesidades tanto las materiales 
básicas como los derechos individuales y colectivos. Además, este 
programa venía ya avalado por los argumentos de que una socie­
dad igualitaria es más eficiente y sostenible (Myrdal, 1969).

En cuanto a la demografía, Alva y Gunnar Myrdal publica­
ron en 1934 un libro llamado Crisis en el problema demográfico26. 
En él advertían de la enorme gravedad de la caída de la fecundi­
dad en Suecia y de la inutilidad de las políticas natalistas de 
entonces (que eran esencialmente las mismas que las de los 
países conservadores ahora). 

Premonitoriamente, diagnosticaban que la incorporación 
de las mujeres al empleo es irreversible, y que si la sociedad 
quiere criaturas, más vale que ponga las condiciones materiales 
para que las mujeres no tengan que elegir entre trabajo asala­
riado y maternidad, pues en esa elección la maternidad siem­
pre saldrá malparada. “Dadles a las mujeres trabajadoras la 
oportunidad de ser madres”, reclamaban. 

Estos fueron los antecedentes de los cambios que se abrie­
ron paso en Suecia: un Estado del bienestar sólido, inclusivo y 
solidario, donde todas las personas deben ser independientes 
por igual; en definitiva, guiado por la idea de que “Los ingresos 
del propio trabajo y la Seguridad Social moderna son las dos 
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piedras fundacionales sobre las que en el futuro descansará la 
seguridad individual” (Myrdal, 1969).

Esta perspectiva, que era visionaria en los años treinta, ha 
sido confirmada y reforzada por la historia posterior de múltiples 
maneras: todos los argumentos económicos de Alva Myrdal sobre 
la irracionalidad de mantener a las mujeres en casa en la sociedad 
industrial tienen hoy vigencia redoblada: el aumento de la espe­
ranza de vida de las mujeres, la disminución del tamaño familiar, 
el alejamiento de la producción respecto a la familia y el aumento 
del nivel de formación femenino (Myrdal y Klein, 1957). 

Sus predicciones sobre el fracaso de las políticas tradicio­
nalmente llamadas “natalistas” han resultado confirmadas tanto 
por el derrumbe de la tasa de fecundidad en los países más con­
servadores (por ejemplo, Alemania, Japón, Corea, España o Ita­
lia) como por el éxito de los países nórdicos en la recuperación 
de las tasas de fecundidad. 

Más contundentemente aún, si cabe, la eficacia de su orien­
tación está probada por los buenos resultados sociales y económi­
cos: los países nórdicos no solo son los más igualitarios a todos los 
niveles, sino también los más competitivos y los que mejor han 
aguantado la crisis económica, precisamente por su organización 
más eficiente, que aprovecha mejor todos los recursos, con segu­
ridad en el empleo y una buena red de protección social. 

No se ve por ningún lado la famosa inevitabilidad de la 
crisis del Estado del bienestar ni la supuesta rentabilidad de la de­
sigualdad de género para el Estado.

El progreso social y el progreso hacia la igualdad de género 
están indisolublemente unidos, como prueban todos los datos: 
los países social y económicamente más avanzados son los escan­
dinavos, y esos se sitúan a la cabeza de todos los rankings en 
igualdad de género. En el otro extremo, los países misérrimos 
son aquellos en los que las mujeres están más esclavizadas. Y es 
que la desigualdad, que va de la mano de la ignorancia y de la 
superstición, impide el desarrollo económico y es incompatible 
con la democracia. ¿Acaso las restricciones impuestas a las 
mujeres en Afganistán no las incapacitan para la producción e 
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impiden el desarrollo del país, además de constituir un caso de 
esclavismo avalado sobre el terreno por las grandes potencias?27 
Todo esto es de cajón; si los gobiernos lo olvidan es porque exis­
ten intereses muy ajenos a la razón y al bien común.

De las condiciones objetivas a la articulación 		
del cambio social y político

Podríamos decir, en resumen, que si ya hace medio siglo se 
daban las condiciones objetivas para la eliminación de la divi­
sión sexual del trabajo, hoy se dan con creces. Tanto, que las 
instituciones de educación y propaganda (jerarquía eclesiásti­
ca, sistema educativo, moda, medios de comunicación, etc.) ya 
no valen, por sí solas, para convencer a la población de que 
hombres y mujeres debemos realizar distintas tareas, como 
muestran las encuestas ya citadas. En la práctica, muchas de las 
profesiones antes masculinas son ahora femeninas, y por do­
quier vemos ejemplos (ya no tan ridiculizados) de hombres que 
realizan tareas “de mujeres”.

Pero hemos llegado todo lo lejos que hemos podido hasta 
toparnos con las condiciones materiales, afianzadas por unas 
políticas públicas que nos mantienen en la diferencia. Por ejem­
plo, ¿cómo es que ciertas profesiones antes masculinas se han 
vuelto femeninas, pero no otras? Está claro: las mujeres han 
invadido las llamadas “profesiones liberales”, que se caracteri­
zan por ofrecer gran número de empleos en el sector público y 
por ser susceptibles de ejercerse por cuenta propia (como dere­
cho o medicina); pero se mantienen alejadas de otras (como las 
ingenierías) que implican en general empleos por cuenta ajena 
en el sector privado. En estas últimas profesiones las mujeres 
tienen difícil encontrar un empleo, y más difícil aún poder com­
patibilizarlo con la maternidad; no digamos ya promocionarse. 
A lo largo de este libro desgranaremos muchos ejemplos de las 
barreras materiales fabricadas por las políticas públicas; su 
resultado es la persistencia de esta situación que no puede ser 
cambiada individualmente ni a base de discursos.
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Como ya apuntábamos, que la división sexual del trabajo 
sea ineficiente e insostenible, además de injusta y fuente de 
infelicidad para las personas, no quiere decir que no mantenga 
aún una importante base social. Hay que tener en cuenta que 
beneficia a unos pocos, que son esencialmente los beneficiados 
por las políticas neoliberales. Además de la oposición a los ser­
vicios públicos por parte de estos sectores, ciertos empresarios 
siguen saliendo beneficiados a corto plazo por la existencia de 
una mano de obra femenina barata y sin derechos, así como de una 
mano de obra masculina totalmente disponible. ¿Qué les im­
porta que para la sociedad este sistema sea ineficiente e insos­
tenible?28 

También cabe sostener que, en la falta de entusiasmo hacia 
las reivindicaciones feministas por parte de la mayoría de los 
hombres, pueden influir los cantos de sirena que apelan a su 
estatus prevalente en el empleo y en la familia, que sin duda 
conectan con su educación desde la cuna y con el miedo a lo des­
conocido; aunque se demuestra que la mayoría de ellos también 
están satisfechos cuando se les dan oportunidades de cuidar en 
buenas condiciones. En todo caso, la gran asignatura pendiente, 
aun en los países nórdicos, es la asunción por parte de los hom­
bres del 50% de los cuidados. En Suecia (especialmente a partir 
de finales de la década de los sesenta), los servicios públicos fue­
ron desarrollados enormemente y las mujeres pudieron compa­
tibilizar trabajo asalariado con maternidad, pero a costa de altas 
tasas de parcialidad y una enorme segregación del mercado de 
trabajo, porque los hombres no se incorporaron al hogar tal 
como las feministas suecas hubieran deseado. 

Porque también es interesante destacar que la catarsis 
sueca tuvo sus límites. La medida estrella para implicar a los 
hombres en el cuidado fue defendida por Alva Myrdal e incluida 
en el programa del Partido Socialdemócrata Sueco en 1969: 
“debería aceptarse gradualmente que el permiso por causa del 
nacimiento de una criatura tiene que ser compartido entre los 
progenitores” (Myrdal, 1969). Pero la reforma de los permisos 
que se hizo en 1974, ideada para conseguir ese objetivo, introdujo 
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a última hora una cláusula de transferibilidad entre progenito­
res por la que la individualización y equiparación de los permi­
sos de padres y madres se quedó en agua de borrajas29.

Así, las reformas suecas en pro de la individualización de 
derechos alcanzaron a eliminar los incentivos para el manteni­
miento de las mujeres en el hogar (por ejemplo, eliminación de 
la posibilidad de tributación conjunta en los impuestos perso­
nales), pero se estrellaron contra las resistencias al cambio del 
comportamiento masculino respecto a los cuidados. Hoy en día 
esas resistencias son mucho menores, pero las instituciones 
que las sustentan siguen en pie, como veremos.

Por último, hay que tener en cuenta la dimensión política. 
Trataremos este tema en el capítulo 6, pero antes de analizar las 
políticas públicas es necesario señalar que una de las mayores 
dificultades para ese análisis reside en la actual disparidad 
entre los objetivos declarados y las actuaciones; entre el discur­
so y la praxis. Cabe, pues, advertir contra las frecuentes confu­
siones entre los efectos reales y los aparentes30. Estos últimos 
están condicionados por la idea previa que tenemos de las rela­
ciones de género y de la estructura social.

En particular, se requiere una mirada desapasionada y 
desprovista de viejos prejuicios para no confundir los derechos 
de las mujeres con los derechos de la familia. Bajo la catego­
ría de “derechos de las mujeres” se suelen incluir “derechos” 
relacionados con el cuidado o con el estatus familiar: permisos 
de maternidad, excedencias, reducciones de jornada, presta­
ciones para el cuidado incompatibles con el empleo (como la 
prestación por cuidados en el entorno familiar de las leyes de 
dependencia de España o Alemania), régimen económico de ga­
nanciales, pensiones de viudedad, desgravaciones por esposa 
dependiente… Ante esta confusión, Diane Sainsbury (1996) 
señala que todos estos derechos coinciden en presentar dos 
características clave: 1) siempre son menores que los derivados 
de la inserción en el empleo; y 2) nunca son suficientes para 
mantener dignamente una familia independiente durante toda 
la vida (en general, estos derechos terminan cuando termina la 
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función de cuidado, sin dar lugar a prestaciones para ex-cuida­
doras).

Los verdaderos y auténticos derechos de las mujeres son 
los mismos que los derechos de todas las personas y están reco­
gidos en los textos fundamentales: la Declaración de los Dere­
chos Humanos, las Constituciones democráticas, los estatutos 
de las personas trabajadoras, etc. Estos derechos políticos y 
sociales no están totalmente asegurados para la población en 
general, pero sí están reconocidos y asumidos por el entendi­
miento colectivo. En cambio, en el caso de muchas categorías y 
situaciones femeninas falta aún hacerlos verdaderamente visi­
bles: derecho a la vida, a la integridad física, a dar o a no dar 
vida, a una vida libre de violencia, a un trabajo y a unos ingresos 
dignos, a las vacaciones anuales y al descanso semanal y diario, 
a la participación política, al amor igualitario (¡redundancia!), 
al ocio… y, en definitiva, a las condiciones para la realización 
personal y para la felicidad. 

¿Por qué no apelar simplemente a estos derechos funda­
mentales que son asumidos por la inmensa mayoría de la 
población? Concentrémonos en remitirnos a ellos y veremos 
cómo las actuales políticas públicas impiden ejercerlos. La 
tarea no es fácil, pues las políticas económicas son sofisticadas 
y, como señalábamos, sus efectos declarados suelen ser contra­
rios a los reales. Antes de abordarla, permítaseme que insista 
una vez más en la advertencia principal: al igual que para man­
tener el equilibrio en ejercicios gimnásticos, mantengamos la 
vista fija en nuestro punto de referencia. Y al igual que en gim­
nasia, ese punto de referencia está adelante, no atrás. Quiere 
esto decir que no debemos comparar la situación actual con la 
del pasado o con la de una sociedad en desigualdad total (aque­
llo de “menos es nada”), sino con el objetivo a alcanzar: una 
sociedad en igualdad total. Esa debe ser la referencia para el 
análisis, ni más ni menos, una sociedad de personas cuidadoras/
sustentadoras en igualdad. 
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Notas

	 1.	 Es muy difícil elegir referencias entre la abundante literatura relevante y abru­
madoramente contundente al respecto. Virginia Woolf ya describe magistral­
mente la brutalidad artificial con la que se construyen las identidades de 
género: “Inevitablemente consideramos la sociedad como un lugar de conspi­
ración que se traga al hermano, al que muchas de entre nosotras tenemos 
razones para respetar en la vida privada, y que impone en su lugar un macho 
monstruoso, de voz atronadora, de puño duro, que de manera pueril traza con 
tiza en el suelo signos místicos de demarcación entre los cuales son encuadra­
dos, rígidos, separados, artificiales, los seres humanos” (en Tres guineas). 
Obras imprescindibles son también Política sexual de Kate Millet, El segundo 
sexo de Simone de Beauvoir o La dominación masculina de Pierre Bourdieu.

	 2.	 Aparte de recordar que infinidad de mujeres entendemos los mapas, etc., y que 
muchos hombres son pacíficos, escuchan a las mujeres, etc. (claro está, más en 
Suecia que en Irán; más en la España del siglo XXI que en la del siglo XIX).

	 3.	 Esta reforma, aprobada en diciembre de 2012 y que se implantará progresiva­
mente, concede 5 meses intransferibles y bien pagados a cada progenitor; y 
otros 2 meses a repartir entre ambos (transferibles). 

	 4.	 Es muy interesante leer las investigaciones sobre la evolución del trabajo de las 
mujeres y comprobar cómo han cambiado/se han intercambiado las profesio­
nes masculinas y femeninas a lo largo de la historia y de la geografía (véase, por 
ejemplo, González Setién, Pérez Fraga, Pliego Cid y Sánchez Callejo, 1992; Gál­
vez Muñoz y Sarasúa, 2003).

	 5.	 Existe toda una gama de trabajos sobre la persistencia del comportamiento 
femenino y masculino en la pareja, incluso cuando las mujeres ganan más (por 
ejemplo: Coria, 1991 y 1996; Dema Moreno, 2005; Díaz, Dema e Ibáñez, 
2005).

	 6.	 Estas corrientes suelen combinar este rechazo a todo lo masculino y a las rei­
vindicaciones de igualdad con reivindicaciones como el “salario al ama de casa” 
(Waring, 1988), que analizaremos en otros capítulos. En España, el “pensa­
miento de la diferencia” ha sido elocuentemente rebatido por Celia Amorós 
(1985, 1990, 2005, etc.), por Amelia Valcárcel (1993), por Luisa Posada Ku­
bissa (1997), por Ana de Miguel (2005, con C. Amorós), y por tantas otras.

	 7.	 Véase, entre otras referencias, Butler (1990).
	 8.	 Es comprensible la atracción que ejerce esta teoría, sobre todo entre las jóvenes 

actuales que se sienten encorsetadas en el mandato de género y de sexo, pero el 
problema es si esa es una vía de cambio social. Pierre Bourdieu señala: “La 
vacuidad de las llamadas ostentatorias de filósofos/as postmodernos a la ‘supe­
ración de los dualismos’: estando estos profundamente enraizados en las cosas 
(las estructuras) y en los cuerpos, no nacen de un simple efecto de nominación 
verbal y no pueden ser abolidos por un acto de magia performativa”. 

	 9.	 Para un interesante recorrido histórico y una explicación de los procesos de 
avance de las mujeres, véase Nuño (2010). Sobre el caso español, tenemos 
interesantísimos relatos de primera mano sobre la conquista del derecho al 
voto (Campoamor, 1935) y de la igualdad en el Código Civil español (Telo, 
2009). 

	 10.	 Nos referimos aquí a la idea original del mainstreaming (literalmente: “corrien-
te-principal-eando”, es decir, ocupándonos de la corriente principal), que llega 
al Congreso de la ONU de Beijing (1995) proveniente de Suecia a través de la 
Unión Europea.
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	 11.	 La popularización del término (traducido al español por “transversalidad”) fue 
acompañada de su desactivación política. Como señala Mary Daly (2005), “la 
tendencia más extendida es la de centrarse en herramientas y procedimientos, 
sin considerar la desigualdad de género como un problema estructural”. Una 
década más tarde, y a la vista de los pobres resultados arrojados por los intentos 
de aplicar la orientación del mainstreaming de género, llegó la idea de los presu-
puestos con perspectiva de género, pero esta corrió parecida suerte en general, 
salvo excepciones. (Véase Pazos Morán, 2008b.)

	 12.	 Para un mayor desarrollo, véase Pazos Morán (2011a). Stefanie Coontz explica 
muy elocuentemente cómo hombres y mujeres de Estados Unidos se ven obli­
gados/as a comportarse en contra de sus convicciones e ideales. [En http://
www.nytimes.com/2013/02/17/opinion/sunday/why-gender-equality-stalled.
html?pagewanted=all&_r=0]

	 13.	 Engels: “Del Socialismo Utópico al Socialismo Científico”, publicado original­
mente en 1883.

	 14.	 Gertrud Aström trabaja regularmente como consultora para el gobierno de Sue­
cia. Es conocida como “la madre del mainstreaming” porque ella acuñó el térmi­
no. Actualmente es la presidenta del Lobby Europeo de Mujeres en Suecia.

	 15.	 Entre ellos, Gary Becker (1981). También algunas autoras, como Marilyn 
Waring (1988), según las cuales el mercado no podría sobrevivir más que sobre 
las espaldas del trabajo no pagado de las mujeres.

	 16.	 Sin embargo, el argumento de la eficiencia estaba ya esencialmente en la obra 
La sujeción de las mujeres de Stuart Mill. Mill alegaba, tal como explica Ana de 
Miguel (2011), que si las mujeres pudieran desarrollar y ejercitar sus facultades 
al máximo “se duplicaría la suma de facultades intelectuales utilizables para un 
mejor servicio a la humanidad”. Ana de Miguel comenta en esa obra que Mill 
obviaba el tema de quién se haría cargo de los trabajos de reproducción. Puede 
ser que en aquella época ni siquiera “la máquina de pensar’ (como se le llamaba 
a Stuart Mill) hubiera llegado a imaginar a los hombres cuidando igual que las 
mujeres. Pero dos siglos más tarde por fin hemos llegado a imaginarlo, incluso 
muchas personas corrientes. Sin embargo, hay otra objeción de esta autora que 
sí es importante rebatir: la de que estos argumentos pudieran utilizarse para 
legitimar alguna opresión (¿por ser “no lo suficientemente éticos” o, quizás, 
“no puramente éticos”?). En realidad estos argumentos de eficiencia surgen 
solamente para desmontar la supuesta (y no argumentada científicamente) 
inevitabilidad de la diferencia sexual y de la opresión de las mujeres, que es lo 
peligroso y lo injusto. Como también señalaba ya Stuart Mill, el problema es 
que se invierte la carga de la prueba y, como consecuencia, aquí nos vemos 
justificando una obviedad: que efectivamente lo perjudicial e ineficiente son 
precisamente los prejuicios. Quizás volviendo la oración por pasiva (o sea, 
poniéndola en su sitio) pueda reducirse ese remilgo bastante extendido ante los 
argumentos de eficiencia.

	 17.	 Es más, en términos puramente de saneamiento económico, un PIB muy eleva­
do puede ser solamente producto de una burbuja especulativa (como desgracia­
damente sabemos). Sobre decrecimiento o no, de todas formas aún hay mucho 
que crecer en bienestar social.

	 18.	 Se recomienda el estudio de las brechas entre hombres y mujeres en el merca­
do de trabajo, así como de las teorías explicativas sobre sus determinantes; y, 
por supuesto, de sus consecuencias en términos de desigualdad y pobreza. Del 
Río Otero y Alonso-Villar (2008) ofrecen una buena síntesis del tema, con 
interesantes datos sobre el caso español. Véanse también Del Río Otero, Gradín 
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y Cantó (2008); Carrasco y Mayordomo (1997); Sánchez, Moltó Carbonell y 
Lázaro (2005).

	 19.	 La universalización de la educación infantil pública es una inversión rentable 
aun solo considerando el aumento de ingresos públicos en concepto de cotiza­
ciones sociales e impuestos de las mujeres por no interrumpir temporalmente 
su inserción en el empleo. Véase Esping-Andersen (2008). Por otro lado, con 
una jornada máxima de 35 horas semanales, una familia biparental aportaría 70 
horas de trabajo a la semana, o sea, más que actualmente, y tendría muchas más 
posibilidades de vida personal, menos estrés y más seguridad económica. Por 
último, la incorporación plena de los hombres al trabajo doméstico solo arroja 
beneficios. Para un mayor desarrollo, véase Pazos Morán (2008a). 

	 20.	 Véase también una amplia documentación en http://eige.europa.eu/content/
document/gender-equality-and-climate-change-main-findings

	 21.	 Países superpoblados de Asia, como Japón, Singapur, Corea del Sur y Taiwán, 
tienen ahora las menores tasas de fecundidad del mundo (véanse los detalles de 
este proceso en Westley, Choe y Retherford, 2010).

	 22.	 Datos del INE excepto cuando se especifica OCDE (para comparación interna­
cional se toman aquí los de la OCDE, que son ligeramente diferentes de los del 
INE y se ofrecen con mayor retraso).

	 23.	 La publicación de la Comisión Europea (2011) enuncia esta hipótesis pero no 
aporta razón alguna por la que esta convergencia de la fecundidad pudiera llegar 
a producirse [http://ec.europa.eu/economy_finance/publications/european_
economy/2011/pdf/ee-2011-4_en.pdf].

	 24.	 El 89% de las personas que necesitan cuidados (1,1 millones) declaran que solo 
lo reciben con carácter informal y solo el 4% exclusivamente procedente de 
servicios públicos (Navarro, Torres y Garzón, 2011).

	 25.	 Para más detalles, véase Pazos Morán (2011b; 2012).
	 26.	 Esta obra tuvo gran repercusión en la posterior orientación de la política social 

en Suecia. Véase una interesante reseña en http://en.wikipedia.org/wiki/Cri­
sis_in_the_Population_Question

	 27.	 http://www.rawa.org/rules_sp.htm. Véase también http://www.rawa.org/rawa/ 
2013/03/07/rawa-statement-on-iwd-2013-english.html

	 28.	 Aunque esto no se aplica a todas las empresas. Véase Nieto (2013).
	 29.	 Esta reforma es muy ilustrativa: precisamente cuando Suecia proclamaba el 

principio de individualización, y lo aplicaba para individualizar derechos ante­
riormente familiares, con el permiso parental procede justamente en sentido 
contrario: en 1974 Suecia transformó el permiso de maternidad de 6 meses en 
un permiso parental de 3 meses para cada progenitor. Pero, por primera vez, 
este derecho se hizo transferible entre progenitores. Así, a la vez que se decla­
raba el objetivo de incorporar a los padres al cuidado, para lo que se les conce­
día acceso al permiso en igualdad de condiciones, se les facilitó también una 
salida (bastante imaginativa) para el mantenimiento del statu quo familiar en la 
práctica. La duración total se establecía en 6 meses, suficientemente largo para 
que la criatura pudiera incorporarse a la escuela de educación infantil a conti­
nuación, y no tan largo como para dañar las perspectivas laborales de la madre. 
De la madre, claro, pues ya el Comité de Política Familiar, al presentar la refor­
ma, declaraba su convencimiento de que “es probable que, por mucho tiempo, 
será la madre quien se quede en casa durante la totalidad o la mayor parte del 
permiso” (Chronholm, 2009). Y así sucedió, tal como estaba previsto: la parti­
cipación de los padres en el disfrute del permiso parental se mantuvo en niveles 
mínimos mientras se mantuvo la posibilidad de cedérselo entero a las mujeres, 
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o sea, durante las dos décadas siguientes. Así, ¡oh, paradoja!, fue precisamente 
el país abanderado de la individualización el que inventó el truco de la transfe­
ribilidad de los permisos que ha creado una “dependencia del camino” tan 
difícil de revertir (sobre este fenómeno volveremos en el capítulo 6). En cual­
quier caso, esta experiencia es un aviso más a navegantes de cómo una simple 
cláusula puede cambiar la historia. Clara Campoamor lo explica muy bien en Mi 
pecado mortal cuando refiere su lucha contra la inclusión en un artículo de la 
Constitución republicana de la expresión “en principio” (“Se reconoce en 
principio la igualdad de derechos de los dos sexos”), que hubiera dificultado la 
conquista del voto femenino en España en 1931.

	 30.	 A este respecto, son interesantes los análisis de Lombardo y Bustelo (2007).
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CAPÍTULO 2 

SISTEMAS DE IMPUESTOS Y PRESTACIONES

Los impuestos son el instrumento principal de captación de los 
ingresos que permiten a los Estados llevar a cabo su actuación a 
través del gasto público. Dentro de esta actividad, una parte 
sustancial es la que tiene como objetivo garantizar el bienestar 
a todas las personas, y para ello se utilizan diversos mecanis­
mos que pueden clasificarse en dos grandes grupos: el primero 
son medidas dirigidas a facilitar a todas las personas ciertos 
bienes o servicios básicos que se consideran indispensables 
para una vida satisfactoria, como es el caso de la educación, de 
la sanidad o de la atención a la dependencia. El segundo grupo 
es el de las prestaciones económicas orientadas a paliar la 
ausencia de rentas (desempleo, pensiones, asistencia social) o 
a colaborar en situaciones que se considera que deben contar 
con apoyo social, por lo que sus gastos han de ser socialmente 
compartidos (por ejemplo, prestaciones por hijos/as).

Existen variaciones importantes en cuanto a la magnitud, al 
peso relativo y a la regulación de las diferentes figuras impositivas 
en cada país, así como en cuanto a la estructura del gasto público. 
Dichas variaciones son clave, porque determinan qué necesida­
des se atienden y en qué medida, así como qué situaciones se 
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apoyan y cuáles se ignoran. El objeto específico de este libro es 
el efecto de las distintas regulaciones de impuestos y prestacio­
nes sobre la (des)igualdad de género, concentrándonos espe­
cialmente en aquellas figuras que implican una transferencia 
económica monetaria directa: impuestos sobre la renta perso­
nal y prestaciones sociales. 

La cuestión que vamos a plantear es: ¿afectan estas políti­
cas a la igualdad/desigualdad de género? Pero, antes de abordar 
esta cuestión en el estudio específico de los distintos instru­
mentos (impuestos personales, prestaciones familiares, pen­
siones, políticas relacionadas con el cuidado), se requieren 
algunas precisiones: ¿a qué posibles efectos nos referimos?, 
¿cómo podemos medirlos? Y una pregunta que debe estar 
siempre en primer plano: ¿cuáles son las implicaciones de este 
análisis para la sociedad en su conjunto? ¿Qué relación tienen 
estas implicaciones con los efectos sobre la igualdad de género? 
Al planteamiento y discusión de estas cuestiones dedicaremos 
este capítulo.

¿SEGUIMOS APOSTANDO POR UN SISTEMA 		
DE IMPUESTOS Y PRESTACIONES ‘ORTODOXO’?

Los impuestos personales progresivos y generalizados, es decir, 
que incluyen a la inmensa mayoría de las personas y de los 
ingresos, son un fenómeno relativamente reciente: aunque hay 
antecedentes muy antiguos, su desarrollo extensivo se produjo 
a lo largo del siglo XX, sobre todo a partir de la Segunda Guerra 
Mundial. Antes, y aún ahora en algunos países, a falta de infor­
mación sobre los ingresos, los Estados recaudaban exclusiva­
mente en base al consumo y a cuotas por personas o por 
propiedades.

Estas dos características, la aplicación generalizada y la 
progresividad, son necesarias para que un impuesto cumpla 
con sus dos funciones fundamentales: la recaudatoria y la dis­
tributiva. La función recaudatoria se refiere a la necesidad de 
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obtener recursos suficientes para poder ejercer las funciones 
propias del sector público (entre otras, la de protección social). 
Por otro lado, la función redistributiva consiste en utilizar el 
impuesto para disminuir la desigualdad social mediante la 
mayor imposición a las rentas altas (progresividad). Hasta hace 
un par de décadas a estos sistemas se les conocía como sistemas 
impositivos modernos. Sin embargo, dado que coexisten con 
otras propuestas aún más recientes (de corte neoliberal) que 
tratan de reducirlos, eliminarlos o frenar su implantación, 
actualmente se da la situación paradójica de que son llamados 
“ortodoxos”, a pesar de que su implantación nunca ha llegado a 
ser completa.

Por ejemplo, aunque numerosos países tienen formal­
mente impuestos sobre la renta con apariencia progresiva, su 
aplicación en la práctica es muy desigual: en muchos existen 
desgravaciones que eximen a las rentas altas y/o existe una 
imposición directa que no abarca a la generalidad de la pobla­
ción ni de los ingresos1. En estos países la mayoría de la econo­
mía es sumergida, lo que significa que la recaudación por 
cotizaciones a la Seguridad Social también es escasa. En conse­
cuencia, tienen más peso los impuestos sobre el consumo, que 
son regresivos porque aplican el mismo tipo impositivo a cada 
persona, lo que supone gravar proporcionalmente más a quien 
menos tiene (hay que tener en cuenta que los pobres consumen 
una proporción más alta de sus ingresos que los ricos). Además 
de ser injustos, estos sistemas no permiten una recaudación 
suficiente para mantener un sistema público de protección 
social extenso y completo. Por otro lado, la economía sumer­
gida determina un mercado laboral sin derechos para las per­
sonas trabajadoras y una actividad económica sin posibilidad 
de control sobre los productos y servicios, y por tanto sin ga­
rantías para la ciudadanía.

La implantación real de un impuesto sobre la renta perso­
nal moderno (“ortodoxo”) es un proceso muy complicado que 
requiere de gran consenso social; y para ello es necesario que el 
impuesto sea justo y que la ciudadanía vea la utilidad de su 
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esfuerzo en forma de servicios públicos y prestaciones sociales 
suficientes y de calidad2. Intereses minoritarios pero muy 
poderosos se oponen a estos sistemas redistributivos, pero en 
la segunda mitad del siglo XX una correlación de fuerzas social 
favorable a la mayoría de la población permitió en muchos paí­
ses aislarlos y avanzar hacia sistemas fiscales potentes y justos.

Sin embargo, esa situación ha ido cambiando a partir de la 
década de los ochenta con el auge de la llamada “ideología neo­
liberal” y su hegemonía en los gobiernos y en los organismos 
internacionales. En lugar de ayudar a los países en ese difícil 
proceso de implantación de los sistemas de regulación y pro­
tección social públicos, organismos como el Banco Mundial, el 
FMI, la OCDE, la Comisión Europea y la OMC abogan continua­
mente por la privatización generalizada de servicios públicos, 
por la total desprotección frente a la competencia externa, por 
la desregulación indiscriminada de los mercados laborales, 
por la exención de impuestos a las empresas y por la disminu­
ción de la progresividad de los impuestos personales. 

Producto de este enfoque es la llamada “nueva política 
social” propugnada por el Banco Mundial, basada en políticas 
focalizadas y condicionadas incompatibles con una visión uni­
versal y garantista de los derechos. Un ejemplo sintomático de 
esta nueva perspectiva en gran expansión entre los países sub­
desarrollados son las transferencias monetarias condicionadas 
(TMC), que se conceden a las madres pobres a cambio de la 
realización de tareas típicamente maternales y dificultan su 
inserción en el empleo regular, como veremos.

Más adelante analizaremos con mayor profundidad algu­
nos de estos mecanismos y sus impactos de género. La cuestión 
aquí es determinar si merece la pena luchar por el manteni­
miento de un sistema de impuestos progresivo y por un sistema 
de protección social convenientemente diseñado. A lo largo del 
siglo XX, y tras duras batallas sociales, se fue perfilando un con­
senso social que permitió la construcción de estos sistemas en 
torno a criterios democráticos. Es verdad que estos criterios no 
se aplican correctamente, y de ahí surgen sus sesgos sociales 
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y de género, como veremos. Pero la pregunta es si la vía de 
avance social es la lucha por mejorar los sistemas ortodoxos 
existentes, tratando de hacerlos coherentes con sus principios 
genuinos (igualdad, progresividad, garantía universal de dere­
chos, etc.), o si, por el contrario, conviene optar por su des­
mantelamiento. 

Defenderemos aquí que la mejora de los sistemas orto­
doxos es la única vía hacia un desarrollo económico y social 
equilibrado que asegure derechos elementales a todas las per­
sonas, y en particular la equidad de género. Partiendo de esta 
base, conviene advertir contra las críticas globales que no vayan 
acompañadas de una alternativa coherente y de una hoja de ruta 
para avanzar hacia ella desde la situación actual sin causar gra­
ves perjuicios sociales. Conviene también analizar cada nueva 
propuesta en relación a los sistemas existentes, para ver si 
aportan una mejora o, por el contrario, socavan sus principios 
y sus cimientos.

Conviene señalar que, aun en los países en los que estos 
sistemas están más afianzados, las personas dedicadas al traba­
jo doméstico en su propio hogar quedan fuera de los derechos 
laborales y sociales; su trabajo puede considerarse sumergido 
en tanto en cuanto no genera impuestos ni prestaciones. Evi­
dentemente, desde una perspectiva que priorice la igualdad hay 
que reconocer que esta realidad es intolerable; así que la cues­
tión pertinente es: ¿pueden incluirse todas esas personas 
(mujeres) en este sistema general de derechos? Esta es la pre­
gunta que nos hacemos reiteradamente a lo largo de este libro. La 
respuesta, también reiterada, nos la ofrecen los países nórdicos, 
donde la figura del “ama de casa” es residual. En estos países la 
inmensa mayoría de las personas están incluidas en la economía 
formal durante toda su vida, con derechos laborales completos y 
generando impuestos y cotizaciones sociales para ellas y para 
toda la sociedad. En suma, la forma de otorgar los mismos dere­
chos a las mujeres ha sido permitirles salir de la economía 
doméstica sumergida. Todos los demás intentos de conceder 
derechos a las amas de casa han fracasado: esos derechos nunca 
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han sido equiparables a los que se adquieren en la economía 
regular.

Esta incorporación generalizada de las mujeres al empleo 
desempeñó un papel decisivo en el salto económico que tuvo 
lugar en los países nórdicos en las últimas décadas del siglo XX 
(Esping-Andersen, 2004). 

EL CASO SUECO

Suecia pasó de ser un país muy pobre en el siglo XIX a contarse entre los más 

ricos del mundo y, sobre todo, con mejor nivel de vida para toda la población. El 

milagro no puede explicarse por una dotación especial de recursos naturales. Sin 

embargo, los elementos que desempeñaron un papel decisivo fueron: 1) la apues-

ta por el pacifismo desde 1814, después de 200 años de guerra continuada; y 2) los 

cambios estructurales en política social y económica. Según destaca Lennart 

Schön (2010), “el modelo sueco tuvo dos componentes básicos. Uno fue la mayor 

responsabilidad pública hacia la seguridad social y hacia la creación y preserva-

ción del capital humano. Esto llevó a un crecimiento rápido de la oferta de servi-

cios públicos de educación, salud y educación/cuidado infantil, así como de los 

programas de seguridad social y de ahorro público para el sistema de pensiones; 

consecuentemente con altas tasas impositivas. La otra componente fue la regula-

ción de los mercados de trabajo y de capitales”3. Muchos estudios destacan el 

papel decisivo que desempeñó la incorporación extensiva de las mujeres al 

empleo, contradiciendo la percepción incorrecta (y generalizada) de las mujeres 

como fuerza de trabajo que compite con los hombres: el gran salto económico de 

Suecia se apoya precisamente en esa incorporación como motor de la economía, 

en cuanto que estimula la demanda interna y crea empleos; en definitiva, saca a 

la luz todo el sector del trabajo doméstico y de cuidados, antes sumergido4. 

Equidad y eficiencia

Existen dos criterios básicos y unánimemente aceptados para la 
actuación de los Estados en democracia: equidad y eficiencia5. 
Detengámonos en ellos y veremos las ventajas de su concreción 
al tema que aquí nos ocupa de la igualdad de género en relación 
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con el sistema de impuestos y prestaciones. En primer lugar, el 
principio de equidad conlleva que los impuestos personales 
sean progresivos: gravan más los ingresos altos que los bajos, 
de tal manera que no solo cumplen la función recaudatoria sino 
también, muy importante, la redistributiva. Las prestaciones y 
las desgravaciones, por su parte, están dirigidas a asistir a las 
personas afectadas por determinadas contingencias o en situa­
ciones de necesidad; en definitiva, se trata de recaudar de cada 
persona según sus posibilidades y de atender a cada persona 
según sus necesidades.

Por otro lado, según el principio de eficiencia, los sistemas 
de impuestos y prestaciones deben contribuir a mejorar el fun­
cionamiento de la economía y de la sociedad. En este sentido, 
conviene subrayar que la economía sumergida es una lacra 
social y económica enorme, por lo que el primer objetivo es la 
regularización de todas las actividades económicas. Además, 
la política fiscal sirve para potenciar las actividades socialmen­
te útiles y luchar contra las perjudiciales. Esto es posible por­
que los impuestos y las prestaciones tienen una gran influencia 
en las decisiones de las personas, proporcionando incentivos 
económicos que estimulan unos u otros comportamientos. Por 
ejemplo, cuanto mayor es la deducción fiscal por compra de 
vivienda habitual, mayor es el porcentaje de la población con vi­
vienda en propiedad (España es un ejemplo paradigmático, con 
un 85%). 

Algunos de estos incentivos son, pues, calculados y decla­
rados. En otros casos, los incentivos no son intencionados, 
sino que se producen como consecuencias no buscadas de 
actuaciones dirigidas a otro fin (esos efectos no buscados se 
llaman “externalidades”). Las externalidades pueden ser posi­
tivas, negativas o neutras. Por ejemplo, la enseñanza de las 
matemáticas (cuyo fin es formar personas capaces de servirse 
de este instrumento tan útil) provoca una externalidad positiva: 
el aumento del nivel cultural de la población, lo que aumenta la 
cohesión social. Las subvenciones a la industria del automóvil 
(dirigidas a desarrollar el tejido industrial y a mantener el 
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empleo) son perjudiciales para el medio ambiente y, por tanto, 
provocan una externalidad negativa. 

Este tipo de consideraciones son el abecé de la economía 
pública y están presentes (o se reconoce que deben estarlo) en 
el diseño de cada reforma6. Por ejemplo, el diseño de las pres­
taciones por desempleo debe tener en cuenta el cumplimiento 
de su función principal (la protección de la persona trabajado­
ra que se ha quedado sin rentas del trabajo), pero también debe 
procurar que su efecto contribuya al buen funcionamiento del 
mercado de trabajo: una prestación demasiado escasa y de corta 
duración obligaría a la persona desempleada a aceptar empleos 
que no se correspondan con su formación, lo que es contrario 
al principio de eficiencia asignativa (cada factor productivo debe 
ocupar el lugar óptimo); en cambio, una prestación demasiado 
cuantiosa podría desincentivar la búsqueda de empleo, dando 
lugar a un despilfarro de las capacidades productivas. Otros 
ejemplos: los impuestos al alcohol y al tabaco tienden a dismi­
nuir su consumo; los impuestos a la gasolina tienden a disminuir 
la contaminación; y existe consenso sobre el hecho de que estas 
son externalidades positivas. 

Conviene recordar estos principios que tan frecuente­
mente se ignoran en la práctica, e incluso en la teoría, cuando 
entran en contradicción con los intereses de grupos de poder, y 
en particular cuando se roza un tema tan delicado como las 
relaciones de género, como veremos.

LA IMPORTANCIA DEL ANÁLISIS DE LA POLÍTICA 
FISCAL DESDE LA PERSPECTIVA DE GÉNERO

Tradicionalmente la investigación económica ha estado condi­
cionada por una imagen sesgada del papel de las mujeres que 
provoca distorsiones negativas en la percepción de la realidad. 
La invisibilidad de las mujeres como productoras, aparejada a 
la de los hombres como potenciales cuidadores y, más aún, al 
olvido total del trabajo doméstico y de cuidados, trastoca todo el 
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análisis acerca de las consecuencias de las políticas públicas. 
A partir de esas deficiencias, el análisis con perspectiva de género 
consiste, sencillamente, en ampliar el zoom para considerar 
todas las necesidades y todas las potencialidades de la pobla­
ción en su conjunto, compuesta por hombres y mujeres.

El quid de la cuestión es: ¿cuáles son las necesidades que 
deben atenderse y cuáles son los comportamientos que deben 
potenciarse con la política fiscal? La respuesta no es unánime 
sino que depende del sistema de valores vigente en cada socie­
dad y en cada periodo histórico. Aún tenemos muy recientes en 
Europa códigos civiles que dictaban el sometimiento de las 
mujeres casadas a sus maridos, así como numerosas restriccio­
nes al trabajo asalariado femenino. Afortunadamente, las 
Constituciones de los países formalmente democráticos7 ya 
reconocen la igualdad entre hombres y mujeres a todos los 
niveles, incluyendo la igualdad de derechos y deberes laborales 
y familiares.

Actualmente, tanto la mayoría de los gobiernos como de la 
ciudadanía asumen como objetivo una sociedad en la que hom­
bres y mujeres tengan la misma dedicación al empleo, así como 
al hogar y a las criaturas, si las hubiera8. Conviene aclarar que 
esta segunda condición de igual dedicación a las actividades en 
el hogar es una consecuencia obligada de la primera; pues las 
mujeres no son más capaces que los hombres ni su día tiene 
mayor duración. Aunque esto parece evidente, se olvida con 
frecuencia. Por ejemplo, numerosos estudios y declaraciones 
de las autoridades europeas (algunos citados en el capítulo 1) 
reconocen que sería más beneficioso para la economía aprove­
char el capital productivo de las mujeres, lo que implica nece­
sariamente aprovechar también el capital cuidador de los 
hombres, pero esta segunda parte no suele considerarse en 
toda su amplitud. 

En definitiva, un análisis certero de la política fiscal desde 
la perspectiva de género debe basarse en dos pilares: el prime­
ro es que la asunción generalizada del objetivo de igualdad 
implica el reconocimiento de que la división sexual del trabajo 
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es injusta e indeseable socialmente; por tanto debe eliminarse. 
El segundo, y ese es el objetivo específico del análisis concreto, 
que en la práctica las políticas públicas no están estructuradas 
en torno a estos nuevos principios de valores ya asumidos por 
la sociedad, sino a los viejos y obsoletos de la diferencia sexual. 
Esto conduce a múltiples contradicciones que se traducen en 
graves perjuicios sociales y económicos. 

En efecto, en primer lugar persisten algunas discrimina-
ciones explícitas, es decir, diferencias de trato en razón del sexo 
o de circunstancias necesariamente asociadas a esa caracterís­
tica, como la maternidad biológica (más allá de la atención que 
lógicamente requiere la salud de la madre). El ejemplo más 
paradigmático de estas discriminaciones explícitas es el de la 
desigualdad entre los permisos y prestaciones de maternidad 
y paternidad, que tratamos en el capítulo 59. 

En segundo lugar, también existen discriminaciones implí-
citas, que consisten en el tratamiento diferencial de colectivos 
que son esencialmente masculinos o femeninos como conse­
cuencia de la pre-existente división sexual del trabajo. Sistemá­
ticamente, este trato diferencial va en el sentido de escamotear a 
los colectivos feminizados derechos económicos y laborales ya 
ampliamente reconocidos a otros colectivos o en otras situacio­
nes comparables. Es el caso de las personas empleadas de hogar 
o las personas solas con cargas familiares, por citar aquí solo 
dos ejemplos paradigmáticos.

Por último, persisten todavía determinadas regulaciones 
que proporcionan incentivos para el mantenimiento de las mujeres 
alejadas del empleo regular y para el mantenimiento de los hombres 
alejados del trabajo de cuidados. Algunos de los ejemplos más 
claros son la existencia de la declaración conjunta de los matri­
monios en el impuesto sobre la renta, que analizaremos en el 
capítulo 3, las pensiones de viudedad vitalicias analizadas en 
el capítulo 4 o algunas medidas de conciliación que abordamos 
en el capítulo 5.

Detrás de estas diferencias de trato, tanto explícitas como 
implícitas, y de estos incentivos a la división sexual del trabajo, 
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se encuentra indefectiblemente una concepción patriarcal del 
mundo según la cual las mujeres deben quedarse en el hogar 
sometidas a la autoridad masculina. Complementariamente, 
siempre según esta concepción, los hombres son los encargados 
de “ganar el pan”, quienes se supone que constituyen la sociedad 
y, por tanto, los sujetos de derechos. Esto era exacta y explícita­
mente así antes de que los derechos civiles se extendieran a las 
mujeres, y así sigue siendo también en países como Afganistán. 

En la mayoría de los países se ha superado esta situación, 
pero la actual dista de ser la idónea, porque la extensión de 
derechos todavía no se ha completado: las políticas públicas se 
ven lastradas por la persistencia de elementos que se corres­
ponden con un estrecho e incompleto concepto de equidad, 
que considera como sujetos de derechos esencialmente a tra­
bajadores solos o cabezas de una familia tradicional, ignorando 
al resto de las personas. Puesto que este concepto de equidad ya 
no está vigente, lo coherente sería su simple eliminación con 
todas sus consecuencias. 

Además, estas regulaciones, que en contradicción con el 
objetivo declarado de potenciar la igualdad favorecen la divi­
sión sexual del trabajo, contravienen también el principio de 
eficiencia (Pazos Morán, 2008). De nuevo en este aspecto se 
trata simplemente de aplicar este principio con coherencia. 
Por ejemplo, existe unanimidad acerca de que la economía 
sumergida es una gran lacra. Sin embargo, la conjunción de la 
pensión de viudedad vitalicia, la desgravación por tributación 
conjunta y otras regulaciones relacionadas con la familia, en 
concurrencia con otros factores, potencia los empleos no 
declarados para las mujeres casadas. ¿Cómo es posible que se 
olvide este asunto tan importante a la hora de legislar? Muy 
sencillo: porque se parte de una visión sesgada del propio prin­
cipio de eficiencia, que deja al margen toda la esfera doméstica 
y tiene como restricción de partida el mantenimiento de la 
división sexual del trabajo. 

Eliminar esta restricción es lo único que necesitamos para 
lo que se llama hacer un análisis con perspectiva de género, que 
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consiste sencillamente en superar la actual perspectiva sesgada 
del análisis que se ha hecho hasta ahora. Es decir, se trata de 
eliminar todos los sesgos de género que persisten: discrimina­
ciones explícitas, discriminaciones implícitas e incentivos a la 
división sexual del trabajo. La perspectiva de género no es, 
pues, diferente de la perspectiva social, sino que consiste sim­
plemente en extender los principios ya reconocidos, y los dere­
chos ya conquistados, a toda la población, incluyendo a las 
mujeres que siguen en gran parte excluidas10.

Una primera aproximación

Si aplicamos la óptica de género inclusiva al análisis de los sis­
temas fiscales, ya en una primera aproximación se detectan tres 
aspectos relevantes. En primer lugar, que la inexistencia, o 
extensión muy limitada, de los sistemas fiscales que han dado 
en llamarse “ortodoxos” es en sí misma perjudicial para toda la 
población, pero muy especialmente para una parte de ella: las 
mujeres. Recordemos que por sistemas “ortodoxos” entende­
mos aquellos basados en impuestos sobre la renta progresivos y 
prestaciones universales, junto con servicios públicos de edu­
cación, sanidad y atención a la dependencia. 

Tengamos en cuenta que, según está ampliamente docu­
mentado, la debilidad de la protección social y la escasez de 
servicios públicos perjudican a la población femenina por una 
triple vía. Por un lado, fenómenos como la informalidad o el 
trabajo infantil, íntimamente relacionados con la inexistencia 
de sistemas fiscales completos y potentes, afectan de forma 
particularmente intensa a las mujeres y a las niñas. Además, 
dado que las mujeres son económicamente más vulnerables 
que los hombres, están más necesitadas de esas coberturas, de 
esos servicios y de esas regulaciones; las mayores tasas de po­
breza femenina indican también que las mujeres se ven más 
perjudicadas por la inexistencia de un sistema de prestaciones 
adecuado. Finalmente, hay que considerar que son las mujeres 
(ya sean esposas, madres, hijas, abuelas o hermanas) quienes 
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en la inmensa mayoría de los casos cubren con su tiempo y su 
trabajo las carencias de la red social pública. 

En resumen, en ausencia de un sistema público de protec­
ción social extenso y completo, así como de un mercado laboral 
generador de ingresos y derechos suficientes, el principal so­
porte con el que cuenta la cuantiosa población económicamen­
te vulnerable son las redes de apoyo familiar. Es decir, las 
mujeres, a costa de su enorme sobreexplotación y sufrimiento.

El segundo aspecto que se debe destacar es que la creación 
y ampliación de los sistemas fiscales “ortodoxos”, aun habien­
do sido un paso fundamental y muy positivo para acortar las 
desigualdades, se ha producido en una etapa histórica en la que 
la división del trabajo aparecía como “natural”, y por tanto la 
reflejan y la reproducen, dando así origen a nuevas discrimina­
ciones de género. En efecto, los sistemas fiscales más extendi­
dos y consolidados contienen innumerables regulaciones 
carentes de fundamento y que refuerzan la desigualdad entre 
hombres y mujeres. Veremos cómo algunos de estos elementos, 
combinados, potencian el mantenimiento de muchas mujeres en 
la situación de amas de casa o en la economía sumergida. Los 
casos más claros, como veremos, son las pensiones de viudedad, 
la tributación conjunta de los matrimonios en los impuestos 
personales (cualquiera que sea su modalidad, como veremos), 
las prestaciones condicionadas a la insuficiencia de ingresos o 
las “protecciones” laborales diferenciales que lastran la deman­
da de mano de obra femenina por parte de las empresas. 

Finalmente, el tercer aspecto relevante en este análisis es 
el papel de los nuevos instrumentos fiscales que se han desa­
rrollado al margen de los sistemas fiscales “ortodoxos” (y en 
parte lastrando su desarrollo) a partir de la nueva doctrina de 
las instituciones financieras internacionales sobre la política 
social para los países no desarrollados, lo que se conoce 
como la “nueva política social”. Desde esta perspectiva “no­
vedosa”, a partir del inicio de los años noventa se ponen en 
marcha nuevas formas de intervención social que se caracte­
rizan por concentrarse en grupos de población específicos 
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(son “políticas focalizadas”). Son fórmulas alternativas a los 
sistemas de protección social públicos “ortodoxos” y, a di­
ferencia de ellos, estas nuevas intervenciones no están ins­
piradas en los principios de universalidad y garantía de 
derechos. 

Entre estas nuevas fórmulas de intervención social, nos 
centraremos especialmente en el caso de las transferencias 
monetarias condicionadas. Las TMC utilizan masivamente a 
las mujeres como beneficiarias instrumentales porque, al 
igual que los sistemas fiscales ortodoxos con sesgo de género, 
asumen y reproducen la idea de que son las mujeres las res­
ponsables de las tareas de cuidado infantil. Según esta óptica, 
son ellas las que, convenientemente estimuladas para hacer­
lo, deben sustituir al Estado y a la política social convencio­
nal en su tarea de garantizar las condiciones de salud y 
educación a los niños y niñas. Según se analizará, la institu­
cionalización y los incentivos materiales puestos al servicio 
de que ciertas necesidades sociales básicas se garanticen en 
el ámbito privado, y no mediante mecanismos y recursos 
públicos, y más aun el hecho de que sean las madres las que 
dentro del ámbito familiar hayan de asumir dicha responsa­
bilidad, tiene consecuencias muy negativas para la igualdad 
entre los hombres y mujeres de los países donde se aplican 
estos programas. 

En definitiva, ya sea por la inexistencia o debilidad de 
los sistemas fiscales vigentes, ya sea por las regulaciones 
relativas a la familia que contienen, o por ambos extremos 
conjuntamente, el caso es que los sistemas fiscales están pla­
gados de sesgos de género que reflejan y refuerzan la concep­
ción de las mujeres como responsables del cuidado, limitadas 
al marco familiar y fuera del sistema de derechos, así como la 
de que los hombres son ajenos e incapaces para todo lo 
doméstico. Esta idea, tan contraria a la realidad actual y a las 
legítimas aspiraciones emancipatorias de las mujeres, per­
siste aún en todos los sistemas vigentes, aunque en distinta 
forma y medida. 
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La discriminación positiva: una contradicción 		
‘in terminis’

La lucha por la igualdad, como cualquier lucha social, ha estado 
jalonada por debates y posturas que oscurecen los verdaderos 
problemas y pueden conducir a una reafirmación de la desi­
gualdad, como trataremos de demostrar. Uno de estos debates 
versa sobre si las mujeres (en general o algún colectivo especí­
fico) deben recibir un trato diferente al de los hombres que se 
encuentran en la misma situación. 

Tradicionalmente, las discriminaciones de género explí­
citas se traducen en la negación de derechos a las mujeres, 
aunque muchas veces la discriminación se defienda con el 
argumento de su protección o su beneficio (por ejemplo, la 
prohibición a las mujeres del trabajo nocturno y de determina­
das actividades físicas calificadas de penosas). Estas viejas 
supuestas protecciones tienen un coste en términos de oportu­
nidades laborales, y en la actualidad son ya ampliamente recha­
zadas. Sin embargo, hay otros casos de trato diferencial que no 
generan un rechazo tan generalizado entre las personas favora­
bles a la igualdad. Se trata de aquellas diferencias de trato cuyo 
argumento es el contrario: aumentar las oportunidades de las 
mujeres, compensando su desventajosa posición de partida. 

Estas medidas han sido calificadas de discriminaciones po
sitivas. Algunas autoras las defienden alegando que “para alcan­
zar la igualdad sustantiva, grupos diferentes en la sociedad pue­
den requerir tratamientos diferentes”11. El argumento sería 
que, puesto que hasta ahora se ha utilizado la categoría “mujer” 
para discriminar, debería utilizarse en sentido contrario; es 
decir, para concederles ventaja y así compensar la desventaja 
existente. La pregunta es: ¿es posible algún trato diferencial 
por razón de sexo que realmente beneficie a las mujeres o a la 
igualdad de género? Si la respuesta a esta pregunta fuera posi­
tiva, hay que reconocer que nos encontraríamos en un aprieto: 
justificar un trato de favor a las mujeres por ser mujeres es difí­
cil de encajar con los principios rectores de la política social, 
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que se rige por las necesidades y las capacidades actuales y 
observables12 de las personas. 

En realidad, las cuestiones relevantes desde el punto de 
vista de la igualdad son: ¿necesitamos añadir ese principio 
especial y específico para las mujeres, o basta con integrar a las 
mujeres con coherencia en los principios generales que hoy de 
facto se les escamotean? Y lo que es aún más importante: ¿son 
verdaderamente ventajosos en la práctica esos supuestos tratos 
preferenciales? 

En la práctica esos tratos diferenciales son muy perjudi­
ciales para la igualdad por dos razones. En primer lugar, desen­
cadenan una enorme oposición, al dar la apariencia de que 
hombres y mujeres ya recibimos actualmente el mismo trato, y 
que sobre ese mismo trato se intenta mejorar a las mujeres por 
ser mujeres (lo que, debemos reconocer, sería difícilmente 
comprensible, si ese fuera el caso). Esa apariencia es muy 
engañosa: en realidad las mujeres siguen estando discrimina­
das por las políticas públicas; y el efecto de esas regulaciones 
que aparentemente les favorecerían no es tal. En efecto, exten­
sivamente esos derechos no son para las mujeres, sino por 
necesidades familiares, y además no alcanzan el estándar de 
otros derechos. En segundo lugar, todos estos tratos contribu­
yen a la naturalización de la dedicación de las mujeres al cuida­
do. Esto sucede, por ejemplo, en el caso de las prestaciones por 
hijos para madres (y no para padres), reforzando así la idea de 
que los hijos son asunto de mujeres. 

Tomemos el ejemplo de las familias monoparentales, las 
grandes olvidadas de la política social y en su inmensa mayoría 
encabezadas por mujeres, como sabemos. Es comprensible que 
algunas personas defiendan que las mujeres solas con cargas 
familiares no son comparables a los hombres en esa situación y 
que, por tanto, deberían tener un plus de protección respecto a 
los hombres. Pero no es necesario apelar a la variable sexo 
como elemento desencadenante de la protección. Si analiza­
mos los datos de familias monoparentales, veremos que hom­
bres y mujeres son diferentes en cuanto a muchos otros datos 
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contrastables: tienen distinto nivel de ingresos, distinta situa­
ción laboral, distinta situación respecto a la vivienda, etc. Es 
muy fácil argumentar que deben atenderse las necesidades de 
esas personas en función de las características mencionadas, y 
por tanto eliminarse las discriminaciones actuales que en la 
práctica pesan sobre las mujeres (con menor renta, peor situa­
ción laboral, etc.). Se trata de un argumento irrebatible y de 
obligada asunción por todas las personas progresistas, sin 
necesidad de tener que introducir nuevos principios o matices 
que son muy difíciles de sostener y que a menudo se contradi­
cen con los principios generales que defendemos precisamen­
te en pro de la igualdad.

En España, no solamente no hay prestaciones específicas 
para las familias monoparentales, sino que, como veremos en 
el capítulo 3, en el impuesto sobre la renta estas familias resul­
tan discriminadas frente a los matrimonios con la misma capa­
cidad de pago, infringiendo así el principio fundamental del 
impuesto. Si, como es absolutamente necesario, se establecen 
prestaciones especiales para familias monoparentales, y algún 
hombre se beneficia, será porque cumple los requisitos. ¿Hay 
algún problema en ello? Al contrario, el objetivo es que en el 
futuro la incidencia por sexos de este fenómeno no sea sustan­
cialmente distinta y que haya, por tanto, una proporción equi­
valente de hombres y mujeres beneficiarios. 

Es interesante también el ejemplo de la prestación/des­
gravación (llamada “deducción por maternidad”) que existe en 
el IRPF español para las mujeres trabajadoras con hijos/as 
menores de 3 años (cuyo importe asciende al total de cotizaciones 
percibidas por la Seguridad Social hasta un máximo de 100 euros 
al mes). Es, indudablemente, un incentivo para el mantenimien­
to en el empleo de las mujeres en esa situación vulnerable; y, 
desde luego, tener un hijo/a menor de 3 años origina gastos de 
educación infantil, especialmente si no existe ningún progenitor/a 
que se encuentre fuera del mercado laboral. Pero esa contingen­
cia podría perfectamente tenerse en cuenta concediendo la pres­
tación/desgravación a todas las personas trabajadoras con una 
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criatura menor de 3 años y sin otra persona progenitora labo­
ralmente inactiva13. Las familias beneficiarias serían las mis­
mas más los escasísimos casos de hombres solos con un hijo 
menor de 3 años a su cargo, que hoy están inexplicablemente 
excluidos. Pero ¿hay algún inconveniente en que estos hom­
bres tengan una prestación que a todas luces sería injusto 
negarles? 

En resumen, el tratamiento diferencial por sexos no solo entra en contradic-

ción con todos los criterios generales de la política social, sino también con el 

objetivo mismo de igualdad de género14. Las normas que intentan aplicar este 

trato diferencial, además de no conseguir resultados prácticos, tienen efectos 

perjudiciales: crean rechazo generalizado entre la población y deforman la 

realidad, creando el falso dilema de si debe favorecerse a las mujeres frente 

a los hombres en la misma situación, e incluso dando la impresión de que ese 

trato preferente existe ya, cuando la realidad es que estamos aún a años luz 

de un trato siquiera igualitario15. En definitiva, estas medidas especiales o 

supuestos tratos de favor para las mujeres (por ser mujeres) tienen el impac-

to negativo de consolidar las desigualdades. 

Impacto de género e incidencia distributiva: 		
dos asuntos muy diferentes

La otra cara de la moneda de la perspectiva que estamos criti­
cando es la identificación del impacto de género de los impues­
tos y prestaciones con su impacto distributivo por sexos; es 
decir con la proporción que reciben o aportan las mujeres y los 
hombres. Este criterio está separado de los criterios generales 
y a veces se enfrenta incluso consigo mismo. Así, se llega a afir­
mar que la subida de impuestos al alcohol y al tabaco tiene 
impacto de género positivo porque esos productos son consu­
midos menos por mujeres que por hombres16. Pero también se 
afirma que tiene impacto de género negativo porque los hom­
bres, al verse afectados, reducen las asignaciones familiares a 
sus esposas17. 
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Esta perspectiva está exenta de toda lógica, y es que ¿cómo 
va a tener impacto de género negativo un impuesto como el del 
alcohol, que tiene claramente un impacto positivo para la salud 
(y por tanto positivo tanto para hombres como para mujeres)? 
¿Cómo podría tener impacto de género positivo la rebaja del 
IVA a un producto por el mero hecho de que sea consumido por 
mujeres, independientemente de si ese producto es perjudicial 
para las propias mujeres que lo consumen y para la igualdad de 
género? (Imaginemos, por ejemplo, el caso de las operaciones 
de cirugía estética no reconstructiva, un negocio que arruina la 
salud de tantas y tantas mujeres.) Y es que, aunque siempre sea 
necesario tener los datos desagregados por sexo, el impacto de 
género es un asunto muy diferente, e incluso puede ser de signo 
contrario, a la incidencia distributiva. Se requiere un análisis 
más profundo para descubrir los efectos reales que produce cada 
medida y contestar a las preguntas relevantes: 1) ¿contribuye a 
fomentar la igualdad o a perpetuar la desigualdad?; y 2) ¿consi­
dera igualmente las necesidades de todas las personas o, por el 
contrario, contiene agravios comparativos o efectos perjudiciales 
en algunas personas o categorías? Y en este análisis no podemos 
olvidar lo fundamental: el problema de los incentivos.

A este respecto, conviene comentar la propuesta, avanzada 
por importantes economistas y grandes partidos18, de instaurar 
una desgravación en el impuesto personal para las mujeres con 
el argumento de incentivar el empleo femenino y compensarlas 
por su menor nivel de renta. Contrariamente a lo que pudiera 
parecer según la perspectiva de la simple incidencia, esta medi­
da tendría un impacto muy negativo desde todos los puntos de 
vista: de género, social y económico. En cuanto a las diferencias 
salariales, parte de esta rebaja de impuestos a las mujeres se 
trasladaría a los beneficios empresariales. Si ahora una mujer 
está dispuesta a trabajar por un determinado salario, con la 
rebaja estaría dispuesta a trabajar por menos (ya que desconta­
ría el importe), lo que presionaría a la baja los salarios de las 
mujeres introduciendo un peligroso factor de permanencia de 
la desigualdad: los empresarios encontrarían justificación para 
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pagar menos; las mujeres perderían argumentos para exigir 
igualdad de trato; y, en definitiva, se vería conculcado el prin­
cipio de a trabajo igual, salario igual. 

¿Necesita una mujer profesional sin hijos una desgrava­
ción especial por ser mujer, o más bien lo que necesita es el 
mismo tratamiento, a todos los efectos, que sus compañeros 
con la misma formación? ¿Cómo se consigue acabar con la dis­
criminación salarial? Estas son las preguntas que debemos 
seguir haciéndonos. Curiosamente, son las mismas personas 
que abogan por esta medida diferencial las que precisamente se 
oponen a la eliminación de los obstáculos al empleo femenino, 
como, por ejemplo, la desgravación por tributación conjunta de 
los matrimonios en el IRPF (objeto del capítulo 3). No tiene 
ningún fundamento, ni de género ni social, mantener estas 
trabas (que además generan un aumento del gasto público), y a 
la vez instaurar compensaciones que en realidad nunca llegan 
a compensar ni de lejos. ¿No sería más equitativo y más efi­
ciente eliminar todas las discriminaciones? El único funda­
mento que sostiene estas posiciones es el interés en mantener 
la diferencia sexual19. 

LA FAMILIA Y LAS RELACIONES DE GÉNERO 		
EN LOS SISTEMAS DE IMPUESTOS Y PRESTACIONES 

Para comprender la ideología que subyace tras las regulaciones, 
es necesario considerar la génesis de los sistemas y el contexto 
social en el que se formaron. La Seguridad Social tiene su ori­
gen en los seguros obreros que se fueron instaurando desde 
finales del siglo XIX20. A partir de los años treinta, estos seguros 
fueron extendiendo y generalizando su acción protectora para 
dar lugar a la actual Seguridad Social21: sistema público que, a 
cambio de cotizaciones obligatorias, proporciona a las perso­
nas trabajadoras rentas de sustitución en caso de la pérdida de 
salario por enfermedad o accidente, maternidad o paternidad, 
desempleo, incapacidad o vejez. 
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De acuerdo con la mentalidad de aquella época, la Seguri­
dad Social surge como un contrato entre el Estado y el “trabaja­
dor”, del cual depende además una familia. Así, se instauran 
también prestaciones familiares por las personas dependientes 
económicamente del “trabajador”, que en el origen son tanto 
hijos/as como esposas. En caso de muerte del “trabajador”, 
esas personas dependientes pasan a ser sujetos de prestacio­
nes: pensiones de orfandad para los hijos/as hasta su mayoría 
de edad y de viudedad de carácter vitalicio para las mujeres, 
pues estas se consideraban incapaces de generar ingresos 
(desarrollamos este tema en el capítulo 4). 

Desde entonces, según ha ido aumentando el rechazo 
social de la discriminación abierta hacia las mujeres, en la 
mayoría de los países la Seguridad Social ha introducido cam­
bios en el lenguaje y reformas parciales para eliminar la dife­
renciación por sexo a la hora de ser sujeto de prestaciones. Es 
decir, se han ido eliminando las discriminaciones explícitas: se 
han suprimido las prestaciones por esposa a cargo, que respon­
dían claramente a una consideración de todas las mujeres casa­
das como dependientes de sus maridos; y se ha extendido la 
pensión de viudedad a los hombres en las mismas condicio­
nes22. Quedan suplementos en las pensiones, pero se llaman 
“por cónyuge a cargo” y están disponibles tanto para hombres 
como para mujeres. Por su parte, el impuesto sobre la renta 
moderno (en España, el IRPF) también ha adoptado un lengua­
je formalmente igualitario en la mayoría de los países.

Sin embargo, estos cambios formales no consiguen arre­
glar un problema de fondo: los hijos/as siguen considerándose 
un asunto de mujeres. Aunque los mecanismos son cada vez 
más sofisticados y las discriminaciones cada vez más implíci­
tas, aún quedan algunos elementos que evidencian explícita­
mente esta concepción obsoleta: el más evidente es la enorme 
diferencia entre los permisos de maternidad y paternidad, en los 
países en los que estos últimos existen. Pero hay otros: en Es­
paña, las prestaciones por hijo/a de la Seguridad Social23 pue­
den atribuirse al padre si la pareja así lo comunica, pero por 
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defecto se conceden a la madre. La prestación por hijo/a de 
pago único se concede en caso de incapacidad de la madre, pero 
no del padre. La deducción por maternidad en el IRPF (antes 
aludida) es para las mujeres trabajadoras con hijos/as menores 
de 3 años, pero no para hombres trabajadores con hijos/as me­
nores de 3 años si la madre vive, aunque estén a cargo de él24. 

Solo en caso de muerte de la madre pasan al padre los 
derechos a permiso de maternidad y a la deducción por mater­
nidad. Es decir, mientras exista la madre, no se considera que 
el padre esté concernido de forma equivalente en la crianza de 
su descendencia. Los efectos económicos de estas medidas 
diferenciales son distintos en cada caso y en cada tipo de fami­
lia, pero todas tienen un gran efecto simbólico: siguen refor­
zando y transmitiendo a la sociedad el mensaje de que son las 
mujeres, y no los hombres, las responsables de los hijos/as.

Pero, como señalábamos, los mecanismos por los que se 
considera y favorece que las madres (y no los padres) son respon­
sables del cuidado familiar se hacen cada vez más complicados, 
al sustituir las discriminaciones explícitas por discrimina­
ciones implícitas, cuyos efectos son más difíciles de detectar. 
Por ejemplo, los permisos de maternidad y paternidad están per­
diendo importancia relativa frente a las nuevas figuras de 
permisos transferibles entre progenitores/as, que tienen aparien­
cia igualitaria aunque en la práctica son para las mujeres y, por 
tanto, no cambian la realidad, simplemente la fachada (como 
veremos en el capítulo 5)25. Las discriminaciones implícitas y los 
incentivos a la familia tipo sustentador masculino/esposa depen-
diente constituyen la nueva vía por la que se mantiene la desigual­
dad en esta nueva etapa de “igualdad formal”. 

Conviene detenerse en estos instrumentos y desentrañar 
sus efectos económicos (además de simbólicos). Parece sensa­
to, no solamente desde el punto de vista de lograr un trato equi­
tativo entre hombres y mujeres sino por respeto a la libertad 
personal, sostener que los sistemas fiscales deberían ser neu­
trales con respecto a las decisiones sobre la forma de regulari­
zar la convivencia elegida. Sin embargo, aun en los casos en que 
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el diseño formal sí aparenta neutralidad (ausencia de discrimi­
naciones explícitas), los sistemas suelen desincentivar, como 
veremos, la participación laboral de las mujeres casadas a tra­
vés de la penalización del segundo contribuyente. La compleji­
dad de estos mecanismos hace que, a pesar de su importancia, 
tiendan a pasar desapercibidos para la literatura feminista que 
no está específicamente dedicada a la Hacienda Pública, por un 
lado, y para las investigaciones sobre Hacienda Pública sin 
perspectiva de género, por otro.

¿Por qué funcionan los incentivos a la permanencia 
en el hogar de las mujeres?

Antes de analizar los incentivos económicos a la familia tipo 
sustentador masculino /esposa dependiente, presentes en la mayo­
ría de los sistemas fiscales, hay que tener en cuenta que el efec­
to de estos incentivos se ve acrecentado por el hecho de confluir 
con otros elementos con los que se refuerzan mutuamente; y to­
dos juntos operan sobre dos terrenos muy diferentemente 
abonados: hombres y mujeres. En primer lugar, a los hombres 
se les educa para poner su actividad profesional y pública en 
primer plano y para alejarse de lo doméstico: basta considerar los 
juguetes “propios de niños” frente a los “propios de niñas” (o, 
más exactamente, “impropios de niños”). En cambio, a las muje­
res se nos educa para poner la pareja y la familia en primer plano 
y relegar nuestras propias necesidades profesionales y persona­
les; se empieza jugando a muñecas y a cocinitas (simulaciones de 
trabajo de cuidados y doméstico), en lugar de con juguetes tecno­
lógicos (estimulantes del desarrollo intelectual y profesional)26. 
La percepción de la diferencia de roles entre el papá y la mamá 
es temprana y eficaz, realizándose a través de la educación di­
ferencial, la moda (subvencionada con fondos públicos), los 
medios de comunicación (también los públicos), etc. (Pazos Mo­
rán, 2011a).

Las jóvenes crecen en la ilusión de la igualdad, e incluso 
tienen mejores resultados académicos que los jóvenes, pero las 
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políticas públicas continúan reforzando y haciendo aflorar los 
roles de género aun cuando solo hayan permanecido latentes. 
Y, desde el mismísimo momento de la boda, el régimen matri­
monial de gananciales (que es el que se aplica por defecto en 
muchos países, en particular en España, con la excepción de 
Cataluña) contribuye al espejismo de que “todo es de los dos”27. 
La existencia de la pensión de viudedad vitalicia transmite el 
mensaje de que existe una protección en caso de muerte del 
sustentador; y el divorcio no suele contemplarse como posibi­
lidad hasta que no se presenta. 

Con todo, en las sociedades occidentales es en el momento 
del nacimiento o adopción de una criatura cuando los roles de 
género cristalizan definitivamente; y en esta cuestión tiene un 
papel clave la diferencia entre el permiso de maternidad y 
paternidad, que deja claro entre la pareja y ante su entorno 
quién debe volver a trabajar una vez que la madre se haya recu­
perado del parto y quién debe quedarse cuidando. A continua­
ción vienen todas las políticas de conciliación, que son incentivos 
a la reducción de jornada, excedencias y prestaciones para que 
la madre decida cuidar en casa. Y a todo ello se añaden, en el 
caso de los matrimonios, los altos tipos impositivos con los que 
se penaliza al segundo contribuyente, es decir a las mujeres 
casadas. A lo que hay que sumar el estímulo que suponen los 
bajos salarios a los que en general acceden todas las mujeres.

Es necesario considerar conjuntamente todo este sistema 
para entender el comportamiento diferencial de hombres y 
mujeres, contradictorio con las aspiraciones de igualdad que 
ambos sexos declaran sistemáticamente en las encuestas.

En cuanto al comportamiento laboral, todos los estudios 
coinciden en afirmar que la elasticidad de la oferta de trabajo 
de las mujeres casadas es muy alta (mayor tendencia a variar en 
función del nivel salarial), mientras que la oferta de los hom­
bres casados es muy inelástica (menor tendencia a variar). ¿Qué 
significa esto en relación con el tema que nos ocupa? Simple­
mente que, en general, los hombres casados no cambian su de­
dicación al empleo según las variaciones en el tipo impositivo, 
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que disminuirían o aumentarían el salario neto después de 
impuestos, y por tanto harían más o menos atractivo el empleo 
según el llamado “modelo neoclásico de la elección ocio-traba­
jo”. Por el contrario, en su mayoría los hombres eligen trabajar 
a tiempo completo independientemente de los tipos impositi­
vos que graven su trabajo, y quienes no responden a esa regla es 
por motivos ajenos a la imposición (es decir, en realidad el 
citado “modelo de elección ocio-trabajo” no funciona extensi­
vamente en los hombres). 

Por su parte, generalmente las mujeres tampoco eligen 
entre ocio y trabajo; de hecho, la elasticidad de la oferta de tra­
bajo de mujeres solteras o cabezas de familias monoparentales 
es tan baja como la de los hombres en general (o sea, también 
estas mujeres eligen trabajar a tiempo completo). Más bien lo 
que nos encontramos es una parte muy importante de mujeres 
que “elige” (o se ve obligada a elegir) entre trabajo doméstico y 
trabajo asalariado cuando tiene criaturas o personas depen­
dientes que cuidar y cuando existe otro ingreso en la familia. Es 
el caso de la inmensa mayoría de mujeres que no son jefas de 
hogar, incluidas por supuesto las mujeres casadas. La clave para 
explicar las decisiones laborales de esta gran mayoría de muje­
res, ignorada en los análisis económicos, es la existencia del 
trabajo doméstico y la preminencia social del modelo de familia 
patriarcal, con la consiguiente división sexual del trabajo den­
tro de las parejas y familias. 

En definitiva, posiblemente cada una de estas piezas del 
puzle no tendría gran efecto por sí sola. De hecho, los incenti­
vos económicos que estimulan la permanencia en el hogar no 
tienen efecto en los hombres, ni tampoco el mismo efecto en 
todas las mujeres. Pero sí tienen gran impacto en una masa 
importante de mujeres que conviven en parejas o familias con 
otros ingresos, y más si existen en la familia criaturas o personas 
dependientes, pues hay que considerar el coste de oportunidad 
del trabajo asalariado en términos de trabajo doméstico: la familia 
se plantea cómo va a aumentar su renta disponible si la mujer sale 
a trabajar, y ese aumento es menor si su trabajo está sometido a 
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altos tipos impositivos o si por declararlo pierde alguna presta­
ción. Y, lógicamente, la familia también se plantea que si la mujer 
sale a trabajar deja de producir una serie de bienes y servicios para 
el hogar, en particular servicios de cuidados a la infancia y a la 
dependencia. Así, a estas mujeres “no les salen las cuentas” para 
aceptar un empleo regular, con lo que se ven abocadas al hogar y/o 
a la economía sumergida, de ahí la típica expresión: “No me 
declare usted, que ya cotiza mi marido”. Este efecto se agrava, 
como veremos, en el caso de las mujeres casadas.

PRESTACIONES POR HIJOS/AS: ¿UNIVERSALIDAD 	
O CONDICIONALIDAD?

Como hemos visto, las prestaciones y desgravaciones por cir­
cunstancias familiares pueden tener efectos negativos si no 
están convenientemente diseñadas. Pero ¿cómo diseñarlas sin 
incurrir en inequidades sociales y/o de género? Aparentemen­
te podría parecer más justo que las prestaciones fueran mayo­
res para las rentas bajas, como ocurre en países como Australia 
o el Reino Unido, pero el problema es que producen incentivos 
adversos a la participación de las mujeres en el empleo declara­
do (si su salario aumenta, pueden ver disminuida la prestación, 
o incluso perderla). Por otro lado, las desgravaciones por hijos/
as no alcanzan a las rentas inferiores al mínimo exento; y si son 
reducciones de la base imponible (en lugar de deducciones de 
la cuota) como sucede en algunos países (por ejemplo, en Espa­
ña entre 2003 y 2006), son regresivas, es decir, crecientes con 
el nivel de renta. 

La solución a todos estos problemas consiste en establecer 
prestaciones universales por criatura, independientes del nivel 
de renta y del tipo de familia. Esta es la solución hallada por los 
países nórdicos, liderados por Suecia, en los años posteriores a 
la Segunda Guerra Mundial, siguiendo la perspectiva avanzada 
por Alva y Gunnar Myrdal28 para el triple objetivo de la recupe­
ración de las tasas de fecundidad, la integración de las mujeres 
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en el mercado de trabajo y la protección social inclusiva. Las 
transferencias universales por hijo/a no causan ningún incen­
tivo adverso al empleo femenino, pues no dependen de la renta. 
Además, atienden a todas las criaturas por igual, lo que es cohe­
rente con la idea de que su finalidad es el bienestar de la cria­
tura independientemente de sus progenitores, que serían 
simples administradores. Finalmente, si se financian a través 
de impuestos, está asegurada la progresividad por esa vía, 
implicando a toda la población. 

Lo mismo sucede con las familias monoparentales. Estas 
situaciones también deben ser objeto de un tratamiento espe­
cial porque su capacidad de pago se ve disminuida (o dicho de 
otro modo: sus necesidades se ven incrementadas) al existir 
solamente una persona progenitora, que además suele ser una 
mujer pobre (la tasa de pobreza infantil en esos hogares es altí­
sima). Pero, aunque es cierto que estas personas necesitan 
apoyos especiales, es importante ofrecérselos sin crearles 
trampas de pobreza. Por eso es peligroso apoyar extensivamen­
te estas situaciones mediante prestaciones incompatibles con 
otras rentas. La solución: prestaciones universales por familia 
monoparental (que incluso pueden depender del número de 
criaturas), junto con servicios públicos; preferencia en estos 
servicios y apoyos especiales para estas situaciones; e integra­
ción en el empleo de todas las personas, que es la mejor pre­
vención de la pobreza. 

Naturalmente, la asistencia social para personas en situa­
ción de exclusión social es necesaria y, por su propia naturale­
za, esa asistencia depende de la ausencia de rentas. Pero en un 
sistema de bienestar social bien asentado esas situaciones son 
muy minoritarias y pueden atenderse personalizadamente en 
relación con la empleabilidad (o no) de las personas afectadas, 
como sucede en los países escandinavos. El problema surge 
cuando estas situaciones se convierten en masivas y, además, 
no se dedican recursos para atenderlas convenientemente. 

En conclusión, la construcción del Estado del bienestar no 
ofrece atajos: está contrastada la superioridad de la protección 
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de las necesidades familiares (hijos/as y familias monoparen­
tales, así como discapacidades, etc.) con prestaciones univer­
sales (en cuanto que no dependen del nivel de renta), dejando 
a los impuestos la función redistributiva. Esta es la única solu­
ción que puede llegar a proteger a las personas según sus nece­
sidades y a aprovechar todas las capacidades, sin sesgos de 
género y sin efectos perjudiciales para la economía. Cuando 
este Estado del bienestar no existe, surgen ideas “imaginativas” 
que parecen atajos y a veces tienen apariencia de más justas, 
pero que si se contemplan en profundidad pueden revelarse 
como obstáculos. Veamos a continuación un ejemplo paradig­
mático, que está en auge y ya tiene mucho peso en los países 
pobres: las transferencias monetarias condicionadas. 

Las llamadas ‘nuevas políticas sociales’: el caso 	
de las transferencias monetarias condicionadas  

Como destacábamos anteriormente en este capítulo, el Banco 
Mundial ha elaborado una estrategia llamada “nueva política 
social”, cuyo elemento clave son las estrategias descentralizadas 
y focalizadas de intervención social. Estas estrategias consisten 
en otorgar transferencias monetarias condicionadas a las per­
sonas pobres (suele ser a las madres) a cambio de la ejecución 
de determinadas acciones (como llevar a las criaturas a la 
escuela o al ambulatorio). El objetivo declarado de estas políti­
cas es el de potenciar “comportamientos beneficiosos” que 
aumenten el bienestar de la infancia. Veamos los problemas de 
este enfoque, que son varios y muy importantes.

En primer lugar, estas transferencias no están enfocadas a 
atender las necesidades esenciales que, a falta de otras políti­
cas, quedan sin resolver. Al contrario que las políticas de rentas 
mínimas, no tratan de asegurar un estándar de vida digno (ali­
mentación, vestido, vivienda), sino de incentivar a los pobres a 
la realización de las actividades requeridas para cobrar la trans­
ferencia. Así, las propias evaluaciones del Banco Mundial con­
cluyen que las TMC tienen un efecto significativo en el número 
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de madres que llevan a sus criaturas a los controles de peso en 
el ambulatorio, pero no producen un aumento significativo del 
propio peso de las criaturas. Igualmente, tienen efecto en el 
número de niños/as matriculados/as en las escuelas, pero no 
en el nivel de educación (Banco Mundial, 2009). Esto es fácil 
de comprender con tan solo observar los bajísimos niveles de 
prestación (por ejemplo, en Ecuador, Chile y Guatemala las 
cuantías oscilan entre 10 y 20 dólares mensuales, que se van en 
gran parte en el cumplimiento de las condiciones exigidas)29.

En segundo lugar, sus promotores las presentan como 
alternativa a la extensión de los sistemas “ortodoxos”, califi­
cándolas de “una nueva forma de contrato social entre el Estado 
y los beneficiarios” donde “el Estado se considera como un 
socio en el proceso y no como una nodriza”, pues “una TMC no 
es una subvención monetaria automática, transparente e incon­
dicional vista como derecho de un ciudadano (lo que es cercano 
al concepto clásico de una transferencia incondicionada)” 
(Banco Mundial, 2009). Además, consecuentemente con esta 
perspectiva, los organismos internacionales no tienen entre 
sus prioridades el desarrollo de los sistemas “ortodoxos” en los 
países pobres, sino todo lo contrario, como hemos visto, cen­
trando sus actuaciones en la promoción de estas estrategias 
descentralizadas y focalizadas.

 En tercer lugar, el propio diseño de las TMC, y su carácter 
masivo, dificultan esa extensión al crear problemas de incom­
patibilidad para la participación de las personas receptoras de 
las transferencias (mujeres) en la economía regular: las TMC 
están sujetas a comprobación de rentas, por lo que se pierden al 
aumentar el ingreso familiar regular. Además, exigen a las 
madres la realización de actividades que muchas veces son 
incompatibles con los horarios de trabajo, como veremos. 

Estas tres consideraciones ya permiten afirmar que las 
TMC tienen un impacto social y de género negativo, pues van en 
contra del desarrollo de la economía formal y de la protección 
social. Pero detengámonos a continuación en el análisis espe­
cífico de su impacto de género. Las TMC no se diseñan ni se 
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aplican con el objeto de incidir sobre la desigualdad de géne­
ro30. Sin embargo, las mujeres —aunque no como objetivo de 
las políticas, sino como instrumento— desempeñan un papel 
central, ya que son en la mayoría de los casos las “beneficiarias” 
de las ayudas. ¿Significa eso que tienen impacto de género 
positivo, como argumentan quienes las diseñan? 

Este es un claro ejemplo de la diferencia entre un simple 
análisis de incidencia y el estudio más profundo de los impac­
tos reales. En efecto, suele argumentarse que el hecho de que 
las mujeres sean las “beneficiarias” de las ayudas económicas 
supone en sí mismo su empoderamiento. Sin embargo, cuando 
se repara en la escasísima cuantía de las ayudas, resulta eviden­
te que dichas cantidades (que además se dedican, al menos 
parcialmente, al cumplimiento de las condiciones estableci­
das) no pueden garantizar un avance significativo en la autono­
mía económica de las mujeres. Además, algunos estudios 
señalan que, aunque las mujeres sean las receptoras nomina­
les, esto no significa que de facto puedan disponer de esos 
recursos. De hecho, en ocasiones el uso de ese dinero se con­
vierte en motivo de conflicto que culmina en episodios de vio­
lencia de género (Molyneux, 2007). 

Si se analizan las TMC desde la perspectiva del efecto real 
que pueden tener sobre las mujeres implicadas instrumental­
mente en su aplicación, las preguntas se multiplican. Por ejem­
plo: sin poner en duda la innegable importancia de que niños y 
niñas acudan al colegio (o a sus controles médicos), ¿cómo 
afecta a la igualdad entre hombres y mujeres una política públi­
ca que institucionaliza y premia económicamente el que sean 
las madres las que se responsabilicen de estos asuntos? Si el 
objetivo es acabar con la división sexual del trabajo, parece 
obligado preguntarse: ¿estos programas son un paso hacia 
delante o, por el contrario, un paso hacia atrás? 

Tengamos en cuenta que para una parte muy importante de 
mujeres (y en mayor medida para las madres) el trabajo domés­
tico y de cuidados del que se hacen cargo es un serio obstáculo 
para que puedan insertarse en condiciones de igualdad en el 
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mercado laboral. Y la inserción igualitaria en el mercado de 
trabajo es una clave fundamental para lograr la autonomía eco­
nómica. Entonces, ¿cómo ha de valorarse una política pública 
que amplía el tiempo de trabajo que las madres (y no los padres) 
tendrán que dedicar a este tipo de tareas, es decir, que refuerza 
una de las principales dificultades que tienen las madres para 
insertarse en el empleo?

Estos programas no solo incrementan sino que también 
institucionalizan las cargas de trabajo que tradicionalmente ya 
vienen realizando las madres en la inmensa mayoría de las 
familias. Esta institucionalización tiene dos consecuencias muy 
negativas para las mujeres implicadas. Por una parte, su carga 
de trabajo efectivo se amplía (es decir, la división sexual del 
trabajo se refuerza materialmente): en muchos casos hay que 
realizar tareas domésticas o de cuidados que antes no se lleva­
ban a cabo, o hacerlo en los plazos y fórmulas que están estable­
cidos en los programas31. Pero, además, la división sexual del 
trabajo también se refuerza de un modo simbólico: el rol 
materno asociado a las mujeres queda validado por las políticas 
públicas, que premian con una ayuda económica a la “buena 
madre”, sin prever la inclusión de ningún tipo de mecanismo 
que estimule la corresponsabilidad de los hombres en las tareas 
encomendadas por el programa de TMC. 

Así, estos programas no solo incentivan con dinero la dedi­
cación de las madres de esos países a “sus labores”, sino que 
también envían mensajes muy claros sobre cómo ha de organi­
zarse el trabajo productivo y reproductivo en las familias. 

Por último, se ha identificado que cuando las mujeres tra­
bajan fuera de casa registran índices de subempleo e informa­
lidad superiores a los de los trabajadores masculinos. Y es que 
un incremento de los ingresos “legales” familiares puede hacer 
que la familia en cuestión deje de cumplir los requisitos para 
recibir la ayuda. Este hecho, que podría limitar la participación 
en el mercado laboral formal de cualquiera de los miembros 
adultos de la familia, tiene más probabilidad de afectar a la par­
ticipación laboral de las mujeres casadas, cuya oferta de trabajo 
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es mucho más elástica que la masculina. Teniendo en cuenta 
estos elementos, ¿qué efecto sobre el comportamiento laboral 
de las mujeres tendrán unos programas que estimulan el ocul­
tamiento de ingresos, en la medida en que la carencia de ingre­
sos suele constituirse en condición para la concesión de la 
ayuda? Las TMC tienen un impacto negativo sobre las mujeres 
beneficiarias de los programas porque desincentivan su parti­
cipación en el mercado laboral (sobre todo en el formal)32. 

En resumen, el repaso de estas cuestiones permite concluir que las transfe-

rencias monetarias condicionadas desempeñan un papel negativo en la lucha 

contra la desigualdad entre hombres y mujeres. Más aún cuando, además de 

que refuerzan tanto material como simbólicamente la división sexual del tra-

bajo, la aplicación de estos programas suele ser, de facto, una estrategia de 

intervención social alternativa a la edificación de sistemas públicos de protec-

ción social, compitiendo con ella tanto en términos de prioridad política como 

de asignación de recursos económicos. Cabe afirmar que las TMC son aún 

más problemáticas que las prestaciones/desgravaciones por hijos/as depen-

dientes del nivel de renta.

LA CUESTIÓN DEFINITIVA: ¿QUÉ MODELO 		
DE SOCIEDAD DEBEN PERSEGUIR LAS POLÍTICAS 
PÚBLICAS?

En conclusión, debemos abandonar absolutamente la idea de 
que las políticas públicas debieran tratar a las mujeres como 
una categoría, y limitarnos a extender a toda la población los 
principios generales de equidad y eficiencia. Así podremos 
concentrarnos en analizar los verdaderos problemas y avanzar 
en su solución. Esta es la perspectiva de la igualdad de género 
como transversal e integrada en la igualdad social; la perspecti­
va del mainstreaming. Ello no quiere decir que no deban existir 
protecciones para situaciones de especial vulnerabilidad en 
función del género33, pero esas medidas deben estar siempre 
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justificadas por la protección de determinadas contingencias, y 
no deben introducir incentivos adversos. De hecho, el rechazo 
de las mujeres como categoría homogénea arroja luz sobre las 
necesidades de grupos femeninos marginados sin necesidad de 
recurrir a criterios adicionales.

 La perspectiva de la igualdad total consiste precisamente 
en eliminar la perspectiva sesgada que invisibiliza a las mu­
jeres, de tal forma que se apliquen a las categorías y a las ac­
tividades femeninas los mismos criterios que a las demás, in­
cluyéndolas a todos los efectos. Para ello es importante no 
considerar a las mujeres como una categoría homogénea, si­
no atender a la especificidad de colectivos concretos; al igual, 
por otra parte, que en el caso de los hombres34.

Esta visión integradora es la que han defendido los movi­
mientos feministas que han conseguido cambios sustanciales a 
lo largo de la historia: luchar por la extensión a las mujeres en 
pie de igualdad de los derechos ya conquistados, como el voto, 
los derechos civiles, el derecho al propio cuerpo y a la inte­
gridad personal, a una vida libre de violencia… Profundizando 
por esa vía, estamos en el momento de abordar los derechos 
sociales y económicos, acercándonos al núcleo duro de la divi­
sión sexual del trabajo. Se trata, simplemente, de eliminar 
todas las regulaciones que favorecen la familia tipo sustentador 
masculino/esposa dependiente, para conceder a todas las perso­
nas los mismos derechos y deberes a todos los niveles, tanto 
familiares como laborales y sociales. Con otras palabras, se 
trata simplemente de poner las políticas públicas al servicio de 
una sociedad compuesta por personas sustentadoras/cuidadoras 
en igualdad. Esa sociedad es perfectamente viable y beneficiosa 
económicamente (Pazos Morán, 2010b). En los capítulos 
siguientes nos dedicaremos a analizar algunos obstáculos en 
ese camino.
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Notas

	 1.	 Por ejemplo, en la India el impuesto personal solo abarca al 2,7% de la pobla­
ción en edad de trabajar (menos del 0,3% de las mujeres); en Uganda el 82% de 
las personas trabajadoras (89% de las mujeres trabajadoras) tienen ingresos 
inferiores al mínimo exento; en Sudáfrica el 73% de las mujeres empleadas y el 
65% de los hombres empleados quedan por debajo de dicho mínimo (Grown y 
Valodia, 2010). También es así en la mayoría de los países latinoamericanos 
(Pazos Morán y Rodríguez, 2010).

	 2.	 A este respecto, es apasionante el debate en torno a la reforma fiscal que se 
operó en España en 1978 junto con la transición democrática. Véase, por ejem­
plo, http://elpais.com/diario/1978/02/01/economia/255135633_850215.html

	 3.	 El caso sueco fue un ejemplo precursor en el que se inspiró el presidente 
Roosevelt para el New Deal de los años treinta en Estados Unidos, según destaca 
un interesante reportaje en la revista Life de la época. Véase http://books.goo­
gle.es/books?id=f08EAAAAMBAJ&lpg=PP1&ots=ADyf8WOb5i&pg=PA31&redi
r_esc=y#v=onepage&q&f=true

	 4.	 Véase, por ejemplo, Esping-Andersen (2004); y también Hirdman (1994).
	 5.	 La Constitución española, en su artículo 31.2, establece que “El gasto público 

realizará una asignación equitativa de los recursos públicos y su programación 
y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía”.

	 6.	 Véase, por ejemplo, Boadway y Wildasin (1984); o también Albi, González Pára­
mo y Zubiri (2004).

	 7.	 No incluimos en esa denominación a los países sin separación de poderes Igle­
sia/Estado (sea cual sea la religión correspondiente).

	 8.	 En España, por ejemplo, véase el Barómetro del CIS de septiembre de 2010, 
pregunta 23: un 67% de la población declara que esta es su forma ideal de fami­
lia, frente a un 15% que prefiere la familia de un solo sustentador.

	 9.	 Frecuentemente la mayor duración del permiso de maternidad se justifica por 
la salud de la madre y, de hecho, la legislación europea incluye los permisos de 
maternidad en el área de Salud. Pero ¿alguien puede creer que, como norma gene­
ral, las mujeres necesitan 14, 16 o incluso 24 semanas para recuperarse del parto? 

	 10.	 Esta es, me permito interpretar, la perspectiva de Celia Amorós. Véase, por 
ejemplo, Amorós (1990).

	 11.	 Grown y Valodia (2010): en página 7 citando a Elson (2006); en página 8 citan­
do a Young (2000).

	 12.	 Es decir, en función de las situaciones reales y no de las causas. Por ejemplo, se 
concede una pensión no contributiva igualmente a una persona que ha tenido 
muchas oportunidades, y las ha desaprovechado, que a otra que no las tuvo.

	 13.	 O aún mejor universalizando el derecho a la educación infantil pública desde 
los 0 años, aunque ese es otro tema. Véase Pazos Morán (2003).

	 14.	 Invoquemos una vez más la perspectiva de extensión de derechos que llevó al 
triunfo a los movimientos sufragistas y a las luchas por los derechos civiles. 
¿Nos imaginamos a Clara Campoamor defendiendo un voto de calidad para las 
mujeres? Razón no le hubiera faltado, para compensar tantos años de déficit, 
pero hubiera sido un desvarío. Lo sensato, y lo justo, era pedir el voto, ese dere­
cho ya existente, para todas las mujeres (véanse sus argumentos en su magnífi­
ca obra Mi pecado mortal). Esa es la perspectiva tan bien argumentada por Celia 
Amorós (por ejemplo en Amorós, 1990).

	 15.	 No es casualidad que esta normativa “diferencial” se haya dado sobre todo en 
países conservadores como Alemania. Un ejemplo emblemático es el del caso 
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Kalanke, que las feministas de cierta edad recordarán porque fue objeto de gran 
atención y debate durante años. Véase un resumen, por ejemplo, en http://
www.equidad.scjn.gob.mx/spip.php?page=ficha_biblioteca&id_article=322 

	 16.	 Por ejemplo en Grown y Valodia (2010).
	 17.	 Así en Black y Mohamed (2006), citado en Grown y Valodia (2010), pág. 309.
	 18.	 Una de estas propuestas es la de Alesina e Ichino (2007). En España, el Partido 

Popular llevó esta propuesta en su programa electoral para las elecciones de 2008.
	 19.	 Véase una respuesta a las propuestas de imposición diferencial: “¿Caballerosi­

dad impositiva? ¡No, gracias!” [en http://elpais.com/diario/2008/02/18/opi­
nion/1203289204_850215.html].

	 20.	 El primero fue el Seguro de Enfermedad de Alemania en 1883. En España: 
Retiro Obrero (1919), Seguro Obligatorio de Maternidad (1923), Seguro de Paro 
Forzoso (1931), Seguro de Enfermedad (1942), Seguro Obligatorio de Vejez e 
Invalidez (SOVI) (1947).

	 21.	 Llamada así por primera vez en la Ley de Seguridad Social que se aprueba en 
1935 en Estados Unidos.

	 22.	 Esa extensión, sin un replanteamiento a fondo de la figura de la pensión de 
viudedad, ha conducido a los problemas que analizamos en el capítulo 4.

	 23.	 Hay dos prestaciones: la no contributiva es de 291 euros al año por hijo/a menor 
de 18 años para familias con rentas inferiores a 11.776,66 euros al año (en 2012). 
La de pago único es una prestación de 1.000 euros por nacimiento o adopción, 
para familias numerosas, monoparentales o de madres con discapacidades.

	 24.	 Aunque, curiosamente, la madre trabajadora tampoco tiene el derecho si no 
convive con la criatura (en este caso ninguno de los dos progenitores tendría el 
derecho).

	 25.	 Esta es la tendencia general en los sistemas “ortodoxos”. Sin embargo, curiosa­
mente, los organismos internacionales están auspiciando nuevas políticas que 
sí están dirigidas explícitamente a las madres de los países subdesarrollados; el 
ejemplo más importante es el ya citado de las transferencias monetarias condi­
cionadas, que analizaremos en el apartado siguiente.

	 26.	 Evidentemente hay excepciones, pero si alguien duda de la generalidad de estas 
afirmaciones, le aconsejo que visite cualquier gran superficie en vísperas de Navi­
dad e identifique inequívocamente las dos zonas: la de color rosa y la multicolor.

	 27.	 Espejismo que se rompe en caso de separación, con desastrosas consecuencias 
económicas para la parte dependiente y causando terribles desavenencias: sin 
entrar en juicios de valor, es constatable que en la realidad el salario se lo lleva 
quien lo percibe; las cotizaciones serán reconocidas por la Seguridad Social a 
quien las haya acumulado; y las empresas y propiedades suelen ser sentidas 
como suyas por quien las ha creado o ha ganado el dinero invertido en ellas.

	 28.	 En la obra citada en el capítulo 1: El problema de la población en crisis, publicada 
en 1934.

	 29.	 Para mayor información sobre las TMC en estos tres países, véase Medialdea 
García y Pazos Morán (2010); Cevallos (2011).

	 30.	 Según el Banco Mundial, en América Latina ninguno de los programas de TMC 
en marcha incluye el género como criterio para delimitar la población objetivo 
(Banco Mundial, 2009). Una excepción no contabilizada por el Banco Mundial 
parece ser el caso del programa argentino Familias. 

	 31.	 Hay bastante evidencia de que se incrementa considerablemente el trabajo 
doméstico de las mujeres que siguen programas TMC y cumplen las condicio­
nes establecidas. Se puede consultar, por ejemplo, Escobar Latapí y González de 
la Rocha (2004), Espinosa (2006) y Molyneux (2007).
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	 32.	 Sobre esta cuestión la literatura especializada es muy escasa. Destaca Bradshaw 
y Linneker (2003).

	 33.	 Por ejemplo las mujeres que viven bajo la violencia machista. Estas personas no 
tienen asegurado el derecho a la integridad física y moral, ni siquiera el derecho 
a la vida.

	 34.	 Esto no invalida las medidas a favor de la paridad, como el establecimiento de 
cuotas mínimas y máximas para cada sexo. Estas medidas no suponen ningún 
trato de favor a ninguna categoría; no constituyen discriminaciones positivas, 
sino vías que se han demostrado necesarias para eliminar la discriminación de 
un grupo establecido contra otro (en este caso, las mujeres), impidiéndole 
ejercer sus derechos en las mismas condiciones. Así, han sido entendidas y 
asumidas por la población sin ninguna dificultad como vías de normalización 
democrática.
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CAPÍTULO 3 

¿CABALLEROSIDAD IMPOSITIVA? ¡NO, GRACIAS!

Como hemos discutido en los capítulos anteriores, las políticas 
públicas proporcionan incentivos económicos que determinan 
el comportamiento extensivo de personas, empresas y demás 
entidades. Desde el punto de vista de la igualdad de género, nos 
interesa detectar los incentivos a la división sexual del trabajo 
y, particularmente, los que incitan a la permanencia de las 
mujeres en el hogar o en la economía sumergida. En el capítulo 
4 trataremos los que ofrecen las pensiones y en el capítulo 5 los 
de las políticas específicas llamadas “de conciliación”. En este 
nos ocuparemos de las desgravaciones familiares relacionadas 
con el tipo de familia (matrimonio y familia monoparental) y 
con la existencia de hijos/as. En particular analizaremos el tra­
tamiento de estas situaciones en los sistemas de impuestos 
personales, y especialmente en el impuesto sobre la renta de las 
personas físicas español (IRPF).

La cuestión es cómo deben estar diseñadas estas desgrava­
ciones para conseguir atender las necesidades de las personas 
equitativamente y sin provocar consecuencias negativas. Como 
veremos a continuación, en la mayoría de los países actualmen­
te no se da ninguna de estas condiciones. Las desgravaciones 
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familiares por matrimonio, tal y como están configuradas, favore­
cen la familia tipo sustentador masculino/esposa dependiente a tra­
vés de la penalización del trabajo de las mujeres casadas. Este 
importante efecto tiende a pasar desapercibido, debido a la com­
plejidad de la mecánica del impuesto. Trataremos de abordarlo 
aquí con la mayor claridad posible, pero, antes de entrar en tecni­
cismos, veamos cómo se produce esa penalización.

PENALIZACIÓN A LAS MUJERES CASADAS 		
EN LOS IMPUESTOS PERSONALES

La existencia de un cónyuge sin ingresos (o con ingresos meno­
res) suele originar una desgravación sobre la renta del cónyuge 
con mayores ingresos en los impuestos sobre la renta personal. 
La reducción del impuesto originada se conoce como desgrava-
ción por esposa dependiente, porque se comprueba que estadísti­
camente esos “cónyuges” por los que se desgrava son mujeres 
de forma abrumadoramente mayoritaria.

En cualquiera de sus modalidades, que luego veremos téc­
nicamente, la desgravación por esposa dependiente supone una 
reducción de la carga impositiva para el cónyuge con ingresos 
(generalmente el hombre), con lo que el “presupuesto familiar 
global”, por así decir, se ve favorecido. El problema es que esa 
desgravación se pierde cuando la mujer que no tenía ingresos 
pasa a tenerlos. Esta pérdida de la desgravación puede hacer que 
el aumento del ingreso familiar debido a esa incorporación de la 
mujer al empleo sea tan pequeño que en muchos casos a la fami­
lia “no le salga a cuenta” que la mujer acepte un empleo, sobre 
todo si a ello añadimos los gastos que origina ir a trabajar, más los 
de suplir el trabajo que hasta entonces realizaba la mujer (traba­
jo doméstico). Este efecto es especialmente importante cuando 
existen personas a las que cuidar, pues ese es un coste de oportu­
nidad que las familias, lógicamente, consideran: el cuidado que 
no realiza la mujer origina costes para la familia, máxime si no 
existen servicios públicos gratuitos que lo cubran. 
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Así, esa ventaja sobre el “presupuesto familiar global” 
cuando la mujer no tiene ingresos se convierte en una trampa 
para las mujeres casadas, pues favorece su dependencia econó­
mica del marido en la medida en que su incorporación al 
empleo (o al empleo formal) lleva aparejada una pérdida de 
renta familiar. Por ejemplo, supongamos que una mujer casada 
sin ingresos recibe una oferta de trabajo de 500 euros brutos al 
mes. Supongamos también que la familia se está beneficiando 
hasta ese momento de una desgravación mientras ella no tiene 
ingresos, y que perderá si ella empieza a tenerlos. En ese caso, 
al echar las cuentas, esa familia se planteará que al sueldo de 
500 euros brutos habrá que restarle lo que se pierde por ese 
concepto. En España, como veremos, esto hace que los impues­
tos puedan llegar a suponer hasta un 42% de ese salario bruto 
de la mujer (o sea, que el tipo impositivo efectivo pueda llegar a 
ser hasta de un 42%). Esa oferta de trabajo sería a todas luces 
más atractiva si los 500 euros estuvieran libres de impuestos, 
como sucedería si la tributación fuera necesariamente indivi­
dual. En resumen, estas desgravaciones por esposa dependien­
te dan lugar a tipos impositivos efectivos muy altos sobre sus 
ingresos (veremos el mecanismo específico en el caso de Espa­
ña). Y estos altos tipos impositivos (reales o potenciales) cons­
tituyen un desincentivo al empleo de las mujeres casadas. 

El problema, además de los asociados a la dependencia 
económica, es también que cuando por cualquier razón esa 
mujer económicamente dependiente deja de tener el sustento 
del marido, terminará en la pobreza sin que haya desgravacio­
nes o prestaciones especiales para su caso. 

Modelos de tributación conjunta 			 
de los matrimonios

Los mecanismos que originan esta desgravación por esposa 
dependiente varían. El más evidente es el sistema de tributación 
conjunta al que pueden acogerse los matrimonios, que adopta 
diferentes formas y denominaciones en los distintos países: 
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splitting en Alemania, cociente familiar en Francia o desgravación 
por tributación conjunta en España. 

Sea cual sea el sistema particular, la tributación conjunta 
consiste en permitir que los matrimonios sumen sus rentas y, 
considerando que son dos personas, puedan establecer coefi­
cientes reductores, desgravaciones o tarifas especiales. La inten­
ción declarada explícitamente de estos mecanismos es paliar o 
contrarrestar el efecto de la progresividad del impuesto sobre las 
rentas altas de las personas que tienen un cónyuge sin ingresos o 
con menores ingresos. Para ilustrar estos efectos, consideremos 
un supuesto hipotético sencillo y veamos el funcionamiento de 
los tres mecanismos básicos del sistema, que son, independien­
temente de la disparidad en las denominaciones, los siguientes:

A) Splitting o división: consiste en la posibilidad, u obligato­
riedad en algunos países, de que los matrimonios declaren 
sus ingresos conjuntamente, independientemente de qué 
parte de esos ingresos haya obtenido cada cónyuge. Una 
modalidad es el splitting vigente en Alemania, donde los 
ingresos de ambos cónyuges se suman y se dividen por dos 
antes de aplicar separadamente la tarifa del impuesto a cada 
una de estas mitades, para después multiplicar por dos el 
resultado. Otra modalidad es el cociente familiar aplicado en 
Francia, que además depende del número de hijos1. 

B) Reducción de la base imponible del contribuyente por 
concepto de esposa dependiente, o aplicación de una reduc­
ción a la base imponible de la unidad familiar en caso de 
tributación conjunta, como en los casos argentino y español. 

C) Deducción en la cuota por el concepto de esposa depen­
diente (este sistema está hoy en desuso, pero lo consideramos 
para una mejor comprensión de los demás).

Para ejemplificar estos mecanismos, apliquémoslos a un 
supuesto práctico hipotético. Supongamos que la tarifa del 
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impuesto personal de un determinado país fuera la que se ofre­
ce en el cuadro 1. Supongamos también el caso de un marido 
cuya esposa no tuviera ingresos. En este supuesto, aplicaremos 
la tarifa hipotética del cuadro 1 a un ejemplo de cada uno de los 
tres modelos de tributación conjunta anteriormente expuestos: 
splitting (A); reducción de la base imponible por valor de 3.000 
(B); y deducción en la cuota del impuesto por valor de 600 (C). 
En el cuadro 2 se simula la desgravación por esposa dependien­
te que obtendría ese marido dependiendo de su nivel de renta 
(o sea, de su base imponible [BI]) en cada uno de los modelos. 

Cuadro 1

Tarifa del impuesto (supuesto práctico hipotético)

Base imponible (BI) Tipo marginal

hasta 10.000 Exento

10.000 a 25.000 10%

20.000 a 50.000 30%

Más de 50.000 40%

Cuadro 2

Desgravaciones por esposa dependiente (D.E.D) según el nivel 		
de renta (BI), con la tarifa del cuadro 1 (supuesto práctico 	
hipotético) según los sistemas A, B y C (cálculos propios en base 	
a los datos del supuesto)

 
BI

 
Cuota
Individual

A (‘splitting’) B (3.000 en BI)
C (600 
en cuota)

Cuota
Conjunta D. E. D

Cuota 
Conjunta D. E. D D.E.D

5.000  0 0 0 0 0 0 

15.000 500 0 500 200 300  500  

28.000  2.400  800  1.600  1.500  900  600  

32.000  3.600  1.200  2.400 2.700  900  600  

60.000  13.000  6.000  7.000  11.100  1.900  600  

Como se ve, en las modalidades A y B las desgravaciones 
resultan crecientes con el nivel de renta, mientras que la 
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desgravación en el modelo C es igual para todos los niveles de 
renta (siempre que tengan de dónde desgravar).

Aunque la comparación depende de las cuantías estableci­
das y de la tarifa vigente, podemos decir que en general la forma 
más “radical” de declaración conjunta es el “splitting puro” (A), en 
el que resulta totalmente indiferente qué cónyuge aporta la renta. 
Recordemos que tanto en el sistema de splitting (A) como en el de 
reducción de la base imponible (B), la intención al sumarse las 
rentas es precisamente contrarrestar el efecto de la progresividad 
del impuesto en términos de mayor imposición sobre la renta 
alta. Como consecuencia, estos dos sistemas benefician a aquellos 
matrimonios con distribución de rentas muy desigual (la desgra­
vación es mayor cuanto mayores sean los ingresos del marido y 
menores los de la esposa). En resumen, favorece a los maridos 
con rentas altas. El sistema de desgravación en cuota (C) se carac­
teriza por favorecer a los matrimonios independientemente de su 
nivel de renta. En cualquier caso, conviene recordar que en la 
práctica los usuales son los dos mecanismos A y B.

Veamos ahora cómo se producen los altos tipos impositi­
vos efectivos (o porcentaje de impuestos a pagar del ingreso 
bruto) sobre el trabajo de esa mujer que no tenía ingresos cuando 
pasa a tenerlos. Estos altos tipos impositivos se producen por el 
llamado “efecto acumulación de rentas” dentro del matrimonio 
debido a la existencia de la declaración conjunta: como el 
impuesto es progresivo, la acumulación de rentas hace que, al 
sumarse las rentas de las dos personas, el ingreso de la mujer, 
que si es pequeño estaría exento, se grave al tipo marginal del 
marido (en el caso B) o al tipo correspondiente a un salario que 
fuera la mitad que el del marido (en el caso A). Los altos tipos 
impositivos, que no tienen gran efecto sobre los hombres (como 
recordábamos en el capítulo anterior, la oferta de trabajo mascu­
lina es altamente inelástica), operan de forma muy diferente 
sobre la oferta altamente elástica de las mujeres casadas.

Por ejemplo, siguiendo con nuestro ejemplo hipotético, 
supongamos que una mujer está casada con un hombre con 
ingresos de 32.000 euros en un país con la tarifa del cuadro 1 y 
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sistema de splitting (A). El presupuesto familiar se beneficia de 
una desgravación de 2.400 cuando ella no trabaja fuera de casa. 
Si se le ofrece un empleo en el que pudiera ganar 28.000, la 
familia pasaría a pagar una cuota impositiva de 6.000 en lugar 
de 1.200, por lo que sobre el ingreso bruto adicional de 28.000 
estarían pagando 5.800 de impuestos adicionales, es decir, un 
20,7%. En cambio, si la tributación fuese individual en todos 
los casos, por ese ingreso bruto de 28.000 pagarían 2.400, o 
sea, el 8,6% que en buena lógica le corresponde.

Estos altos tipos efectivos derivados de la existencia de la 
tributación conjunta se denominan “penalización por matrimo­
nio” (Gustafsson, 2005), y esta penalización es mayor cuanto 
mayor sea el ingreso del hombre y cuanto mayor sea la diferencia 
entre los ingresos de los cónyuges. Siguiendo con el ejemplo 
anterior, si él ganara 60.000 euros y ella consiguiera un empleo 
donde fuera a ganar 10.000, la imposición adicional sería de 
3.000, o sea, un tipo impositivo efectivo del 30% sobre su salario 
bruto2. En cambio, si no hubiera declaración conjunta, esos 
10.000 estarían exentos, como le sucedería en ese supuesto 
hipotético a cualquier otra persona que no estuviera casada.

Otro agravante de la declaración conjunta es el efecto pro­
ducido por el cálculo con base familiar de las desgravaciones/
prestaciones por rendimientos del trabajo, que disminuyen 
(España) o desaparecen (Reino Unido, Estados Unidos) según 
aumentan dichos rendimientos. El fundamento de estas des­
gravaciones a las rentas del trabajo bajas es el de fomentar la 
actividad laboral. El argumento es que, como pagar menos im­
puestos aumenta el ingreso neto, a las personas les merecerá 
más la pena trabajar; hasta el punto de que se engloban bajo la 
denominación de Making Work Pay Tax Credits (traducido al 
español: “Desgravación para que resulte rentable trabajar”). 

Sin embargo, este argumento se estrella contra la realidad, 
especialmente cuando la base de cálculo es familiar: si la familia 
no tiene ningún ingreso, los incentivos al trabajo están asegu­
rados sin ninguna desgravación especial (recordemos una vez 
más que la elasticidad de la oferta de trabajo masculina es muy 
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baja). Si, en cambio, la familia ya tiene un salario (que suele ser 
el del marido), al añadir un segundo salario (el de la mujer) se 
reduce la desgravación, ya que depende del nivel de la renta 
total. El desincentivo para el trabajo de esa mujer es evidente. 
Y como la elasticidad de la oferta de trabajo de las mujeres 
casadas es muy alta, cabe sostener que ese sí es un efecto real 
de estas desgravaciones, contrariamente al objetivo declarado de 
aumentar la participación laboral.

ALEMANIA: UN EJEMPLO EMBLEMÁTICO DEL MODELO ‘SUSTENTADOR 

MASCULINO/ESPOSA DEPENDIENTE’

Según la clasificación de Esping-Andersen (1990), la más aceptada en la literatura 

sobre modelos de Estados del bienestar, las políticas sociales en Alemania res-

ponden al modelo conservador. O, según la clasificación de Diane Sainsbury 

(1999), la más popular dentro de la literatura feminista específica, al modelo sus-

tentador masculino/esposa dependiente. Una pieza clave es el sistema de split-

ting, como hemos visto, una forma de declaración conjunta muy desincentivadora 

del empleo femenino. Esta pieza se une a la normativa de Seguridad Social, con 

cálculo de prestaciones en base a los ingresos familiares y con exclusión de los 

mini-jobs (empleos de menos de 400 euros/mes), que no están sujetos a cotiza-

ciones ni originan derecho a prestaciones. 

Como señala un informe elaborado por organizaciones feministas alema-

nas, “el marco institucional alemán continúa creando fuertes incentivos para la 

distribución desequilibrada del empleo y el cuidado entre cónyuges. Principal-

mente el sistema impositivo de spitting para los matrimonios, el cálculo de las 

prestaciones sociales en base a la pareja y los mini-jobs, llevan a las mujeres 

casadas, y especialmente a las madres casadas, a abandonar el mercado de 

trabajo o a permanecer en empleos marginales”3. 

Estas regulaciones tienen mayor efecto por la escasez de servicios de 

educación infantil (bajísima cobertura y cortos horarios), junto a la desigualdad de 

los permisos y al sistema de atención a la dependencia basado en el cuidado 

familiar. En conjunto, el sistema determina que un país con muchos recursos 

registre, sin embargo, muy malos indicadores en (des)igualdad de género, tanto 

en economía como en participación política.
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La tributación conjunta ‘opcional’ también 		
es perjudicial

El efecto de penalización sobre el trabajo de las mujeres casa­
das se produce en todas las modalidades de tributación con­
junta. También, y este es un tema fundamental, cuando la 
tributación conjunta es optativa, como en el caso de España 
(Pazos Morán, 2006). Para aclarar este extremo, supongamos 
que el sistema es la modalidad B de nuestro ejemplo pero que 
es opcional, de modo que los matrimonios pueden elegir 
entre la tributación conjunta o separada. Si el marido ganara 
60.000 y ella no ganara nada, optarán sin duda por la tribu­
tación conjunta y la familia se beneficiará de una desgrava­
ción de 1.900 euros. Cuando esa mujer se planteara la opción 
de empezar a trabajar fuera de casa ganando 10.000 euros, 
lógicamente el matrimonio se enfrentaría al siguiente di­
lema:

Si declaran separadamente, los 10.000 euros están exentos • 
de impuestos, pero la familia perdería la desgravación por tri­
butación conjunta (por esposa dependiente) de 1.900 euros a la 
que podrían optar si la mujer no trabajara y tributaran conjun­
tamente. Es decir, el tipo impositivo efectivo sería de un 19% 
sobre los 10.000 euros de salario de la mujer. 

Si declaran conjuntamente, los 10.000 euros de ella se aña­• 
den a los 60.000 euros de él, exactamente igual que si a él le 
hubieran subido el sueldo, y deberán pagar un 40% de impues­
tos sobre esa cantidad de 10.000 euros (por estar en el último 
tramo de la tarifa del cuadro 1).

Lógicamente, ese hipotético matrimonio optará por tri­
butar separadamente, y el tipo impositivo sobre el salario de 
la mujer será del 19% (menor, en este caso, que si la tributa­
ción conjunta fuese obligatoria, pero mayor que si la posibili­
dad de tributación conjunta se eliminara totalmente). En 
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definitiva, los matrimonios entendidos como unidad colecti­
va indivisible siempre salen beneficiados por la posibilidad 
de elegir, pero el “premio al matrimonio” con un solo percep­
tor de ingresos se convierte en “penalización por matrimo­
nio” para las mujeres casadas que quieren incorporarse al 
empleo; y es altamente inequitativo para ellas desde una pers­
pectiva del ciclo vital.

En las últimas tres décadas se han realizado reformas 
fiscales para individualizar los sistemas de tributación, de 
forma que, en teoría, actualmente la mayor parte de los países 
de la OCDE definen a la persona individual, y no a la pareja, 
como unidad contributiva básica4. Sin embargo, son todavía 
numerosos los países europeos que incluyen elementos de 
tratamiento impositivo conjunto para los dos miembros de la 
pareja. Es el caso de Francia, Alemania, Irlanda, Luxemburgo, 
Portugal y España. Además, Austria, Bélgica, Finlandia e Ita­
lia, a pesar de tener sistemas de impuestos individuales, 
introducen transferencias o beneficios de otro tipo que con­
vierten al sistema fiscal en “familiar”5. El Reino Unido, por su 
parte, mantiene las desgravaciones por ingresos del trabajo 
con base familiar (Working Families Tax Credit). Este trata­
miento familiar adopta muchas formas y su efecto es del 
mismo signo que la tributación conjunta. Por ejemplo, en 
Argentina la tributación es teóricamente individual, pero 
existe una desgravación por esposa dependiente, igual que la 
desgravación por tributación conjunta en España6. 

EL CASO DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 	
ESPAÑOL 

El análisis del IRPF español es particularmente relevante, no 
solo porque es la principal vía de canalización de la política 
familiar en el país, sino también porque, siéndolo, contiene 
sesgos de género importantes. Consideremos que solo el gasto 
fiscal en tributación conjunta (1.610 millones de euros para 
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2011, sin incluir la parte de las comunidades autónomas, que 
puede ascender a una cantidad equivalente) es superior al co­
rrespondiente al conjunto de prestaciones familiares de la Se­
guridad Social.

Las inequidades sociales son también 			 
de género

De los datos desagregados por sexo que proporciona anual­
mente la Agencia Tributaria española (AEAT)7 se deduce 
inmediatamente una desigualdad entre el tratamiento fiscal 
de mujeres y hombres. En el cuadro 3 se observa, en primer 
lugar, que los ingresos de las mujeres son mucho menores (el 
74,8% de los de los hombres entre las declaraciones indivi­
duales; y el 63% en declaración conjunta8), y que, sin embar­
go, los tipos impositivos de las mujeres son mayores que los 
de los hombres. Dejando en este momento aparte las causas de 
que los ingresos de las mujeres sean menores, lo que llama la 
atención aquí es que quienes tienen menos ingresos paguen 
más porcentaje de su renta en impuestos. Se trata de una ano­
malía en un impuesto que debería ser progresivo a todos los 
efectos (los más ricos deberían pagar más porcentaje de sus 
ingresos).

Cuadro 3

bases imponibles medias y tipos impositivos medios. 			 
españa, 2010

Mujeres Hombres

Tributación individual

Base Imponible media 17,134 euros 22,894 euros

Tipo impositible medio 24% 24%

Tributación conjunta

Base Imponible media 14,494 euros 22,821 euros

Tipo impositible medio 26% 21%

fuente: aeat.
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¿Cómo es posible esta inequidad? En primer lugar, la 
estructura de desgravaciones hace que la progresividad del 
impuesto se vea limitada. Por ejemplo, las aportaciones a pla­
nes de pensiones y la inversión en vivienda habitual originan 
reducciones de la base imponible, lo que hace que la desgrava­
ción aplicada sea mayor para las rentas altas, que además tienen 
más excedentes de ingresos para dedicar a esas inversiones; 
también hay que tener en cuenta que el límite a las aportaciones 
a planes de pensiones es el doble en tributación conjunta. Esta es 
una inequidad social que, como las mujeres son más pobres, 
también se traduce en una inequidad de género. Para resolverla, 
no se necesitan medidas especiales para las mujeres, sino hacer 
que el impuesto favorezca menos a las rentas altas con ese tipo de 
desgravaciones, que, además, causan muchos problemas sociales 
(especulación inmobiliaria y financiera, entre otros). Pero el 
IRPF presenta otros problemas específicamente relacionados 
con el género y a ellos nos dedicaremos a continuación.

La tributación conjunta en el IRPF

Como principio general, el sujeto pasivo del IRPF son las per­
sonas físicas9. Sin embargo, a los matrimonios se les permite 
hacer la llamada declaración conjunta, que consiste en declarar 
las rentas totales de los dos cónyuges sin especificar de cuál de 
ellos proceden. Si lo hacen así, el matrimonio se beneficia 
de la llamada desgravación por tributación conjunta. Como el 
impuesto es progresivo (es decir, las rentas altas soportan un 
tipo impositivo más alto que las rentas bajas), en principio 
juntar las rentas no sería conveniente para el matrimonio… a 
menos que la desgravación por tributación conjunta sea 
mayor que el exceso de gravamen producido por la acumula­
ción; y esto es precisamente lo que ocurre cuando la distribu­
ción de rentas dentro del matrimonio es muy desigual (el caso 
extremo: cuando solo hay un perceptor de ingresos), y más 
cuanto mayor es el nivel de ingresos del primer perceptor 
(generalmente el marido).
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En general, bajo la modalidad de la tributación conjunta 
en el IRPF español se aplican las mismas reglas y límites 
vigentes en la tributación individual —sin elevarlos o multi­
plicarlos— sobre la renta acumulada. Tres son los elementos 
que determinan su funcionamiento real. En primer lugar, el 
denominado mínimo personal y familiar, deducción en cuota10 
que se aplica por declaración y no por cada persona. Por otro 
lado, existe una reducción por tributación conjunta que se 
aplica sobre la base imponible de la denominada unidad 
familiar: la formada por un matrimonio, con o sin hijos/as 
(biparental), o bien por un padre o madre y la descendencia 
que conviva con él o ella (monoparental)11. Esta reducción 
es más elevada para el caso de las familias biparentales 
(3.400 euros en 2007) que para las monoparentales (2.150 
euros en 2007)12. En último lugar, en el caso de que haya 
varios perceptores de renta, las desgravaciones se aplican 
sobre la suma del ingreso. Así se computan, por ejemplo, las 
reducciones sobre la base imponible por rendimientos del 
trabajo13.

La aplicación de estos mecanismos sobre un impuesto 
progresivo, así como el hecho de que se presente como una 
opción voluntaria, dificulta una percepción clara y directa 
de cuáles son los impactos de género de la tributación con­
junta. Sin embargo, una reflexión cautelosa y la realización 
de algunos cálculos sencillos permiten sostener que su 
impacto, según se explica en los próximos apartados, es muy 
negativo14. 

Efecto de la tributación conjunta sobre el trabajo 
de las mujeres casadas: imposición efectiva

Un primer impacto negativo derivado de la existencia de la 
tributación conjunta en España es que las mujeres casadas 
soportan unos tipos impositivos efectivos extremadamente 
elevados. Dada la alta elasticidad de la oferta laboral femeni­
na, estos tipos impositivos se traducen en desincentivos a su 
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posible incorporación al mercado laboral. El obstáculo se hace 
efectivo cuando la mujer se plantea trabajar fuera de casa; y es 
mayor cuanto más alto sea el salario del marido y cuanto más 
reducido fuera a ser su salario. Es el caso, por ejemplo, de la 
incorporación a tiempo parcial, que puede ser una opción muy 
frecuente en mujeres que deciden reincorporarse tras años de 
abandono del mercado laboral.

Estos altos tipos impositivos resultan de la interacción de 
dos fenómenos que acontecen cuando un matrimonio pasa 
de obtener una sola renta a obtener dos. Cuando hay una sola 
renta, la declaración conjunta es la más beneficiosa siempre, 
pues optar por ella da lugar a la desgravación por tributación 
conjunta (sin ninguna contrapartida negativa). Cuando los dos 
cónyuges perciben ingresos, si continúan optando por la decla­
ración conjunta, se seguirán beneficiando de la desgravación, 
pero las rentas de ambos se suman para aplicárseles la tarifa 
conjuntamente.

Debido a la progresividad del impuesto, la cuota resultante 
de aplicar la tarifa a la suma de rentas será mayor que si ambas 
rentas se aplicaran la tarifa separadamente, ya que el salario de 
la mujer se trata como un aumento salarial del marido (es el 
efecto llamado de acumulación de rentas). En cambio, si el ma­
trimonio opta por la declaración individual, se libra de este 
efecto, pero pierde la desgravación por tributación conjunta. 
Así que la declaración individual será más beneficiosa cuando 
la renta de la mujer sea lo suficientemente elevada como para 
compensar la pérdida de la desgravación por tributación con­
junta. 

En cualquier caso, los tipos efectivos sobre las mujeres 
casadas son, en un sistema en el que existe la tributación con­
junta, mayores para cualquiera que sea la renta de la mujer y del 
marido, por la sola existencia de la tributación conjunta y aun­
que no se la apliquen en la situación en la que ella trabaja, como 
trataremos de demostrar a continuación (véase también la 
explicación y el supuesto teórico anterior aplicado a la declara­
ción conjunta opcional).
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Para calcular los tipos impositivos efectivos sobre el traba­
jo de las mujeres casadas, imaginemos el caso de un contribu­
yente casado y sin hijos/as. Calcularemos su declaración del 
IRPF en el caso de que su esposa no trabaje fuera de casa (A) y 
en el caso de que sí lo haga (B). Para empezar, suponemos que 
el marido tiene un ingreso anual bruto de 26.846 euros anua­
les; y que si la mujer se incorpora al mercado de trabajo (B), lo 
haría a tiempo parcial y recibiendo un salario anual bruto de 
3.606 euros. 

En el cuadro 4 presentamos el desglose de las declara­
ciones de la renta que presentaría este contribuyente en 
ambas situaciones. En la primera (A), con cónyuge sin ingre­
sos, optará siempre por la declaración conjunta. Así, además 
de las desgravaciones que le corresponderían si tributara 
individualmente —cotizaciones de la Seguridad Social y des­
gravación por rendimientos del trabajo—, también se aplica la 
reducción de la base imponible por tributación conjunta corres­
pondiente a las familias biparentales (3.400 euros). En las 
siguientes columnas desglosamos el impuesto en el caso de que 
la mujer sí trabajara (B)15. La comparación de ambas situacio­
nes es muy ilustrativa. 

Una vez desglosadas ambas declaraciones, comparemos 
qué repercusión fiscal tendría para este contribuyente pasar de 
la situación A a la B; es decir, que su mujer se incorporara al 
empleo. En esa comparación nos interesa relacionar lo que han 
aumentado los ingresos brutos de la familia con lo que han cre­
cido los ingresos netos, ya que la diferencia entre ambas mag­
nitudes nos indica el incremento del pago de impuestos y 
cotizaciones asociado a que la mujer haya empezado a trabajar. 
En nuestro ejemplo, según recogen las últimas casillas del cua­
dro 1, obtenemos que mientras el ingreso bruto familiar aumen­
ta 3.606 euros (el salario de la mujer), este incremento lleva 
asociado un incremento en el pago de impuestos de 1.181 euros. 
Es decir, el trabajo de la mujer que decide empezar a trabajar 
fuera de casa se grava con un tipo impositivo efectivo extrema­
damente elevado: del 32,8%16. 
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Cuadro 4 

Cálculo del tipo impositivo efectivo sobre el trabajo de una mujer 
casada según la normativa actual (posibilidad de declaración 
conjunta) en el IRPF español

(En Euros)

A: ella no tiene 
empleo

B: ella tiene un salario 
bajo

Él Él Ella Común Total

Ingreso bruto 26.846 26.846 3.606 30.452

Reducciones de la base imponible

Cotizaciones Seguridad Social 1.705 1.705 229 1.934

Por rendimiento del trabajo 2.600 2.600 2.600

Por tributación conjunta 3.400 3.400 3.400

Total reducciones de la base imponible 7.705 7.934

Base liquidable (o imponible neta) 19.141 22.518

Desgravación sobre la cuota por 
mínimo personal y familiar 1.212 1.212 1.212

Cuota IRPF 3.453 4.405

Total impuestos y cotizaciones 5.158 6.339

Ingreso neto 21.688 24.113

Incremento ingreso bruto 3.606

Incremento ingreso neto 2.425

Imposición sobre el trabajo de ella 1.181

Tipo impositivo efectivo sobre 
el trabajo de ella 32,76%

Fuente: Elaboración propia.

El mecanismo perverso que resulta en una imposición 
efectiva tan desproporcionada sobre el trabajo de las mujeres 
casadas opera debido a que la declaración conjunta pone en 
marcha el principio de acumulación de rentas. Así, repitiendo 
la simulación del cuadro 4 para distintos niveles salariales del 
marido, se comprueba cómo la imposición efectiva sobre el 
trabajo de la esposa es creciente con el nivel de ingreso de este. 
Por ejemplo, si el ingreso bruto anual del marido es de 50.000 
euros en vez de ser de 26.846 euros, el tipo impositivo efectivo 
sobre los 3.606 de ingreso bruto de la mujer pasa de ser el 
32,8% a ser el 41%, llegando hasta el 46,6% cuando el salario 
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del marido alcanza los 70.000 euros. Es decir, según el mari­
do obtiene unos ingresos anuales más elevados, más alto es 
también el tipo impositivo efectivo que gravaría el trabajo de su 
mujer si decidiera incorporarse al mercado laboral. 

gráfico 1

tipos impositivos efectivos sobre el trabajo de una mujer casada 
(salario del marido = 26.846)

Nota: El eje horizontal indica niveles salariales de la mujer (en euros). El TIE actual se corresponde a la 
situación en la que existe la posibilidad de declarar conjuntamente, mientras que el TIE simulado ilustra el 

resultado si esa posibilidad desapareciese.
Fuente: Elaboración propia.

Además, estos tipos impositivos efectivos (TIE) son también 
más elevados para niveles inferiores del salario de las mujeres. La 
línea continua del gráfico 1 (TIE con sistema actual) representa su 
evolución, volviendo a fijar el salario del marido en 26.846 euros 
anuales y haciendo variar el salario de ella desde 0 a 26.846 euros. 
Para los cálculos, suponemos que esta pareja, como haría cual­
quier otra, decide realizar la declaración conjunta o individual 
según el resultado sea más favorable. La conclusión es inequívoca: 
son las mujeres que en el caso de incorporarse al mercado laboral 
recibirían un salario inferior (de hasta 3.758 euros anuales, en 
este caso) las que soportan el tipo impositivo efectivo máximo 
(según se calcula en el cuadro 1 para este salario del marido es 
de más del 32%). A partir de ese nivel los tipos descienden 
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según se incrementa el salario, y no es hasta que este alcanza los 
9.933 euros anuales que la imposición comienza a ser progresiva.  

Para valorar adecuadamente el importante sesgo de género 
que introduce la tributación conjunta, es interesante calcular tam­
bién cuál sería la imposición efectiva sobre el trabajo del segundo 
perceptor en caso de que se eliminara esta posibilidad. Simulamos, 
pues, una reforma en la que se individualizara completamente el 
IRPF. Bajo este supuesto (tributación individual obligatoria), 
en el cuadro 5 volvemos a comparar el desglose de las declara­
ciones en el caso de que la mujer trabaje y de que no lo haga. 

Cuadro 5

Cálculo del tipo impositivo efectivo sobre el trabajo de una mujer 
casada simulando la individualización del IRPF español 	
(supresión de la posibilidad de declaración conjunta)

A: ella no tiene 
empleo

B: ella tiene un salario 
bajo

Él Él Ella Total

Ingreso bruto 26.846 26.846 3.606 30.452

Reducciones de la base imponible

Cotizaciones Seguridad Social 1.705 1.705 229

Por rendimiento del trabajo 2.600 2.600 4.000

Total reducciones de la base imponible 4.305 4.305 4.229

Base liquidable (o imponible neta) 22.541 22.541 0

Desgravación sobre la cuota 
por mínimo personal y familiar 1.212 1.212    …,

Cuota IRPF 4.405 4.405 0 4.405

Total impuestos y cotizaciones 6.110 6.110 229 6.339

Ingreso neto 20.736 20.736 3.377 24.113

Incremento ingreso bruto 3.606

Incremento ingreso neto 3.377

Imposición sobre el salario de ella 229

Tipo impositivo efectivo sobre el salario 
de ella 6,35%

Fuente: Elaboración propia.
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La diferencia entre un (hipotético) sistema de IRPF indi­
vidualizado (cuadro 5) y el sistema actual (cuadro 4) es fácil de 
detectar: bajo el sistema individual simulado, la mujer se apli­
caría individualmente las desgravaciones que le corresponden 
sobre su base imponible17. En el ejemplo del cuadro 5, quedaría 
exenta de pagar cuota del IRPF por ser su renta inferior al míni­
mo exento. Sujeta solo al pago de sus cotizaciones a la Seguridad 
Social, el tipo impositivo efectivo que soportaría sería mucho 
más reducido: 6,35%. 

Que la tributación individual generaría un resultado eco­
nómico y social más lógico y más igualitario, eliminándose el 
obstáculo para que ciertas mujeres se incorporen al trabajo 
remunerado, termina de quedar patente si analizamos cómo 
sería el tipo impositivo efectivo sobre el trabajo de las mujeres 
casadas, tras esta reforma, para distintos niveles de renta. Para 
ello, dejando fijo el nivel salarial del marido en 26.846 euros, 
hacemos variar el salario de la mujer entre 0 y 26.846 euros y 
en cada caso realizamos los cálculos del cuadro 5 para llegar a 
calcular el tipo impositivo efectivo. El resultado es la línea dis­
continua del gráfico 1 (TIE con sistema simulado). Comparan­
do esta línea con la línea de los tipos impositivos bajo la 
regulación actual (TIE con sistema actual en el gráfico 1), vemos 
que no solo su nivel sería mucho más reducido, sino que se 
comportaría progresivamente, de acuerdo a los principios 
generales de nuestro sistema fiscal18.

En conclusión, la posibilidad de declarar conjuntamente 
introduce un sesgo de género en el sistema fiscal español por­
que favorece fiscalmente a las familias que perpetúan el mode­
lo tradicional de sustentador masculino/esposa dependiente, 
“castigando” (en la medida en que se pierde ese “premio”) con 
altos tipos impositivos la incorporación al empleo de las muje­
res de esas familias. Y no hay que olvidar que el análisis en 
términos familiares enmascara la realidad que existe en esas 
familias: mientras que la familia (la renta del marido) se bene­
ficia de una desgravación gracias a la dependencia económica 
de la mujer, esta se ve seriamente perjudicada debido a que esa 
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situación se perpetúa. Esto plantea un problema de equidad 
desde la perspectiva del ciclo vital: cuando, por cualquier causa, 
la mujer deja de estar “mantenida” por el sustentador del que 
depende, se encontrará en situación de pobreza y desprotec­
ción por no haber acumulado derechos sociales que sí hubiera 
acumulado de haber tenido un empleo; y en ese caso ya no se 
beneficiará de desgravaciones (por no tener rentas) ni de pres­
taciones especiales (que no existen) por su situación familiar 
de ex-ama de casa.

El carácter regresivo de la ‘desgravación 		
por esposa dependiente’ 

En el apartado anterior nos ocupábamos de analizar el efecto de 
la declaración conjunta sobre las decisiones de participación 
laboral de las mujeres, y lo hacíamos calculando los tipos impo­
sitivos efectivos. En este analizaremos los serios problemas de 
equidad vertical que presenta (es decir, desde el punto de vista 
social, comparando las desgravaciones de las que se benefician 
los maridos de las rentas altas con los de las rentas bajas). 
Recordemos que la cuantía de la desgravación sobre la renta de 
los maridos cuyas esposas no trabajan fuera de casa (llamada 
técnicamente por declaración conjunta) es lo que venimos lla­
mando desgravación por esposa dependiente. 

Para el cálculo de esta desgravación, calcularemos las 
declaraciones del IRPF correspondientes a un hombre casado 
cuya mujer no trabaja fuera de casa (y sin hijos/as) en dos situa­
ciones: a) la actual, en la que el contribuyente puede optar por 
la declaración conjunta o individual según le convenga (y, 
por no haber un segundo contribuyente con ingresos, le con­
vendrá la declaración conjunta, pues el único perceptor de 
renta se beneficia de la desgravación sin la contrapartida del 
“efecto acumulación de rentas” que penalizaría al segundo per­
ceptor si existiera); y b) con la simulación de una reforma fiscal 
por la cual se eliminara totalmente esa posibilidad de decla­
ración conjunta, o sea, si tuviera que hacer la declaración 
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individual19. La diferencia entre las cuotas resultantes en (a) y en 
(b) (en realidad el efecto sobre la cuota de la reducción en la base 
por tributación conjunta) es la desgravación por esposa dependiente: 
la cuantía que —a través del mecanismo de la tributación conjun­
ta— deja de tributar un marido por el hecho de estar casado con 
una mujer que se mantiene fuera del ámbito laboral formal.

En el gráfico 2, a partir de los cálculos oportunos, recoge­
mos la evolución de la desgravación real por esposa dependiente en 
función del nivel de renta del marido (línea continua). Lo pri­
mero que hay que destacar es que su cuantía no es en absoluto 
despreciable, llegando a sobrepasar los 1.200 euros anuales 
cuando la renta del marido es muy alta. En segundo lugar, con­
viene señalar que, debido a que el IRPF es un impuesto progre­
sivo, esta desgravación es regresiva (como todas las reducciones 
de la base imponible). 

gráfico 2

desgravación por esposa dependiente y por hijo/a según nivel 	
salarial del marido

Nota: El eje horizontal indica el ingreso anual del marido y el eje vertical, la cuantía de las desgravaciones 
correspondientes para cada nivel salarial. En ambos casos las cantidades se expresan en euros.

Fuente: Elaboración propia. 

Así, según ilustra el gráfico 2, la desgravación por esposa 
dependiente no existe para niveles salariales inferiores a 9.616 
euros y, a partir de ese nivel, se incrementa según lo haga el 
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ingreso del marido: por ejemplo, es de 51 euros para un marido 
que gane 9.817 euros al año, de 816 euros si ingresa 12.422 
euros, de 1.008 euros si gana 37.864 y supera los 1.240 euros si 
el ingreso bruto es mayor de 40.00 euros. En síntesis, la decla­
ración conjunta, además de consolidar la dependencia econó­
mica de las mujeres, introduce un sesgo regresivo adicional en 
el sistema impositivo.

El tratamiento fiscal de los hijos/as  

El IRPF español se caracteriza por unas escasísimas desgrava­
ciones por hijos/as (aun siendo la única vía significativa de esta 
protección, pues en la Seguridad Social son todavía más es­
casas). Además, las familias monoparentales —la inmensa 
mayoría de ellas lideradas por mujeres— reciben un trato des­
favorable respecto a las biparentales.

El IRPF considera las circunstancias del contribuyente 
relacionadas con su descendencia mediante tres mecanis­
mos. En primer lugar, la desgravación en cuota que se aplica 
mediante el llamado mínimo personal y familiar tiene en 
cuenta la existencia y número de hijos/as20. En segundo lu­
gar, la deducción en cuota llamada por maternidad, para muje­
res trabajadoras con hijos/as menores de 3 años (igual a la suma 
de las cotizaciones pagadas a la Seguridad Social por su pues­
to de trabajo —tanto de ella como de la empresa—, hasta un 
máximo anual de 1.200 euros. Si la cuota es inferior a la de­
ducción, se realiza el abono). En tercer lugar, existe la desgra­
vación para las familias monoparentales. Ya adelantamos que 
estas familias reciben un tratamiento discriminatorio con 
respecto a aquellas que declaran conjuntamente acogiéndose 
al modelo de unidad familiar tradicional (biparental): mien­
tras que en este segundo caso la desgravación por declaración 
conjunta es de 3.400 euros, para las monoparentales es de 
2.150 euros. Conviene no olvidar que en la mayoría de las 
familias monoparentales quien se registra como declarante 
es una mujer21. 
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Partiendo de la idea de que en una sociedad igualitaria el 
cuidado y la educación de los hijos/as deben tener una dimen­
sión colectiva importante y que, consecuentemente, el Estado 
debería contribuir económicamente de forma efectiva al man­
tenimiento de los hijos/as, el apoyo fiscal que reciben las fami­
lias españolas por este concepto es claramente insuficiente (a 
lo que hay que sumar la inexistencia de una red pública extensa 
de educación infantil).

Para valorar la insuficiencia de las ayudas fiscales para el 
cuidado de hijos/as, y el despropósito que supone que en vez de 
a eso se dediquen recursos públicos a incentivar la permanen­
cia de las mujeres en el ámbito doméstico, resulta útil comparar 
el trato fiscal que recibe un hombre casado con una mujer sin 
ingresos con el que se otorgaría a ese mismo señor casado si 
además tuviera un hijo/a de 6 años. En el primer caso, según ya 
hemos explicado, el marido tendría una desgravación por esposa 
dependiente (línea continua del gráfico 2). En el segundo caso, 
además de esa deducción, se aplicaría también una desgravación 
por hijo, que es una deducción de 432 euros en cuota. En el grá­
fico 2 representamos esa desgravación (línea discontinua) y la 
comparamos con la desgravación por esposa dependiente.  

Lo primero que se constata al volver a observar el gráfico 2 
es que el tratamiento fiscal que el IRPF da al cuidado de hijos/as 
es regresivo: si los ingresos de esta pareja fueran inferiores a 
12.420 euros anuales, no disfrutarían de ninguna desgravación 
adicional por tener una criatura; la desgravación crece de los 
25 euros anuales a los 432 euros según el nivel salarial pasa de 
12.421 euros anuales a 13.823; y se estabiliza en 432 euros para 
ingresos superiores. 

Lo segundo que llama clamorosamente la atención es que 
el valor de la desgravación por hijo/a es significativamente infe­
rior a la que se aplica por esposa dependiente. Por ejemplo, una 
familia con ingresos brutos anuales de entre 9.817 y 12.221 euros 
tendría derecho a desgravación por esposa dependiente pero no a 
desgravación por hijo/a; si tuviera una renta anual de 12.822 euros 
al año, la desgravación por esposa dependiente sería casi seis veces 
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mayor que la asociada a su criatura de 6 años (816 frente a solo 
146 euros); y si el salario anual fuera de 44.075 euros, el Esta­
do contribuiría al mantenimiento de la mujer con 1.275 euros, 
y al de la criatura con solo 432 euros anuales.

Teniendo en cuenta no solo que mediante la desgravación por 
esposa dependiente se está estimulando la consolidación de una 
situación que perjudica a las mujeres, sino también el hecho de 
que una mujer que no trabaja fuera de casa suele proporcionar 
servicios de cuidados a su familia, mientras que un hijo de 6 años 
no solo no contribuye a realizar tareas domésticas sino que las 
requiere, ¿qué puede justificar que el Estado destine más recur­
sos a desgravar la existencia de una mujer sin trabajo remunera­
do que la de un/a niño/a pequeño/a? Absurdo pero cierto: en 
España, tener una criatura dependiente (que requiere cuidados) 
desgrava menos que tener una esposa “dependiente” (que con 
mucha probabilidad lleva a cabo cuidados y otras tareas domésti­
cas). Este hecho contraviene el principio de capacidad de pago 
que debería regir en el impuesto.

Las familias monoparentales

Por último, con el objeto de analizar el injusto trato fiscal que 
reciben las personas al frente de familias monoparentales en 
España, procederemos a comparar las declaraciones de dos 
personas muy diferentes. La primera es un adulto que genera 
ingresos y que tiene un cónyuge que no trabaja fuera de casa y 
un niño o niña de 6 años. La segunda es también una persona 
adulta generadora de ingresos con un hijo/a de 6 años a su 
cargo, pero sin cónyuge. Según nos indican los análisis de inci­
dencia, la persona del primer caso con toda probabilidad será 
un hombre (con mujer e hijo/a), mientras que, en el segundo 
caso, la persona adulta que se hace cargo en solitario de la cria­
tura será, seguramente, una mujer. En definitiva, en el cuadro 
6 comparamos la declaración del IRPF de un “marido” con 
mujer e hijo/a con la de una “madre sola”, suponiendo que 
ambos tienen el mismo ingreso salarial.
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Cuadro 6

IRPF español: marido con mujer e hijo/a versus			 
madre sola (mismo nivel salarial). Ejemplo

 

Marido
(con mujer 
y un hijo/a)

Madre sola
(con un hijo/a)

Ingreso bruto 24.041 24.041

Reducciones de la base imponible

 Cotizaciones Seguridad Social 1.527 1.527

 Por rendimiento del trabajo 2.600 2.600

 Por declaración conjunta 3.400 2.150

Total reducciones de la base imponible 7.527 6.277

Base liquidable (o imponible neta) 16.514 17.764

Desgravación sobre la cuota por mínimo 
personal y familiar 6.850 6.850

Cuota IRPF 2.319 2.636

Fuente: Elaboración propia.

Cuadro 7

irpf español: marido versus madre sola (mismo nivel salarial)		

Nivel salarial
(en euros)

Cuota IRPF

Marido
(con mujer y un hijo/a)

Madre sola
(con un hijo/a)

13.623 0 318

15.226 338 638

18.031 969 1.269

21.436 1.734 2.034

26.245 2.863 3.213

30.452 3.967 4.317

43.073 7.622 8.084

Fuente: Elaboración propia.

La comparación es definitoria: una persona adulta que 
tenga que hacerse cargo en solitario de una criatura y gane al 
año 24.041 euros brutos paga una cuota de IRPF más de 300 
euros mayor que la que paga otra persona que, ganando lo 
mismo, comparte —en el mejor de los casos— el cuidado de su 
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criatura con otra persona adulta que además no dedica tiempo 
a trabajar fuera del hogar. Si reproducimos el mismo ejercicio 
para distintos niveles de renta se confirma este injustificable 
agravio fiscal entre el marido de la familia tradicional y la 
madre sola. Por ejemplo, para un nivel salarial de entre 12.621 
y 13.623 euros anuales, el marido queda exento de pagar IRPF 
y la madre sola no22. En el cuadro 7 reproducimos algunos 
resultados adicionales, que no hacen sino confirmar esta des­
igualdad.

En resumen: la necesaria individualización 		
del impuesto

Hemos examinado los sesgos de género contenidos en la 
normativa actual del IRPF a través del cálculo de los tipos 
impositivos efectivos sobre el trabajo de las mujeres casa­
das, así como a través de la comparación entre el tratamien­
to fiscal de las diferentes circunstancias personales y 
familiares. El efecto neto de la suma de estas dimensiones 
(declaración conjunta + tratamiento de hijos/as y unidades 
monoparentales) da un resultado pésimo en términos de im­
pacto de género. 

Un cónyuge sin ingresos da lugar a una desgravación com­
parativamente importante y regresiva, pues es creciente con el 
nivel de renta (se trata de una reducción de la base imponible). 
Esta desgravación, a la que llamamos por esposa dependiente 
(llamada formalmente por tributación conjunta), no es un sesgo 
de género explícito (podría ser también por esposo dependien­
te). Sin embargo, son las esposas y no los esposos quienes se 
sitúan en posición dependiente y, por tanto, dan lugar a esta 
reducción del impuesto.

La existencia de la tributación conjunta, además de trans­
mitir una idea obsoleta y originar un gasto público innecesario 
y regresivo, produce efectos reales negativos sobre la incorpo­
ración de las mujeres al trabajo asalariado legal. La desgravación 
por esposa dependiente supone una reducción de los impuestos 
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familiares sobre el trabajo del cónyuge con ingresos (general­
mente el hombre), con lo que el presupuesto familiar se ve 
favorecido. Pero esta ventaja para la familia supone un desin­
centivo al empleo de las mujeres casadas.

 Así, en la práctica, se subvenciona la permanencia de las 
mujeres en el hogar o en la economía sumergida; y, aunque 
implícitamente en este caso, se considera a las mujeres en 
general como una carga económica para el marido. El “legisla­
dor” considera que tener a una mujer “a cargo” (sin ingresos 
propios) disminuiría la capacidad de pago del contribuyente. 
Pero esta es la concepción obsoleta que se deriva del total “olvi­
do” de que existe el trabajo doméstico y de cuidados (olvido que 
hemos tratado reiteradamente). 

En realidad, la mayoría de estas mujeres desarrollan múl­
tiples tareas productivas en el hogar. Si ellas no realizaran 
todo ese trabajo doméstico y de cuidados, el contribuyente 
tendría que comprar esos bienes y servicios en el mercado. 
En cambio, si es su esposa quien realiza ese trabajo, él se 
beneficia sin tener que pagar por ello y, consiguientemente, 
sin pagar contribuciones empresariales a la Seguridad Social. 
Asimismo, ese trabajo gratuito y sumergido de las mujeres 
casadas no se somete a ningún gravamen impositivo. Y, ade­
más de todo ello, el marido puede reducirse una cantidad de 
su base imponible.

La comparación del tratamiento fiscal de los matrimonios 
con el de los hijos/as y con el de las familias monoparentales 
muestra importantes inequidades horizontales (es decir, agra­
vios comparativos). De hecho, un marido español desgrava más 
por una mujer sin ingresos que por un hijo o hija. Igualmente, 
al mismo nivel de renta, desgrava más un marido por tener una 
esposa sin ingresos que lo que desgrava una madre sola. Sin 
embargo, en el caso del matrimonio, la mujer sin ingresos 
generalmente aportará su trabajo doméstico y de cuidados; 
mientras que la madre sola no tendrá ayuda para compartir esos 
trabajos reproductivos y, previsiblemente, tendrá que pagar 
por ellos.
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Un caso curioso: la propia ley reconoce su impacto de género 	

negativo pero no hace nada por evitarlo

La reforma del IRPF de 2006 (Ley 35/2006), en su exposición de motivos, declara: 

“En esta consideración de las circunstancias personales y familiares cabe efec-

tuar una mención a la opción por la tributación conjunta. La política de no discri-

minación por razón de género y razones de simplificación de la gestión del 

impuesto podrían justificar su revisión. No obstante, se mantiene su tratamiento 

actual en el impuesto para evitar numerosos perjudicados en los matrimonios en 

los que alguno de sus miembros no puede acceder al mercado laboral, y por tanto 

obtiene rendimientos solo uno de los cónyuges, como podrían ser los casos de 

determinados pensionistas con rentas de cuantía reducida, o de determinadas 

familias numerosas”.

Subrayemos que, según se observa en el gráfico 2, las “rentas de cuantía 

reducida” no son precisamente las beneficiarias de la desgravación por tributa-

ción conjunta. Por otro lado, para las “familias numerosas” existen las desgrava-

ciones por hijos/as; y para los “matrimonios en los que alguno de sus miembros 

no puede acceder al mercado laboral” es posible articular medidas que cambien 

la situación en lugar de perpetuarla.

Sigue siendo necesaria, pues, una reforma que elimine 
definitivamente la posibilidad de declaración conjunta. El aho­
rro fiscal consiguiente (solo la parte estatal es, según el Presu­
puesto de Beneficios Fiscales, de 1.610 millones de euros en 
2011, y a ello hay que añadir la parte autonómica) podría reinver­
tirse en el avance hacia un sistema de prestaciones universales 
por hijos/as, en prestaciones a las familias monoparentales y en 
otras prestaciones y servicios que favorezcan la igualdad de gé­
nero (como la equiparación del permiso de paternidad con el 
de maternidad, la universalización del derecho a la educación 
infantil desde los 0 años y la universalización de los servicios 
públicos de atención a la dependencia). 
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Notas

	 1.	 El tratamiento conjunto de matrimonio e hijos/as complica el análisis y la com­
prensión de la fiscalidad aplicada a estos dos fenómenos tan dispares (hijos/as 
y matrimonio). En España, para más confusión, también se llama “tributación 
conjunta” a la de una persona adulta con su hijo/a a cargo (monoparentales). 
Aquí, a menos que especifiquemos lo contrario, la tributación conjunta que 
estamos considerando es la de los matrimonios.

	 2.	 Explicación de los cálculos: la BI conjunta pasaría de 60.000 a 70.000, que, 
dividida entre dos, es 35.000 (en lugar de los 30.000 correspondientes a la 
situación anterior), es decir, 5.000 adicionales para cada cónyuge, que (con 
la tarifa del cuadro 1) se sitúan en el tramo cuyo tipo marginal es del 30%.

	 3.	 http://www2.ohchr.org/english/bodies/cedaw/docs/ngos/JointNGOsubmis­
sion_Germanyfollowup.pdf

	 4.	 El Reino Unido abolió la posibilidad de declaración conjunta para los matrimo­
nios en 1990, y esa reforma tuvo un impacto positivo sobre la oferta laboral de 
las mujeres casadas (Sanz, 2001). Suecia, después de haber pasado por distintas 
etapas (incluida la del mantenimiento de la tributación conjunta como opcio­
nal), en 1971 eliminó definitivamente la posibilidad de declaración conjunta 
y/o de cualquier otra ventaja fiscal a los matrimonios con un solo perceptor de 
rentas (Gustafsson, 2005).

	 5.	 Según el análisis de Immervoll et al. (2009). La literatura económica de la 
segunda mitad del siglo XX se ha ocupado de los sesgos de género en los siste­
mas de impuestos personales, y en particular del problema de los altos tipos 
impositivos efectivos sobre el trabajo de las mujeres casadas originados por la 
tributación conjunta (véase, por ejemplo: Gustafsson y Bruyn-Hundt, 1991; 
OCDE, 1995). En España el tema ha obtenido una atención más reciente (Pazos 
Morán, 2000, 2005, 2006). De Villota y Ferrari (2004) ofrecen un índice de 
discriminación fiscal del segundo perceptor. Medialdea García y Pazos Morán 
(2011) analizan el IRPF vigente en 2007 y simulan los efectos sobre los tipos 
efectivos de una posible reforma que eliminara la posibilidad de tributación 
conjunta. Este capítulo se basa sustancialmente en ese análisis.

	 6.	 En España y en Argentina el mecanismo es el mismo (el modelo B explicado 
más arriba en este apartado). Sin embargo, en Argentina se dice que rige el 
principio de declaración individual (Gherardi y Rodríguez Enríquez, 2008), 
mientras que en España esta desgravación se incluye dentro de las normas 
aplicables en tributación conjunta (artículo 84.2 de la Ley 35/2006).

	 7.	 http://www.agenciatributaria.es/AEAT/Contenidos_Comunes/La_Agencia_
Tributaria/Estadisticas/Publicaciones/sites/irpf/2010/jrubik9f3b3833a­
1fd2777b2e609b78bb8dcc57695a20.html

	 8.	 Es decir, entre los matrimonios que declaran conjuntamente, los ingresos 
totales medios de aquellos en los que la persona principal es una mujer son el 
63,5% de aquellos en los que es un hombre. Nótese que en estas declaraciones 
no se consignan las rentas individuales de cada cónyuge. 

	 9.	 Este principio fue ratificado por el Tribunal Constitucional en 1988, como 
respuesta a la demanda de un matrimonio contra la obligatoriedad de declarar 
conjuntamente. A partir de esa fecha, la declaración conjunta es opcional.

	 10.	 El mínimo personal y familiar se define, según la terminología acuñada en la 
reforma de 2006, como una reducción en el tramo inferior de la base imponi­
ble (siempre que esta sea suficiente para hacerlo); lo que en realidad funciona 
como una desgravación en cuota.  
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	 11.	 Cualquier otra fórmula de convivencia (incluidas las parejas de hecho) no se 
reconoce como “unidad familiar” y no puede, por tanto, acogerse a esta reduc­
ción.

	 12.	 Por mantener la coherencia con las simulaciones que se realizan en los aparta­
dos siguientes, para las que se utilizan los modelos de tax-benefit de la OCDE 
programados según la normativa y los parámetros vigentes en 2007, las cuan­
tías referidas a lo largo de este análisis del IRPF se refieren siempre a 2007. 

	 13.	 Excepción: los límites a las reducciones sobre la base por motivo de aportación 
a sistemas de previsión social (públicos o privados) sí se aplican individual­
mente. 

	 14.	 Existen otros análisis sobre los impactos de género negativos de la tributación 
conjunta de los matrimonios en el IRPF español. Véanse, entre otros, De Villo­
ta y Ferrari (2004), Carbajo Vasco (2005), Ruiz Garijo (2006, 2011).

	 15.	 En este ejemplo, en la situación (B) la pareja seguirá optando por la tributación 
conjunta, ya que es la más beneficiosa. Pero aunque les conviniera la tributa­
ción individual (lo que sucede a partir de un nivel salarial de ella ligeramente 
superior), nótese que los tipos efectivos se calculan por comparación con la 
situación en la que la mujer no trabaja, caso en el cual sí se hace la declaración 
conjunta (véase más explicación de este fenómeno en el apartado anterior).

	 16.	 Explicación de los cálculos: Imposición efectiva es la diferencia entre el incre­
mento bruto y el neto (3.606 - 2.425 = 1.181). Tipo impositivo efectivo = 1.181/3.606 
= 32,76%. 

	 17.	 Incluida la desgravación por rendimientos del trabajo. Si comparamos el cua­
dro 4 con el cuadro 5, vemos que en declaración conjunta ella no aporta nada a 
esta desgravación (con el salario del marido ya llegan al tope conjunto), mien­
tras que, en declaración separada, la de ella es mayor (porque es una desgrava­
ción decreciente con el nivel de renta). 

	 18.	 Todos los ejercicios de simulación en que basamos los resultados de este apar­
tado se obtienen a partir de los modelos tax-benefit de la OCDE en su versión de 
2007. [Disponibles en http://www.oecd.org/document/29/0,3343,en_2649_34
637_39618653_1_1_1_1,00.html#models]

	 19.	 Se trata de la simulación que se explica anteriormente y de la que surge el cuadro 
5 y la línea discontinua del gráfico 1, pero ahora utilizada con otro propósito.

	 20.	 El tramo inferior de la base imponible que queda exento en ausencia de hijos/as 
es de 5.050, y se amplía en 1.800 euros por el primer hijo/a, 2.000 por el se­
gundo, 3.600 por el tercero y 4.100 por el cuarto. Consiguientemente, a la 
desgravación asociada al mínimo personal y familiar sin hijos/as (que es de 
1.212) y según el número de hijos/as, se añaden desgravaciones adicionales de 
432, 480, 864 o 984 euros (en el caso de que el contribuyente tenga renta sufi­
ciente para aplicarse la desgravación íntegramente). Si los hijos/as tienen 
menos de 3 años, el “mínimo” se incrementa en 2.200 euros (siempre datos de 
2007 para mantener la coherencia con las simulaciones).

	 21.	 Es el caso del 65,9% de las declaraciones según los datos de la Agencia Tributa­
ria para 2007. 

	 22.	 Hasta los 12.621 euros, la madre sola también queda exenta de IRPF. 
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CAPÍTULO 4 

LA APLASTANTE LÓGICA DEL SISTEMA 			 
DE PENSIONES

Las pensiones contributivas de jubilación (PCJ), como el resto 
de la Seguridad Social, se extendieron en Europa después de la 
Segunda Guerra Mundial con el fin de mantener la renta de las 
personas mayores una vez cesada su actividad laboral (y, por 
tanto, sus ingresos del trabajo). Se llaman “contributivas” por­
que su acceso y cuantía dependen de las cotizaciones acumula­
das por el trabajador/a. También se instituyeron las pensiones 
llamadas “de supervivencia” (orfandad y viudedad) para prote­
ger a la viuda y a los/las hijos/as en caso de muerte del “traba­
jador”. Así, grosso modo, la PCJ estaba destinada a proteger al 
“trabajador de toda la vida” y la pensión de viudedad (PV), a 
proteger a su esposa. 

En España, desde 1972 hasta 1983 todas las mujeres viudas 
tenían derecho a la PV, pero solo tenían derecho a ella los hombres 
viudos que demostrasen estar incapacitados y haber dependido de 
los ingresos de la trabajadora difunta (en consecuencia con esa 
consideración de las mujeres como discapacitadas que las tenía 
excluidas del derecho al empleo y de otros muchos derechos). 

La incorporación masiva de las mujeres al empleo formal 
ha trastocado esta configuración: lo que antes eran trabajadores 
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son ahora trabajadores y trabajadoras; y lo que antes eran 
viudas son ahora viudas y viudos. El derecho a la PV se extendió 
a los hombres en las mismas condiciones que regían para las mu­
jeres. Posteriormente (en España en 1990) se establecieron las 
pensiones no contributivas de jubilación (PNCJ) para las per­
sonas mayores de 65 años que carecieran de recursos aun cuan­
do no hubieran cotizado el tiempo suficiente para alcanzar las 
prestaciones del nivel contributivo, ni tuvieran derecho a la PV. 

A primera vista, pues, podría parecernos que no existe ya 
ningún sesgo de género en el sistema de pensiones. Sin embar­
go, en contra de esta primera impresión, un análisis detallado 
nos mostrará desigualdades importantes entre las pensiones de 
hombres y mujeres. En este capítulo analizaremos estas des­
igualdades, sus causas y sus consecuencias, ya tengan estas su 
origen dentro o fuera del sistema de pensiones. Nos concentra­
remos en el análisis de las PCJ, PNCJ y PV del sistema público, 
haciendo referencia a las demás cuando sea necesario. 

En primer lugar, repasaremos los fundamentos y los crite­
rios básicos por los que, según el consenso social fraguado en el 
siglo XX, deben regirse los sistemas de pensiones públicas. 
Después analizaremos la realidad de las pensiones a la luz de 
estos criterios y, por supuesto, poniendo en un lugar central el 
criterio de la igualdad de género. Recordemos que no se trata de 
aplicar un criterio especial, sino simplemente de ser coheren­
tes con la aplicación de los criterios básicos sin exclusiones ni 
contradicciones. 

En cuanto nos detenemos en este análisis, muchas son las 
preguntas que surgen en el horizonte: ¿de dónde vienen las fla­
grantes desigualdades de género que existen en materia de 
pensiones? ¿Pueden ser compensadas, según se argumenta 
últimamente, mediante medidas “especiales” como, por ejem­
plo, el reconocimiento de periodos cotizados por periodos de 
cuidado? ¿Son las PNCJ dignas? ¿Qué sentido tiene la PV en la 
sociedad actual? ¿Es posible imaginar una reforma de las pen­
siones que sea más equitativa y más eficiente, o, por el contra­
rio, no hay más remedio que renunciar a uno de los dos criterios 
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para conseguir aplicar el otro? Las próximas páginas tratan de 
contestar a estos interrogantes.

LOS SISTEMAS DE PENSIONES: CUESTIONES BÁSICAS

¿Apostamos por un sistema público de pensiones 
contributivas?

Desde el punto de vista de la equidad, el sistema público de 
pensiones de vejez es un instrumento de solidaridad interge­
neracional destinado tanto a garantizar un ingreso mínimo a 
todas las personas (PNCJ) como a mantener el nivel de ingresos 
de las personas que han trabajado en la economía formal 
durante gran parte de su vida (PCJ). El sistema público de pen­
siones contributivas sirve, pues, para que las personas emplea­
das puedan mantener su nivel de vida una vez cesa su actividad 
laboral. Este objetivo no puede conseguirse ni con el ahorro 
privado de las propias personas trabajadoras (la capacidad de 
ahorro de la clase trabajadora no es suficiente) ni con sistemas 
de pensiones privados1. Por ello, durante el último siglo ha 
prosperado el consenso social en torno a la necesidad de man­
tener un sistema de pensiones públicas que dependan de coti­
zaciones obligatorias (de la empresa y de la persona trabajadora). 
Hoy en día, ninguna ideología progresista se cuestiona el siste­
ma contributivo público; sus únicos pero eficaces enemigos son 
los intereses del capital financiero que está detrás de los planes 
de pensiones privados (Navarro, Torres y Garzón, 2010). 

El sistema de pensiones contributivas público y obligato­
rio es también un instrumento imprescindible para luchar con­
tra la economía sumergida. La adquisición de derechos de 
pensión proporciona incentivos para que las personas trabaja­
doras prefieran cotizar (y exijan a sus empleadores/as que lo 
hagan) durante toda su vida laboral. Así, las empresas se ven 
obligadas a declarar a sus personas empleadas, a cotizar por ellas 
y a pagar impuestos, sin los cuales no se recaudarían fondos 
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(impuestos y cotizaciones) y, por tanto, no podría haber ni pen­
siones ni políticas públicas. Las personas trabajadoras adquieren 
así derechos, no solamente de Seguridad Social (prestaciones 
por desempleo, enfermedad o incapacidad, prestaciones fami­
liares…), sino también todos los demás derechos laborales y de 
seguridad en el trabajo. Las empresas, por su parte, quedan 
sometidas a toda la reglamentación sobre su actividad que prote­
ge no solamente a las personas trabajadoras, sino también a las 
personas compradoras de bienes y servicios. 

En resumen, la participación ininterrumpida en la econo­
mía formal de todas las personas en edad de trabajar es un 
requisito necesario para la propia existencia de los derechos 
laborales y ciudadanos, para el mantenimiento del sistema de 
pensiones (suficiencia financiera) y, en general, para la mis­
mísima supervivencia del Estado del bienestar. Según se expli­
caba en el capítulo 1, las contribuciones e impuestos colaboran 
a aumentar la eficiencia del sistema económico en su conjunto: 
las personas trabajadoras sin derechos pueden serles útiles 
temporalmente a una empresa en particular; pero esa precarie­
dad, además de injusta y perjudicial para quienes la padecen, 
crea enormes problemas sociales y económicos.

¿Cómo deben ser las pensiones no contributivas?

Aun en una sociedad en la que todas las personas tuvieran 
oportunidades para emplearse en la economía formal, siempre 
habría personas que, por cualquier razón, no podrían acumular 
cotizaciones suficientes. Sin embargo, a esas personas también 
es aplicable el art. 25.1 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, según el cual tienen derecho a un nivel de vida digno. 
Y ese derecho es, precisamente, lo que fundamenta la existencia 
tanto de las pensiones no contributivas como de la pensión 
mínima (PM)2. Así pues, se trata de establecer una renta mínima 
para que ninguna persona mayor quede desprotegida, pero sin 
eliminar los incentivos a acumular cotizaciones durante toda la 
vida, que es la forma de superar ese nivel mínimo de renta. Por 
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ello, las PNCJ y los complementos por mínimos (CM) de las PCJ 
se financian mediante impuestos generales y son incompati­
bles con otras rentas, como corresponde a su carácter de medi­
da de asistencia social para luchar contra la pobreza. Esto no 
impide que, en un momento de crisis o mientras se recuperan 
las tasas de fecundidad, se pueda dedicar una parte de los 
impuestos a cubrir el déficit de las PCJ. 

La pensión de viudedad y sus contradicciones

Para entender la pensión de viudedad hay que remitirse al con­
texto social en el que se creó. En España, fue en 1972 cuando la 
recién creada Seguridad Social concedió la pensión de viude­
dad a todas las viudas de los trabajadores con cotizaciones sufi­
cientes3; pero solamente a los viudos que “se encontraran 
incapacitados al tiempo de fallecer la esposa causante de la 
pensión y a cargo de la misma”. Este trato diferencial se basaba 
en una concepción general de las mujeres como incapacitadas y 
dependientes económicamente, plenamente coherente con la 
norma social de la época. No olvidemos que, por entonces, ni 
siquiera se había completado la reforma del Código Civil que 
otorgó a las mujeres casadas la capacidad para actividades tan 
elementales como trabajar por cuenta ajena, recibir una heren­
cia o abrir una cuenta corriente, actividades que hasta entonces 
requerían el permiso de sus maridos. Tampoco estaba recono­
cido el derecho al divorcio y a los hijos de madres solteras se les 
etiquetaba como “hijos ilegítimos”. En resumen, aunque en la 
realidad existían mujeres al margen de la tutela de un marido o 
de un padre, eran pocas y estaban condenadas socialmente, no 
se las consideraba dignas de protección. 

Actualmente la pensión de viudedad se concede igualmen­
te a hombres y a mujeres. Lo veremos con más detalle en otro 
apartado. Lo que nos interesa ahora es que esta reforma se apli­
ca porque ya no se considera que las mujeres casadas no puedan 
trabajar sino que, al contrario, todas las personas (tanto muje­
res como hombres) pueden y deben insertarse en el mercado 
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laboral formal. ¿Tiene sentido, entonces, que actualmente dos 
personas que se casen adquieran automáticamente el derecho 
futuro a una pensión de viudedad? Parece una incoherencia 
evidente, pero ¿es una contradicción solamente formal o tiene 
consecuencias negativas para la vida de las mujeres? Y, en caso 
de que estas consecuencias negativas existan, ¿cómo arreglar 
los posibles efectos adversos sin descuidar la protección de las 
mujeres que ya han caído víctimas del modelo anterior, es 
decir, que ya no pueden evitar depender de la PV para garanti­
zarse un nivel de vida digno? Como siempre, una perspectiva de 
género (y social) debe tener en cuenta las situaciones concretas 
de las personas afectadas por cualquier regulación y por cual­
quier posible reforma.

Para una mujer que se casa, aún hoy en día, la existencia de 
la pensión de viudedad contiene un mensaje claro: “No te preo­
cupes por adquirir cotizaciones propias, que si pasara lo peor (y 
perdieras tu fuente de ingresos, que es tu marido), quedarás 
protegida”. Podría alegarse que este mensaje va dirigido no so­
lo a las mujeres sino también a todas las personas que se casan, 
ya que todas las personas casadas, hombres o mujeres, en ma­
trimonios heterosexuales o del mismo sexo, adquieren el dere­
cho a la pensión de viudedad. 

Resulta evidente que si, efectivamente, este mensaje cala­
ra en todas las personas trabajadoras, el problema sería aún 
más grave y socavaría de forma irreparable los propios cimien­
tos del sistema de pensiones, que, según se ha explicado, trata 
de incentivar la participación laboral legal de todas las personas 
durante la mayor parte de su vida. Pero en la realidad lo que 
sucede es que estos incentivos adversos al empleo formal no 
producen un efecto significativo en los hombres, educados para 
ser económicamente autosuficientes en todo momento. 

Los estímulos sí actúan, en cambio, sobre el comporta­
miento de las mujeres. Como ya hemos señalado, para com­
prender este efecto en las mujeres (y no en los hombres) hay 
que empezar por recordar todos los mensajes de la educación 
diferencial para la conformación de los roles de género, que ya 
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suponen un campo diferentemente abonado en hombres y en 
mujeres. Además, muchas otras políticas se unen para reforzar 
estos mensajes: el régimen matrimonial de gananciales (que 
provoca el espejismo de que no importa quién reciba los ingre­
sos, porque “todo será de los dos para toda la vida”); la desgra­
vación por tributación conjunta (que se perdería en caso de que 
la mujer tuviera cierto nivel de ingresos propios declarados); y 
los incentivos a la retirada del empleo de las madres (entre los 
que la desigualdad entre los permisos de maternidad y paterni­
dad ocupa, como veremos, un lugar central). 

A estas políticas hay que añadir la carga de trabajo do­
méstico y de cuidados (no asumido por los hombres ni por los 
servicios públicos) y la precariedad del empleo femenino (rela­
cionada también con las causas citadas). Así, muchas mujeres 
se ven impulsadas a permanecer en la economía sumergida o en 
el hogar, con desastrosas consecuencias para ellas (dependen­
cia económica, precariedad y pobreza), para el Estado del bien­
estar y para la economía en su conjunto.

En resumen, la existencia de la pensión de viudedad es, 
hacia el futuro, una pieza de todo el engranaje que favorece la 
familia tipo sustentador masculino/esposa dependiente, aun a costa 
de potenciar la economía sumergida contra la que pretende 
luchar el propio sistema de pensiones. En el siguiente apartado 
detallaremos más en concreto estos mecanismos, y más adelante 
discutiremos cómo evitar los efectos negativos sin perjudicar a 
las viudas y atendiendo a todas las mujeres necesitadas. 

EL SISTEMA DE PENSIONES ESPAÑOL: SITUACIÓN 	
DE HOMBRES Y MUJERES

Cómo funcionan las pensiones en España

En España, en 20114, para tener derecho a recibir una pensión 
contributiva de jubilación es necesario, como regla general, 
haber alcanzado la edad de 65 años y acreditar un periodo 
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mínimo de cotización de 15 años a jornada completa (o el equi­
valente)5, de los cuales al menos dos deben estar comprendidos 
dentro de los últimos 15. El importe de la pensión se calcula 
como porcentaje de la cotización media durante los últimos 15 
años —la llamada base reguladora (BRJ)—. Dicho porcentaje es 
una función creciente del número de años cotizados: desde el 
50% si solamente se han cotizado 15 años hasta el 100% si se 
han cotizado al menos 35 (o los equivalentes a esos periodos a 
tiempo completo en el caso de existir periodos a tiempo par­
cial). Si existen lagunas de cotización, estas se consideran se­
gún las reglas descritas en el cuadro 2.

Tienen derecho a percibir la pensión de viudedad las per­
sonas cuyo cónyuge actual6, con quien llevaran casadas al menos 
un año como regla general (o con quien tengan hijos/as en co­
mún), fallezca habiendo cotizado al menos 500 días en los últimos 
5 años (si no es ya pensionista). Conviene resaltar que estas con­
diciones son menos exigentes que las que rigen el acceso a la PCJ. 
La base reguladora  (BRV) es la media de las cotizaciones de 2 años 
elegidos por la persona beneficiaria entre los últimos 15 (esto 
quiere decir que también se penalizan menos los huecos de coti­
zación para la PV que para la PCJ, lo que, curiosamente, beneficia 
a los hombres viudos). El importe de la PV es el 52% de la BRV7, 
que se incrementa al 70% en el caso de responsabilidades fami­
liares. La PV es compatible con todo tipo de rentas personales y 
familiares excepto otras pensiones de viudedad.

Para las personas sin ingresos y cuya pensión legalmente 
correspondiente (ya sea de viudedad o de jubilación) no llegue 
al mínimo legal establecido, existen los ya mencionados com­
plementos por mínimos. Por ejemplo, a una persona que haya 
cotizado durante 20 años (o el equivalente a este periodo a jor­
nada completa) con una base reguladora de 700 euros le queda­
ría, según las reglas vigentes en 2011, una pensión del 65% de 
700 euros. Es decir, 455 euros al mes. Esta cantidad, al estar por 
debajo de la pensión mínima legal, será complementada hasta 
dicho importe mínimo (601,4 euros al mes en 2011). Los CM 
(para la PCJ y para la PV) son incompatibles con la percepción de 
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otras rentas personales del trabajo (a partir de la reforma de 
2011 con todo tipo de rentas propias). Pero el CM no es incom­
patible con otras rentas familiares.

En España las PNCJ no se ponen en pie hasta 1990 (las 
pensiones contributivas de jubilación, invalidez y viudedad exis­
tían previamente)8. Según ya se ha explicado, la idea era asistir a 
las personas mayores de 65 años que no reciben una pensión con­
tributiva. Por ejemplo, en 2011 una persona que no hubiera acu­
mulado 15 años de cotizaciones se jubilaría con una PNCJ cuyo 
importe “asciende” a 347,6 euros mensuales. La PNCJ es incom­
patible con todo tipo de rentas personales y familiares.

Las reglas de cálculo de las pensiones contributivas han 
ido cambiando en las últimas décadas, haciendo depender la 
cuantía de la pensión cada vez más directamente de las cotiza­
ciones y durante un periodo cada vez más largo. Esto ha ido 
generando penalizaciones crecientes a las lagunas de cotización 
(parciales o totales). Es lo que se conoce como refuerzo de la 
“contributividad”. Así, el periodo mínimo de cotización nece­
sario para generar el derecho a pensión de jubilación contri­
butiva ha ido aumentando progresivamente, hasta alcanzar los 
15 años actuales. El periodo de cotizaciones que se tiene en 
cuenta para calcular la base reguladora también ha ido crecien­
do hasta ser, por ahora, los últimos 15 años cotizados (25 a 
implantarse gradualmente a partir de la Ley 27/2011; hay que 
tener en cuenta que la previsión es extenderlo a toda la vida 
laboral). Por último, el periodo de cotizaciones necesario para 
que la pensión alcance el 100% de la base reguladora también 
ha ido en ascenso, siendo ahora de 35 años cotizados (y de 37 a 
partir de la Ley 27/2011).

En resumen, la pieza central del sistema de pensiones 
español es la pensión contributiva de jubilación, que se acerca­
rá relativamente al salario dejado de percibir si la persona 
jubilada ha cotizado ininterrumpidamente. Para compensar a 
las personas que no hayan sido “trabajadoras de toda la vida” 
(en general mujeres) existen tres mecanismos: la PV (aunque 
solamente para las casadas no divorciadas, o que estuvieran 
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recibiendo una pensión compensatoria por divorcio), las PNC 
y los CM; y las recientes provisiones para reconocimiento de 
cotizaciones adicionales por hijos/as y por periodos de exce­
dencia para el cuidado de familiares. 

Parece pertinente preguntarse: ¿son estos mecanismos 
suficientes para compensar las diferentes carreras de cotiza­
ción de hombres y mujeres? ¿Qué efectos provocan? ¿Es posi­
ble conseguir la igualdad en las pensiones sin igualdad en el 
mercado de trabajo y en el reparto equitativo del trabajo 
doméstico? Trataremos de contestar a estas preguntas a partir 
del análisis de la realidad. Para ello, comenzaremos revisando 
las principales desigualdades de género en el sistema de pen­
siones, así como su relación con la división sexual del trabajo y 
con la precariedad y la pobreza femeninas.

Comparación de las pensiones de mujeres y hombres 

El importe total de las pensiones percibidas por los hombres 
españoles en 2010 fue de 73.349 millones de euros, mientras que 
las mujeres percibieron un total de 49.102 millones de euros 
(AEAT, 2010). Es decir, las pensiones que recibieron las mujeres 
constituyen solo un 67% de las que fueron a parar a los hombres. 
Para desmenuzar esta diferencia nada desdeñable resultan muy 
útiles los dos gráficos que se presentan a continuación9. 

El gráfico 1 muestra el número de personas beneficiarias 
de las pensiones contributivas de jubilación, de las pensiones 
de viudedad y de las pensiones no contributivas de jubilación 
según el sexo. Por su parte, el gráfico 2 ofrece el importe medio 
de dichas pensiones. Es interesante contemplar estos dos grá­
ficos conjuntamente para observar cómo hombres y mujeres se 
“especializan” en recibir tipos de pensiones diferentes (no 
contributivas y de viudedad, ellas; contributivas, ellos); el re­
sultado de esta fatídica “especialización” resulta evidente al 
analizar el gráfico 2: las pensiones con mayores importes me­
dios son mayoritariamente masculinas, mientras que las de 
menores importes medios son mayoritariamente femeninas.
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Gráfico 2
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En cuanto a las pensiones medias, resulta evidente que las 
pensiones contributivas de jubilación son mayores que las de 
viudedad, y mucho mayores que las no contributivas de jubila­
ción. Los hombres son, en su inmensa mayoría, perceptores de 
pensiones de jubilación contributiva, con una minoría de viu­
dos (pero muchos de estos viudos tendrán también su salario o 
pensión) y una aún más exigua minoría de perceptores de 
PNCJ. Entre las mujeres, en cambio, las perceptoras de pensio­
nes contributivas de jubilación son menos de un 50%, y sus 
pensiones son mucho más bajas que las de los hombres. La otra 
mitad de las mujeres subsiste con PV o con PNCJ. Estas últimas 
no solamente son las más bajas, sino que, recordemos, son 
incompatibles con todo tipo de rentas personales o familiares. 

Comparación entre distintos tipos de pensiones

Lo primero que llama la atención en la regulación española de 
pensiones de vejez es que la PNCJ sea inferior al mínimo común 
establecido para la PV y para la PCJ. Destaquemos aquí que los 
complementos por mínimos tienen el mismo carácter no contri­
butivo que las PNC y, como ellas, se financian por impuestos y no 
por los ingresos de la Seguridad Social. Sin embargo, su cuantía 
es bien diferente: en 2011, la pensión mínima de jubilación y de 
viudedad era de 601,4 euros mensuales, mientras que la PNCJ 
era de 347,6 euros mensuales. Además, como hemos señalado, la 
incompatibilidad con otras rentas es más estricta para las PNCJ 
que para los complementos por mínimos.

Así, la denominada pensión mínima (601,4 euros/mes) en 
realidad solamente afecta a aquellas personas con 15 años coti­
zados o que sean viudas de un/a trabajador/a con 500 días de 
cotizaciones; y, en este último caso, solo si el matrimonio esta­
ba en vigor en el momento de la muerte del trabajador/a o si la 
viuda/o detentaba una pensión compensatoria a raíz de su 
divorcio. El resto de las personas mayores sin rentas se verán 
condenadas a malvivir con la PNC. Es decir, con la exigua cuan­
tía de 347,6 euros al mes y la imposibilidad de percibir ningún 
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otro tipo de rentas personales o familiares, que son incompati­
bles. Da la “casualidad” de que las personas perceptoras de PNC 
son, en un 81,51%, mujeres. 

Si se trata de asegurar un mínimo de subsistencia digno a 
todas las personas mayores que no tengan suficientes recursos 
para vivir, debemos preguntarnos: ¿hay alguna razón para que 
ese umbral de subsistencia digno sea diferente para las perso­
nas que han cotizado 15 años y para las personas que por alguna 
razón no han llegado a ese periodo? ¿Cuál es la diferencia entre 
estos dos tipos de personas? Aquí encontramos el primer ele­
mento que contradice de plano el principio de equidad. Aunque 
resulte increíble, la parte no contributiva de nuestro sistema de 
pensiones no protege por igual a todas las personas sin rentas. 

Si introducimos en la comparación la pensión de viudedad, la 
contradicción es aún más evidente. En efecto, a la pregunta ante­
rior podría responderse que la pensión contributiva mínima debe 
ser mayor que la pensión no contributiva para así incentivar la 
contribución de todas las personas al menos durante un periodo de 
15 años. Y, en efecto, incentivar la contributividad es buena idea en 
principio (siempre cuidando de no vulnerar derechos básicos). 
Pero resulta que las personas casadas (con “trabajadores” que 
cotizan) no se ven afectadas por ese incentivo, pues tendrán ase­
gurado un mínimo de pensión de viudedad igual al mínimo de 
pensión de jubilación aunque no tengan cotizaciones previas. Así 
que este argumento de eficiencia (en pro de la contributividad) 
no parece muy contundente. O como mínimo estaría aplicándose 
de forma incoherente, excluyendo a las personas casadas (espe­
cialmente a las “mujeres” casadas, que, como explicábamos, son 
quienes constituyen la oferta laboral de alta elasticidad). 

El hecho de que la PNCJ esté por debajo del mínimo de la 
PCJ y de la PV es una enorme injusticia comparativa, que además 
se agrava con el paso del tiempo. En el gráfico 3 se muestra la 
evolución de las pensiones no contributivas y del importe míni­
mo de las pensiones de jubilación contributiva y de viudedad 
(que es el mismo). No solo hay una diferencia sustancial, sino 
que se observa claramente cómo la distancia aumenta cada año.
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Gráfico 3
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        Fuente: Elaboración propia a partir de los importes legales publicados en el BOE.

La pensión de viudedad: una renta vitalicia y más 
accesible que la pensión de jubilación contributiva

España es, junto con Irlanda, Luxemburgo y Portugal, de los 
pocos países europeos en los que la pensión de viudedad sigue 
siendo vitalicia, sin restricciones de ningún tipo para el acceso 
(edad, hijos/as) y compatible con todo tipo de rentas. Por 
ejemplo, una persona joven, sin que tenga que mediar ninguna 
necesidad económica ni cargas familiares, puede obtener una 
pensión de viudedad para toda la vida solamente por haber 
estado un año casada con otra que, a la hora de su fallecimiento, 
haya cotizado durante 500 días en los últimos 5 años. 

Llama la atención que para acceder a la PV se requieran 
muchas menos cotizaciones que para acceder a la pensión con­
tributiva de jubilación (500 días frente a 15 años). Así, puede 
darse el caso de que las cotizaciones de una persona no le sirvan 
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para su propia pensión (porque no vaya a llegar al mínimo 
necesario para tener derecho a la pensión de jubilación contri­
butiva), pero sí sirvan para que otra persona (su cónyuge) se 
beneficie de una pensión de viudedad, que se sumaría, en caso 
de tenerlos, a cualesquiera que sean sus otros ingresos (inclui­
das pensiones). 

Por ejemplo, si una persona casada que solamente ha coti­
zado durante 2 años se muere, dejará una pensión de viudedad 
a su viudo/a. Pero si en lugar de morirse se jubila, no tendrá 
derecho a una pensión propia. Incluso una persona que ha con­
tribuido durante 14 años, por muy altas que hayan sido esas 
cotizaciones, se quedará sin ningún fruto de sus contribucio­
nes; y esto a pesar de que no tenga ninguna otra fuente de renta. 
Si muere, en cambio, dejará una pensión a su viudo/a que será 
compatible con todo tipo de rentas.

¿De dónde vienen las desigualdades y qué efectos 
provocan? Asomémonos al mercado de trabajo

Las grandes desigualdades mostradas en los gráficos ante­
riores no son más que el resultado de aplicar las reglas del 
sistema de pensiones a la desigual situación de ambos sexos 
tanto en el empleo como en el ámbito familiar. En estas 
reglas hay que distinguir dos elementos determinantes: 1) el 
periodo mínimo de cotización necesario para tener derecho a 
una pensión contributiva de jubilación, y 2) las reglas de cálcu­
lo de la pensión. 

El tradicional/típico alejamiento del empleo regular por 
parte de las mujeres se traduce en que muchas no alcanzan a 
cotizar a lo largo de su vida el tiempo suficiente para tener 
derecho a una pensión contributiva propia (15 años actual­
mente). Y esto las deja fuera: en el cuadro 1 vemos que este es el 
caso de un 80% de las mujeres mayores de 65 años frente a 
un 27% de los hombres (un 79% y un 21%, respectivamente, si 
consideramos la población con 66 años o más en lugar de la 
mayor de 65 o más).
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Cuadro 1 

Cobertura del sistema de pensiones contributivas en España. 		
Enero de 2012

  Hombres Mujeres

Número pensiones contributivas de jubilación (PCJ) 2.516.843 903.984

Población con 65 años o más 3.425.854  4.603.819  

Personas mayores de 65 años sin PCJ 27% 80%

Personas mayores de 66 años sin PCJ 21% 79%

 Fuente: Elaboración propia a partir de datos del INE y de la Seguridad Social.

Si nos detenemos a analizar el caso de las mujeres que 
consiguen cotizar durante 15 o más años, muchas tienen lagu­
nas de cotización (periodos de su vida en los que no han cotiza­
do). Estos “huecos” determinan que su pensión sea menor, y ello 
por dos factores: por un lado, la cuantía de la pensión es un por­
centaje de la base reguladora que depende del número de años 
cotizados (desde un 50% con 15 años cotizados hasta un 100% 
con 35 años actualmente). Por otro, si las lagunas se encuentran 
entre los años computables para el cálculo (los últimos 15 años 
actualmente), se computará como si en ese tiempo se hubiera 
ganado el salario mínimo (la base de cotización mínima, o menos 
a partir de la reforma de 2011, véase el cuadro 2). Así, no es de 
extrañar que las pensiones contributivas sean, como media, casi 
el doble para los hombres que para las mujeres.

Llama la atención en el gráfico 2 que, en el caso de las 
mujeres, la pensión media de viudedad es prácticamente igual 
a la pensión media de jubilación contributiva; y ambos impor­
tes son prácticamente iguales a la pensión mínima (común a las 
PCJ y a las PV). De esta singular “coincidencia” se pueden sacar 
dos conclusiones relevantes: 

1) Para muchas mujeres casadas las cotizaciones acumuladas 
por su propia actividad laboral formal no valen mucho más que 
su condición de esposa. Así, no es de extrañar que muchas per­
manezcan en la economía sumergida, o en el hogar, fiando su 
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futuro a las cotizaciones de su marido. Teniendo en cuenta las 
reglas del sistema y obviando sus terribles implicaciones, es 
una opción pragmática para la familia (aunque sea una trampa 
para ellas). 

2) Por otro lado, el incentivo al empleo que proporciona la pen­
sión de jubilación contributiva para las mujeres en general es 
bastante relativo. Con las reglas actuales de cálculo, muchas 
mujeres de salarios bajos y con lagunas de cotización se ven 
reducidas a la pensión mínima, coticen 15 años o muchos más. 
Así, es comprensible que el objetivo de algunas mujeres sea 
llegar a los 15 años de cotización, ya que todo lo demás no les 
añade ningún beneficio. Para ellas habrá una pensión mínima 
tanto con 15 años cotizados como con algunos más. 

El problema es que tanto las PV como las pensiones míni­
mas son mucho menores que las que obtendrían estas mujeres 
si cotizaran ininterrumpidamente durante toda su vida; y si 
tuvieran salarios como los de los hombres. Tanto en el caso de 
viudas como en el de jubiladas con pocos años de cotizaciones, 
no olvidemos que estas mujeres no solamente se quedan con 
pensiones mucho menores, sino también sin el resto de dere­
chos sociales asociados. Además, por supuesto, de quedarse sin 
ingresos propios (y, por consiguiente, sin posibilidad de auto­
nomía económica) durante toda su vida anterior al estatus de 
pensionistas.

En resumen, muchas mujeres no han cotizado lo suficien­
te; otras sí lo han hecho, pero por sueldos tan bajos que su 
pensión de jubilación es menor que la que les corresponde por 
viudedad; y ambas son menores que las de jubilación con coti­
zaciones ininterrumpidas (las que reciben la mayor parte de los 
hombres). Por último, a falta de pensión propia o derivada del 
cónyuge, y a falta de otro medio de vida propio y del entorno 
familiar, muchas mujeres se ven condenadas a arreglárselas 
con los 347,6 euros mensuales a los que asciende el importe de 
la PNC en 2011.
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Las reformas en curso profundizan estos problemas de 
desigualdad entre hombres y mujeres, en la medida en que se 
centran en penalizar cada vez más las lagunas de cotización a la 
vez que mantienen todos los demás elementos del sistema de 
pensiones, de las políticas de conciliación y del resto de políti­
cas que potencian la precariedad femenina. Para hacernos una 
idea del efecto diferenciado para mujeres y hombres de cual­
quier reforma que aumente la contributividad, basta observar 
el gráfico 4, en el que se muestra el número de años cotizados 
que acreditan hombres y mujeres a la hora de la jubilación.

Gráfico 4

Distribución de los efectivos laborales del rg de cada sexo (%) 	
que dieron de alta su pc de jubilación en 2004, según años 		
de cotización acreditados
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Fuente: Elaboración propia a partir de López García et al. (2008), con datos de la Muestra Continua de Vidas 
Laborales de 2004 (Ministerio de Trabajo e Inmigración).

Y la desigualdad entre las pensiones de hombres 	
y mujeres en España va en aumento

Veamos ahora cómo evoluciona a lo largo del tiempo la desigual­
dad entre pensiones de jubilación contributiva de hombres 
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y mujeres. El gráfico 5 muestra una evolución comparativa a lo 
largo de los últimos años (de 1988 a 2010) de la brecha de géne­
ro en las pensiones contributivas de jubilación, a través del 
indicador siguiente:

Brecha de género de las pensiones = 100(1– (MPCJM*/MPCJH**))

* MPCJM, indica el importe medio de las PCJ percibidas por mujeres.

** MPCJH indica el importe medio de las PCJ percibidas por hombres.

Gráfico 5

evolución de la brecha de género en los importes medios 		
de las pensiones contributivas de jubilación
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Fuente: Elaboración propia a partir de estadísticas publicadas en los Anuarios del Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales.

Según indica la fórmula, la brecha será mayor a medida 
que los resultados se alejen de cero, ya que indicará una mayor 
diferencia porcentual entre los importes medios de las pen­
siones de hombres y mujeres. Por ejemplo, según se observa 
en el gráfico 5, en 2010 la brecha para el grupo de edad de 65 
a 69 años es de 40,52%. Esto significa que la pensión media 
de las mujeres de 65 a 69 años era ese año un 59,48% de la 
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pensión media de los hombres de la misma edad. Sintéti­
camente, podemos decir que existe un “déficit” o “brecha” 
de 40,52% (desde el 59,48 hasta el 100%), es decir hasta la 
situación de igualdad. 

Es particularmente preocupante observar que este in­
dicador de la brecha de género se incrementa con el tiempo 
para todos los grupos de edad, lo que refleja cómo la si­
tuación de desigualdad entre las pensiones de hombres y 
mujeres no solo no está mejorando, sino que empeora. Este 
empeoramiento puede ser consecuencia de dos factores: 
por un lado, las diferencias entre los salarios de unos y 
otras; y, por otro, la influencia de los cambios en las reglas 
de cálculo de las pensiones sobre los salarios de hombres y 
mujeres. No parece que sea el primer factor el responsable, 
pues, al menos durante las dos últimas décadas, la brecha 
entre los salarios medios parece haber disminuido11. Es una 
cuestión que habría que analizar más en profundidad, pues lo 
que sí sabemos es que el salario por hora está estancado12 y 
que el empleo a tiempo parcial femenino, en enorme expan­
sión, disminuye el salario medio y, consiguientemente, la 
pensión. 

En cuanto a las reglas de cálculo, si relacionamos la evolu­
ción de la brecha entre las pensiones medias con los cambios 
normativos, constatamos lo esperado: el refuerzo de la lla­
mada “contributividad” tiene un reflejo inequívoco en la dismi­
nución relativa de las pensiones de las mujeres. Si se aumenta 
el tiempo cotizado necesario para que la pensión alcance el 
100% de la base reguladora, muchas más mujeres se quedarán 
por debajo. Si se amplía el periodo sobre cuyas cotizaciones se 
calcula la pensión (y por tanto el periodo en el que los huecos 
de cotización están penalizados), las pensiones de las mujeres 
disminuirán. Este desigual efecto de las reformas sobre las 
pensiones de hombres y mujeres no debiera sorprender a 
nadie, pues la misma evolución se ha observado también en 
otros países europeos donde se han hecho cambios seme­
jantes.
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En conclusión: si aplicamos los criterios de equidad y efi­
ciencia con perspectiva de género tal y como hemos discutido 
en el capítulo 1 y en el apartado de este capítulo referido a cues­
tiones básicas sobre los sistemas de pensiones, se visibilizan 
problemas que generalmente pasan inadvertidos. Destaca en 
primer plano que las pensiones de las mujeres son menores 
que las de los hombres, con el agravante de que la brecha no 
solo no se reduce, sino que aumenta cada año. 

La diferencia en las pensiones es un reflejo inequívoco, en 
primer lugar, de las diferencias salariales. Pero, además, ¿có­
mo va a disminuir la brecha si, mientras que en general se 
refuerza cada vez más la “contributividad”, se acrecientan los 
incentivos para que las mujeres casadas, y/o en situación de 
potenciales cuidadoras, abandonen el empleo (aun temporal­
mente o a tiempo parcial)? 

Algunos de estos incentivos están contenidos dentro del 
propio sistema de pensiones; otros se encuentran en diversas 
políticas públicas ajenas al sistema. Conjuntamente, el resulta­
do es que este sistema aparentemente neutral y universal no 
genera los mismos resultados sobre todas las personas trabaja­
doras. Por el contrario, las mujeres se ven, por un lado, impul­
sadas a alejarse del empleo para/por su mayor dedicación al 
trabajo doméstico y de cuidados; y, por otro lado, se ven pena­
lizadas con la consiguiente disminución de sus pensiones o con 
la total exclusión del sistema. 

NUEVAS FIGURAS ‘COMPENSATORIAS’ 			 
POR CUIDADOS: ¿COMPENSA EL RECONOCIMIENTO 
DE PERIODOS COTIZADOS?

En las últimas décadas, muchos países han ido reformando sus 
sistemas de pensiones. Estas reformas se han realizado al hilo de 
la incorporación de las mujeres al empleo, de la diversificación de 
los modelos familiares y de las propias reformas generales de los 
sistemas de pensiones. Por ejemplo, la pensión de viudedad se ha 
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extendido a los hombres y se ha limitado, tanto en condiciones de 
acceso como en duración, cuantía y compatibilidad, con otras 
rentas. Por otra parte, nuevas figuras para la adquisición de dere­
chos de pensión en base al cuidado han ido adquiriendo protago­
nismo. Se trata principalmente de los periodos reconocidos como 
cotizados por cada hijo/a y por periodos de excedencias o retira­
das del empleo para el cuidado; también, aunque de menor 
importancia, hay que considerar la posibilidad de dividir los 
derechos de pensión adquiridos entre los cónyuges en el momen­
to del divorcio, de la jubilación o de la muerte de uno de ellos.

Entre las medidas supuestamente “compensatorias” de la 
desigualdad en el sistema de pensiones, la que actualmente está 
más en expansión es el reconocimiento como cotizados de deter­
minados periodos por hijos/as y por cuidado de dependientes. 
Este tipo de medidas empezaron a ponerse en pie a finales de la 
década de los setenta y se desarrollaron de manera significativa a 
partir de los años ochenta, en conexión con las reformas que 
aumentaron la contributividad. En principio, estos derechos 
estaban restringidos a las madres y condicionados al abandono 
del mercado de trabajo. Pero, a partir de la segunda mitad de la 
década de los noventa, algunos países introducen cambios rele­
vantes: extienden estos derechos a los dos progenitores (sobre el 
papel); introducen ciertas compatibilidades con el empleo; y en 
algunos países se establece como condición un tiempo mínimo 
de cotización nada despreciable (20 años en el Reino Unido y 25 
en Alemania). Francia, por su parte, destaca porque no exige 
periodo de contribución mínimo ni retirada de la actividad. 

Estas nuevas figuras compensatorias existen ya de manera 
generalizada, pero cumplen un papel diferente según sea su 
diseño y según las particularidades del sistema de pensiones 
vigente en cada país. Por otro lado, la configuración (y el efecto) 
de los derechos familiares, viejos y nuevos, está muy relaciona­
da con el modelo de incorporación de las mujeres al empleo y, 
en consonancia, con el modelo de familia imperante en la 
orientación de las políticas públicas. Así, es fácil comprender 
la especial importancia que adquieren estas medidas en los 
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países del centro y del sur de Europa (y, con variantes, los paí­
ses anglosajones y Holanda), en los que ha prevalecido el 
modelo familiar de sustentador masculino/esposa dependiente 
modificado en mayor o en menor medida. 

En estos países se ha pasado de la pensión de viudedad a 
estos otros mecanismos, sin cuestionarse la organización del 
cuidado en base a la retirada de las personas (mujeres) del em­
pleo (dicho de otra forma: manteniendo la dependencia econó­
mica de las mujeres). Estos mecanismos, junto con las pensiones 
mínimas, atenúan en cierta medida los efectos del modelo. Pero, 
a la vez, lo perpetúan: la mejor prueba de ello es que a pesar de la 
introducción de estos mecanismos, supuestamente compensa­
torios, la brecha entre las pensiones de hombres y mujeres se 
mantiene. El gráfico 6 es elocuente al respecto13.

Gráfico 6

brecha de género en las pensiones de vejez en los países 		
de la UE-15 (2007)
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       Fuente: Elaboración propia a partir de Federal Ministry for Family Affairs, 2011. 

En España el desarrollo de estos mecanismos “compensa­
torios” es incipiente. La Ley de Igualdad (2007) reconoce 16 
semanas cotizadas (a la base mínima) por cada hijo/a, pero 
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solamente en aquellos casos en los que la madre no hubiera 
disfrutado del permiso de maternidad (lo que equivale a no 
estar empleada). También se reconocen hasta 2 años cotizados 
por excedencia para cuidado de hijos/as. La Reforma de 2011 
(véase el apartado siguiente) aumenta este reconocimiento 
de cotizaciones por excedencias hasta un máximo de 3 años 
por hijo/a, y establece hasta un máximo de 9 meses por hijo/a 
en caso de que se produzca la extinción de una relación labo­
ral en el periodo comprendido entre los 9 meses anteriores y 
los 6 años posteriores al nacimiento. El periodo máximo total 
es de 5 años por beneficiaria14 y se consideran periodos no 
computables a efectos de cubrir el periodo mínimo de 15 años 
para llegar a tener derecho a la PCJ.

Para valorar este tipo de medidas hay que hacerse dos pre­
guntas básicas: ¿a cuántas mujeres beneficiarán estas medidas 
compensatorias de las lagunas de cotizaciones originadas por el 
cuidado de hijos/as? y ¿cuál será la importancia de esa compensa­
ción? Lo primero que llama la atención es que estos periodos 
reconocidos no son válidos a efectos de completar el periodo míni­
mo de cotización necesario para llegar a tener una PCJ: 15 años, de 
los cuales 2 deben estar entre los 15 inmediatamente anteriores a 
la edad de 67 años. Existen excepciones a la necesidad de estos dos 
años cotizados, tan difíciles de conseguir para las mujeres justa­
mente a partir de los 52. Pero, ¡ay!, estas excepciones no incluyen, 
precisamente, el caso de una madre que se ha quedado sin trabajo 
por cuidar a sus hijos/as15. Para ella no hay excepciones, no hay 
relajamiento de la norma que le puede impedir acceder a su PCJ a 
pesar de tener muchos años cotizados. Si consigue superar este 
obstáculo, registrando 2 años cotizados en los últimos 15 previos a 
los 67, y siempre que no tenga otras rentas, es posible que esta 
mujer acceda al menos a la pensión mínima16. 

Pero es extremadamente difícil que los periodos extraor­
dinarios reconocidos consigan que la pensión de una mujer 
suba por encima de la pensión mínima: si ya antes la media de 
las pensiones femeninas apenas superaba esa cantidad (véase 
el gráfico 2), la reforma de 2011 penaliza mucho más las lagunas 
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y rebaja la cuantía de las pensiones, con lo que se necesitarían 
muchos más años cotizados y salarios más altos. Ni una cosa ni 
la otra suele suceder entre las mujeres que interrumpen su 
actividad laboral para cuidar a sus hijos/as. 

En la segunda columna del cuadro 3 (apartado siguiente) 
se ofrece un resumen del efecto de modificar los periodos re­
conocidos sobre la cuantía de la pensión. No es aventurado 
afirmar que la inmensa mayoría de las mujeres con menos de 
30 años cotizados tendrán que arreglarse, con “compensacio­
nes” o sin ellas, con la pensión mínima. Porque, no lo olvidemos: 
son raros los casos de mujeres que interrumpen su actividad 
laboral por cuidado de hijos/as y, sin embargo, acumulan más 
de 30 años de cotización, de los cuales 2 entre los 15 anteriores 
a la edad de 67 años. Y esta es la realidad que ha de ser tomada 
en consideración para valorar el efecto de estas medidas.

En resumen: para tener una pensión contributiva de jubi­
lación y, sobre todo, para que esté por encima de la mínima, 
mejor no interrumpir la actividad laboral. Esto los hombres lo 
tienen bastante claro (y las mujeres, ¿tienen oportunidades de 
decidir?). En cualquier caso, las hipotéticas compensaciones ni 
siquiera llegan a compensar la mayor penalización de las lagu­
nas que establece la reforma de 2011. El resultado es que, pre­
visiblemente, la brecha de género en el sistema de pensiones 
aumentará. A menos que se pongan los medios para que las 
mujeres no se tengan que alejar del empleo formal. 

LAS REFORMAS DEL SISTEMA DE PENSIONES… 		
¿VAN POR BUEN CAMINO?

Reforma de las pensiones contributivas de jubilación

El denominador común más importante de las sucesivas refor­
mas del sistema de pensiones es que han ido reforzando la 
contributividad (es decir, aumentando la penalización de las 
lagunas de cotización y endureciendo las reglas de cálculo de la 
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pensión en función de las cotizaciones). En España, la reforma 
de 2011 ha dado un salto cualitativo en ese sentido. Lo que más 
ha trascendido de esta reforma a la opinión pública es la rebaja 
general de las pensiones y el aumento de la edad legal de jubi­
lación. Pero hay otros elementos importantes que no han sido 
objeto de gran debate social, a pesar de que auguran una pro­
funda rebaja de las pensiones femeninas.

El primero de estos elementos es el aumento del periodo 
necesario para obtener el 100% de la base reguladora (de 35 a 
37 años). El segundo es el aumento del periodo sobre el cual se 
calcula la base reguladora (de 15 a 25 años, lo que supone incluir 
años cruciales para la crianza y penalizará aun a las mujeres que 
consigan reintegrarse después). El tercero es la integración de las 
lagunas al 50% de la base mínima en lugar de al 100% (ahora solo 
seguirán integrándose al 100% los primeros 48 meses). A ellos se 
añaden otros como la incompatibilidad de los complementos por 
mínimos con todo tipo de rentas, el límite a los complementos 
por mínimos… En el cuadro 2 se resumen estos cambios.

Cuadro 2

Reglas aplicables a la pensión contributiva de jubilación antes 	
y después de la implantación de la reforma de 2011

 
Antes de la reforma 
de 2011

Tras la implantación total 
de la reforma de 2011

Edad de jubilación 65 años 67,5 años (o 65 con 38,5 cotizados)

Periodo mínimo de 
cotización exigida

No cambia: 15 años (con 2 dentro de los últimos 15)

Periodo computable 
para el cálculo de la base 
reguladora (BR)

Últimos 15 años Últimos 25 años

Integración de lagunas
 

Todo a la base mínima 
(BM)
 

• �Se podrán utilizar (para rellenar 
lagunas) hasta 24 meses de 
cotizaciones que se tengan dentro 
de los últimos 36 anteriores             
a los 25 últimos años17 

• �Resto de lagunas: 24 meses a la 
BM. Los demás: al 50% de la BM
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Antes de la reforma 
de 2011

Tras la implantación total 
de la reforma de 2011

Reconocimiento de 
cotizaciones por periodos de 
cuidado de hijos/as (*)

   

a) por excedencias

b) por extinción de la 
relación laboral

Máximo total por 
beneficiaria (a + b)

Hasta 2 años por hijo/a

Sin máximo

Hasta 3 años por hijo/a

Hasta 9 meses por hijo/a 

5 años

Cotizaciones necesarias 
para que la pensión 
alcance el 100% de la BR

35 años 37 años

Límites a los 
Complementos 
por Mínimos

Incompatibles con las 
rentas del capital y del 
trabajo personal; sin tope

Incompatibles con todo tipo de rentas; 
tope: importe de la PNC18; obligación 
de residir en territorio español para 
percibirlos

(*) No computable a efectos de llegar a los 15 años de cotizaciones mínimas.
fuente: elaboración propia. 

Sorprendentemente, hay aspectos del sistema de pensio­
nes que la reforma no se cuestiona. Por ejemplo, el hecho de 
que la pensión de viudedad sea de más fácil acceso que la pen­
sión de jubilación, ni que el cálculo de su base reguladora sea 
mucho más favorable, ni que sea compatible con todo tipo de 
rentas. La reforma solo se preocupa de mejorar su cuantía hasta 
el 60% de la base reguladora para las personas mayores de 65 
años sin otras rentas (véase el apartado siguiente). 

El resultado, como se observa en el cuadro 3, es que la 
mayoría de las mujeres empleadas que se mueran podrán 
dejar a sus cónyuges una pensión de viudedad mayor que la 
propia de jubilación que ellas mismas podrían alcanzar en 
la vida. Eso, en el caso de que cumplan las condiciones para 
acceder a ella y no se tengan que conformar con una PNCJ.

Frente a este despropósito en términos de igualdad, en 
2011 algunas asociaciones feministas se unieron para elabo­
rar el Manifiesto por la Igualdad de Género en el Sistema de 

Cuadro 2

Reglas aplicables a la pensión contributiva de jubilación antes 	
y después de la implantación de la reforma de 2011 (cont.)
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Pensiones20. En este manifiesto se concluye reivindicando 
cambios estructurales para una sociedad de personas sustenta-
doras/cuidadoras en igualdad, como única manera de conseguir 
la igualdad en las pensiones.

Cuadro 3

Reforma de 2011: cálculo de pensiones de jubilación y de pensiones 	
de viudedad

Años 
cotizados

PCJ 
adquirida 
por 
cotizaciones 
propias (1)

PCJ adquirida por 
cotizaciones propias 
más reconocimiento de 
5 años adicionales (2) PV para el cónyuge

2 años - - 52% BRV* (60% a los 65 años**19)

14 años - - 52% BRV* (60% a los 65 años**)

15 años 50% BRJ* 61,4% BRJ* 52% BRV* (60% a los 65 años**)

19,4 años 60% BRJ* 71,4% BRJ* 52% BRV* (60% a los 65 años**)

32 años 88,8% BRJ* 100% BRJ* 52% BRV* (60% a los 65 años**)

37 años 100% BRJ* 100% BRJ a los 65 años* 52% BRV* (60% a los 65 años**)

* Compatible con todo tipo de rentas.
** Incompatible con otras rentas personales.

(1) Con la condición de tener 2 años cotizados dentro de los 15 años precedentes a la edad de 67,5 años.
(2) No válidos a efectos de llegar a los 15 años cotizados.

BRJ = Base Reguladora de la Pensión de Jubilación: media de los últimos 25 años con penalización de lagunas.
BRV = Base Reguladora de la Pensión de Viudedad: media de los mejores 2 años de los últimos 15.

Fuente: Elaboración propia.

Reformas de la pensión de viudedad: la importancia 
de las medidas transitorias

Cualquier reforma de pensiones (como cualquier otra reforma 
que implique cambios sociales) debe evitar efectos negati­
vos indeseados y, en particular, debe cuidar de no dejar a 
ninguna persona desprotegida. Actualmente, hay muchas 
mujeres viudas que dependen de su pensión de viudedad 
para vivir. También hay mujeres casadas que abandonaron 
su empleo para cuidar o que simplemente se vieron afecta­
das por los incentivos al matrimonio tradicional y que, en 
caso de muerte de su marido, se quedarían sin ingresos. Por 
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último, muchas mujeres no casadas están cuidando o se reti­
raron del empleo para cuidar a otros familiares (padres, 
hermanos, hijos/as) y tampoco tienen suficientes cotizacio­
nes acumuladas para obtener pensiones propias. Para refor­
mar la PV en un sentido favorable hacia la igualdad pero sin 
descuidar situaciones como las descritas, sería necesario 
tomar en consideración los siguientes criterios:

1) La eliminación de la PV vitalicia debe hacerse sin efectos 
retroactivos. Se trataría de eliminar la promesa del derecho 
futuro para los matrimonios que se contraigan a partir de la 
entrada en vigor de la reforma, manteniéndola para las actuales 
beneficiarias y diseñando un calendario de aplicación progre­
siva de incompatibilidad con otro tipo de rentas, en función de 
la edad y de las criaturas a cargo.

2) La reforma debe ir acompañada de la eliminación de todas 
las demás barreras para el mantenimiento de las mujeres en el 
empleo formal durante toda su vida. En el capítulo 6 profundi­
zaremos en cómo pueden eliminarse esas barreras. 

3) Por último, es necesario aumentar la cuantía de las pensio­
nes no contributivas hasta un nivel digno, que no puede ser 
otro que el mínimo de las pensiones de viudedad y jubilación 
contributiva. La situación de las personas (mujeres en su 
mayoría) perceptoras de PNC constituye la mayor injusticia del 
actual sistema de pensiones.

Así se procedió en Suecia en 1990 y en Islandia en 1993, 
dejando (a futuro) solamente una prestación temporal de 
viudedad de un máximo de 2 años, para amortiguar el golpe 
que supone la defunción de un miembro de la pareja para los 
ingresos familiares. La clave está en que esta prestación, a la 
vez que cubre el periodo de máxima vulnerabilidad, al ser 
temporal, su promesa no produce incentivos adversos al em­
pleo femenino.
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Tres ejemplos de malas prácticas: las reformas 	
de la Pensión de Viudedad en España (1983, 2007, 2011) 

En 1983 se extiende la PV a los hombres en general, mantenien­
do su compatibilidad con todo tipo de rentas: ese año, una 
sentencia del Tribunal Constitucional consideró discrimina­
toria la exclusión de los hombres, como regla general, del 
derecho a la PV. Como consecuencia, la PV se extendió a los 
hombres en los mismos términos que a las mujeres y sin otro 
tipo de modificaciones. El resultado fue una pensión que, 
por un lado, sigue sin responder a la realidad actual y, por 
otro, acumula rasgos que no responden a ninguno de los 
principios por los que se rige el sistema. 

Es cierto que en 1983 ya había muchas mujeres ocupadas 
que no necesitaban la pensión de viudedad más que muchos 
hombres. De hecho, ya no tenía sentido, hacia el futuro, una 
pensión para todas las viudas, cuya consideración de “depen­
dientes por defecto” resultaba claramente obsoleta. Pero mucho 
menos sentido tenía conceder a los hombres esa misma pen­
sión. Hacerlo generó un gasto público injustificado, a la par que 
creó una figura que cumplía aún menos la función para la 
que inicialmente se había creado: asegurar una renta mínima a 
las personas que carecían de ella21. 

En 2007 se excluye a las divorciadas de la PV, y además con 
efectos retroactivos: la ley que reconoció el derecho al divor­
cio (Ley 30/1981) había establecido que la pensión de viude­
dad se repartiera entre quienes hubieran sido cónyuges de la 
persona fallecida, en cuantía proporcional al tiempo de con­
vivencia. Esta fue la norma hasta la Reforma del Divorcio en 
2007 (Ley 40/2007). Esta reforma establece que, para los 
divorcios que se produjeran a partir del 1 de enero de 2008, 
la PV se concede únicamente a quien sea cónyuge legítimo en 
el momento de la defunción, así como a las personas divor­
ciadas o separadas que estuvieran percibiendo una pensión 
compensatoria. 
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La reforma de 2007 dejó de golpe sin pensión a muchas 
mujeres que no tenían otras rentas, mientras que atribuyó la 
pensión completa a el/la cónyuge actual sin condición alguna 
en cuanto a su situación económica. Y además con efectos 
retroactivos. Se ha estimado que la reforma de 2007 dejó sin 
derecho a protección al 90,13% de las mujeres divorciadas y al 
99,15% de los hombres (Monereo Pérez, 2010).

Para ilustrar la injusticia de los efectos retroactivos de esta 
reforma, el juez Carlos Escribano Vindel (2010) relata el caso 
real de una mujer de 75 años que en 2004 huyó de su marido, 
que la maltrataba, renunciando a luchar por una pensión 
compensatoria. En 2008 su marido falleció y la Seguridad 
Social le denegó la PV. A raíz de casos como este, en 2009 se 
concede la PV también a las mujeres divorciadas que, no sien­
do acreedoras de pensión compensatoria, “pudieran acreditar 
que eran víctimas de violencia de género en el momento del 
divorcio”. Una pequeña medida correctiva al desvarío de una 
reforma que contraviene todos los criterios de equidad en 
política social.

En 2011, manteniendo la PV vitalicia sin restricciones de edad 
o existencia de hijos/as y sin incompatibilidades de rentas, se 
aumenta su cuantía para las personas mayores de 65 años sin 
otras rentas, con aplicación gradual a todas las PV actuales y 
futuras: la disposición (Adicional trigésima) contrasta notoria­
mente con el resto de la Ley 27/2011, por ser la única mejora 
que esta ley introduce en algún tipo de pensión. Hay que desta­
car el hecho de que esta única mejora no va en la dirección de 
paliar la actual situación de necesidad de las personas mayores, 
lo que se podría conseguir fácilmente aumentando las pensio­
nes mínimas y las pensiones no contributivas. Solamente 
mejora la situación de algunas personas viudas, generando 
además el efecto negativo de incrementar las expectativas en la 
PV (y, por tanto, los estímulos para la salida o no incorporación 
de las mujeres casadas al mercado laboral) para todos los 
matrimonios futuros sine die22. 
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Tras el análisis de estas reformas de la PV conviene destacar las siguientes 

conclusiones: 1) Las reformas que limitan la PV a las personas divorciadas y 

separadas (2007) y que extienden la PV a los hombres (1983) tienen efectos 

retroactivos, lo que no es el proceder habitual en las reformas de pensiones, 

que generalmente son de implantación gradual. 2) Sin embargo, la reforma 

que aumenta la PV (2011) sí se hace con implantación gradual y hacia el futu-

ro. En lugar de ir dirigidas a paliar la situación de las personas necesitadas y 

a eliminar los incentivos adversos al empleo femenino, estas reformas proce-

den de forma contraria: provocan más situaciones de necesidad y aumentan 

el grave problema de los incentivos hacia el futuro.

Ya en 2003 el Pacto de Toledo reconocía que “es precisa una reformu-

lación integral y completa de la pensión de viudedad”. Es curioso que, en una 

situación de recortes generalizados y de reforma profunda del sistema de pen-

siones, la PV sea intocable excepto, si acaso, para aumentarla. ¿A qué se debe 

esta situación excepcional, teniendo en cuenta que el gasto en PV es ya casi 1/3 

del gasto en PCJ, y que este porcentaje sigue aumentando? Muy sencillo: porque 

esa reformulación integral, completa y necesaria provocaría un debate sobre el 

modelo de sociedad al que deben orientarse las políticas públicas; y muchas 

otras piezas del tablero se verían inevitablemente afectadas.

EN CONCLUSIÓN: ELEMENTOS PARA UN SISTEMA 	
DE PENSIONES EQUITATIVO Y EFICIENTE

Tal y como está diseñado, y en confluencia con otros mecanis­
mos que fomentan la división sexual del trabajo, el sistema de 
pensiones empuja a muchas mujeres a la precariedad durante 
su vida laboral y a la pobreza durante toda su vida. Un 79% de 
las mujeres mayores de 66 años, frente a un 21% de los hom­
bres, no consiguen los requisitos necesarios para tener una 
pensión contributiva de jubilación. La desigualdad es clamo­
rosa. La mayoría de las mujeres que sí acceden al sistema se 
sitúan en el importe mínimo, que es común a las pensiones de 
jubilación contributiva y a las de viudedad; mientras que una 
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minoría importante subsiste con la pensión no contributiva. 
No podemos olvidar que ambas cantidades están por debajo 
de la línea de pobreza. 

Ante esta situación, y lejos de mejorarla, las reformas 
actuales de los sistemas de pensiones disminuyen los dere­
chos de la mayoría de las personas trabajadoras y profundizan 
las desigualdades: por un lado exigen más requisitos para el 
acceso a las pensiones contributivas y, por otro, modifican las 
reglas de cálculo de tal forma que rebajan sustancialmente 
las cuantías. Así, el primer principio del sistema, que es el 
de la equidad, es sistemáticamente incumplido: el sistema de 
pensiones no proporciona una pensión digna a una parte muy 
importante de la población.

La pensión de viudedad es un elemento que potencia la 
permanencia de las mujeres casadas en la economía sumergida 
y/o en la situación de dependencia económica de sus maridos, 
en ambos casos sin derechos sociales. Además, el sistema no 
contiene incentivos para que las mujeres de salarios bajos coti­
cen más allá de los 15 años con los que se consigue el acceso a la 
pensión mínima. 

Nos encontramos ante una situación de doble exclusión 
que afecta a la mayoría de las mujeres: no solamente se las 
excluye de la percepción de pensiones dignas, sino que tam­
bién quedan al margen de los incentivos a la contribución 
continuada durante toda su vida laboral. Esto, además de ser 
perjudicial para ellas, favorece la permanencia de altas tasas 
de “inactividad femenina”. En parte permanencia en el 
hogar y en parte trabajo irregular no declarado, toda esa 
bolsa de “inactividad femenina” es una componente muy 
importante de la economía que escapa a todo tipo de regula­
ción y derechos. Así, uno de los objetivos de los sistemas de 
pensiones, que es precisamente la lucha contra la economía 
sumergida, no parece alcanzarse sino que, por el contrario, 
se potencia también desde dentro del propio sistema. Esto 
contraviene el otro de sus principios básicos: el principio de 
eficiencia.
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La división del trabajo está en la raíz del problema. Las 
mujeres tienen menores salarios y más lagunas de cotización. 
En definitiva, tienen una trayectoria laboral “distinta”, lo que 
les ocasiona penalizaciones a la hora de su jubilación. Por otro 
lado, las propias reglas del sistema retroalimentan esta des­
igualdad. Evidentemente, todo esto resulta invisible debido al 
paradigma que excluye de la consideración (por parte del 
“legislador” y de la mayoría de los análisis económicos) toda la 
esfera doméstica, tanto en cuanto al trabajo como a las personas 
implicadas, que siguen siendo mayoritariamente las mujeres. 
Ese “olvido” hace que todo se distorsione, generando efectos 
enormemente negativos. Reivindiquemos la ampliación del 
zoom, pues, para considerar la realidad en su conjunto.

Sin embargo, es importante no caer en la trampa de 
tratar de romper ese círculo vicioso por la vía de reivindicar 
que se elimine la “contributividad”, es decir, que las pen­
siones no dependan de las cotizaciones o que no se penali­
cen los periodos de alejamiento del empleo. Esta postura es 
comprensible, visto que el trabajo doméstico no solamente 
no reporta beneficios a las mujeres sino que las penaliza, 
pero significaría sencillamente eliminar el sistema de pen­
siones contributivas, lo que sería desastroso desde todos 
los puntos de vista, incluido el de la igualdad entre hombres 
y mujeres. 

La contributividad (en su justo término), como hemos 
visto, tiene una función muy importante: asegurar la sufi­
ciencia financiera del sistema, luchar contra la economía 
sumergida y aprovechar eficientemente el capital humano. 
La realidad, ineludible, es que si las pensiones no dependie­
ran de las cotizaciones, muchas personas no cotizarían y el 
sistema sería insostenible. Es lógico, pues, pretender que 
todas las personas contribuyan en la medida de sus posibili­
dades, a la vez que es también justo atender a todas las per­
sonas según sus necesidades. El problema no es que esos 
principios (equidad y eficiencia) no sean válidos, sino que no 
se aplican coherentemente.
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PREGUNTAS Y RESPUESTAS SOBRE LA ‘CONTRIBUTIVIDAD’

¿No podrían ser las pensiones públicas un derecho como, por ejemplo, el derecho 

a la asistencia sanitaria o a la educación? Así las pensiones se financiarían con los 

impuestos generales y no dependerían de las cotizaciones.

Los casos no son comparables: la sanidad pública es un derecho 

básico ciudadano, al igual que las pensiones no contributivas, que 

teóricamente garantizan una renta mínima. Sin embargo, mientras 

que es posible establecer una pensión no contributiva digna sola­

mente para las personas sin ingresos, la sanidad pública (o la educa­

ción) solo para pobres es siempre de mala calidad, como se ha 

demostrado en Estados Unidos. 

Un sistema de salud pública para todas las personas es la única 

forma de asegurar la asistencia universal de calidad sin crear ningún 

problema social o económico (no produce incentivos adversos al 

empleo formal). Sin embargo, si solamente hubiera pensiones no 

contributivas (es decir, si se eliminara el sistema contributivo de 

pensiones públicas, que por definición es lo que sucedería si las 

pensiones no dependieran de las cotizaciones), estaríamos dejando 

en manos privadas un servicio que solo se puede asegurar si es públi­

co; y se potenciaría enormemente la economía sumergida, al elimi­

nar los incentivos para cotizar durante toda la vida.

Entonces, ¿por qué hay feministas que defienden que las pensiones sean inde-

pendientes de las cotizaciones?

Porque no confían en que las mujeres puedan llegar a cotizar como 

los hombres. Pero esa postura “a la desesperada”, aunque compren­

sible, es perjudicial para la lucha por la igualdad: nos conduce a un 

callejón sin salida en lugar de a luchar por los cambios estructurales, 

que sí son posibles y que llevarían hacia una sociedad de personas 

sustentadoras/cuidadoras en igualdad. Imaginar esa sociedad es la 

clave para articular una alternativa feminista y social que mejore los 

sistemas de pensiones públicos en lugar de desmantelarlos.

Por otro lado, y esta es la otra trampa, la trampa de la dife-
rencia, hay que tener en cuenta que no es posible compensar 
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plenamente a las mujeres por su mayor dedicación al trabajo 
doméstico. Los dos mecanismos que pretenden hacerlo desde 
el sistema de pensiones no lo consiguen. En primer lugar, las 
pensiones de viudedad son mucho menores que las pensiones 
de jubilación contributiva que se obtienen con un empleo de 
calidad durante toda la vida. Por su parte, el reconocimiento 
de periodos cotizados por excedencias o por partos no es com­
pleto ni compensa la pérdida de oportunidades laborales (y por 
tanto de cotizaciones futuras) que originan las interrupciones 
del empleo. Además, ambos mecanismos dejan fuera a muchas 
mujeres. Al igual que las “paguitas” a cuidadoras u otras versio­
nes de la idea del salario al ama de casa, estas supuestas com­
pensaciones no han compensado a las mujeres “beneficiarias” 
y se han vuelto contra todas.

Como señala Diane Sainsbury (1999), las compensaciones 
por los cuidados: 1) nunca son suficientes para garantizar la 
independencia económica; y 2) nunca llegan a igualar los dere­
chos generados por la inserción continuada en el empleo de 
calidad. Es por eso por lo que todos los intentos de parchear el 
sistema de pensiones para incluir a las mujeres sin atacar de 
raíz la división del trabajo han fracasado. La única solución 
reside en que todas las personas (en condiciones normales, y 
ser madre es normal) puedan cotizar ininterrumpidamente 
durante toda su vida. 

En consecuencia, la solución para alcanzar la igualdad en 
el sistema de pensiones pasa necesariamente por que nadie 
tenga que recurrir a excedencias, a jornadas parciales o a perio­
dos de “inactividad” para hacerse cargo del cuidado. En la prác­
tica todas estas figuras dejan a las personas afectadas sin 
ingresos para mantenerse por sí mismas y sin derechos (entre 
ellos, de pensión). Y efectivamente, como veremos en el capí­
tulo 6, es posible organizar la sociedad de tal manera que nin­
guna persona (hombre o mujer) tenga que alejarse de su 
empleo. Para conseguirlo, basta con orientar todas las políticas 
hacia el objetivo de lograr un modelo de sociedad de personas 
sustentadoras/cuidadoras en igualdad.
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Pero además de establecer las condiciones para que todas 
las mujeres puedan compatibilizar el empleo de calidad con la 
maternidad, deben eliminarse todos los actuales incentivos 
adversos al empleo femenino. En particular, es necesaria la 
eliminación de la pensión de viudedad, como ya se ha hecho 
en países como Suecia e Islandia, conjuntamente con otras 
reformas en pro de la igualdad de género. Según se ha explicado, 
esta eliminación tendría que hacerse con medidas transitorias 
adecuadas, de tal manera que la situación de las viudas actuales 
sin otro tipo de rentas, y de las personas mayores de una cierta 
edad que ya han sido víctimas de los incentivos adversos, no 
empeorara aún más. 

En lo que respecta al sistema de pensiones en particular, hay 
dos elementos relevantes para la igualdad de género y para que el 
sistema responda a los principios de equidad y eficiencia: en 
primer lugar es necesaria una reforma profunda que convierta la 
pensión de viudedad vitalicia en una figura residual y sin efectos 
sobre los futuros matrimonios, con las adecuadas medidas tran­
sitorias y una implantación progresiva, tal como hemos detalla­
do, de forma que se vaya extinguiendo con el paso del tiempo. 

En segundo lugar, la pensión no contributiva debería 
aumentarse hasta un nivel digno, que podría ser el mínimo 
actual de las pensiones de viudedad y de jubilación, haciendo la 
percepción de los complementos hasta ese mínimo general 
incompatible con todo tipo de rentas personales, pero no 
haciéndola depender de los ingresos familiares. Una reforma 
de estas características lograría que el umbral de vida digno 
fuera el mismo para todas las personas mayores sin ingresos. 
Para obtener pensiones por encima de ese nivel, todas las per­
sonas —y no solamente los hombres y las mujeres solteras sin 
responsabilidad de cuidados— se verían incentivadas a cotizar 
durante toda su vida.

La equiparación de las PNC al mínimo del resto de las pen­
siones sería perfectamente posible en un contexto de cambio 
estructural. Hay que tener en cuenta que si muchas mujeres 
caen en la “trampa” de asumir el objetivo de cotizar solamente 
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15 años es porque al efecto perverso de las reglas del sistema de 
pensiones hay que sumar otros incentivos adversos, así como 
una gran carga no compartida de trabajo doméstico. Si estas 
causas se eliminaran, ellas podrían, y tratarían de, cotizar toda 
la vida. Sencillamente, como lo hacen ahora los hombres. 

Por último, subrayemos una vez más que las pensiones y su 
capacidad para influir (positiva o negativamente) en el avance de 
la igualdad no pueden comprenderse si se analizan aisladamente. 
Como siempre, la única solución realmente efectiva es avanzar 
hacia la igualdad total en todos los ámbitos implicados. En 
efecto, es necesario tener en cuenta que: 1) cada una de las polí­
ticas públicas es una pieza de la maquinaria. Hay que pensar en 
reformas conjuntas, porque de otro modo el puzle no tiene 
solución. 2) Hay que tener en cuenta que todas las reformas 
deben ir acompañadas de las medidas transitorias necesarias 
para que las personas afectadas se vean atendidas, sin confun­
dir “neutralidad” con “ceguera”. 3) Para hacer posible el cam­
bio de modelo, una condición necesaria es que imaginemos una 
sociedad donde no haya ninguna diferenciación de roles de 
género, y sí libertad total para la diversidad entre personas. 

Notas

	 1.	 Aparte del riesgo del hundimiento de los fondos de pensiones privados. [Véase 
http://www.publico.es/dinero/337362/la-gran-crisis-de-las-pensiones-privadas] 

	 2.	 Mediante el denominado complemento por mínimos (CM) se complementan las 
pensiones contributivas demasiado bajas hasta llegar a la cuantía mínima esti­
pulada (pensión mínima).

	 3.	 Por la Ley de Financiación y Perfeccionamiento de la Acción Protectora de la 
Seguridad Social (más tarde plasmada en el Texto Refundido de la Ley General 
de Seguridad de 1974). Existen antecedentes dispersos y parciales: el Régimen 
de Subsidios Familiares (1941) y el SOVI (1955) establecieron pensiones de 
viudedad (solo para las mujeres) condicionadas a la edad, la carencia de rentas 
y la dependencia económica de la viuda respecto al fallecido; algunas mutuali­
dades laborales fueron más generosas e incluso consideraron a los hombres 
como beneficiarios bajo condiciones de necesidad e incapacidad. La Ley de Bases 
de Seguridad Social de 1963, unificadora de todos los seguros sociales y del 
Mutualismo Laboral, exigía a la viuda ser mayor de 40 años, o estar incapacitada 
para el trabajo, o tener a cargo hijos/as habidos con el causante con derecho a 
pensión de orfandad. (Informaciones extraídas de Vicente Palacio, 2006.)
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	 4.	 Es decir, antes de la aplicación de la Ley 27/2011, según la cual todas estas con­
diciones se endurecerán sustancialmente. La reforma se implantará gradual­
mente hasta el año 2027 (véase el apartado de este capítulo relativo a las refor­
mas del sistema de pensiones).

	 5.	 En caso de trabajadores/as con contrato a tiempo parcial, se calcula la equiva­
lencia en días teóricos de cotización por el siguiente método: en primer lugar se 
obtiene el número de días teóricos trabajados dividiendo por 5 el número de 
horas efectivamente trabajadas (equivalente diario del cómputo de 1.826 horas 
anuales que se consideran tiempo completo). A continuación, al número de 
días teóricos se le aplica el coeficiente multiplicador de 1,5, resultando de ello 
el número de días que se considerarán acreditados para la determinación de los 
periodos mínimos de cotización. [Véase http://www.seg-social.es/prdi00/
groups/public/documents/binario/47097.pdf; pág. 7.]

	 6.	 Las personas divorciadas solamente tendrán derecho a la pensión de viudedad 
si tienen pensión compensatoria en el momento del fallecimiento.

	 7.	 A partir de la Ley 27/2011: 60% para las personas mayores de 65 años sin otras 
rentas (véase el apartado de este capítulo relativo a las reformas del sistema de 
pensiones).

	 8.	 La pensión de viudedad se califica generalmente de contributiva, aunque no está 
basada en cotizaciones propias. Por esa razón, algunos autores la denominan 
“indirecta” (basada en cotizaciones de otra persona). Se trata en realidad de un 
derecho derivado, aunque, a diferencia de otros como los derechos por hijos/as, 
sobrevive a la persona causante y es percibido directamente por la beneficiaria 
indirecta.

	 9.	 Para más detalles sobre las diferencias de género en el sistema de pensiones 
español, véanse Alonso San Alberto y Pazos Morán (2010), Pazos Morán 
(2010a) y Vara Miranda (2011).

	 10.	 Los cuadros y gráficos presentados en este capítulo, a menos que se especifique 
lo contrario, han sido elaborados por la autora en base a estadísticas publicadas 
en los Anuarios del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

	 11.	 Según la Agencia Tributaria, los salarios medios de las mujeres fueron, respec­
to a los de los hombres: un 67% en 1999, un 70% en 2005 y un 76% en 2011. 
Fuente: Mercado de Trabajo y Pensiones en las Fuentes Tributarias (AEAT).

	 12.	 En 1995 las mujeres cobraban un 26% menos por hora trabajada que los hom­
bres, y en 2002, un 25% menos. Véase Cabo Serrano y Garzón (2007).

	 13.	 Eurostat no ofrece regularmente esta desagregación por sexo de las pensiones 
medias.

	 14.	 Solamente puede concederse a una de las personas progenitoras (en caso de 
controversia, a la madre).

	 15.	 Cuando se acceda a la pensión desde una situación de “asimilada al alta”, ese 
periodo de 2 años deberá estar comprendido dentro de los 15 años anteriores a 
la fecha en que cesó la obligación de cotizar. Son situaciones asimiladas al alta 
aquellas “en determinados supuestos expresamente establecidos por la ley, en 
los que, producido el cese temporal o definitivo en la actividad laboral, se esti­
ma que debe conservarse la situación de alta en que se encontraba el trabajador 
con anterioridad al cese”. Por ejemplo: “situación legal de desempleo, total y 
subsidiado, y la de paro involuntario una vez agotada la prestación contributiva 
o asistencial, siempre que se mantenga la inscripción como desempleado en la 
Oficina de Empleo”.

	 16.	 No es seguro, pues la reforma pone límites a los complementos por mínimos: 
no podrán superar el importe de la PNCJ (ver nota 18).
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	 17.	 Estos periodos utilizados darán lugar al reconocimiento de cotizaciones por valor 
del máximo entre las cotizaciones reales de los periodos y la base mínima. 

	 18.	 Art. 50 apartado 2 de la Ley de Reforma (27/2011): “El importe de dichos comple­
mentos en ningún caso podrá superar la cuantía establecida en cada ejercicio para 
las pensiones de jubilación e invalidez en su modalidad no contributiva”.

	 19.	 Mejora suspendida de aplicación por el RDL 20/2011.
	 20.	 http://singenerodedudas.com/economiafeminista/1376/manifiesto-por-la-

igualdad-de-genero-en-el-sistema-de-siones
	 21.	 Algunos autores atribuyen a esta extensión a los hombres el que, durante la 

década siguiente, las pensiones de viudedad quedaran prácticamente congela­
das a un nivel bajísimo.

	 22.	 Esta disposición quedó suspendida de aplicación por la Disposición Adicional 
Primera del RDL 20/2011.
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CAPÍTULO 5 

SISTEMAS DE ATENCIÓN A LA INFANCIA 			 
Y A LA DEPENDENCIA… ¿PARA LAS MUJERES?

EL CONFUSO DEBATE SOBRE LOS CUIDADOS

En los últimos años ha saltado a la luz pública lo que se ha dado 
en denominar “crisis de cuidados”. Con esta expresión se alude 
al crecimiento explosivo de la demanda de cuidados como resul­
tado de dos factores: por un lado, el envejecimiento de la pobla­
ción registrado en los países desarrollados; por otro, el hecho de 
que la mayoría de las mujeres ya no están totalmente disponibles 
para cubrir estas necesidades en el ámbito familiar. En efecto, en 
las primeras etapas del desarrollo económico, el aumento del 
bienestar hace que la esperanza de vida aumente; paralelamente, 
como consecuencia directa del acceso de las mujeres a la infor­
mación y a la formación, las tasas de fecundidad muy altas des­
cienden. Por otra parte, la incorporación de las mujeres al 
empleo conduce al declive de la figura del ama de casa a tiempo 
completo. Estos procesos son, sin lugar a dudas, beneficiosos; 
pero también crean nuevas necesidades que, de no atenderse de 
forma adecuada, pueden generar graves desequilibrios. 

El envejecimiento de la población origina graves proble­
mas sociales y económicos, como analizamos en los capítulos 1 



178

y 6. El gasto público aumenta porque las personas mayores 
necesitan pensiones y recursos; y los ingresos públicos dismi­
nuyen porque hay menos personas en edad de trabajar y, por 
tanto, de pagar impuestos y cotizaciones sociales sobre sus 
ingresos. Algunas de las consecuencias de este fenómeno están 
muy presentes en el debate social, como son los problemas que 
se originan en el sistema de pensiones, en la sanidad o en la 
educación. Pero, fuera de los medios feministas, aún no se le 
concede la suficiente importancia al grave problema de la aten­
ción a la infancia y a la dependencia. 

Sería sorprendente esta despreocupación de los medios de 
la corriente principal si no fuera porque, como venimos anali­
zando, todo lo que tiene que ver con los cuidados resulta invisible. 
Sin embargo, de continuar por este camino, la tasa de dependen­
cia demográfica puede duplicarse o triplicarse en los próximos 
50 años (véanse detalles en el capítulo 1). Si la población depen­
diente está desatendida ahora, ¿qué pasará entonces si, además, 
no hay recursos económicos para proveer servicios públicos?

En cuanto al cuidado y educación infantil, aparte de ele­
mental justicia social, es un asunto crucial para nuestra pro­
pia supervivencia como sociedad. Hay quien puede pensar 
que la falta de nacimientos autóctonos evita gasto público a 
corto plazo y que, además, puede suplirse por población inmi­
grante ya criada, sobre todo para los trabajos de cuidados y 
poco cualificados. Sin embargo, esta percepción es incorrecta 
y muy perjudicial. Nos referiremos a ella más en profundidad 
en el capítulo 6, pero señalemos ahora dos hechos que sirven 
para rebatirla.

En primer lugar, la fecundidad de las mujeres inmigran­
tes pobres (que son las que registran tasas de fecundidad 
altas) converge con la de las autóctonas en la segunda genera­
ción y, como se ha visto en España durante la década de 2000, 
no hace aumentar sustancialmente la tasa de fecundidad del 
país receptor. En segundo lugar, la transición demográfica de 
altísima a bajísima fecundidad es un fenómeno mundial que ya 
está sucediendo en todos los países, excepto en unos cuantos 
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paupérrimos (esencialmente de África Subsahariana y de 
Oriente Medio). 

Cierto que algunos países pueden, a pesar de todo, ser 
fuente permanente de emigrantes (en lo referente a la atención 
a la infancia y a la dependencia; este es el fenómeno calificado 
como “cadenas globales de cuidados”1). Pero, aparte de consti­
tuir un modelo injusto y originar innumerables sufrimientos, 
es un espejismo pensar que las cadenas globales de cuidados 
puedan ser una solución extensiva y sostenible para la crisis de 
cuidados de los actuales países receptores. Las bajísimas tasas 
de fecundidad empobrecen a los países. ¿Quién puede permi­
tirse el cuidado de sus criaturas y personas dependientes a base 
de mano de obra inmigrante? Si ya en los países ricos (o en 
burbuja financiera), y a costa de la total precariedad de ese traba­
jo, solo una pequeña parte de la población puede permitírselo, 
menos aún podrán cuando la tasa de dependencia demográfica 
ahogue las finanzas del país, y con ellas las de las familias. En 
resumen, no es una cuestión de procedencia de las personas 
sino de sistema social.

El tema relevante es que la mayoría de las familias no 
puede permitirse solucionar estos problemas por su cuenta. 
Al igual que la clase trabajadora no tiene capacidad de ahorro 
para asegurarse la continuación de su nivel de ingresos en la 
vejez, ni para garantizarse una atención sanitaria de calidad, 
tampoco puede permitirse la atención a las personas depen­
dientes ni la educación y el cuidado de sus criaturas en las con­
diciones de calidad en las que actualmente entendemos que 
deben realizarse estas tareas. No cabe duda de que la cuestión 
es objetivamente importante desde un punto de vista social.

La pregunta clave es: ¿cómo afrontar la crisis de cuidados? 
Parece evidente que solo hay dos vías: por un lado, recuperar las 
tasas de fecundidad para frenar el aumento de la demanda rela­
tiva de cuidados y, por otro, aumentar la oferta de recursos, 
tanto para la atención a la infancia como para la atención a la 
dependencia. Para realizar un análisis completo de las posibili­
dades dirigiremos nuestra mirada a las tres fuentes existentes 
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de recursos para el cuidado: las mujeres, los hombres y los ser­
vicios públicos. ¿Es una solución intentar aumentar aún más la 
presión sobre las mujeres (familiares y empleadas de hogar), 
como se hace en los países llamados “familiaristas”? ¿Es posi­
ble implicar a los hombres en el cuidado hasta que lleguen a 
estarlo en condiciones de igualdad con las mujeres? ¿Cuál 
podría ser el papel de los servicios públicos? Intentaremos res­
ponder a estas preguntas teniendo en cuenta las múltiples aris­
tas que presenta este difícil problema.

Claves para abordar la crisis de cuidados

Una clave fundamental para abordar correctamente la crisis de 
cuidados es la constatación de que el declive de la figura del ama 
de casa (persona especializada y dedicada a tiempo completo a 
las tareas domésticas y de cuidados) es felizmente irreversible 
en todos los países. Las mujeres, tradicionalmente reducidas al 
ámbito familiar, han ido conquistando el derecho a la educa­
ción y al empleo; y ya no eligen el trabajo doméstico como ocu­
pación única, ni siquiera principal. 

Ya en 1934 Alva Myrdal y Gunnar Myrdal2 advertían sobre 
la inutilidad de intentar volver atrás la rueda de la historia: es 
imposible, por mucho que se intente en algunos países, conse­
guir la vuelta masiva de las mujeres al hogar. Lo que se com­
prueba sistemáticamente es que, ante la incompatibilidad 
entre maternidad y empleo de calidad, muchas mujeres se que­
dan sin tener hijos. Por ello, los Myrdal proponían aceptar la 
incorporación de las mujeres al empleo como un dato irrever­
sible y, en consecuencia, tomar medidas para permitir a las 
mujeres trabajadoras ser madres sin dañar su situación laboral. 
Esta perspectiva era la única efectiva para atajar la caída verti­
ginosa de las tasas de fecundidad que ya se estaba produciendo 
en Suecia en la época en que estos autores alertaban sobre el 
problema y que ha seguido produciéndose posteriormente en 
todos los países industrializados que no han actuado en la 
dirección propuesta por Alva y Gunnar Myrdal. 
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Otro asunto directamente relacionado con la “crisis de 
cuidados” es la configuración de los mercados de trabajo en 
cada país y en cada periodo. En algunos países europeos (y 
especialmente en los nórdicos), durante la segunda mitad del 
siglo XX se consolidaron mercados de trabajo fuertemente 
regulados, con estabilidad en el empleo y gran poder sindical. 
En esa situación, y con tasas bajísimas de desempleo, era posi­
ble proteger los puestos de trabajo de las mujeres de forma que 
se “beneficiaran” de las facilidades para compatibilizar “sus 
dos papeles” sin gran implicación de los hombres3. 

Así, países como Suecia, Noruega y Dinamarca consiguie­
ron que la generalidad de las mujeres se mantuviera en el 
empleo formal durante toda su vida, aunque fuera a costa de 
una enorme segregación laboral (y la consecuente brecha sala­
rial); naturalmente con la concurrencia necesaria de servicios 
públicos de calidad, horarios de trabajo a tiempo completo cor­
tos y racionales para todas las personas (y también con una 
implicación de los hombres mucho mayor que en el resto de los 
países, aunque aún muy distante de la paridad en el cuidado). 

Pero en los mercados de trabajo de hoy en día, sobre todo 
fuera de los países escandinavos, las medidas específicas de 
protección de los empleos femeninos no consiguen su objetivo 
y tienen efectos negativos sobre el empleo de todas las mujeres. 
En España, por ejemplo, después de la reforma laboral de 2012 
las únicas causas de nulidad del despido que quedan son las 
relacionadas con la llamada conciliación, y pueden durar hasta 
que la criatura cumpla 8 años (permisos, excedencias hasta los 
3 años y reducciones de jornada hasta los 8). Es de prever que, 
mientras las mujeres continúen teniendo más “responsabili­
dades de cuidados” que los hombres, las empresas seguirán 
inclinándose por situar en los empleos estables a la mano de 
obra masculina (más disponible, sin limitaciones de horarios y 
“exenta” de obligaciones familiares). Así, todas las mujeres se 
verán penalizadas por esa carga diferencial (fenómeno que 
se conoce como discriminación estadística)4, aunque solo una 
exigua minoría disfrutará efectivamente de esas protecciones.
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Existe la percepción general de que últimamente se han 
registrado cambios importantísimos y vertiginosos, tanto en 
el ámbito familiar como en el mercado de trabajo y en la so­
ciedad. Sin embargo, las regulaciones que afectan a la orga­
nización social y familiar suelen ignorar estos cambios. La 
desatención a estas cuestiones es injustificable teniendo en 
cuenta que existen pocos problemas tan acuciantes para tantas 
personas como las necesidades de atención a la infancia y a la 
dependencia. Como destaca el Grupo Dones i Treballs (2003), 
“los servicios de cuidado son, por excelencia, los más básicos: 
si a un niño no se le cuida cuando nace, no hace falta que nos 
preocupemos por su educación formal, sencillamente no lle­
gará a la edad escolar”.

¿Cómo es posible que precisamente los países llamados 
“familiaristas”, como los del sur de Europa o Alemania, de­
satiendan necesidades tan perentorias de las familias, es decir, 
de la sociedad? Muy sencillo: porque estas tareas han venido 
cubriéndose mediante el trabajo gratuito (y en condiciones 
penosas) de las mujeres. Lo visible, lo que se valora y es objeto 
de preocupación para los poderes públicos, es lo que pasa por 
los mercados (de bienes y de trabajo). Mientras, lo que está 
reducido exclusivamente al ámbito familiar, por muy impor­
tante que sea, permanece invisible. Si los hombres no tienen 
contacto con estos temas, ¿cómo van a considerarlos importan­
tes? Si a ello añadimos que quienes tienen más capacidad de 
decisión sobre el diseño de las políticas públicas son hombres 
de clase media y alta, que no solamente no asumen tareas de 
cuidado sino que no viven las situaciones dramáticas de las 
familias que no tienen capacidad económica para recurrir a 
servicios privados, podremos comprender más fácilmente la 
insensibilidad respecto al acuciante problema de la atención a 
la infancia y a la dependencia. 

En definitiva, el trabajo de cuidados que se lleva a cabo en 
el hogar, el núcleo de lo que Cristina Carrasco denomina “la 
parte sumergida del iceberg” (el trabajo doméstico), se consi­
dera secundario o no se nombra. Y, sin embargo, en los países 



183

“familiaristas” se potencia con múltiples incentivos y regula­
ciones. En realidad, podríamos decir que lo que realmente se 
ignora no es el cuidado en el entorno familiar, ya que, de hecho, 
se cuenta con él (aunque se cierren los ojos a la insostenibili­
dad de estos sistemas); lo que se ignoran son los derechos tanto 
de quienes realizan esas tareas como de quienes necesitan 
atención. 

En la literatura feminista el tema de los cuidados ocupa un 
lugar central. Fueron las feministas quienes comenzaron a 
hablar y a escribir sobre este asunto a lo largo del siglo XX, visi­
bilizando su existencia y destacando su importancia5. Pero 
ahora la cuestión crucial es: ¿puede cambiar la consideración 
social del trabajo de cuidados, así como las condiciones de vida 
de las personas que lo realizan, mientras este trabajo siga esen­
cialmente reducido al ámbito de lo privado y sea patrimonio 
femenino? Es en este punto donde surgen las divergencias en 
el seno de la economía y de la sociología feminista.

El salario al ama de casa: ¿es posible compensar 	
la diferencia?

Una corriente, que era mucho más fuerte en el siglo XX pero 
que actualmente conserva cierta entidad en los países en los que 
el cuidado sigue esencialmente reducido al hogar, reivindica el 
salario al ama de casa. Sintéticamente, su propuesta consistiría 
en exigir al Estado que compense económicamente a las muje­
res por ese trabajo que realizan gratuitamente (véase, por ejem­
plo, Waring, 1988). 

 Otras autoras, fundamentalmente nórdicas, nos advierten 
de los peligros de esta vía. Diane Sainsbury (1999), por ejem­
plo, reconoce la utilidad que han tenido los intentos de visibi­
lización del trabajo doméstico en una primera etapa, pero 
argumenta que es un error pensar que la reivindicación del 
salario al ama de casa pudiera contribuir a dicha visibilidad; y 
alerta sobre las consecuencias negativas que ha tenido esta 
orientación sobre la configuración de las políticas públicas. 
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Así, en los países donde los movimientos feministas se han 
concentrado en la valoración del trabajo doméstico (como Ale­
mania), resistiéndose a reconocer y a defender el trabajo asala­
riado como la única vía de independencia económica, el 
modelo de familia sustentador masculino/esposa dependiente ha 
salido reforzado a través de prestaciones para el cuidado dentro 
del hogar. 

Resulta obligado partir del reconocimiento de que es desde 
todo punto de vista justo y necesario rebelarse ante la situación 
de tantas mujeres que realizan trabajos de cuidados sin derechos, 
en condiciones extenuantes y sin reconocimiento ni valoración 
alguna. Pero ¿qué políticas van en la vía de superar esta situación 
insoportable y cuáles contribuyen a su persistencia? 

Diane Sainsbury (1999) resume la experiencia internacio­
nal constatando que las prestaciones y desgravaciones relacio­
nadas con la función de cuidado o con el estatus matrimonial: 
1) siempre son menores que los derechos derivados de la inser­
ción laboral y 2) nunca permiten la independencia económica 
en las mismas condiciones que un empleo a tiempo completo. 
De hecho, tienen indefectiblemente una característica de suma 
importancia: cuando la necesidad de cuidados o el estatus 
familiar termina, cesa la prestación o desgravación (no hay 
prestaciones ni desgravaciones para “ex-cuidadoras” o para 
“ex-amas de casa”); y como la mujer no ha acumulado expe­
riencia laboral ni cotizaciones para el desempleo durante el 
periodo de cuidado o de matrimonio, se queda sin ingresos y 
sin ningún tipo de ayuda. 

Así sucede con las prestaciones por cuidados en el entorno 
familiar de las leyes de dependencia, con las tributaciones con­
juntas, con las excedencias, con las reducciones de jornada, etc. 
Lo único que permanece después de estos periodos es el reco­
nocimiento de ciertos derechos para la pensión, pero son tan 
mínimos que no compensan la pérdida real de cotizaciones por 
el empleo (como se analiza en el capítulo 4). 

Naturalmente, la propia formulación de un salario al ama de 
casa indica que lo que se pide es un verdadero salario en igualdad 
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de condiciones con las personas empleadas. Pero, desgraciada­
mente, esa demanda está lejos de ser realista. ¿Qué economía 
podría permitirse pagar salarios y cotizaciones sociales a las 
personas que se quedaran en casa, o aunque fuera solo a las mu­
jeres? ¿Sería justo que el Estado pagara en todos los casos, o 
solo cuando hubiera dependientes? ¿Qué habría que hacer una 
vez que terminase esa situación y esas personas se vieran sin 
puestos de trabajo, sin experiencia laboral y sin derechos 
sociales adquiridos para tener prestaciones de desempleo? 

La idea de un verdadero salario al ama de casa es simple­
mente inviable; lo único viable a corto plazo, aunque insostenible 
a largo plazo, es la concreción de esa idea en forma de las actuales 
(y exiguas) prestaciones para el cuidado, que tan perjudiciales 
son para las mujeres en todos los sentidos (dependencia econó­
mica, pobreza, sobre-explotación, enfermedad, etc.).

Por otro lado, y más importante si cabe, aunque una hipo­
tética sociedad fuera tan rica que pudiera permitirse pagar un 
sueldo digno durante toda su vida a las personas que hubieran 
sido amas de casa durante un periodo, ¿qué consecuencias ten­
dría ese régimen para las mujeres implicadas y, por extensión, 
para el estatus de las mujeres en general? La limitación de una 
persona al trabajo doméstico no solamente es perjudicial para 
ella desde el punto de vista de los ingresos, sino también por 
todos los problemas que origina la exclusión del espacio públi­
co, tan bien analizados por textos feministas básicos6. 

Así que la implantación del salario al ama de casa no sola­
mente es inviable sino también indeseable. Bajo la apariencia 
de una reivindicación radical (por cuanto, efectivamente, “es 
mucho pedir”), estas posiciones que en la práctica son incompa­
tibles con la plena integración en igualdad de las mujeres en el 
empleo terminan contribuyendo a mantener el orden patriarcal. 
Por el contrario, la invisibilidad (y subvaloración) del cuidado es 
mucho menor en los países que van avanzando en su atención 
mediante servicios públicos (y con una significativa —aunque 
insuficiente— implicación de los hombres), como son los paí­
ses escandinavos. Cuando las necesidades de las personas se 



186

convierten en un derecho reconocido, cuando trascienden las 
fronteras del hogar y cuando su atención deja de ser patrimonio 
femenino, todo ello sale a la luz, como veremos.

Un camino (incompleto) hacia la igualdad: 		
la alternativa escandinava al cuidado 

Al contrario que países como Alemania, Holanda o España, en 
los que se reforzó el modelo de familia tradicional con prestacio­
nes y desgravaciones para la permanencia de las mujeres en el 
hogar, Suecia optó por la vía contraria. Tenemos, por tanto, un 
caso en el que podemos estudiar el efecto de políticas enmarca­
das en la apuesta por un cambio estructural hacia una sociedad de 
personas sustentadoras/cuidadoras en igualdad. En este gran golpe 
de timón, operado alrededor de 1970, la sociedad sueca asumió 
que cada persona debía tener independencia económica a través 
de su propia participación en el empleo durante toda su vida. Los 
cuidados básicos debían proveerse, fundamentalmente, por el 
Estado, de tal forma que no exigieran la interrupción de la activi­
dad laboral de ninguna persona excepto en casos especiales y de 
corta duración. El necesario cuidado en la familia debía compar­
tirse igualitariamente entre hombres y mujeres.

Así, en poco tiempo, Suecia realizó reformas cruciales. Se 
eliminaron todas las prestaciones para el cuidado que eran 
incompatibles con el empleo, así como todas las medidas que 
desincentivaban el trabajo asalariado de las mujeres casadas. 
A la vez, se desarrolló un buen sistema público de atención a la 
dependencia, de tal forma que ninguna persona necesitara 
depender de sus familiares para los cuidados básicos que ase­
guran la autonomía personal. En cuanto al cuidado a la infancia, 
se universalizó el derecho a la educación infantil pública desde 
los 0 años. Se eliminó el permiso de maternidad y se sustituyó 
por permisos parentales iguales para ambos progenitores, con 
mantenimiento del puesto de trabajo, del salario y de todos los 
derechos laborales7. Por último, se racionalizaron los horarios, 
disminuyendo y concentrando las horas de trabajo.
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Aunque con diferente ritmo y alcance, la vía trazada por 
Suecia fue secundada por los demás países nórdicos, sobre todo 
Dinamarca, en menor medida Noruega y Finlandia, y más re­
cientemente Islandia. Actualmente en estos países la educación 
infantil y la atención a la dependencia son derechos universales 
y se proveen desde los servicios públicos. Como consecuencia, 
se comprueba que la distribución por sexos de los usos del 
tiempo es mucho más equilibrada: no solo la carga de trabajo de 
cuidados que se lleva a cabo en los hogares es menor, sino que 
los hombres la asumen en mayor proporción. Las figuras del 
ama de casa y de la empleada de hogar no tienen entidad signi­
ficativa; las personas que se dedican a las tareas de cuidado 
están generalmente empleadas en los servicios públicos y pro­
tegidas por la legislación laboral en las mismas condiciones que 
lo están las personas que trabajan en otros sectores de actividad 
económica. 

Servicios públicos y ‘tiempo de calidad’

Evidentemente, el cuidado no se limita a la solución de las 
necesidades básicas de autonomía personal, que es lo que exige 
dedicación profesional. Las tareas de cuidados incluyen tam­
bién una componente afectiva que, naturalmente, muchas per­
sonas desean proporcionar a sus seres queridos8. Podría 
pensarse que profesionalizar los cuidados supone tener que 
prescindir de esa dimensión más emocional. Pero, curiosa­
mente, en los países en los que el cuidado básico se ha sacado 
del hogar y los derechos sociales se han individualizado, hay 
una proporción mayor de personas que se ocupan de sus fami­
liares que en los países “familiaristas”. 

Esping-Andersen (2008) compara la incidencia (porcen­
taje de la población que asume tareas de cuidado) y la intensi­
dad del cuidado (media de horas dedicadas a la semana) en los 
distintos países, tanto en lo que se refiere al cuidado de proge­
nitores mayores como de nietos/as. En el cuadro 1 reproduci­
mos estos resultados.
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Cuadro 1

Dedicación de la población a tareas de cuidados

Incidencia
(% de la población)

Intensidad 
(Horas/semana)

Hijos/as que cuidan a progenitores 
mayores

Dinamarca 20 2,6

Francia 12 9,3

Italia 12 28,8

España 12 16,0

Abuelos/as que cuidan a nietos/as

Dinamarca 60 7,3

Francia 50 14,3

Italia 44 27,8

España 40 25,7

Fuente: Esping-Andersen (2008). 

Como se observa en este cuadro, existe una contradicción 
entre intensidad e incidencia. Mientras que la incidencia (o 
frecuencia) es mucho más elevada en Dinamarca (ejemplo de 
sociedad individualizada) que en España (ejemplo de sociedad 
familiarista), con la intensidad sucede precisamente lo contra­
rio. En Dinamarca hay una proporción mayor de la población 
que se ocupa de sus mayores, pero el tiempo dedicado es 
menor. Por el contrario, en España hay menos personas que 
cuidan, pero lo hacen prácticamente a tiempo completo. 

El mismo resultado se obtiene si analizamos la parte infe­
rior de este cuadro respecto a los cuidados de los nietos/as por 
parte de los abuelos/as. Basándose en estos datos, Esping-
Andersen (2008) afirma: “no es cierto que una individuali­
zación muy avanzada (desfamiliarización), como es el caso de 
Dinamarca, traiga consigo un desmantelamiento de las redes 
de solidaridad familiar. Por el contrario, puede suceder que 
un familiarismo muy fuerte, con gran dependencia de la 
familia para la solución de los problemas de cuidados, tenga 
el efecto de que muchas personas se retiren de las redes de 
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solidaridad familiar porque saben que si les toca será muy 
duramente”. 

A esta explicación habría que añadir que en las sociedades 
familiaristas los hombres están prácticamente excluidos del 
cuidado, mientras que en los países nórdicos se implican en 
mayor proporción; lo que sin duda afecta a los datos de inci­
dencia en unos y otros países. En resumen, si nos paramos a 
pensarlo, estos datos no son tan paradójicos como pudiera 
parecer: en los países nórdicos, los servicios públicos garanti­
zan los cuidados básicos y, por tanto, la independencia y liber­
tad de las personas implicadas. Así, con muchos menos traumas, 
las personas pueden ofrecer a sus dependientes cuidados com­
plementarios y afectos, dedicándoles lo que Esping- Andersen 
llama “tiempo de calidad”.

En resumen: ¿qué aporta la experiencia 		
internacional sobre cómo resolver 			 
la crisis de cuidados en igualdad?

No existe ningún país donde se haya eliminado la división 
sexual del trabajo, pero un análisis comparado nos muestra 
claramente que existen medidas que la refuerzan y otras que 
la debilitan. Además, cabe sostener que las medidas que 
intentan mantener la alternativa tradicional (que el cuidado 
siga recayendo sobre las mujeres) no son realistas, ya que no 
consiguen “convencer” a la mayoría de las mujeres para se­
guir en su papel de amas de casa (ni siquiera temporalmente 
o a tiempo parcial). Las pocas mujeres que finalmente tienen 
hijos/as se acogen a las medidas para la vuelta al hogar, pero 
la mayoría no elige esa vía, sino la renuncia a la maternidad 
(o tiene menos descendencia de la deseada). Como resulta­
do, la fecundidad sigue cayendo y la crisis de cuidados se 
agrava. 

En cambio, en los países en los se ha sacado el cuidado del 
exclusivo ámbito del hogar y se ha avanzado en la implicación 
de los hombres, también estos cuidados están más valorados y 
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más repartidos, con un claro efecto positivo sobre las tasas de 
fecundidad. Como consecuencia de una mayor fecundidad, a 
medio plazo se contiene el envejecimiento de la población y, 
por consiguiente, la excesiva demanda relativa se va reducien­
do. Todo ello nos muestra que la igualdad en el cuidado no solo 
es posible, sino que, de hecho, es la única vía posible ante la 
grave situación en la que se encuentran la mayoría de los países 
industrializados.

En conclusión, la experiencia histórica demuestra que la 
vía para valorar los cuidados, y para abordarlos correctamen­
te, tiene dos ejes: 1) su provisión por parte de los servicios 
públicos y 2) su reparto igualitario entre hombres y mujeres. 
A continuación nos preguntaremos cuáles son las políticas 
adecuadas para conseguirlo y cuáles, en cambio, lo están im­
pidiendo.

ATENCIÓN Y EDUCACIÓN INFANTIL: SITUACIÓN, 
PROBLEMAS Y SOLUCIONES

Las políticas públicas para la atención a la infancia abarcan tres 
ámbitos: 1) Permisos y prestaciones para que los progenitores 
cuiden en casa durante un primer periodo después del naci­
miento o adopción. 2) Sistemas públicos de educación infantil. 
3) Actuaciones relativas a los tiempos de trabajo. Analizaremos 
el diseño y combinación de estas políticas en los diferentes 
países para analizar sus ventajas y/o desventajas desde el punto 
de vista de la equidad, preguntándonos en cada caso si contri­
buyen al fortalecimiento o al debilitamiento de la división 
sexual del trabajo.

La desigualdad entre los permisos para hombres 	
y para mujeres: un elemento crucial

En el cuadro 2 se resumen los tipos de permisos por nacimien­
to que existen en la mayoría de los países europeos.
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Cuadro 2 

Los Permisos por nacimiento: principales características 

TIPO DE 
PERMISOS

QUIÉN PUEDE 
TOMARLO CUÁNDO DURACIÓN REMUNERACIÓN PARA QUÉ

P. maternidad Las madres
(en algunos 
países pueden 
ceder una parte 
al otro/a 
progenitor/a)

A 
continuación 
del parto 
(puede 
iniciarse 
antes)

Media 
europea: 
20,5 semanas

Generalmente 
entre el 75 y el 
100% del salario

Recuperación 
del parto 
y cuidado 
de la criatura

P. paternidad Exclusivamente 
los padres

A 
continuación 
del parto

Media 
europea: 
2,5 semanas

Generalmente 
igual que el de 
maternidad

Ayuda 
durante la 
recuperación 
del parto

P. parental Generalmente 
transferible 
entre ambos 
progenitores/as
(en algunos 
países, con 
cuotas 
intransferibles)

A partir del 
permiso de 
maternidad 
y antes 
de una cierta 
edad de la 
criatura 

Entre 3 meses 
y 2 años y 
medio

Generalmente 
mal pagados
(excepciones 
notables: 
países nórdicos 
y Eslovenia)

Cuidado 
de la criatura

Fuente: Castro garcía y Pazos morán (2008).

Aunque las denominaciones varían por países y pueden 
conducir a equívocos, podemos clasificar los permisos en tres 
tipos atendiendo a su función, a sus características y a su uso 
por parte de hombres y mujeres:

1) Permisos de maternidad para cubrir las semanas posteriores al 
parto, generalmente ligados a una prestación cercana al 100% 
del salario, con mantenimiento del puesto de trabajo y de todos 
los derechos laborales. Son para las mujeres, aunque en algu­
nos países pueden transferirse parcialmente a la otra persona 
progenitora. En España, por ejemplo, el permiso de materni­
dad es de 16 semanas, de las cuales, las 6 primeras son obliga­
torias para la madre y las otras 10 son voluntarias. Además, la 
madre puede transferir estas últimas 10 semanas a la otra per­
sona progenitora, pero solo aproximadamente un 2% de las 
madres transfiere alguna parte de su derecho y prácticamente 
ninguna renuncia a él sin transferirlo.
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2) Permisos largos y mal remunerados (o sin remuneración) para 
enlazar con el permiso de maternidad durante uno o varios años 
(llamados excedencias o permisos parentales). Es el caso de 
las excedencias en España9. Generalmente son no pagados o 
están muy mal pagados. Estos permisos suelen ir asociados al 
reconocimiento parcial y por tiempo limitado de periodos 
cotizados, así como a la reserva del puesto de trabajo durante 
un periodo. 

Estos permisos tienen apariencia de igualitarios, en cuan­
to que legalmente pueden tomarlos ambos progenitores. Sin 
embargo, en la práctica una mayoría abrumadora de quienes 
disfrutan estos permisos son mujeres (está universalmente 
demostrado que, en general, los hombres no se toman los per­
misos que no están bien pagados). En España, por ejemplo, 
de todas las excedencias que se toman cada año, un 95% son 
mujeres y un 5% hombres. 

Pero también es interesante destacar que este “derecho” 
no es tan general como aparenta: de todas las personas traba­
jadoras por cuenta ajena que tuvieron su primer hijo en 
2006, un 7,2% de las mujeres se tomó algún tiempo de exce­
dencia, y menos de un 1% de los hombres (Lapuerta, 2012). 
Esto se debe a que, para obtener la reserva del puesto de traba­
jo, en primer lugar hay que tener un empleo fijo, algo cada vez 
más raro: en 2011 solamente el 31% de las mujeres españolas 
entre 30 y 39 años estaban en esa situación. Así, solamente una 
minoría de las mujeres tiene acceso a estos permisos. Y de las 
que pueden acceder se los toman aquellas que no tienen otra 
alternativa. Tengamos en cuenta que, además de no estar bien 
pagados, el riesgo de penalización en el empleo es importan­
te, máxime con la des-regulación laboral a la que estamos 
asistiendo. 

3) Permisos transferibles largos y bien pagados de los países escan-
dinavos. Son en su mayor parte transferibles entre progeni­
tores. Así que, en la práctica, la mayoría de este permiso 
también es para las mujeres (el otro hecho universalmente 
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comprobado es que los hombres no se toman masivamente los 
permisos cuando los pueden transferir, aunque estén bien 
pagados). 

4) Permisos intransferibles y bien pagados para los hombres (o la 
otra persona progenitora). Aunque es relativamente reciente y 
está poco desarrollada, esta es la única medida efectiva para la 
implicación de los hombres en el cuidado infantil. En esta cate­
goría se incluyen dos fenómenos diferentes: por un lado, las 
cuotas intransferibles que han ido estableciendo los países 
escandinavos en los permisos bien pagados (2 meses en Suecia, 
10 semanas en Noruega, 3 meses en Islandia). Estas cuotas 
intransferibles son tanto para madres como para padres, pero, 
como su único impacto relevante se produce sobre los padres 
(que lo que se toman mayoritariamente es su parte intransferi­
ble), se suelen llamar “meses del papá”. Esas cuotas masculinas 
son genuinamente para el cuidado, ya que están diseñadas para 
que el padre se quede a cargo del bebé mientras la madre se 
reincorpora al puesto de trabajo (en Suecia, por ejemplo, no se 
permite que las usen simultáneamente ambos progenitores; en 
Islandia sí se permite, pero, lógicamente, las parejas tienden a 
turnarse para alargar el tiempo de permanencia del bebé en el 
entorno familiar). 

Por otro lado está el permiso de paternidad al estilo del 
que existe en España y en Francia (2 semanas en ambos paí­
ses), que está diseñado para que el padre permanezca en el 
hogar durante la recuperación del parto, por tanto, simultánea­
mente con la madre. En ese sentido, son muy diferentes de los 
de los países escandinavos, ya que en este caso el padre no se 
queda solo al cargo del bebé. Su duración media en Europa es 
de 2,5 semanas. 

Hay que destacar, porque es muy significativo respecto a lo 
que pasaría si se extendieran, que los permisos intransferibles 
y bien pagados son usados por la gran mayoría de los padres en 
todos los países sin excepción, y son muy bien acogidos por la 
población.
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En resumen, los permisos por nacimiento actualmente son de uso femenino 

en general. Para comenzar, tenemos las primeras semanas (de maternidad) 

para las madres. A continuación los llamados, en general, “permisos paren-

tales”, que, cuando están bien pagados, suelen ser transferibles, y cuando 

son intransferibles, suelen estar mal pagados. Los únicos de uso masculino son 

los permisos intransferibles y bien pagados, que son los de las primeras 

semanas para los padres (de paternidad) y las cuotas intransferibles y bien 

pagadas de los permisos parentales que existen en algunos países nórdicos y 

en Eslovenia.

En el gráfico 1 se ofrece un panorama de los permisos 
remunerados en Europa fijándonos, más que en su denomina­
ción, en a quiénes están destinados en la práctica. 

Gráfico 1

permisos remunerados por nacimiento, 2010
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Este gráfico aporta una primera aproximación a la enorme 
desigualdad entre la duración de los permisos que en la prácti­
ca se suelen tomar los hombres y las mujeres. Podemos afirmar 
que, en cada país, corresponde a los hombres a lo sumo la parte 
intransferible señalada en el gráfico, o más exactamente lo que 
de ese permiso intransferible esté bien pagado y si no está con­
dicionado a la utilización de alguna parte del permiso transfe­
rible (que se considera socialmente de la madre). El resto, que 
como se observa es mucho mayor, corresponde a las mujeres, 
que utilizan su permiso intransferible y también prácticamente 
la totalidad del permiso conjunto o transferible (excepto cuan­
do está muy mal pagado o cuando tienen otras alternativas). 

Así, en España los hombres dedican 2 semanas, mientras 
que las mujeres dedican hasta 20 (las 6 obligatorias y las 10 trans­
feribles del permiso de maternidad, más todo el permiso de lac­
tancia, que puede llegar a las 4 semanas). En Islandia los hombres 
utilizan masivamente 3 meses; y las mujeres, 6. En Alemania, en 
cambio, los hombres no utilizan masivamente sus 2 meses de 
permiso intransferible10, y para ello hay una razón de peso: el 
permiso solamente está pagado al 67% del salario, con un tope 
de 1.800 euros (hay que interpretar este dato pensando en los 
salarios de Alemania). Una remuneración que “convence” a las 
mujeres en general, pero no a la mayoría de los hombres. En 
consecuencia, el gráfico 1 puede mejorarse teniendo en cuenta 
el grado de remuneración de los permisos11. 

Como estos comportamientos se producen sin excepción 
en todos los países, es posible predecir la “norma social” sobre 
el uso de los permisos que existe o existirá en cada país con solo 
observar los rasgos elementales de su sistema: duración, trans­
feribilidad/intransferibilidad y grado de remuneración. 

Siguiendo estas pautas, en Castro García y Pazos Morán 
(2012) se construye un indicador de (des)igualdad de los per­
misos mediante un método elemental: en primer lugar, en cada 
país se atribuye a cada sexo el número de semanas que es previ­
sible que se tome la mayoría: a las mujeres sus permisos intrans­
feribles y los transferibles que no están muy mal remunerados 
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(por debajo del 50% o a una tasa fija inferior al salario míni­
mo); en cambio, a los hombres les hemos atribuido solamente 
sus permisos intransferibles bien remunerados (por encima 
del 75% del salario) y un 25% de los “regular remunerados” 
(entre el 66% y el 74%). A continuación, se divide la parte 
correspondiente a los hombres por el total de hombres y muje­
res para obtener, en cada país, el valor del indicador, que no es 
más que una predicción (en función únicamente del diseño de 
su sistema de permisos) de la proporción que representa la 
duración de los hombres respecto a la duración total (por ejem­
plo, en España el valor 0,09 es simplemente el resultado de 
dividir las 2 semanas de los hombres por las 22 de duración 
total). Así, el indicador varía en una escala de 0 a 0,5, siendo el 
0 la menor puntuación y el 0,5 la situación de plena igualdad. 

Gráfico 2 

Indicador de (des)igualdad de los sistemas de permisos 		
por nacimiento, 2010
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Fuente: Castro García y Pazos Morán (2012). 

Los valores de este indicador, que se ofrecen en el gráfico 
2, son confirmados fielmente por las estadísticas de uso de los 
países nórdicos, los únicos que publican regularmente cifras 
del tiempo total de permisos usados por hombres y mujeres. 
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En los demás países, las estimaciones puntuales disponibles 
también confirman estas predicciones de distribución del uso.

El gráfico 2 muestra que en ningún país existe un sistema 
de permisos totalmente igualitario, pero el sistema de Islandia 
es el que potencia un uso menos desequilibrado12. La reforma 
de Portugal de 2009 parece mostrar efectos favorables para la 
igualdad, aunque aún resulte demasiado pronto para poder 
contrastar los resultados conseguidos13. A continuación de Is­
landia y Portugal se encuentran Noruega y Suecia. A pesar de 
que estos dos países fueron pioneros en establecer cuotas 
intransferibles y bien pagadas para los hombres en los permi­
sos parentales, la extensión de sus largos permisos transferi­
bles dificulta el avance hacia la equiparación. 

Estos países con un permiso transferible largo (que como 
norma general se toman las madres) se ven aquejados de lo que 
se denomina un problema de dependencia del camino (path 
dependency), pues para llegar a la igualdad solo tienen dos alter­
nativas: o conceden a los padres un permiso intransferible y 
bien pagado igual al que ahora se toman en la práctica las ma­
dres (superior al año) o se ven abocados a individualizar las 
partes transferibles, lo que políticamente es muy difícil (muchos 
sectores de la sociedad lo perciben como un ataque a la mater­
nidad). Los demás países, por tanto, cuentan con experiencia 
suficiente para saber qué tipo de políticas han de aplicar, y cuá­
les deben evitar, si la igualdad es su objetivo. 

La solución: permisos iguales, intransferibles 		
y pagados al 100%

Entre las políticas públicas que refuerzan el modelo de familia 
sustentador masculino/esposa dependiente, la desigualdad entre 
los permisos de madres y padres es un elemento crucial. Los 
estudios muestran que se ha avanzado en el reparto del tiempo 
dedicado a las tareas del hogar entre las parejas jóvenes sin 
hijos, pero es ante el nacimiento de un bebé cuando cristalizan 
y se consolidan los roles de género diferenciados14. No es de 
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extrañar: por mucho que las personas hagan esfuerzos por 
romper con la tradición aprendida, la Seguridad Social viene a 
re-establecer claramente la diferencia en el momento crítico, 
marcando la pauta de que el cuidado es de la madre “esencial­
mente”. Como hemos destacado, los permisos son usados 
extensivamente por las mujeres en todos los países, excepto los 
permisos intransferibles para los hombres cuando están paga­
dos a tasas cercanas al 100% del salario real. Pero estos permi­
sos son extremadamente cortos en comparación con los que 
tienen las mujeres.

En España, por ejemplo, el padre tiene 2 semanas, que son 
imprescindibles para atender a la madre y al resto de la familia 
mientras ella se recupera del parto. Pero, pasado ese momento 
de emergencia familiar, a él le toca irse a trabajar y a ella que­
darse en casa cuidando. Este mensaje (real y simbólico) no 
solamente es captado por las dos personas protagonistas, con­
virtiéndose en un instrumento eficaz para la división sexual del 
trabajo dentro de la pareja, sino también por el entorno social 
en su conjunto. Las primeras en captar el mensaje son las cria­
turas, a las que desde su mismo nacimiento se comienza a dejar 
claro quién hace (y quién no hace) qué. También, por supuesto, 
lo captan las empresas y, así, esta diferencia en el hogar tiene su 
otra cara (o más bien cruz) en el rechazo a contratar y a promo­
cionar a mujeres para empleos cualificados. Se trata, de nuevo, 
del fenómeno de la discriminación estadística, al que aludíamos 
en el primer apartado de este capítulo.   

Sin embargo, los estudios realizados a partir de la minoría 
de parejas que reparten su permiso igualitariamente muestran 
que el padre, cuando se queda al cargo durante un periodo igual 
al de la madre, se acostumbra a tener la responsabilidad del 
cuidado y crea un fuerte vínculo emocional con el bebé (como 
la madre ahora)15.

Entonces, si se comprueba sistemáticamente que los hom­
bres se toman mayoritariamente los permisos cuando son 
intransferibles y bien pagados, ¿por qué no diseñar los permi­
sos de tal manera que sean iguales, intransferibles y pagados al 
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100%? Esa sería la única forma de asegurar que la mayoría de 
los padres pudieran tomarse el mismo tiempo que las madres. 
Aparte de su función de cuidado, solo con que ellos faltaran a 
sus puestos de trabajo en la misma medida que las mujeres ya 
sería un gran avance para la igualdad en el empleo. 

Pero es que, además, la inmensa mayoría de los padres 
efectivamente utilizan el permiso para cuidar. ¿Por qué privar 
a las criaturas de la atención de sus papás? ¿Cómo es posible 
que la Seguridad Social escamotee a los hombres una presta­
ción contributiva a la que tienen derecho por más que hayan 
cotizado durante toda su vida? Aunque solo hubiera en el 
mundo un padre que quisiera cuidar a su bebé (o por si acaso 
hubiera alguno), es una flagrante injusticia que esté privado de 
su derecho individual y en las mismas condiciones que las 
madres. 

Curiosamente, esta es la única prestación contributiva de 
la Seguridad Social que distingue según el sexo de las personas 
trabajadoras, y también es la única que unas personas pueden 
transferir a otras. Qué casualidad que todas estas excepciones 
en el derecho del trabajo y de la Seguridad Social se traduzcan 
en que el cuidado siga recayendo sobre las mujeres.

En definitiva, hay muchas razones para defender que cada progenitor/a tenga 

el mismo permiso, intransferible y pagado al 100%, independientemente de su 

sexo y de su tipo de pareja. Y no hay ninguna razón para que esta reforma no 

se lleve a cabo en una sociedad donde se reconoce el objetivo de la igualdad 

en el cuidado. Parece evidente que si la sociedad apuesta verdaderamente por 

la corresponsabilidad, el Estatuto de los Trabajadores y la Seguridad Social 

deben dar a los hombres la posibilidad de asumir su parte.

Jornadas y horarios: dos alternativas

En relación con los cuidados, las medidas de regulación del 
tiempo de trabajo pueden ser de dos signos muy distintos, y con 
efectos muy diferentes para las personas involucradas. Una 
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alternativa es la reducción y racionalización de la jornada labo­
ral máxima para todas las personas. La otra es la de distinguir a 
las personas sobre las que supuestamente recaen las “necesi­
dades de conciliación” (mujeres) y ofrecerles condiciones 
especiales y diferentes a las que tienen la mayoría de las perso­
nas trabajadoras.

La reducción del tiempo de trabajo fue una demanda 
constante de los movimientos obreros durante el siglo XX. En 
mayor o menor medida, en todos los países occidentales se 
avanzó en esta vía, desde la conquista general de las 40 horas 
semanales hasta las 35 o 37 horas de algunos sectores con 
mayor fuerza sindical16. Junto a la reducción de la jornada 
legal máxima, se establecieron limitaciones a las horas 
extraordinarias y a los cambios de horario y lugar de trabajo. 
Aunque estos avances no fueron propiciados exclusivamente 
por la necesidad de atender a las necesidades familiares, cabe 
sostener que constituyen una condición necesaria para que la 
mayoría de las personas trabajadoras puedan implicarse sig­
nificativamente en el cuidado. 

Desgraciadamente, en la actualidad esta tendencia general 
se ha invertido. En cambio, han aumentado las “facilidades” 
para las personas “con responsabilidades familiares”: re­
ducción de jornada, flexibilización de horarios y teletrabajo. 
El derecho a la reducción de la jornada se ha extendido enor­
memente en Europa durante las dos últimas décadas. Suele 
abarcar varios años, con ciertos periodos de reconocimiento 
parcial de cotizaciones (aunque ni para todas las contingen­
cias ni durante la duración máxima del derecho a la reducción 
de la jornada), y sin ninguna prestación asociada ni comple­
mento que amortigüe la reducción salarial. Por ejemplo, en 
España, la Ley de Igualdad (LOIHM, 2007) establece el derecho 
a reducción de jornada entre 1/8 y 1/2 por cuidado de hijos/as 
(hasta los 8 años) y dependientes hasta segundo grado de con­
sanguineidad o afinidad (por tiempo indefinido), con prohibi­
ción del despido durante todo el tiempo en que la persona 
trabajadora esté acogida a ese derecho17.
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La experiencia internacional nos muestra que los hombres no se acogen 

masivamente a las reducciones de jornada, flexibilizaciones de horarios y 

teletrabajo para la llamada conciliación. Y es que, en general, se comprueba 

que estos “derechos” truncan la carrera profesional y ponen en riesgo el 

puesto de trabajo. Como norma, solo las “eligen” las mujeres con estabilidad 

laboral, que son una exigua y menguante minoría. En España, por ejemplo, de 

todas las personas que tuvieron su primer hijo/a en 2006 estando empleadas, 

recurrieron a algún periodo de reducción de jornada el 10,9% de las mujeres 

y menos del 1% de los hombres (Lapuerta, 2012).

El mayor o menor recurso por parte de las mujeres a la 
reducción de jornada depende, entre otros factores, del marco 
normativo del país18. La consecuencia (indeseable pero cierta) 
de estas regulaciones es una gran segregación por sexos del 
mercado de trabajo, con sectores enteros femeninos a tiempo 
parcial y otros sectores masculinos con jornadas muy largas. 
Este fenómeno se observa en países como Suecia, donde gran 
parte de la población femenina trabaja en sectores organizados 
a turnos de 30 horas semanales, que es a lo que muchas madres 
suelen recurrir durante el par de años que sigue al largo permi­
so parental y con la criatura ya incorporada a una escuela de 
educación infantil. El mecanismo por el que se llega a esta 
situación es el siguiente: las empresas, ante la dificultad de 
sustituir ciertos puestos de trabajo temporalmente, parcial­
mente y por tiempo indeterminado, optan (“preventivamente”, 
podríamos decir) por organizar los turnos de todas las mujeres 
en base a esa norma. 

Además, los regímenes especiales de horarios solo cubren 
las necesidades de cuidado durante un tiempo limitado. Aun en 
el caso de que las empresas no dificultaran la vuelta de esas 
mujeres a sus puestos de trabajo después de los periodos en los 
que gozan de protección contra el despido, las necesidades de 
cuidado no estarían resueltas, pues suelen durar más y son 
incompatibles con los horarios a tiempo completo imperantes 
en la era de la llamada flexiguridad. Este problema se agrava si el 
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cuidado recae sobre una sola persona de la familia (como ocu­
rre muy frecuentemente en los países familiaristas) y si la dis­
ponibilidad de servicios públicos es escasa.

 
En resumen, la política relativa a los tiempos de trabajo ofrece dos alternati-

vas: una es la de jornadas cortas y racionales a tiempo completo, que facilitan 

a todas las personas compatibilizar empleo de calidad con cuidado, y no sola-

mente en momentos cruciales, sino durante toda su vida. La otra alternativa 

es ofrecer un camino especial a las personas “con responsabilidades familia-

res”. Esta segunda vía no soluciona el problema de forma duradera y, en 

cambio, crea muchas dificultades a las personas afectadas: en primer lugar 

supone una merma de ingresos que suele ocasionar la caída en situación de 

dependencia económica. Además, junto a la pérdida de ingresos está la de 

derechos sociales asociados a las cotizaciones. Finalmente, la carrera profe-

sional se interrumpe y el riesgo de pérdida del puesto de trabajo aumenta 

significativamente a pesar de las regulaciones (temporalmente) protectoras. 

Escuelas de educación infantil de calidad: 		
una necesidad urgente y estratégica

La necesidad de universalización del derecho a la educación 
infantil desde los 0 años está ampliamente arraigada en la 
sociedad. Y es que, aunque resulte una obviedad, conviene 
resaltar que solamente las personas contrarias a la igualdad en 
el empleo y en el cuidado podrían pensar que no es necesaria la 
incorporación de las criaturas a una escuela de educación 
infantil de calidad, asequible económicamente para todas las 
familias, con horarios suficientes y cerca del domicilio familiar. 
Para que todas las personas puedan mantener su empleo y su 
salario, es necesaria dicha incorporación desde el mismísimo 
día en que termina el periodo cubierto por los permisos pagados 
al 100% de sus progenitores/as (sean dos o uno/a).

La escuela de educación infantil debe estar cerca del 
domicilio, para que ambos progenitores puedan turnarse en 
esa tarea y para que la criatura no sufra madrugones ni largos 
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viajes. La escuela no debe estar ligada a la empresa, pues ese 
“beneficio” puede dar lugar a presiones laborales sobre la per­
sona trabajadora (generalmente la madre). Por último, y no 
menos importante, el sistema de educación infantil se debe 
considerar parte del sistema educativo, ya que esa es la forma 
de asegurar la calidad en esta etapa importante desde el punto 
de vista formativo19.

A pesar de todas estas evidencias, en los países “fami­
liaristas” la educación infantil no es objeto de la suficiente 
atención y, desde luego, dista de ser un derecho reconocido 
y atendido adecuadamente. Es difícil aportar cifras sólidas y 
comparables de cobertura, ya que las estadísticas que hay están 
basadas en estimaciones aportadas por los gobiernos, sin espe­
cificar condiciones, horarios, calidad y accesibilidad económi­
ca, que son variables muy importantes y que toman valores muy 
diferentes según países y regiones. Una cifra que sí es compa­
rable, y que mide el esfuerzo de cada país, es el presupuesto 
público dedicado, que se ofrece en el gráfico 320.

Gráfico 3

Gasto público en servicios de educación infantil, 2005 (en % del PIB)
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Lo cierto es que la educación infantil solo es un derecho 
reconocido universalmente y asequible a toda la población en 
los países nórdicos, y aun en estos países puede resultar difícil 
el acceso a edades muy tempranas. En todos los países el servi­
cio está sometido a pagos en función de la renta de las familias, 
pero la variación es grande: en países como Suecia o Islandia 
estos pagos son muy bajos. En Holanda, en cambio, el precio es 
alto para familias con ingresos, lo que supone un problema para 
el mantenimiento en el empleo de las mujeres casadas con 
hombres de rentas altas. Por otra parte, en Francia existe una 
importante red de escuelas de educación infantil de calidad, 
pero es insuficiente para atender la demanda y se combina con 
un sistema (incentivado fiscalmente y también asequible) de 
asistentes maternales certificadas, que cuidan a las criaturas 
de varias familias en su casa con cierta supervisión pública. 

La disponibilidad y accesibilidad de los servicios de edu­
cación infantil pública está en relación muy estrecha con la 
provisión y uso de las llamadas “medidas de conciliación” (per­
misos, excedencias y reducciones de jornada). En la práctica, la 
mayoría de los países siguen contando con la retirada de las 
mujeres del empleo. Esta es la verdadera causa de que la educa­
ción infantil no se considere prioritaria y siga siendo relegada 
por parte de los gobiernos, de los partidos e incluso de los 
movimientos sociales. 

en definitiva, ¿Qué recursos de atención 		
a la infancia existen y cómo se combinan?

Desde el punto de vista de la igualdad de género, podemos cla­
sificar los recursos de atención a la infancia en tres tipos:

• Por un lado se encuentran los recursos para las mujeres, que, 
en la práctica, hacen que ellas sigan siendo responsables del 
cuidado infantil, para lo que inevitablemente deben alejarse de 
su puesto de trabajo, aún temporal o parcialmente. Destacan 
los permisos de maternidad y los parentales no bien pagados y/o 
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transferibles, así como las reducciones de jornada y otras medi­
das como la flexibilidad de horarios o el teletrabajo para perso­
nas “con responsabilidades familiares”. 

• Por otro lado están los recursos destinados a la implicación de 
los hombres. Se trata de los permisos de paternidad intransfe­
ribles y bien pagados. 

• Por último, hay que considerar los recursos que inciden en 
disminuir la carga de cuidados que soportan las familias sin 
que suponga una mayor carga para las mujeres ni una merma de 
sus derechos laborales. Uno de estos recursos es el de los servi­
cios públicos de educación infantil, que son necesarios para 
que madres y padres puedan compatibilizar empleo de calidad 
con maternidad y paternidad, a la vez que determinantes para la 
formación de las criaturas. El otro, muy importante, es la dis­
minución de la jornada laboral a tiempo completo.

En cada país, el sistema de permisos, excedencias y facili­
dades para la reducción de jornada se combina con los demás 
elementos de política familiar y de mercado de trabajo, parti­
cularmente el sistema de educación infantil y los horarios labo­
rales. La clave es que el uso de los diferentes recursos depende 
de si están accesibles en la práctica, de las penalizaciones a las 
que se sometan y de las alternativas disponibles. Por ejemplo, 
en Francia existe un permiso parental mal pagado hasta que el 
hijo/a cumple los 3 años (a partir del segundo), pero las muje­
res no se ven tan impulsadas a recurrir a él como en otros paí­
ses, ya que tienen la alternativa de un sistema de educación 
infantil asequible para la mayoría de la población. 

En Holanda, en cambio, la norma de que las mujeres tra­
bajen a tiempo parcial y los altos precios de la educación infantil 
pública para familias con ingresos medios son dos factores que 
se retroalimentan: muchas mujeres casadas se retiran parcial o 
totalmente del mercado de trabajo durante los primeros años de 
crianza, sobre todo si su sueldo es bajo y el de su marido es alto. 
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En Finlandia se acogen a la prestación para el cuidado en casa 
muchas más mujeres que en Suecia, y ello se debe en gran parte a 
la mayor tasa de paro y precariedad femenina existente21. 

Es virtualmente imposible determinar la responsabilidad 
exacta de cada uno de los elementos en el mantenimiento de los 
roles de género; estos y muchos otros factores van conformando 
las pautas de comportamiento que constituyen la diferente “cultu­
ra” o “modelo” de los países. Y esa “cultura” produce frutos diver­
sos que la profundizan. Por ejemplo, en Holanda se considera tan 
“natural” la ausencia del padre en los primeros días de nacimiento 
del bebé, que se provee ayuda a domicilio durante la recupera­
ción del parto, sin ni siquiera imaginarse la posibilidad de ins­
taurar un permiso de paternidad como el que ya existe en España. 

Por su parte, en Alemania, donde el sistema de educación 
infantil pública es tradicionalmente deficiente, y donde la 
implicación de los padres es baja, el partido en el poder (CDU) 
se está planteando crear un permiso de “abueleidad” para que 
las abuelas se retiren del trabajo por cuidar a sus nietos duran­
te 3 años22, como el que ya existe en Hungría. Así pues, los 
distintos recursos, conjuntamente y en distinta medida según 
los países, producen efectos sobre las tasas de empleo, de de­
sempleo, de segregación laboral y de tiempo parcial femenino. 

Resumiendo, lo cierto es que en muy pocos países se ha 
conseguido instaurar un sistema en el que la maternidad y la 
paternidad sean compatibles con el mantenimiento en el empleo 
de todas las personas implicadas23. Pero incluso en esos pocos 
países (los escandinavos) persiste el problema de que los permi­
sos para las madres son mucho más largos que para los padres, así 
como el problema del recurso generalizado al tiempo parcial 
femenino. Aunque los permisos estén bien pagados y el tiempo 
parcial femenino no sea “muy muy parcial”24, estos dos factores 
(desigualdad en la duración de los permisos y especialización 
femenina en el tiempo parcial) contribuyen a que permanezca 
la inserción subalterna de la mujer en el mercado laboral, con la 
consiguiente brecha salarial y división sexual del trabajo en el 
hogar. Sin embargo, hay que reconocer que en los demás países 
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la situación es aún peor: se asume (y se incentiva) la retirada 
(parcial o total) de las mujeres de sus puestos de trabajo y, con 
ella, la pérdida de ingresos, derechos y posibilidades de desa­
rrollo personal y profesional. 

ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA: SERVICIOS 	
PÚBLICOS VERSUS ‘CUIDADORAS FAMILIARES’ 

La atención a la dependencia, o cuidados de larga duración 
(CLD), es la provisión de cuidados a las personas que no tienen 
autonomía funcional, como ocurre frecuentemente a edades muy 
avanzadas. Esas personas necesitan “la atención de otras perso­
nas para la realización de las actividades básicas de la vida diaria 
o, en el caso de las personas con discapacidad intelectual o enfer­
medad mental, de otras ayudas para su autonomía personal” (art. 
2 de la Ley de Dependencia española; Ley 39/2006).

Conviene subrayar, una vez más, la diferencia entre estos 
cuidados básicos y el afecto que pueden dispensar las personas 
próximas (“tiempo de calidad”). El afecto no puede ser cubierto 
extensivamente por los servicios públicos, y en realidad depende 
de factores particulares en cada caso. Sin embargo, la obtención 
de los cuidados necesarios para suplir la falta de autonomía fun­
cional es un derecho elemental, y como tal debe (y puede) ser 
garantizado por los servicios públicos. Parece sensato partir de la 
premisa de que ninguna persona dependiente debe sentirse des­
amparada de ese derecho a la autonomía, así como que ninguna 
otra persona debe verse obligada a renunciar a su empleo ni a su 
proyecto vital para evitar esa situación. Sin embargo, esta consi­
deración no es la predominante en la intervención pública refe­
rente a los CLD, como veremos.

 La mayoría de los países europeos han ido a remolque de la 
explosión de la demanda de CLD derivada del envejecimiento de 
la población y de la incorporación masiva de las mujeres al mer­
cado de trabajo regular. Después de décadas en las que la aten­
ción se limitaba a un conjunto disperso de servicios sociales, se 
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fueron estableciendo sistemas por los que se reconoce el dere­
cho, se trata de ordenar y homogeneizar el nivel de atención y, 
sobre todo, se pone en pie un nuevo recurso que va a tener un 
papel central: la promoción de la figura de la denominada cui-
dadora informal o cuidadora familiar. 

Intentaremos describir la situación y argumentar la tesis, 
compartida por diversos autores, de que estas políticas “refuer­
zan, reconstruyéndolo, el modelo tradicional de cuidados” 
(Rodríguez Cabrero, 2011). Conviene advertir que esta tesis no 
implica una falta de reconocimiento a la atención que algunos 
gobiernos dedican a los CLD. La cuestión es que el reconoci­
miento del derecho al cuidado no ha traído aparejado el reco­
nocimiento de los más mínimos derechos para las personas que 
lo realizan, empezando por su derecho a la libre elección sobre 
cuidar o no cuidar, sino al contrario: se intenta mantener ese 
modelo apuntalándolo con los mecanismos que haga falta. 

El otro puntal de los nuevos sistemas es la sobre-explota­
ción hasta grados cercanos al esclavismo de las empleadas de 
hogar, en muchos casos (como Italia y España) auspiciada por 
la precariedad del régimen de empleo doméstico, por la amplia 
tolerancia del empleo irregular en el sector y por estrictas polí­
ticas de inmigración que condenan a estas mujeres a la vulne­
rabilidad más absoluta. El problema es, además, que esta 
presión sobre las mujeres sigue aumentando, y la provisión de 
servicios públicos sigue perdiendo protagonismo. 

Modelos de cuidados de larga duración en Europa

Los países nórdicos son los únicos que mantienen sistemas 
públicos de CLD que no están fuertemente basados en la pro­
moción de las cuidadoras familiares ni en las empleadas domés­
ticas sin derechos. Comenzaron a desarrollarse hacia 1970, sin 
leyes de dependencia específicas, en el contexto del golpe de 
timón operado en las políticas públicas para universalizar e indi­
vidualizar los derechos sociales, y bajo la premisa de que debían 
darse oportunidades a las mujeres para que permanecieran 
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vinculadas al empleo durante toda su vida (como lo están la 
generalidad de los hombres). Así, el Estado se considera res­
ponsable de asegurar los servicios públicos suficientes sin 
necesidad de concurrencia de la familia25. 

En la última década estos países han introducido presta­
ciones para el cuidado como alternativa al uso de servicios 
públicos, pero por ahora no son de uso masivo y el sistema ha 
mantenido su característica básica: amplia cobertura de servi­
cios públicos residenciales y de ayuda a domicilio provistos por 
los municipios. Es un sector casi exclusivamente femenino y a 
tiempo parcial, pero los empleos son de más calidad que en 
otros países (los turnos son de 30 horas semanales; no existen 
regímenes de Seguridad Social precarios para el empleo domés­
tico; y el empleo sumergido es escaso). Los CLD han pasado, en 
estos países, de las mujeres de la familia a mujeres profesiona­
les empleadas del sector público. 

Los países de la Europa continental fueron aprobando 
leyes de dependencia básicas hacia finales del siglo XX (Austria 
en 1992, Alemania en 1995). En ellas, la familia se considera la 
responsable fundamental de la provisión de cuidados; tienen 
un gran protagonismo las transferencias monetarias; y se pro­
mueve el cuidado informal por múltiples vías. El sistema se 
basa en seguros de atención a la dependencia (en lugar de la 
financiación por impuestos generales por la que optan otros 
países, entre ellos, España) que ofrecen una cobertura limitada 
y siempre insuficiente. 

En Alemania, país emblemático de este modelo conserva­
dor, el Código Civil establece la obligatoriedad de la atención 
mutua en el seno familiar. Existe un seguro de dependencia 
obligatorio para todos los residentes, que solo cubre reembol­
sos por contratación de atención a domicilio hasta cierta canti­
dad y frecuencia, para proporcionar a la familia cierto desahogo 
financiero y de dedicación. El principio rector declarado del 
sistema es primar la atención en el hogar sobre la institucional; 
y analizando la regulación podemos añadir que se cuenta con la 
figura de la cuidadora familiar como concurrente necesario. 



210

En efecto, en primer lugar el nivel máximo de servicios 
que se reembolsan es el de 5 horas al día de media, y ese nivel 
corresponde a las personas clasificadas como necesitadas de 
atención las 24 horas (nivel III). Claro que la persona depen­
diente puede optar por cobrar la ayuda económica, en lugar de 
contratar servicios, si una persona de la familia (por consan­
guineidad o “afinidad”) se encarga de las tareas de cuidado. 
Obviamente, estas condiciones ya abocan a que un familiar se 
ocupe, a menos que la persona dependiente disfrute de un alto 
nivel adquisitivo. A la cuidadora familiar se le reconocen cier­
tos derechos para el cálculo de la pensión, cursos gratuitos y 
posibilidad de sustitución por vacaciones, aunque muy limita­
da: después de un periodo mínimo de 12 meses ininterrumpi­
dos de cuidado, se le reembolsarán los gastos por contratación 
de una persona sustituta por un máximo de 1.432 euros al año; y, 
curiosamente, esa persona no puede ser otro familiar. 

Frecuentemente se aduce, como justificación para este 
sistema, que la población alemana prefiere los cuidados en el 
entorno familiar (Shulte, 2009). La pregunta que resulta obli­
gada, pero no suele hacerse, es: ¿cuántas personas dependien­
tes podrían optar por otra solución? y ¿cómo se las arreglarán 
quienes no tengan un familiar para cuidarles ni medios econó­
micos sustanciosos? En esos casos, el Estado se considera res­
ponsable subsidiario, pero solamente después de comprobar 
que no existe ningún familiar que pueda responder. Por tanto, 
no se les da a elegir entre cuidados familiares o institucionales; 
estos últimos son el último recurso después de agotado el pri­
mero, y principal. 

Entre estos dos modelos (países nórdicos y modelo con­
servador alemán) hay una variedad de países con evoluciones 
diversas. En Holanda, a partir de un sistema universalista, 
relativamente generoso y orientado a la prestación de servicios 
(que situaba a este país junto a los nórdicos), en las dos últimas 
décadas se operaron profundas reformas que se han traducido en 
un mayor protagonismo del cuidado informal y de los seguros 
privados. El llamado “presupuesto personal” (PB), implantado a 



211

partir de 1991, consiste en sustituir la provisión de servicios 
por una prestación monetaria que la persona beneficiaria 
puede gastar como desee, incluyendo el pago a cuidadores/as, 
profesionales o no. En principio, la persona elige entre cuida­
dos en especie y el PB, pero un 87% de sus titulares declaran 
que hubieran preferido recibir servicios (De Gier, 2009). 

Francia se considera parte del modelo continental, mantie­
ne la obligación legal de atención familiar y canaliza el grueso de 
la atención pública a través de la llamada prestación personalizada 
para la autonomía (APA), que se puede utilizar para la contrata­
ción de profesionales y también para la atención por parte de una 
persona de la familia (que no puede ser el cónyuge). Con todo, 
este país aún mantiene un nivel relativamente alto de servicios de 
atención a domicilio y residenciales. 

El Reino Unido es el ejemplo emblemático del llamado 
“modelo liberal”26, basado en provisiones públicas universales 
de nivel asistencial. Hasta recientemente, aun con recortes, ha 
mantenido este sistema basado en dos pilares: un nivel asisten­
cial (prestaciones monetarias de baja cuantía para personas 
mayores y discapacitadas, y ayudas a las personas cuidadoras 
(care allowance), todas ellas para personas de bajos ingresos) y 
una extensa red de servicios públicos municipales de acceso 
general pero sujetos a copago en función de la renta (Rodrí­
guez Cabrero, 2011). Sin embargo, este país está actualmente 
en pleno proceso de implantación del llamado “presupuesto 
personal (PB)”27. La operación consiste en sustituir la provi­
sión de servicios por la adjudicación de una prestación (pre­
supuesto) a cada persona dependiente, en función de su 
grado de dependencia y de su situación económica y familiar. 
Una vez adjudicado, cada persona puede gastar su PB como 
desee sin tener que rendir cuentas. Otra figura es el presu­
puesto personal de la persona cuidadora (Carer’s PB), tam­
bién discrecional y guiado por la retórica de la “libertad de 
elección”28. Evidentemente, se trata de la privatización de los 
servicios y de su sustitución, en gran parte, por un aumento 
del cuidado informal. 
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En el extremo más precario se encuentran los países del 
sur de Europa, como Italia y España. En estos dos países, la 
intervención pública es tradicionalmente raquítica y la provi­
sión de cuidados sigue pesando esencialmente sobre las muje­
res de la familia. El caso de Italia es muy interesante, tanto en 
sí mismo como porque puede servir para predecir la situación 
que se puede dar en España. Italia registra actualmente la 
mayor tasa de dependencia demográfica de Europa (la pobla­
ción con 65 o más años supone un 28,9% de la población entre 
15 y 64 años). 

La intervención pública del gobierno central italiano se ha 
limitado a mantener la llamada Indemnitá di Acompagnamento 
(IA), una prestación universal para todas las personas con un 
100% de invalidez. Esta figura, que se puso en pie en 1971 con la 
finalidad muy distinta de servir como un subsidio por invalidez, 
es de muy reducida cuantía, igual para todos los casos reconoci­
dos, independiente de la renta y no sujeta a ningún tipo de control 
sobre su uso. Los gobiernos locales y regionales han desarrollado 
algunos servicios dispersos, pero estos son muy escasos en com­
paración con la demanda; generalmente están destinados a casos 
extremos de pobres que no tienen familiares obligados a cuidar­
les, con algunos casos minoritarios de copago. 

El Estado italiano nunca ha llegado a reconocer explícita­
mente el derecho universal al cuidado. Los recurrentes debates 
con ocasión de las cifras sobre el crecimiento exponencial del 
número de dependientes y su desprotección, como el subsi­
guiente a la alta mortalidad causada por la ola de calor de 2002, 
solo han dado como resultado la elaboración de planes por los 
sucesivos gobiernos, para ser posteriormente abandonados. La 
“salida” italiana ante la crisis de cuidados ha sido la creación de 
un importante mercado asistencial privado, en su mayor parte 
informal y sujeto a escaso control, que actualmente absorbe una 
proporción sustancial de los CLD (Ranci, 2009). 

Este fenómeno ha sido facilitado por varias vías: por un 
lado, el escaso control sobre el empleo irregular en el sector del 
servicio doméstico; por otro, una política de inmigración muy 
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restrictiva, que además exige residencia y contrato de trabajo 
previos a la solicitud de regularización. Esta política hace que la 
aceptación de un puesto de empleada doméstica interna sea 
la vía prioritaria de entrada para muchas mujeres inmigrantes. 
Estas mujeres en situación irregular, que se estima llegan hasta 
el 64% de todo el empleo en el sector, se encuentran con una 
falta total de movilidad, dependientes de la familia empleadora 
y cobrando 800 euros al mes por un trabajo de cuidados de 
24 horas al día y 7 días a la semana. 

España es un caso retardado de este modelo italiano. La 
tasa de dependencia demográfica es ya alta y aumenta a mayor 
ritmo que la de los demás países, estimándose que llegará a ser 
en 2040 del 54,3%, al mismo nivel que Alemania y solo supe­
rada en la Unión Europea por Italia29. Los esfuerzos dispersos 
de provisión de servicios públicos, y el debate sobre la necesi­
dad de CLD, culminaron en la aprobación en 2006 de la Ley de 
Dependencia. Al estilo de otras leyes europeas anteriores, esta 
ley reconoce el derecho universal al cuidado y establece meca­
nismos homogéneos para la calificación de la dependencia, así 
como todo un catálogo de servicios. Su originalidad (teniendo 
en cuenta el momento en el que fue gestada y aprobada) reside 
en la declaración de que el principio rector de la ley es la provi­
sión de servicios públicos. Conviene detenerse en este asunto 
porque es un ejemplo más de cómo el propio contenido de una 
ley puede posibilitar que su aplicación sea contraria a la inten­
ción declarada. 

En efecto, las prestaciones por cuidados en el entorno 
familiar, reguladas en el art. 18, se califican de “excepciona­
les” en la propia ley. Esta declaración de intenciones fue pro­
bablemente fruto de las presiones feministas para que esa 
figura no existiera, pues era previsible que, de existir, en la 
práctica esa sería la vía por la que se canalizara el grueso de 
la atención (Tobio et al., 2010). Así ha sido: como concluye el 
informe de evaluación gubernamental emitido a los 4 años de 
aplicación de la ley, “se ha comprobado cómo las prestaciones 
económicas de cuidados en el ámbito familiar han adquirido 
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una importancia que altera el carácter excepcional que para las 
mismas establece la Ley” (INSERSO, 2011). 

Curiosamente, ni este informe ni el Sistema de Infor­
mación del Servicio de Atención a la Dependencia (SAAD) 
ofrecen el número de casos canalizados hacia cuidadoras fa­
miliares, ni siquiera la desagregación por sexo ni ninguna 
otra información sobre las personas cuidadoras (lo único que 
podemos saber es el número de ellas que están dadas de altas 
en la Seguridad Social por esa vía; pero este no es el total). 
Tenemos que conformarnos con la idea que nos dan las cifras 
de gasto contenidas en el informe citado: entre 2009 y 2010, 
el 79% del “gasto nuevo” se utilizó en prestaciones económi­
cas (la mayoría en prestaciones por cuidados familiares, aun­
que tampoco sabemos qué porcentaje), y el restante 21% en 
servicios30. 

En cuanto al otro recurso, el empleo doméstico, en Espa­
ña nos encontramos con la misma connivencia hacia la escla­
vitud de las inmigrantes que en Italia; la misma notoria 
confluencia entre las leyes de inmigración restrictivas y el 
desentendimiento de la Inspección de Trabajo sobre todo lo 
referente al empleo doméstico31. La vía principal de regulari­
zación de las inmigrantes dedicadas al trabajo doméstico es la 
llamada “por arraigo social”, que exige demostrar 3 años de 
permanencia en el país y tener un contrato de trabajo firma­
do. Cabe sostener que este sistema favorece la sobre-explota­
ción, pues muchas inmigrantes irregulares pasarán largos 
periodos trabajando en condiciones durísimas con la espe­
ranza de convencer a su familia empleadora de que les abra esta 
puerta, y así para las sucesivas renovaciones del permiso de 
residencia y trabajo32. 

A pesar de todo, justo es reconocer que en España ha 
aumentado la oferta de servicios públicos en la última década 
(aunque no tanto como la demanda) y que la Ley de Depen­
dencia tenía el mérito de potenciar el debate sobre la necesi­
dad de los CLD. Sin embargo, con los últimos recortes 
podríamos darla por finiquitada: la anteriormente limitada 
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financiación se ha reducido al mínimo, e incluso se ha dejado 
de financiar públicamente la Seguridad Social de las cuidado­
ras, ofreciéndoles a partir de ahora la posibilidad de pagárse­
la de su bolsillo. 

Para entender la evolución de la atención a la dependencia 
en Europa es importante situarla en el contexto en el que se 
desarrolla. Hasta finales de la década de los ochenta, la línea 
ideológica dominante en política social era la de avanzar en la 
provisión de servicios públicos, aunque la atención a la depen­
dencia continuaba sustancialmente a cargo de las mujeres en el 
seno familiar. Pero esa tendencia se invirtió justamente cuando 
la explosión de la demanda de cuidados hizo inaplazable la 
intervención de los gobiernos. Así, los sistemas que se crean a 
partir de 1990, a la vez que reconocen el derecho subjetivo a la 
atención, están sometidos a tres restricciones (Rodríguez 
Cabrero, 2011): no sustituir la responsabilidad familiar, sino 
reforzarla; trasladar parte del riesgo al individuo; y potenciar la 
gestión privada. 

En los países del centro de Europa se instauran seguros de 
dependencia obligatorios y mayormente privados; en otros 
países el sistema se financia con impuestos generales. Ambos 
sistemas tienen como característica básica el mantenimiento 
de la atención familiar como componente principal de la aten­
ción y el establecimiento de una figura que en la práctica resul­
ta central para todos los sistemas: la de prestaciones monetarias 
limitadas y complementarias a esa atención familiar (APA en 
Francia; Presupuesto personal en Alemania, en Holanda y en el 
Reino Unido; prestaciones por cuidados en el entorno familiar 
en España; IA en Italia; cash for care en los países nórdicos, 
etc.). La retórica que acompaña sistemáticamente estas provi­
siones es la de la libertad de elección, pero en la práctica se 
trata de privatizar los servicios públicos y de potenciar la figura 
de la cuidadora familiar. Aunque esta tendencia sea general, y 
todos los sistemas estén en transformación (y/o en fase de 
implantación), las diferencias entre países son importantes, 
como veremos. 
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Lo que muestran los escasos datos disponibles 	
y su insuficiencia

Un primer indicador del esfuerzo realizado es el gasto público 
dedicado a los CLD en Europa, que se refleja en el gráfico 4. La 
comparación de estas cifras entre países puede darnos una idea 
de en qué medida las sociedades atienden a sus dependientes.

Gráfico 4

Gasto público en cuidados de larga duración en Europa, 2009 (% PIB)
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Fuente: Elaboración propia a partir de Health at a Glance 2011: OECD Indicators.

Destaca, una vez más, el mayor esfuerzo de los países nórdi­
cos y Holanda, los países que se dotaron tempranamente de un 
sólido sistema de servicios públicos (con un gasto público mayor 
del 2% del PIB). En el otro extremo, los países del sur como Espa­
ña o Italia, con un gasto público menor del 1% del PIB. En un lugar 
intermedio se sitúan los países de la Europa continental.

Tras esta primera aproximación, convendría profundizar en 
el análisis sobre las condiciones de la atención a la dependencia 
que se realiza en los distintos casos. Sin embargo, este necesario 
análisis se encuentra con un gran obstáculo: la clamorosa falta de 
datos. Desde el punto de vista de la igualdad de género, sería 
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crucial la desagregación de las cifras de gasto público según su 
destino concreto. Si lo que interesa evaluar es el impacto de ese 
gasto público en términos de avance o retroceso hacia la igual­
dad entre hombres y mujeres, es fundamental la información 
sobre si ese gasto se destina a crear o mejorar servicios públicos 
(ya sean residencias, centros de día o ayudas a domicilio) o, por 
el contrario, a prestaciones monetarias por “cuidados en el 
entorno familiar”. Obviamente, los efectos de estos dos recur­
sos son de signo opuesto: los servicios públicos liberan a las 
mujeres de unas tareas de cuidado que tradicionalmente han 
recaído sobre ellas sin alternativas y en condiciones general­
mente penosas. Por el contrario, los pagos a cuidadoras incen­
tivan a las mujeres para que sigan realizando estas tareas.

 Pues bien, a pesar de su indudable importancia, esta no es una 
consideración que se tome en cuenta en las bases de datos inter­
nacionales (OCDE, 2010 y 2011): la realidad es que no se publican 
regularmente indicadores desagregados por esta variable (desti­
no de los recursos), ni referentes a gasto público ni a las personas 
dependientes atendidas por una u otra vía. Sin embargo, a partir de 
los escasos datos de los que se disponen sí es posible hacer una 
aproximación a esa importante distinción. Por ejemplo, en el gráfi­
co 5 se ofrece el número de plazas de cuidado en instituciones en 
relación a la población mayor de 65 años. Aunque estas cifras no 
sean suficientes para estimar la población atendida por los servi­
cios públicos, ya que no dan cuenta de los servicios de atención a 
domicilio, sí pueden servirnos como una aproximación parcial.

Los países nórdicos y Holanda están a la cabeza, junto con 
Francia, Bélgica y Suiza. A la cola, como era de esperar, los paí­
ses del sur y del centro de Europa. 

Obviamente, el déficit de servicios públicos se traduce en car­
ga de trabajo para las familias y, a pesar de la ausencia de estadísticas 
públicas comparables sobre este particular, podemos asegurar 
que esta carga sigue recayendo sobre las mujeres33. En el gráfico 6 
se ofrece el porcentaje de la población mayor de 50 años que 
declara cuidar a algún familiar durante 20 o más horas (desgracia­
damente, la OCDE no ofrece estos datos desagregados por sexo). 
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Gráfico 5 

Plazas para cuidados de larga duración en instituciones		
y hospitales por cada 1.000 habitantes mayores de 65 años 		
(2009 o año más cercano)

81,7

74,8
72,5 71,9

69,3 68,5 67,8
62,9 61,7 60,9

57,7 56,7
55,1 54,2

51,2 50,3 48,8 47,8

42,3 40,5

31,1

19,8
17,5

0

10

20

30

40

50

60

70

80

90

alemania austriabélgica

dinamarca Luxemburgo españa

finlandia

francia

Hungríanoruegapaíses
bajos

suecia islandia italiasuiza

poloniarep.
checa

irlanda

nueva
Zelanda

australia reino
unido

rep.
eslovaca

estonia

institucionesHospitales

Fuente: OECD Health Data 2011.

El gráfico 6 es la otra cara de la moneda de los dos anterio­
res, en confirmación de lo que venimos señalando: la dis­
yuntiva para las políticas públicas está entre dos alternativas: la 
provisión de servicios públicos o la presión sobre las mujeres 
para que continúen asumiendo una carga que no cesa de crecer. 
Aunque esta segunda opción es actualmente la tendencia gene­
ral, algunos países ya tienen conformado un sistema de servi­
cios públicos sólido que será difícil desmantelar. Otros, como 
los del sur de Europa, han empezado a conceder importancia 
a los CLD ya en plena hegemonía neoliberal, con lo que no 
están haciendo ni siquiera ese esfuerzo de configuración inicial 
de un sistema sólido de servicios públicos. Desgraciadamente, 
se da la coincidencia de que estos países retardatarios son pre­
cisamente los que tienen unas tasas de fecundidad más bajas y, 
por tanto, se van a ver inmersos en una mayor explosión de la 
demanda de cuidados. 
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Gráfico 6

Porcentaje de la población de 50 años y más que dedica 		
más de 20 horas semanales al cuidado informal, 2007
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El grado de presión real que el sistema ejerce sobre las 
mujeres depende de la interacción entre un conjunto de varia­
bles: la oferta y calidad de los servicios públicos, la calidad del 
empleo al alcance de las mujeres, la cuantía de las prestaciones 
monetarias y su regulación. En Suecia, por ejemplo, la presta­
ción disponible para las familias como alternativa al uso de 
servicios no ha tenido ningún éxito, presumiblemente por la 
extensión de los servicios públicos y la relativamente buena 
calidad del empleo femenino. 

Es difícil aislar el impacto de la regulación de las presta­
ciones, pero, en todo caso, las diferencias son indicativas de los 
principios rectores del sistema. Así, algunos países dejan 
libertad a la persona dependiente para contratar a quien desee, 
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sea o no familiar (Holanda, países nórdicos, el Reino Unido, 
Italia), o incluso ponen restricciones (en Francia no puede ser el 
cónyuge), dejando la puerta abierta a los cuidados informales por 
la vía de los hechos (la limitación del presupuesto no deja otra 
alternativa), pero (curiosamente) escondiendo la promoción de 
esa figura bajo la coartada de la “liberad de elección”. En cambio, 
Alemania y España van más allá: apoyan explícitamente la figura 
de la cuidadora, la dan de alta en la Seguridad Social para la pen­
sión y obligan a que sea una persona de la familia. 

EN CONCLUSIÓN: OTRO ENFOQUE DE LOS CUIDADOS 
ES POSIBLE Y NECESARIO

Como hemos visto, la apuesta hegemónica de los gobiernos 
europeos frente a los CLD tiene dos aspectos complementarios: 
por un lado, la naturalización e institucionalización de la mujer 
cuidadora familiar; por otro, la privatización de los servicios. 
Mediante las leyes de dependencia, se reconoce el derecho a la 
atención, pero a la vez se limita esta atención a una prestación 
que no va en función de las necesidades reales del dependiente, 
sino de cuantías máximas previamente determinadas. A la legiti­
mación de esta limitación previa contribuyen sustancialmente 
los seguros de dependencia (obligatorios y privados) implanta­
dos en países como Alemania. 

Estos seguros han desplazado la idea de que el sector públi­
co debe responder a las necesidades de la ciudadanía, para 
implantar en su lugar la lógica de que el individuo debe recibir 
ayuda según haya sido su contribución34. Suplementar esa canti­
dad hasta poder pagar los servicios necesarios, en condiciones 
dignas, es inabordable para la gran mayoría de las familias; y ello 
las aboca necesariamente a dos recursos: la cuidadora informal y 
la empleada de hogar precaria (en muchos casos, irregular).

 Es importante subrayar el contrasentido que supone la 
invocación de la libertad de elección como justificación de 
estos sistemas, cuando realmente no se proporcionan otras 
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opciones a las personas de esos países. Porque si se utilizan las 
prestaciones existentes para comprar servicios ¿cuál es la al­
ternativa para cubrir el resto de las 24 horas de un/a gran de­
pendiente?35 Es curiosa la interpretación del concepto de li­
bertad de elección por parte de las políticas neoliberales y 
patriarcales. En todos los países familiaristas se argumenta que 
las personas dependientes prefieren ser atendidas en sus casas 
por sus familiares, pero en todos es deficitaria la oferta de ser­
vicios residenciales y de atención a domicilio. Y lo que ni 
siquiera se considera es la preferencia de las mujeres implica­
das por tener un trabajo digno y con los mínimos derechos: 
descanso diario y semanal, vacaciones, salario, seguro de de­
sempleo; por no hablar de muchos otros aspectos importantí­
simos, como el derecho a tener un trabajo acorde con la formación 
de cada persona, con promoción laboral, con compañeros/as de 
trabajo, independiente de la familia, etc.

Sobre las condiciones de trabajo de las mujeres cuidadoras 
se publican pocos informes oficiales, como hemos destacado, 
aunque las investigaciones feministas tratan de llamar la aten­
ción sobre sus penosas condiciones. Basta mirar alrededor para 
confirmarlo y observar el llamado “síndrome de la cuidadora”36. 
En España, por ejemplo, antes de la aprobación de la Ley de 
Dependencia se han publicado estudios oficiales en los que se 
alude a la situación de las cuidadoras, pero en el Informe de Eva­
luación de la Ley (INSERSO, 2011) este tema se ignora. Sin 
embargo, la pregunta relevante es: ¿cuál ha sido el impacto de la 
Ley de Dependencia y otras medidas adyacentes sobre la vida real 
de las mujeres en tanto que cuidadoras reales y potenciales? 

Cabe sostener que las prestaciones por cuidados en el 
entorno familiar, junto con las excedencias, constituyen un 
intento de incrementar, o al menos mantener, ese fenómeno 
mediante medidas que convenzan (presionen) a las potencia­
les cuidadoras para que abandonen sus empleos37. Esas muje­
res se verán atrapadas en una “opción” forzada por la necesidad; 
pero, cuando la función del cuidado termine, no habrá pres­
taciones para “ex-cuidadoras” ni ninguna otra prestación o 
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desgravación para su caso (a pesar de que, evidentemente, esa 
es la ocupación temporal por excelencia: la persona depen­
diente o se muere o se cura).

Algunas personas argumentan que estas prestaciones 
suponen un reconocimiento del trabajo de las cuidadoras, en 
comparación con la invisibilidad total anterior. Sin embargo, 
también supone la naturalización y legitimación, por parte de las 
autoridades, de una situación que habría que tratar de evitar en 
lugar de fomentarla. Frente al entorno familiar, la cuidadora 
reconocida pasa a ser la responsable del cuidado, no solo de facto, 
sino también “por derecho”; lo que solo puede aumentar su carga 
de cuidados. Así pues, cabe sostener también que las prestacio­
nes por cuidados en el entorno familiar no tienen un efecto posi­
tivo, en general, sobre la vida de las personas cuidadoras.

Finalmente, a pesar de que se repite como un mantra que 
las personas dependientes prefieren esa vía, ni el “síndrome de 
la cuidadora” ni la precariedad de la empleada de hogar favore­
cen la calidad de la atención, sino todo lo contrario. Además, no 
puede ser satisfactorio para nadie el sacrificio vital de otra per­
sona (mujer), sea esta de la familia o empleada, para cuidar 
durante 24 horas al día. Esa situación es terrible para cualquier 
persona, y es especialmente dramático para las inmigrantes. 
¿Hemos pensado lo que supone tener que dejar a tu propia 
familia para venir a cuidar a otra, fiando tu felicidad a una hora 
de conversación telefónica con el otro extremo del mundo? Un 
sistema basado en tanto sufrimiento no puede más que rezumar 
depresión y tristeza para todas las personas implicadas.

La cuestión es: ¿podría diseñarse un sistema en el que 
la infancia y la dependencia estuvieran bien atendidas de 
forma sostenible? ¿Cuál puede ser la combinación óptima 
de los recursos existentes? Volvamos a las preguntas que 
nos hacíamos al comienzo de este capítulo para contestarlas 
basándonos en la evidencia disponible. En primer lugar, las 
experiencias de los países familiaristas aquí analizadas dejan 
claro que presionar a las mujeres para que se alejen del 
empleo no es ninguna solución: los países que proporcionan 
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incentivos en ese sentido (como España o Alemania) tienen 
menores tasas de empleo femenino, pero también bajísimas 
tasas de fecundidad. Esto se debe a que muchas mujeres no 
toman la decisión de tener hijos cuando la única alternativa que 
se les ofrece es la retirada del empleo. Consiguientemente, se 
profundiza la crisis demográfica y se agrava el problema para 
las generaciones venideras: por mucho que las mujeres asuman 
los cuidados, la demanda aumenta tanto que muchas personas 
dependientes quedan desatendidas.

En segundo lugar, presionar a los hombres para que se 
retiren del empleo no tiene ningún efecto significativo. Como 
hemos visto, en ninguna parte del mundo se ha conseguido que 
medidas como los permisos (excedencias) mal pagados o las 
prestaciones por cuidados tengan éxito entre los hombres38. 
Y es que, educados en ser económicamente suficientes e inde­
pendientes, ellos no se acogen ni se acogerán masivamente a 
ninguna “facilidad” que les merme significativamente sus 
ingresos, que les dificulte su carrera profesional o que puedan 
transferir a alguna mujer de su entorno. 

Así que, si se quiere aspirar a la paridad en el cuidado, una 
medida elemental sería eliminar todos estos instrumentos que 
solo “convencen” a las mujeres: excedencias, permisos trans­
feribles o mal pagados, prestaciones por cuidado de depen­
dientes en el entorno familiar y reducción de jornadas; todas 
ellas son medidas claramente contraproducentes para el avance 
hacia la igualdad. En realidad, lo disfuncional no es que los 
hombres quieran conservar su independencia económica, sino 
que las mujeres se vean obligadas a perderla.

El problema de la (des)atención a la infancia y a la depen­
dencia es muy grave, y es previsible que sea inabordable para 
las generaciones venideras, sobre todo en los países que es­
tán apostando por las alternativas familiaristas, pues en ellos 
el proceso de envejecimiento continúa acelerándose. Si hoy el 
asunto es inabarcable en España, con una tasa de dependencia 
demográfica en 2009 del 24,5% (población mayor de 65 años 
sobre población de 15 a 64 años), ¿cómo será la situación en 
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2060, cuando, como vimos en el capítulo 1, esta tasa podría 
duplicarse o triplicarse? ¿A cuántos dependientes tocarán las 
actuales hijas únicas? y ¿qué será de las personas que no tienen 
hijas? 

Actualmente el grueso del cuidado descansa sobre una franja de la población, 

que sigue estrechándose. La generación de mujeres que está accediendo a la 

edad de cuidar a sus mayores, y a sus nietos/as, ya está mayoritariamente 

incorporada al mercado de trabajo. Por otro lado, el recurso a la inmigración 

para el cuidado a tiempo completo solo está al alcance de unas pocas familias 

de clase media-alta, y ese número desciende en tiempos de crisis. Como 

también desciende el número de inmigrantes: los datos de la inmigración 

hacia España posteriores a 2008 son elocuentes. El futuro se presenta muy 

negro si no se toman medidas urgentes para recuperar las tasas de fecundi-

dad, para aumentar la oferta de servicios públicos de atención y para que los 

hombres asuman su parte del cuidado.

Notas

	 1.	 Sobre estos fenómenos, véase Benería (2008).
	 2.	 En su obra Crisis en el problema demográfico, citada ampliamente en los capítulos 

1 y 6.
	 3.	 A este respecto es interesante el libro de Alva Myrdal y Viola Klein: Women´s two 

roles, publicado en 1957.
	 4.	 Para más explicación sobre este fenómeno, véase Thoursie (2008).
	 5.	 Estas críticas al olvido del trabajo doméstico, y por tanto a la invisibilidad de las 

mujeres mismas afectadas por esa situación, ha sido objeto de permanente 
atención feminista en todas las disciplinas. En España, han sido pioneras 
María Angeles Durán (ya desde De puertas adentro, 1988) y Cristina Carrasco 
(véase, por ejemplo, Carrasco, Borderías y Torns, 2011).

	 6.	 Es imprescindible, a este respecto, la obra de Betty Friedan La mística de la femini-
dad, que se publicó en 1963 y sirvió de catalizador de la rebelión de las mujeres 
americanas contra la situación de las amas de casa, incluso de las acomodadas.

	 7.	 El grave error fue que esos permisos se configuraron como transferibles entre 
progenitores, lo que ha dado lugar a los graves problemas de desigualdad en el 
uso de los permisos persistente en Suecia y en el resto de países escandinavos, 
pues los hombres transfieren sistemáticamente a las mujeres los permisos 
transferibles. Profundizamos en este aspecto más adelante. 

	 8.	 A este respecto es muy interesante, aunque excede del ámbito en el que preten­
demos centrarnos aquí, el debate sobre la dimensión de esta faceta emocional 
y su papel en la “naturalización” de la dedicación femenina. Véase Esteban y 
Otxoa (2010) o Gimeno (2012).
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	 9.	 En España, la excedencia por cuidado de hijos/as (no pagada o con pagos de 
escasa cuantía en algunas comunidades autónomas) puede tomarse por tiempo 
ilimitado hasta que la criatura cumpla 3 años, aunque solo se da por cotizado un 
periodo de 2 años (y solo para ciertas contingencias: jubilación, incapacidad 
permanente, muerte y supervivencia, maternidad y paternidad, no para de­
sempleo); la persona tiene derecho a volver a su puesto de trabajo si la exceden­
cia dura menos de un año, y a un puesto de categoría similar si la excedencia se 
prolonga más tiempo. 

	 10.	 Solamente el 20% de los permisos gestionados en 2009 tuvieron alguna parti­
cipación de los padres (Reich, 2012).

	 11.	 Para un desarrollo más detallado sobre todo este apartado, incluyendo la cons­
trucción del indicador ofrecido en el gráfico 2, véase Castro García y Pazos 
Morán (2012).

	 12.	 En Islandia, la reforma de 2000 otorgó a cada progenitor/a 3 meses de permiso 
intransferible y pagado al 80% del salario, dejando otros 3 meses transferibles 
para que cada pareja decidiera cómo repartirlos. Desde entonces, la inmensa 
mayoría de los padres se toma sus 3 meses intransferibles, y la inmensa mayo­
ría de las mujeres se toma 6 meses (sus 3 intransferibles y los 3 transferibles). 
Los datos de uso también reflejan ese comportamiento masculino universal 
que venimos destacando: de todo el tiempo de permisos tomados cada año en 
Islandia, corresponde a los hombres el 33% (Castro García y Pazos Morán, 
2012). En diciembre de 2012 se aprueba una nueva reforma que otorgaba 
5 meses intransferibles a cada progenitor/a y dejando solamente 2 meses 
transferibles.

	 13.	 Esta reforma incrementó sustancialmente el permiso intransferible y bien 
pagado de los padres hasta un mes y 20 días, de los cuales, 10 días obligatorios. 
También cambió la denominación de “permiso de maternidad” a “permiso 
parental inicial” y de “permiso de paternidad” a “permiso parental exclusivo 
del padre”. Véase Wall y Leitao (2012).

	 14.	 Para España, véase González López y Jurado Guerrero (2009).
	 15.	 Por ejemplo, en Suecia, véase Haas y Hwang (2008).
	 16.	 Destaca la ley de las 35 horas aprobada en Francia en 2000. 
	 17.	 Estatuto de los Trabajadores, art. 37.5: “Quien por razones de guarda legal tenga 

a su cuidado directo algún menor de ocho años o una persona con discapacidad 
física, psíquica o sensorial, que no desempeñe una actividad retribuida, tendrá 
derecho a una reducción de la jornada de trabajo, con la disminución proporcio­
nal del salario entre, al menos, un octavo y un máximo de la mitad de la duración 
de aquélla. Tendrá el mismo derecho quien precise encargarse del cuidado direc­
to de un familiar, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, que por 
razones de edad, accidente o enfermedad no pueda valerse por sí mismo, y que no 
desempeñe actividad retribuida”. Artículo 37.6: “La concreción horaria y la 
determinación del período de disfrute del permiso de lactancia y de la reducción 
de jornada, previstos en los apartados 4 y 5 de este artículo, corresponderá al 
trabajador, dentro de su jornada ordinaria. El trabajador deberá preavisar al 
empresario con quince días de antelación la fecha en que se reincorporará a su 
jornada ordinaria”. Será nulo el despido de quienes hayan solicitado o estén 
disfrutando de reducciones de jornada, excedencias y permisos (art. 55.b); y 
también (art. 55.c) de los trabajadores después de haberse reintegrado al trabajo 
al finalizar los periodos de suspensión del contrato por maternidad, adopción o 
acogimiento o paternidad, siempre que no hubieran transcurrido más de nueve 
meses desde la fecha de nacimiento, adopción o acogimiento del hijo/a. 
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	 18.	 Sobre la gestación de este marco en España, la lucha feminista en contra de la 
institucionalización del contrato a tiempo parcial y las diferentes posturas de 
los partidos, véase un interesantísimo relato (por una protagonista feminista) 
sobre los debates parlamentarios durante la elaboración del Estatuto de los 
Trabajadores en San José Sevián (1988).

	 19.	 Los beneficios formativos de la educación infantil está documentada: véase 
Choi y Calero (2011). 

	 20.	 Sería más ilustrativo tener esas cifras desagregadas entre educación infantil de 0 
a 3 años y resto, pero desgraciadamente no se afina tanto en estas estadísticas.

	 21.	 Véase una interesante revisión en Ellingsaeter (2012).
	 22.	 http://sociedad.elpais.com/sociedad/2012/04/14/actualidad/1334431167_ 

670758.html
	 23.	 Sin olvidar, naturalmente, a las familias monoparentales, que necesitarán ayudas 

especiales: no solamente prestaciones monetarias, sino preferencia en el acceso 
a los servicios y apoyos de cuidado infantil más allá de los horarios escolares.

	 24.	 Se ha dado en denominar empleo a tiempo “muy muy parcial” al que consiste 
en menos de 20 horas semanales (como es frecuente en Holanda, Alemania o 
España), para distinguirlo del empleo a tiempo parcial típicamente nórdico de 
30 horas semanales.

	 25.	 “Las obligaciones legales intergeneracionales fueron eliminadas de la legisla­
ción en los años cincuenta y sesenta del pasado siglo, y el contrato del bienestar 
fue redefinido desde un acuerdo entre el Estado y la familia, a un contrato entre 
el Estado y el ciudadano” (Olaf Daatland, 2009). 

	 26.	 Según la clasificación ampliamente utilizada de los Estados del bienestar según 
Esping-Andersen (en su obra Los tres mundos del Estado de bienestar capitalista, 
publicada originalmente en 1990). Para una clasificación usual de los modelos 
de atención a los CLD en base a esta, véase, por ejemplo Oliva, Vilaplana y 
Osuna (2011).

	 27.	 En 2008 el Ministerio de Salud británico emitió una circular (Transforming 
Social Care) en la que instaba a dar pasos significativos para reformar el sector 
de los CLD, de tal forma que para marzo de 2011 al menos el 30% de todas las 
personas usuarias hubieran sido reconvertidas al nuevo sistema. [http://www.
acevo.org.uk/Document.Doc?id=774]

	 28.	 Solo retórica, evidentemente, pues el escasísimo presupuesto no permite 
muchas opciones más allá de respiros como ir al cine o a la peluquería. Véase 
un ejemplo en http://www.salford.gov.uk/carers-personal-budgets.htm; o 
mejor, de primera mano, las explicaciones del ministro en http://www.guar­
dian.co.uk/society/2010/sep/21/social-care-recipients-control-budgets

	 29.	 Véanse datos más detallados en EUROSTAT (2010). Y estas estimaciones deben 
considerarse optimistas por varias razones que se explican en el capítulo 1 y por 
ser anteriores a la actual crisis económica (que está profundizando la crisis de 
fecundidad).

	 30.	 Cabe señalar también la indefinición de la Ley de Dependencia española sobre 
asuntos clave, que en definitiva se dejan al criterio de los servicios de atención en 
cada caso. Por ejemplo, ni siquiera está especificado explícitamente que la pres­
tación por cuidados familiares sea incompatible con el empleo de la persona 
cuidadora. Aunque la mayoría de los servicios utilizan este criterio, teóricamente 
podría darse de alta como cuidadora a una persona con empleo, y así sucede en 
algunos casos.

	 31.	 Desentendimiento denunciado sistemáticamente por asociaciones como la 
ATH: http://www.ath-ele.com/
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	 32.	 Para una exhaustiva documentación sobre este tema, véase Otxoa (2012).
	 33.	 Todas las estimaciones dispersas coinciden en el resultado de que el cuidado es 

femenino en todos los países. En España, por ejemplo, la no dedicación al 
trabajo remunerado por dedicación expresa al cuidado de dependientes 
(niños/as, adultos/as, enfermos/as o discapacitados/as, mayores) es 22 veces 
más frecuente entre mujeres que entre hombres (6,7% frente al 0,3%) y, asi­
mismo, la inactividad por dedicación a “otras responsabilidades familiares o 
personales” es 15 veces más frecuente entre mujeres que entre hombres (datos 
de la EPA; tomado de Durán, 2012).

	 34.	 Esta lógica neoliberal no es, ni mucho menos, exclusiva de las políticas sobre 
los CLD, sino que se extiende a todos los ámbitos de las políticas sociales. 
Véase, por ejemplo, la crítica a la propuesta de reforma de la atención sanitaria 
de Estados Unidos en http://elcomentario.tv/reggio/los-asesinos-de-la-sani­
dad-publica-de-paul-krugman-en-negocios-de-el-pais/02/09/2012/

	 35.	 Recordemos el nivel máximo (descrito anteriormente) de 5 horas diarias en 
Alemania para las personas que necesitan atención las 24 horas. En España, 
en 2011 la prestación vinculada al servicio puede llegar a 833,96 euros, pero en 
ese caso el servicio deberá ser prestado por una entidad o centro acreditado 
para la atención a la dependencia (más caro que la contratación directa). En el 
caso de destinarse a una cuidadora en el entorno familiar, el máximo es de 
520,69 euros.

	 36.	 http://www.uclm.es/ab/enfermeria/revista/numero%2013/cuidadoras_infor­
males.html; http://www.cadenaser.com/sociedad/articulo/dia-cuidadora-ancia­
nos/csrcsrpor/20090529csrcsrsoc_4/Tes

	 37.	 El informe del INSERSO (2011) señala la necesidad de aumentar la oferta, par­
tiendo de que “resulta indudable la conveniencia de que esa opción sea favore­
cida” y considerando que “abunda la vocación cuidadora familiar, pero también 
sabemos que están surgiendo dificultades por varios factores. Ante la extensión 
del enrolamiento laboral, siguiendo pautas internacionales, se ha iniciado en 
España la política de conciliación de la vida laboral y familiar…”.

	 38.	 A pesar de haberlo intentado incluso con medidas tan imaginativas que contra­
vienen el principio de equidad. Por ejemplo, en España, algunas comunidades 
autónomas han establecido pagos por excedencias que son mayores para hom­
bres que para mujeres, en un intento de “discriminación positiva”. Una verda­
dera discriminación que no tiene nada de positiva por mucho que la intención 
fuera santa y buena, porque ¿hay alguna justificación para pagar más a los hom­
bres que a las mujeres por el mismo trabajo?
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CAPÍTULO 6

HACIA LA IGUALDAD

En el capítulo 1 hemos analizado la centralidad de las políticas 
económicas en el mantenimiento de las estructuras patriarca­
les, así como las bases sobre las que se asienta la posibilidad de 
un cambio estructural de la situación actual a una sociedad 
igualitaria. La igualdad de género y la equidad social son dos 
elementos intrínsecamente ligados que no pueden darse el uno 
sin el otro, y ambos son necesarios para la sostenibilidad social 
y económica. En los siguientes capítulos hemos visto cómo los 
sistemas inspirados en la familia tipo sustentador masculino/
esposa dependiente oprimen a las mujeres y agravan los proble­
mas de las familias. 

Los sistemas de impuestos y prestaciones contienen 
incentivos adversos a la participación laboral femenina, a la vez 
que relegan situaciones de necesidad (familias monoparenta­
les, infancia, dependencia); todo ello potenciado por una visión 
sesgada de la realidad en la que se ignora la existencia del tra­
bajo doméstico y de cuidados. El efecto de estos mecanismos es 
mayor porque no están aislados, sino que se unen a muchos 
otros elementos. Hay que tener en cuenta que las mujeres esta­
mos extensivamente educadas para poner la familia en primer 
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plano y relegar nuestras propias necesidades personales y pro­
fesionales. 

Los poderes públicos no se ocupan de garantizar la educa­
ción igualitaria ni de eliminar los innumerables mensajes que 
refuerzan la diferencia sexual, muchos de ellos con dinero 
público (desde la moda, los medios de comunicación, la Igle­
sia, la política deportiva, etc.); y algunas regulaciones emiten 
mensajes claros y explícitos que establecen la diferencia de 
roles en momentos clave (como es el del nacimiento de una 
criatura, con la desigualdad legal entre los permisos de mater­
nidad y paternidad). Sobre ese terreno abonado actúan los 
demás incentivos adversos a la participación laboral. Así, aun­
que la mayoría de las regulaciones de los sistemas de impuestos 
y prestaciones sean teóricamente asexuadas, producen impac­
tos de género negativos. 

Pero, por mucho que sean francamente mejorables, los 
sistemas ya llamados “ortodoxos” (un impuesto personal pro­
gresivo y generalizado y un sistema de Seguridad Social que 
abarque todas las actividades) son la primera condición sine 
qua non para la equidad social y de género. La economía sumer­
gida es una gran lacra social, y es especialmente dañina para las 
mujeres porque: 1) las mujeres registran mayores tasas de 
informalidad, con la consiguiente precariedad y falta de dere­
chos sociales que caracterizan a estos empleos; 2) son mayori­
tariamente mujeres quienes suplen la deficitaria atención de la 
población por parte del sistema público, y no es posible mante­
ner un sistema público de prestaciones sociales y servicios sin 
recaudación suficiente; 3) las mujeres son mayoría en el empleo 
público y, por tanto, las primeras damnificadas por su destruc­
ción; y 4) dada la mayor pobreza femenina, la desprotección 
social afecta a las mujeres en primer término. 

Así que la lucha contra la economía sumergida, además de 
una parte importante de la lucha por los derechos laborales y 
por la protección social, es también clave en la lucha por la 
igualdad de género. Ambas cosas están amenazadas por las pro­
puestas neoliberales, y nos hemos detenido en el análisis de 
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una componente de estas políticas que cobra cada vez más fuer­
za en los países pobres: las transferencias monetarias condi­
cionadas. Las TMC presentan la apariencia de empoderar a las 
mujeres (sus beneficiarias instrumentales) pero, como hemos 
argumentado, en la realidad perpetúan la división sexual del 
trabajo. Además, ni siquiera son neutrales en apariencia, sino 
que consideran explícita y extensivamente a las mujeres como 
las responsables del cuidado. 

En conclusión, la vía para la igualdad de género pasa por 
mantener y perfeccionar los sistemas de impuestos persona­
les y prestaciones sociales “ortodoxos”, eliminando sus ac­
tuales sesgos de género, mejorando la relación entre la nece­
saria contributividad y la universalidad de la protección (que, 
naturalmente, exige también un sistema complementario de 
prestaciones no contributivas para las personas que, a pesar 
de todo, queden fuera del sistema contributivo).

Pero la mejora de estos sistemas no es suficiente para 
satisfacer por completo las crecientes necesidades de la pobla­
ción, que siguen desatendidas por el sector público y que hasta 
ahora han recaído injustamente sobre las espaldas de las muje­
res. A pesar de tratarse de necesidades perentorias que afectan 
a todas las personas, el problema de la atención a la infancia y a 
la dependencia no hace más que agravarse. En los países “fami­
liaristas”, el déficit de recursos para el cuidado es mucho 
mayor, quedando una gran parte de la población abandonada a 
su suerte y dependiente del sacrificio de las mujeres (familia­
res y empleadas de hogar). 

Las actuales medidas llamadas “de conciliación”, que con­
sisten en ofrecer facilidades para la retirada (parcial o total) del 
empleo con la consiguiente pérdida de ingresos durante los 
periodos de cuidado, no solucionan el problema y provocan 
impactos de género negativos. En primer lugar, no convencen a 
un número significativo de hombres, con lo que mantienen o 
aumentan la carga de trabajo femenina. Por otro lado, aunque 
muchas mujeres se acogen a estas medidas (sobre todo las que 
no tienen otras alternativas, y soportando los efectos negativos 
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de su especialización en las tareas del cuidado en su propio 
entorno familiar), también otras muchas se ven obligadas a 
tener menos criaturas de las deseadas. 

Los países nórdicos han avanzado en la atención a la 
demanda de cuidados y en la recuperación de las tasas de 
fecundidad, así como en la independencia económica de las 
mujeres. Con servicios públicos de educación infantil y de 
atención a la dependencia de acceso universal, las mujeres 
pueden mantenerse en el empleo durante toda su vida y compa­
tibilizarlo con la maternidad. Sin embargo, a pesar de que es 
donde más lejos han llegado en la implicación de los hombres, 
también en estos países las mujeres llevan la mayor parte del 
peso. Muchas tienen que recurrir a reducciones de jornada, 
aunque estas reducciones sean menores que en otros países. 
En definitiva, en ningún país se ha llegado a eliminar la des­
igualdad de género. Con todo, a pesar de que los avances son 
parciales, nos proporcionan evidencias elocuentes para discer­
nir qué medidas van en el sentido de la equidad y de la solución 
de los problemas, así como para saber qué medidas van en sen­
tido contrario. 

Objetivo: la extensión de derechos a todas 		
las personas

Señalados los problemas, es necesario explicitar la meta a 
alcanzar y, en función de ella, elaborar la hoja de ruta. La tesis 
fundamental de este libro es que el objetivo no puede ser otro 
que la total eliminación de la división sexual del trabajo. 

La perspectiva de que las mujeres se incorporen al empleo 
accesoriamente y cuando “sus responsabilidades” se lo permi­
tan (que ha inspirado generalmente las llamadas “políticas de 
conciliación”) pudo significar un avance hace un siglo, pero ya 
está ampliamente superada. La historia ha confirmado un hecho 
fundamental que la teoría económica permitía predecir: no es 
posible compensar a las mujeres por esa mayor dedicación al 
cuidado. Aun con mercados de trabajo mucho más regulados que 
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en la actualidad, y en un contexto de mayor expansión general 
del gasto público, las compensaciones no han podido evitar las 
mayores tasas femeninas de pobreza y han configurado merca­
dos de trabajo segregados en función del sexo, asentándose la 
precariedad femenina, la brecha de género en salarios, en pen­
siones, en tiempo libre y en todas las demás manifestaciones de 
la desigualdad. 

Por otro lado, algunas personas piensan que la igualdad 
podría lograrse por la vía de incorporar a los hombres al actual 
sistema de “conciliación”, es decir que ellos también sacrifi­
quen su empleo y sus ingresos cuando la familia lo requiera. 
Esta vía de “transversalización de la precariedad” (podríamos 
decir) sería imaginable en teoría, pero es imposible en la prác­
tica, como lo demuestra el rotundo fracaso de los repetidos 
intentos en este sentido por parte de los poderes públicos. Por 
mucho que se haya intentado, a veces con incentivos especiales, 
en ningún país se ha conseguido que un número significativo 
de hombres se tomen las “facilidades” que les dejan sin ingre­
sos y/o que dañan su carrera profesional, como son las exce­
dencias, reducciones de jornada o prestaciones incompatibles 
(en la práctica) con el empleo de la persona cuidadora; ni tam­
poco se ha conseguido que ellos compartan masivamente los 
permisos parentales que pueden ceder a las madres. 

Los hombres están educados en la independencia econó­
mica y valoran sus decisiones desde la perspectiva del ciclo 
vital. En realidad, esa idea de que los hombres se incorporen al 
sistema actual no solamente es imposible, sino que ni siquiera 
sería deseable: si se trata de evitar las consecuencias negativas 
que produce este régimen en las mujeres, no sería de recibo 
traspasárselas a los hombres. Es perfectamente comprensible 
que los hombres no quieran ser económicamente dependien­
tes; de lo que se trata es de que ninguna persona lo sea, tampo­
co las mujeres.

En suma, el objetivo no puede ser un sistema que se ha 
demostrado injusto, que mantiene a unas personas (mujeres 
adultas) en situación de dependencia económica respecto a 
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otras (hombres) o en la pobreza, sin derechos laborales y socia­
les, etc. Pero es que, además, no existe ninguna razón para 
mantener la división sexual del trabajo. Las mujeres han 
demostrado con creces su capacidad y su voluntad de incorpo­
ración en igualdad de condiciones; los hombres han demostra­
do que son aptos para cuidar cuando se ponen los medios 
necesarios; y las encuestas revelan la preferencia mayoritaria 
de la ciudadanía por el reparto igualitario del empleo y de las 
tareas de cuidado, como destacábamos en la introducción. 

Hoy se asume que todas las personas tienen derecho a un 
trabajo y a un salario digno, a una pensión suficiente, a vacacio­
nes pagadas, al salario mínimo, a igualdad de remuneración 
para igualdad de capacitación, al ocio en las mismas condicio­
nes, a una jornada laboral de menos de 40 horas, al descanso 
semanal, etc. Como señala el artículo 25.1 de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos de 1948: “Toda persona 
tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así 
como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la ali­
mentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los 
seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, 
vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por 
circunstancias independientes de su voluntad”. 

Así que la única vía posible es, afortunadamente, la correc­
ta y la ampliamente aceptada por la población: asegurar los 
derechos fundamentales a todas las personas, incluyendo a las 
mujeres. Veamos qué implicaciones tiene este enfoque.

EJES PARA EL CAMBIO ESTRUCTURAL

La eliminación de la división sexual del trabajo requiere con­
trarrestar el efecto de instituciones y de prejuicios fuertemente 
arraigados. El mayor prejuicio es el de que la desigualdad se 
reproduce como consecuencia de elecciones y tendencias de la 
población difíciles de revertir. Hemos rebatido esta percepción 
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en la introducción y en el capítulo 1; y en los capítulos siguien­
tes hemos desgranado las políticas públicas que determinan los 
comportamientos privados y producen las desigualdades. Pre­
guntémonos ahora cómo deben cambiar las políticas públicas, 
y especialmente las políticas económicas, que, como decíamos, 
son las que determinan la estructura social.

Condiciones necesarias para la igualdad total 	
en el cuidado

El asunto es simple: se trata de llegar a un sistema en el que 
todas las personas puedan permanecer en el empleo de calidad 
durante toda su vida y en el que las necesidades familiares estén 
atendidas, sin que ninguna persona tenga que renunciar a sus 
ingresos ni a su vida personal.

En cuanto a la atención a la infancia, la primera condición 
necesaria es la equiparación de los permisos para cualquier 
persona progenitora, sin distinción de sexo o tipo de familia1. 
Si los permisos fueran iguales, intransferibles y pagados al 
100% en toda su extensión, los hombres se los tomarían en la 
misma medida y duración que las mujeres. Así, una familia 
biparental podría turnarse para atender a su criatura en el 
hogar durante los primeros meses de vida. Esta es una reforma 
que, con solo aprobarse y antes de que entrara en vigor, emiti­
ría el contundente mensaje de que todas las personas deben 
tener los mismos derechos y obligaciones respecto al cuidado. 

En segundo lugar, es necesaria la universalización del 
derecho a la educación infantil de calidad desde los 0 años y su 
inclusión en el sistema educativo, como ya han hecho los países 
nórdicos. Como citábamos en el capítulo 5, numerosos estu­
dios demuestran los beneficios de la educación infantil para 
la estimulación cognitiva y para la socialización de las criatu­
ras, e incluso para el rendimiento escolar posterior. En el 
caso de las niñas, es imprescindible asegurar que accedan en 
igualdad de condiciones con los niños a los juguetes tecnoló­
gicos, a la actividad física y a todo tipo de formación en la 
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asertividad personal. En suma, la primera función de la educa­
ción infantil es garantizar íntegramente los derechos de las 
criaturas en igualdad de condiciones y de oportunidades, inde­
pendientemente del sexo, del origen social o de las preferen­
cias familiares2.

La educación infantil también tiene la importantísima 
función de permitir a las personas progenitoras incorporarse al 
empleo de calidad una vez terminado el periodo de permiso. 
Para ello los horarios escolares deben ser suficientes, e incluso 
disponer de extensiones y horas de atención a domicilio para 
aquellas familias que por razones de trabajo no pueden adap­
tarse a los horarios regulares (estos recursos ya existen en paí­
ses como Suecia). Además, las escuelas de educación infantil 
deben estar cerca del domicilio familiar y no ligadas a los cen­
tros de trabajo, pues esa es la única manera de que el traslado 
sea cómodo para la criatura y no recaiga en una de las personas 
progenitoras, generalmente la madre (a este respecto, Francia 
es un ejemplo de buena práctica).

Resulta claro y meridiano que la mayoría de las familias no 
pueden permitirse el gasto que supone una escuela infantil de 
calidad en el sector privado, y menos para criaturas de corta 
edad, y aún menos si hay dos o más criaturas en la familia; baste 
considerar que en España el coste de una plaza está próximo al 
valor del salario mínimo interprofesional. Así, si no se proveen 
públicamente estos recursos, las mujeres se ven extensivamente 
abocadas a recurrir a las “facilidades” que merman sus ingresos 
y sus posibilidades futuras de promoción (excedencias y reduc­
ciones de jornadas), además de a la súper-explotación de las 
abuelas3; y una minoría de familias recurre al trabajo doméstico 
precario (nos referiremos a este tema más adelante). 

En tercer lugar, los horarios de trabajo a tiempo completo 
deben ser cortos y racionales. Francia nos muestra el camino de 
las 35 horas de jornada semanal, en el que se avanzó mucho y 
con gran éxito en muy poco tiempo, aunque los actuales vientos 
neoliberales hayan hecho que ese camino se interrumpa. En 
Suecia, Dinamarca, Noruega y Finlandia las jornadas a tiempo 
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completo también se acercan a las 35 horas semanales en 
muchos sectores y profesiones. 

En resumen, hay tres medidas cruciales para que sea posi­
ble abordar correctamente la atención a la infancia: 1) permi­
sos iguales, intransferibles y pagados al 100% para cada 
progenitor/a; 2) universalización del derecho a la educación 
infantil de calidad desde los 0 años y su inclusión en el siste­
ma educativo; y 3) horarios cortos y racionales a tiempo com­
pleto para todas las personas (jornada semanal máxima de 
35 horas semanales). 

Con estas tres condiciones, la mayoría de las parejas 
podría compartir igualitariamente el cuidado. En primer 
lugar, tendrían cubierto el tiempo previo a la escolarización 
enlazando sucesivamente los permisos de ambos/as progeni­
tores/as. A la finalización de los permisos, la incorporación 
inmediata de la criatura a una escuela de educación infantil 
de calidad, junto con un sistema de horarios cortos y racio­
nales, permitiría que ambos/as compatibilizaran el empleo a 
tiempo completo con sus deberes parentales. No hay otra 
manera de que la maternidad/paternidad sea extensivamente 
compatible con el mantenimiento de los ingresos completos 
durante toda la vida. 

Naturalmente que las familias monoparentales se encon­
trarán con dificultades especiales por ser una sola persona 
adulta la que está a cargo de las criaturas. Pero la solución no 
puede venir por la vía de conceder permisos especiales, exce­
dencias o reducciones de jornadas para estos casos, pues ello 
redundaría en la penalización laboral hacia estas personas. Para 
ellas, y para las personas con horarios especiales (que serán 
una minoría si se tiene una política de reducción y racionaliza­
ción general de horarios), se podrían habilitar prestaciones 
extraordinarias y refuerzo de los ya aludidos recursos especia­
les por parte de la educación infantil (extensiones de horarios y 
servicios a domicilio). 

En cuanto a la atención a la dependencia, es necesaria la 
cobertura universal de los sistemas públicos, de tal forma que 
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todas las personas tengan garantizada su autonomía funcio­
nal. La disminución generalizada de los horarios a tiempo 
completo serviría también para que las personas pudieran 
dedicar “tiempo de calidad” a sus dependientes sin tener que 
reducir su dedicación al empleo. Además, si la atención a la 
infancia estuviera resuelta, se reduciría la sobreexplotación 
de otras personas de la familia (como es el caso, ahora, de las 
abuelas), lo que también liberaría recursos para dedicar ese 
“tiempo de calidad” a las personas dependientes. Por último, 
y no menos importante, es necesario aumentar sustancial­
mente la dedicación de los hombres a las personas en situa­
ción de dependencia. 

A este respecto, existen importantes indicios de que los 
hombres que se toman un tiempo significativo de permiso para 
el cuidado de sus criaturas también aumentan su dedicación a 
sus mayores y su implicación en otras tareas más allá del tiempo 
de permiso4. Así que es de esperar que, como ya sucede en los 
países nórdicos, una mayor visibilización y (sobre todo) repar­
to del cuidado infantil redunde en un avance de la conciencia 
general masculina también en torno al resto de los cuidados, 
sobre todo si además se realizan otras acciones que ayuden al 
cambio de mentalidad.

Con este sistema, la ausencia del empleo por razones 
de cuidados podría verse reducida al tiempo de permisos de 
maternidad/paternidad (intransferibles y pagados al 100%) y a 
los días de permiso laboral por emergencia familiar para cada 
persona trabajadora (también pagados al 100% e intransferi­
bles), que deberían aumentarse (por ejemplo, en caso de cui­
dado de enfermos terminales y enfermedades puntuales de las 
criaturas). La mayoría de los hombres tienden a utilizar estos 
derechos cuando se les conceden (y, por supuesto, las mujeres; 
pero el asunto aquí es que los hombres también los utilizan si 
están así diseñados); por consiguiente, hombres y mujeres se 
ausentarían de sus puestos de trabajo en la misma medida, y así 
el empleo femenino no se vería penalizado por parte de las 
empresas. 
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Eliminación de los incentivos adversos 			 
al empleo femenino

Aunque existan recursos alternativos, siempre habrá personas 
que decidan renunciar a su empleo por cuidar a sus criaturas, 
por cuidar a sus dependientes o por cualquier otra razón. Por 
supuesto que cada cual es libre de decidir sobre su vida, pero la 
cuestión es: ¿cuál es, y cuál debe ser, la actuación de los poderes 
públicos respecto a estas decisiones? Actualmente, como hemos 
visto, las políticas públicas no se mantienen neutrales, sino que 
proporcionan numerosos incentivos económicos para la reti­
rada del empleo, ya sea total o parcialmente; incentivos que se 
suman (o más bien se multiplican) con muchos otros no direc­
tamente económicos. 

En resumen, no podemos hablar propiamente de la li­
bertad de elegir la condición de ama de casa. Por el contrario, 
las políticas públicas potencian esa situación que acarrea a las 
mujeres consecuencias tan negativas, como hemos analizado. 
Curiosamente, cuando estas consecuencias negativas sobrevie­
nen, el Estado se desentiende de su responsabilidad subsidia­
ria resultante de haber potenciado la causa, y muchas mujeres 
se ven desprotegidas, sin medios de vida, sin experiencia labo­
ral, sin pensiones contributivas, etc. Nótese que hay prestacio­
nes para cuidadoras y desgravaciones y prestaciones para los 
matrimonios con una sola renta, pero no hay prestaciones para 
ex-cuidadoras ni para ex-amas de casa sin ingresos, situacio­
nes extremadamente perentorias5. Y, en caso de violencia de 
género, ¿adónde va a ir una mujer que no tiene recursos pro­
pios? Sin embargo, las exiguas ayudas para víctimas solo están 
disponibles para las “víctimas reconocidas” (lo que exige 
Orden de Protección, que a su vez comporta un aumento sus­
tancial del riesgo) y además tienen carácter temporal (Artola, 
Del Río Otero y Pazos Morán, 2004). 

La aplicación coherente de los principios democráticos 
exigiría una actuación justamente contraria a la actual por parte 
de los poderes públicos: por un lado, prevenir la caída de las 
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mujeres en la situación de riesgo que supone la dependencia 
económica; por otro, ayudar a las que ya están en esa situa­
ción a salir de ella y a subsistir posteriormente. Para ello, la 
primera medida preventiva es la eliminación de todos los 
incentivos económicos adversos al empleo femenino a tiem­
po completo. 

La experiencia internacional nos muestra que, según sea el 
sistema del país, muchas mujeres “optan” por el mantenimien­
to en el empleo (por ejemplo, en Suecia) o por interrumpirlo en 
caso de maternidad o necesidades familiares de atención a 
dependientes (por ejemplo, en Alemania). Ello muestra que la 
opción no depende de las preferencias personales sino de las 
políticas públicas. Ya sea mediante incentivos o por ausencia de 
alternativas (generalmente por ambas cosas combinadas), en 
cada país se conforma un modelo de empleo femenino y de 
atención a los cuidados6. En realidad, la tan proclamada “liber­
tad de elección” no existe en la práctica. 

¿Empleadas de hogar? 

Es necesaria aquí una mención especial a las empleadas de 
hogar, a cuya situación nos referíamos en el capítulo 5. En algu­
nos países, como en España, la precariedad de estos empleos 
está legalmente auspiciada mediante regímenes especiales de 
la Seguridad Social, exclusión del Estatuto de los Trabajadores y 
regulaciones especiales de jornada y derechos. Además de la 
precariedad económica y de las jornadas agotadoras, está 
ampliamente documentado que este tipo de trabajo se presta a 
relaciones serviles y a todo tipo de abusos (De Villota, Ferrari 
Herrero y Vázquez Cupeiro, 2011). El hogar no es equiparable a 
un lugar de trabajo normal (la prueba es que la Inspección de 
Trabajo no entra en los hogares). Se trata de una persona al 
servicio de una familia, con un horario que no permite el desa­
rrollo de su vida personal y con funciones tan amplias y varia­
das como las que determine en cada momento la familia 
empleadora (cualquiera de sus miembros). 
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La cuestión ahora es si se puede transformar el empleo de 
hogar en un trabajo decente sin reducir drásticamente el tama­
ño del sector. El movimiento feminista ha luchado largamente 
por la equiparación de estas trabajadoras al resto, y en algunos 
países se han reformado las regulaciones para mejorar sus 
derechos. Pero es importante analizar el fenómeno para com­
prender cuáles son las causas de que en unos países tenga 
mucha más incidencia que en otros.

Lo primero que se observa es que el empleo doméstico es 
precario en todos los países en los que existe masivamente. 
Esto es perfectamente comprensible, ya que solo una minoría de 
familias puede permitirse mantener a su servicio una empleada 
con derechos básicos equiparables a los del resto de personas 
trabajadoras. La incidencia de este empleo está ligada a dos fac­
tores: uno de ellos es la demanda de cuidados insatisfecha por el 
sector público; y el otro la promoción de la contratación de em­
pleadas de hogar a bajo precio mediante regulaciones en las que 
se les niegan los derechos básicos, permisividad ante la informa­
lidad y disposiciones inmigratorias favorecedoras del empleo 
irregular previo a la regularización (además de incentivos fisca­
les como las desgravaciones por contratación de estas trabajado­
ras que existen en algunos países).

No es sorprendente, pues, que los países con menor in­
cidencia del empleo doméstico sean precisamente los nórdicos 
(especialmente Suecia, donde las cifras son ínfimas). Estos paí­
ses ofrecen una buena provisión de servicios públicos, horarios 
más cortos a tiempo completo y mayor equidad en el reparto del 
trabajo doméstico y de cuidados entre hombres y mujeres. En 
estos países también existe una regulación laboral que conce­
de derechos básicos a estos empleos, y además la tolerancia 
ante la economía sumergida es escasa. En el otro extremo se 
encuentran los países del sur y del centro de Europa, en los 
que el empleo doméstico es precario y donde otros recursos 
para el cuidado son escasos. Así, España está a la cabeza de la 
UE-15 en cuanto a incidencia, seguida de Italia, Francia, Ale­
mania y Portugal7. 
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En definitiva, la de las empleadas de hogar es una situación 
de semi-esclavismo que sirve de colchón para amortiguar un 
conflicto social. Con este recurso, una capa de mujeres profe­
sionales se mantiene en el mercado de trabajo en el sistema 
actual sin que aumente excesivamente la presión hacia el Esta­
do para que provea servicios públicos y regule la jornada máxi­
ma, ni hacia los hombres de esas familias para que aporten al 
cuidado el 50% que les corresponde. Cabe sostener, pues, que 
la única forma de dignificar el empleo doméstico es sacarlo de 
las familias y reconvertirlo en empleo público en los servicios 
de educación infantil y atención a la dependencia. En este caso 
se demuestra, una vez más, que es necesario elegir entre dos 
modelos incompatibles de organización de los cuidados y de 
configuración del empleo.

En resumen, los ejes de actuación para el cambio de modelo a una sociedad 

compuesta por personas sustentadoras/cuidadoras en igualdad son: 

1) Políticas para que los hombres asuman su 50% del trabajo doméstico y de 

cuidados, y particularmente los permisos de maternidad y paternidad iguales, 

intransferibles y pagados al 100%, junto con políticas educativas igualitarias. 

2) Universalización del derecho a la educación infantil de calidad desde los 0 

años y del acceso al sistema público de atención a la dependencia. 

3) Horarios más cortos para todas las personas a tiempo completo (35 horas 

semanales de jornada máxima). 

4) Eliminación de todos los desincentivos a la inclusión de las mujeres en el 

empleo de calidad: individualización total del sistema de impuestos y presta-

ciones, con eliminación de la tributación conjunta y de todas las desgravacio-

nes/prestaciones asociadas al estatus familiar y/o incompatibles con el 

empleo, entre ellas, la prestación por cuidadoras en el entorno familiar (en 

España, esto exige en primer lugar la eliminación del artículo 18 de la Ley de 

Dependencia). 



243

5) Igualdad en los derechos y en la protección social de todas las categorías 

laborales; con especial atención a la inclusión de las empleadas de hogar en 

el Régimen General de la Seguridad Social y en el Estatuto de los Trabajado-

res a todos los efectos.

6) Reforma integral del sistema de pensiones, con equiparación de la pensión 

no contributiva al mínimo general de las pensiones y con la eliminación de la 

pensión de viudedad vitalicia para los nuevos matrimonios. 

Se trata, en definitiva, de poner las condiciones para 
alcanzar una sociedad en la que cada persona se comporte como 
desee sin más límites que el respeto a las demás, sin encorseta­
mientos normativos en categorías sexuales, sean estas dos 
(mujeres y hombres) o más (incluyendo queer, transgéneros, 
etc.). Ese es el objetivo del feminismo en el siglo XXI, la elimi­
nación de la diferencia sexual para permitir que florezca la 
libertad individual y las relaciones libres entre las personas. 

ALGUNAS INICIATIVAS COLECTIVAS CON MEDIDAS PARA EL CAMBIO 	

ESTRUCTURAL HACIA LA IGUALDAD EN ESPAÑA

• �Proyecto de Reforma por Permisos Iguales e Intransferibles de Nacimiento y 

Adopción. PPIINA. [En: www.igualeseintransferibles.org] 

• �Manifiesto por la Igualdad de Género en el Sistema de Pensiones. [En www.

feministas.org]

• �Manifiesto Feminismo ante la Crisis. [En www.feminismoantelacrisis.com y en 

Fórum de Política Feminista (2009).] 

Buenas prácticas: ¿hay un ejemplo a seguir?

Todas las reformas aquí propuestas estaban ya contenidas en un 
documento llamado Hacia la igualdad, que resumía las conclu­
siones de la comisión gubernamental sueca presidida por Alva 
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Myrdal y que desarrolló sus trabajos entre 1968 y 19698. En 
aquellos momentos eran visionarias, ya que algunas no se 
habían experimentado en ningún país. Sin embargo, todas eran 
lógicas y coherentes con los objetivos declarados y, aunque no 
se realizaron todas completamente, las que sí se llevaron a cabo 
dieron los frutos esperados. 

Tabla 1 

Ejemplos de reformas estructurales

Reformas Ejemplos de países

Permisos de maternidad y 
paternidad iguales, intransferibles 
y pagados al 100%.

Islandia es el país que más se acerca (reforma de 
diciembre de 2013): 5 meses intransferibles para cada 
progenitor/a; solo le falta individualizar los otros 2 meses 
que, por ahora, siguen siendo transferibles (y que 
previsiblemente se seguirán tomando masivamente las 
mujeres).

Universalización del derecho 
a la educación infantil de calidad 
desde los 0 años.

Islandia (oferta cubierta solo desde los 12 meses de edad). 
Suecia, Dinamarca, Noruega, Finlandia. Buena cobertura 
en Francia.

Horarios más cortos para todas
las personas a tiempo completo
(35 horas semanales de jornada 
máxima).

Francia (reforma no totalmente implantada). En Suecia, 
Dinamarca, Noruega y Finlandia los horarios se acercan a 
las 35 horas en muchos sectores.

Eliminación de la tributación 
conjunta.

Suecia (1971). 
Reino Unido (1990), aunque subsisten desgravaciones 
basadas en el ingreso familiar. 

Eliminación de las prestaciones 
para el cuidado en casa.

Suecia (1970). En 2006 se reintroduce (con gran polémica) 
una prestación para las familias que renuncien a utilizar 
la educación infantil pública (con un grado de utilización 
insignificante).

Eliminación de la pensión 
de viudedad vitalicia.

Suecia (1990). Islandia (1993). Todos los países europeos, 
excepto España e Italia, han introducido condiciones de 
baja renta y existencia de menores a cargo.

El más importante de estos objetivos (en lo que a igualdad 
de género se refiere, pero quizás también globalmente) era el 
de la independencia económica de las mujeres: como pronosti­
caba el documento de la Comisión, “los ingresos del propio 
trabajo y un sistema moderno de seguridad social son las dos 
piedras fundacionales sobre las que la seguridad de cada perso­
na descansará en el futuro”. Y, en efecto, puede considerarse 
que en Suecia el sector amas de casa ha dejado de existir como 
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tal, y tampoco es numeroso el sector de servicio doméstico. La 
reforma importante que faltó por hacer para la propugnada 
individualización total fue la de los permisos de maternidad/
paternidad, y esa desigualdad es hoy el mayor escollo estructu­
ral para la igualdad de género en Suecia9.

En la tabla 1 se ofrecen ejemplos de países que han implan­
tado algunas de estas medidas clave. Ningún país ha llegado a 
adoptarlas todas simultáneamente y por completo, pero tene­
mos ya una enorme experiencia internacional disponible que 
demuestra cómo los países que han avanzado en alguna(s) de 
ellas consiguen que las mujeres se mantengan en mejores con­
diciones en el mercado de trabajo y que los hombres mejoren 
su implicación en el cuidado. 

Una visión radicalmente igualitaria e integradora 
de la política social

A lo largo del siglo XX se produjo un cambio ideológico profun­
do, sobre todo en las sociedades europeas, que cuestionó la 
vieja concepción de una asistencia social basada en la caridad y 
“graciable” (es decir, discrecional y agradecible, incluso procli­
ve al clientelismo) por parte de los gobiernos, instituciones o 
personas. Frente a esa concepción, y superando las provisiones 
de recursos mínimos universales (por las que optaron los países del 
modelo liberal, como el Reino Unido y Estados Unidos), se alzó la 
vía democrática de los derechos de toda persona a la seguridad 
económica, a la salud, a la educación, a un nivel de vida digno y a 
la protección frente a las adversidades. El objetivo de una socie­
dad donde todas las personas tengan seguridad en el empleo y 
protección frente a la pérdida involuntaria de este (por causa de 
vejez, desempleo, incapacidad o enfermedad) dio lugar a los sis­
temas de Seguridad Social y a las regulaciones de los derechos 
laborales (como los Estatutos de los Trabajadores), así como a los 
sistemas públicos de salud y educación. 

La radicalización de estos principios y su extensión a toda 
la población, incluidas las mujeres, que antes habían resultado 
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excluidas por una concepción tradicional de la familia, posibi­
litó el salto a los Estados del bienestar nórdicos. Ello comportó 
la universalización de los sistemas públicos de educación 
infantil y de atención a la dependencia; y la transformación aún 
no concluida de los sistemas de prestaciones y otras políticas 
relacionadas.

El principio básico de a cada persona según sus necesidades 
y de cada una según sus posibilidades, al que aludíamos en el 
capítulo 1, llegó a ser de aceptación mayoritaria aun en los paí­
ses en los que no había sido implantado en todo su potencial. 
La historia ha demostrado que esta es la única vía de avance 
social y económico, y en ella la igualdad de género ocupa nece­
sariamente un lugar central. Sin embargo, asistimos a una 
regresión ideológica que amenaza con desmantelar este modelo 
aún no consolidado. Recordemos, pues, algunas claves para la 
igualdad de género y para los derechos básicos de toda la ciuda­
danía, que hoy están en revisión. 

Uno de estos asuntos clave es el de si las prestaciones 
familiares (especialmente por criaturas) y el acceso a los servi­
cios públicos deben ser universales o no. Es cierto que a prime­
ra vista pudiera parecer más progresista poner un tope de renta 
para estos derechos, pero conviene detenernos a recordar dos 
potentes argumentos que contrarrestan esta impresión: uno se 
refiere a la necesidad del consenso social para construir siste­
mas con la suficiente potencia recaudatoria; y el otro se refiere 
a las negativas consecuencias sociales de un sistema basado en 
políticas focalizadas hacia los pobres (consecuencias que afec­
tan también a las personas beneficiarias de esas políticas, como 
explicaremos a continuación).

En cuanto al primer argumento (la construcción del nece­
sario consenso social), consideremos que la expansión de los 
servicios públicos (incluida la educación infantil y los cuidados en 
caso de dependencia) es aceptada y reclamada por la gran mayoría 
de la ciudadanía, que sin ellos no puede asegurarse una debida 
atención. En los países donde estos sistemas se han implantado y 
atienden correctamente las necesidades, la población acepta el 
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sistema impositivo aunque comporte una mayor presión fiscal; 
y el fraude es menor que en los países en los que los servicios 
públicos son deficitarios y las prestaciones insuficientes. Ese 
debate ya se realizó cuando estaban en expansión esos servicios 
y esas prestaciones, sobre todo en los países más democráticos 
socialmente, los nórdicos, pero también en toda Europa. 

En la década de los setenta, cuando se puso en pie en Espa­
ña el impuesto sobre la renta personal (IRPF) y la Seguridad 
Social, la ciudadanía comprendió que no sería posible la 
implantación de un impuesto progresivo universal si no se 
ofrecían sus beneficios a toda la población (es decir, no es posi­
ble recabar impuestos fundamentalmente de las rentas altas 
para ofrecer prestaciones solo a las rentas bajas). Se trataba de 
lograr un consenso en torno a la seguridad de todas las perso­
nas a cambio de contribuciones en función de la renta; y ese 
consenso es posible políticamente porque favorece a la inmen­
sa mayoría de la ciudadanía. 

En cuanto al segundo argumento (el de los impactos), los 
sistemas de bienestar inclusivos han demostrado su superiori­
dad frente a los anteriores sistemas y frente a las propuestas 
alternativas, que además tienen muchos inconvenientes. Por 
ejemplo, las prestaciones por hijos/as sujetas a comprobación 
de rentas tienen el efecto negativo de desincentivar el trabajo 
asalariado, especialmente de las mujeres. Los servicios públi­
cos para familias de rentas bajas son siempre de baja calidad. 
Las prestaciones de pago único (como los cheques bebé) son 
contrarias a una concepción de la política social basada en las 
necesidades (si la familia no tiene ingresos, seguirá sin tener­
los meses después del pago) y no sirven para combatir la pobre­
za infantil (al contrario, si acaso tienen incidencia en la 
fecundidad será para potenciarla en familias muy pobres, 
dando lugar al nacimiento de criaturas que serán pobres, pues­
to que además no se prevé su protección posterior). Los siste­
mas de atención a la dependencia basados en la figura de la 
cuidadora familiar no satisfacen la demanda y esclavizan a las 
mujeres. Las pensiones y prestaciones de dependencia basadas 
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en seguros privados comportan un alto riesgo de despro­
tección.

Otro principio básico es el de que una sociedad democrá­
tica es incompatible con la existencia de categorías laborales 
excluidas de los derechos básicos, como la de las empleadas de 
hogar. Hay que tener en cuenta el efecto de este fenómeno sobre 
el aprendizaje de la diferencia de clase (y género) desde la más 
tierna infancia. Las criaturas crecen teniendo a su servicio a una 
persona (mujer) que desarrolla las tareas más bajas, en muchos 
casos en posición de servilismo incluso frente a las criaturas. Una 
persona que se ha visto obligada a dejar a su familia para cuidar a 
otra, sin la relación afectiva ni la autoridad que tienen las perso­
nas progenitoras. Una situación así contribuye a la asunción de la 
diferencia de clase como si fuera “natural”. 

Lo mismo, o aun más, puede decirse respecto a las “cuida­
doras familiares”, a las que el Estado concede una prestación 
muy inferior al salario mínimo por cuidar durante 24 horas al 
día los 365 días del año, sin derecho a jornada de trabajo máxi­
ma, ni a descanso semanal, ni a vacaciones anuales, ni a la 
prestación por desempleo cuando el periodo de cuidado termi­
na, etc. La situación de estas mujeres, como la de muchas amas 
de casa, también contribuye a que las criaturas interioricen 
y naturalicen este escandaloso caso de esclavitud. 

Por otra parte, la Asistencia Social cumple un importante 
papel y tiene que estar bien diseñada. En una sociedad que 
integre a todas las personas mediante servicios públicos de 
cobertura universal, prestaciones y oferta democrática de bie­
nes públicos (infraestructuras, recursos sociales y culturales, 
entre otros), habrá aún personas que necesiten recurrir a las 
medidas asistenciales, pero serán muchas menos y por menos 
tiempo. Estas personas deben ser asistidas, a través sobre todo 
de servicios, en función de las necesidades individuales y no de 
las causas o características grupales (como son, por ejemplo, 
mujeres de grupos vulnerables, ex-presos, drogadictos, etc.). 

Las prestaciones asistenciales pueden estar más estandari­
zadas e impersonalizadas, para asegurar un mínimo de ingresos 
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y cobertura, de tal manera que las personas necesitadas no se 
vean penalizadas ni tratadas indignamente. Entre estas provi­
siones es muy importante el establecimiento de un único 
ingreso mínimo, aplicable a todas las personas mayores, sin 
distinguir si la ausencia de cotizaciones suficientes reside en el 
estatus matrimonial anterior o en cualquier otra causa. Tam­
bién, y sobre todo en tiempos de crisis, se requiere una política 
de garantía de vivienda digna, becas y otras ayudas sociales.

Esta es una concepción de la asistencia social que, a dife­
rencia de la caridad, está fundamentada en la igualdad de dere­
chos, sin entrar a juzgar ni a exigir comportamientos de las 
personas pobres o necesitadas. Es, justamente, la concepción 
contraria de la que inspira las actualmente en boga políticas 
focalizadas o condicionadas, como las transferencias moneta­
rias condicionadas (tratadas en el capítulo 2), auspiciadas por 
los mismos organismos que están contribuyendo a la destruc­
ción de los sistemas “ortodoxos”. 

Es importante advertir que los teóricamente “nuevos” 
argumentos avanzados por organismos como el Banco Mundial 
y el Fondo Monetario Internacional, a favor de las políticas 
focalizadas y condicionadas para los pobres, forman parte de la 
ofensiva neoliberal contra los Estados del bienestar inclusivos. 
Así, a la vez que obligan a recortes en la protección social e 
impiden la puesta en pie de impuestos a las rentas altas, defien­
den estas políticas con el argumento de que “la redistribución 
es políticamente factible solo cuando se condiciona al buen 
comportamiento”10. Sin embargo, cualquier persona puede 
comprobar que los países con menos desigualdad social son 
precisamente los que han eliminado la focalización y la condi­
cionalidad de la protección social; es decir, los países escandi­
navos. Todos estos extremos están sobradamente comprobados. 
¿Cómo es posible que actualmente proliferen propuestas que 
ya creíamos enterradas para siempre?

Destaquemos también que la democracia económica 
debe extenderse a muchos campos aún por abordar en toda 
su amplitud. En una sociedad igualitaria e integradora, las 
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únicas prohibiciones deben ser las de los abusos y agresiones, 
ya sean de orden económico o de cualquier otro orden; pero 
esas sí deben existir. Por ejemplo, hay que luchar por la erradi­
cación de fenómenos que atenten contra la integridad de las 
personas, incluso en el caso de que ese abuso sea consentido 
por las víctimas a cambio de dinero, como compra de órganos, 
alquiler de úteros o compra de servicios sexuales.

En definitiva, se trata en primer lugar de consolidar los prin­
cipios ya avanzados y los derechos sociales ya asumidos por la 
mayoría de la población. Estos derechos siempre han estado ame­
nazados, pero en la segunda mitad del siglo XX estaban en desa­
rrollo; hoy se ponen en cuestión hasta sus mismos cimientos. Se 
trata, además, de profundizar y radicalizar los avances sociales 
para abordar temas aún no abordados, para extender derechos a 
todas las personas a las que aún hoy no han llegado. La elimina­
ción de la división sexual del trabajo está en el centro de esta 
visión radicalmente igualitaria e integradora de la política social.

APUNTES PARA EL CAMINO HACIA LA IGUALDAD 

La importancia de las medidas transitorias

En primer lugar, recalquemos la importancia de realizar todos 
estos cambios coordinadamente y con las necesarias medidas 
transitorias. En el capítulo 4 poníamos las recientes reformas de 
las pensiones de viudedad en España como ejemplos de malas 
prácticas, y argumentábamos que las reformas deben hacerse de 
tal manera que ninguna persona quede desprotegida. Por eso, en 
general, las leyes son de implantación progresiva y vienen acom­
pañadas de medidas transitorias (por ejemplo, las reformas 
generales de las pensiones o las de los impuestos personales).

En el documento antes citado de la comisión guberna­
mental sueca presidida por Alva Myrdal en 1968-1969, se con­
sideraba esta cuestión con las siguientes palabras: “para las 
viejas generaciones de amas de casa, algunos de los cambios 
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recomendados —aunque no todos— acarrearían sin duda con­
secuencias indeseadas. Por consiguiente, debe considerarse 
seriamente la posibilidad de que los cambios se apliquen sólo 
para los matrimonios recientes, en los cuales ambos cónyuges 
han tenido iguales oportunidades de educación y empleo. En 
cualquier caso, deben articularse medidas transitorias para los 
matrimonios ya contraídos”. Diseñando las reformas con las 
correspondientes medidas transitorias se asegura la necesaria 
protección de todas las personas; y esa es la forma de que sean 
entendidas y aceptadas por la población. 

Por ejemplo, para la eliminación de la pensión de viude­
dad vitalicia y de otros incentivos para la permanencia en el 
hogar, como la tributación conjunta o el régimen económico de 
gananciales, bastaría con eliminar estas figuras para los nuevos 
matrimonios y para las personas por debajo de una cierta edad 
y en determinadas condiciones, o establecer prestaciones y 
disposiciones para las personas que se quedaran sin recursos 
como resultado de su eliminación. En otros casos, como puede 
ser el de la prestación por cuidados en el entorno familiar o las 
excedencias o reducciones de jornadas para el cuidado, no se 
trata de suprimir estas medidas sin más; es cuestión de susti­
tuirlas por otras que, además de ser equitativas y eficaces, son 
muy bien recibidas por la población: la provisión de servicios 
públicos adecuados y de derechos efectivos para que los hom­
bres se impliquen en las tareas de cuidados. 

Así, estos cambios no tendrían efectos negativos y suscita­
rían una menor oposición; sin menoscabar la eliminación de 
los incentivos ni el mensaje claro de prevención hacia las 
mujeres para que no cayeran en la trampa de la dependencia 
económica.

Dependencia del camino (‘path dependency’)

A la hora de planificar reformas sociales, es importante tener 
en cuenta el fenómeno denominado dependencia del camino. 
Este término (traducción literal del inglés path dependency) se 



252

aplica a muy variadas áreas de conocimiento (física, economía, 
tecnología, negocios, etc.) y se refiere al hecho de que las alterna­
tivas posibles en un determinado momento dependen de las 
decisiones que se tomaron en el pasado; en política social podría­
mos expresarlo diciendo que los pasos atrás son muy difíciles de 
revertir. Cada decisión va configurando un determinado modelo 
de sistema sanitario, de atención a la dependencia, de sistema 
educativo, de política inmigratoria y, en definitiva, de política 
social. Cada modelo determina en la población pautas de compor­
tamiento e ideas preconcebidas sobre lo que debe ser (a las que 
nos referimos como “normas sociales”); y estas normas sociales 
son muy difíciles de cambiar una vez que están instaladas. En lo 
que se refiere a los temas relacionados con la igualdad de género, 
esta regla es más contundente aún, si cabe.

La experiencia de los permisos parentales es muy ilustra­
tiva a este respecto. En países como España o Francia es fácil 
construir el consenso social en pro de la reforma para configu­
rar permisos iguales (para cada progenitor/a), intransferibles y 
pagados al 100%, porque la forma de llevarla a cabo sería sim­
plemente ampliar a los padres un derecho que ya tienen las 
madres. Igualmente, en Islandia las dos reformas sustanciales 
consistieron en conceder a los padres 3 meses (en 2000) y 5 me­
ses (en 2013), ambas con gran consenso social, a partir de una 
situación previa en la que ni siquiera existía un permiso exclu­
sivo de los padres, que se crea por primera vez en 1999. 

Suecia, en cambio, tiene un problema de dependencia del 
camino, creado esencialmente por la reforma de 1974. Esta 
reforma tenía como objetivo teórico el de la individualización 
de derechos, pero hizo lo contrario: al introducir la cláusula de 
transferibilidad entre progenitores, lo que consiguió fue au­
mentar en la práctica el permiso de las madres. 

Posteriormente, sucesivas reformas han ido aumentando 
la duración total de los permisos, pero solamente han llegado a 
conceder dos meses intransferibles a cada progenitor/a. Como 
resultado, en Suecia actualmente está arraigada la “norma 
social” de que los hombres se tomen 2 meses y las mujeres se 
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tomen el resto (en torno a un año). Lógicamente, con una dura­
ción total tan larga casi nadie propone alcanzar la igualdad por la 
vía de aumentar el permiso intransferible de los padres hasta un 
año; la única forma sensata de equiparación sería la de “quitarle 
a las madres” de facto, lo que es muy difícil. Así, aquella reforma 
no solamente no consiguió su objetivo de individualización, sino 
que alejó dicho objetivo del espacio de posibilidades reales. 

Esta es la explicación de que las organizaciones que abogan 
por la igualdad de los permisos (PLENT; PPIINA en España) 
consideren tan peligroso cualquier aumento del permiso de 
maternidad y de los permisos transferibles: ello no solamente 
aumenta la desigualdad, sino que crea este problema de depen-
dencia del camino, que es más grave cuanto mayor es la duración 
total del permiso sumado de las dos personas progenitoras. 

Otro ejemplo es el de los sistemas de atención a la depen­
dencia. Como vimos en el capítulo 5, existen caminos diver­
gentes para configurarlos. Uno, el elegido por los países 
nórdicos, es el camino de aumentar la oferta de servicios públi­
cos hasta la universalización del derecho. El otro, elegido por 
Alemania, es el de establecer seguros de dependencia privados, 
junto con prestaciones para cuidadoras y refuerzo de la obli­
gación legal de cuidado y manutención por parte de los fami­
liares. En España se aprobó una Ley de Dependencia que 
declaraba el objetivo de un sistema basado en los servicios 
públicos pero que, en la práctica, inauguraba un sistema basado 
mayoritariamente en la figura de la “cuidadora familiar” (véan­
se detalles en el capítulo 5). 

Naturalmente que un sistema basado en servicios públicos 
es más costoso a corto plazo, pero supone una inversión de 
futuro. Desgraciadamente esa inversión no se inició en España 
en aquel momento de bonanza económica y debate social en 
torno a la igualdad de género, en el que se daban las condicio­
nes para un consenso social; ahora es necesario además rever­
tir esa figura que está creada. En Alemania es aún más difícil 
desmontar un sistema que se ha instalado en las mentalidades 
a lo largo de varias generaciones.
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Destaquemos finalmente la importancia de este problema 
de dependencia del camino en la configuración de los mercados 
de trabajo. ¿Cómo revertir la segregación vertical y horizontal? 
Es mucho más fácil prevenirla potenciando una incorporación 
de las mujeres en igualdad (con las correspondientes medidas). 
Resulta muy problemático cambiar a posteriori la estructura del 
empleo, una vez que las mujeres se han incorporado masiva­
mente a sectores feminizados en los que frecuentemente inclu­
so los turnos ya están establecidos a tiempo parcial.

La necesaria confluencia para el cambio de todas 
las políticas públicas: dos elementos catalizadores

Hemos visto cuáles son las condiciones materiales para que la 
igualdad sea posible, pero eso no significa que solamente haya 
que cambiar las políticas directamente económicas. Al contra­
rio, es necesario revisar todo el presupuesto público y todas las 
disposiciones y leyes que están reproduciendo la desigualdad 
en todos los ámbitos: educación, sanidad, deportes, cultura, 
justicia, relaciones exteriores… Hemos destacado algunas de 
ellas, y no es posible aquí hacer una lista exhaustiva porque son 
todas. En realidad, para tener esa lista basta tomar la de com­
petencias públicas. Pero solo en un contexto de cuestiona­
miento profundo de la estructura social es posible abordar las 
consecuencias de la desigualdad de género en toda su profun­
didad y extensión. A este respecto hay dos asuntos cruciales, 
tanto por su importancia en sí mismos como por su poder cata­
lizador del cambio estructural: uno es la intolerancia social 
frente a la violencia de género; el otro es el avance de las muje­
res en representación política. En ambos asuntos España pre­
senta resultados esperanzadores. 

La violencia de género es, tomando la expresión de Luisa 
Posada (2008), “otro género de violencia”. Gracias a la movili­
zación feminista y a los avances legislativos consiguientes11, la 
sociedad española ha comprendido que se trata de un problema 
estructural que tiene sus raíces profundas en la dominación 
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masculina. El mandato constitucional de asegurar el derecho a 
la vida y a la integridad física y psíquica de todas las personas 
falla estrepitosamente en España cuando 2.150.000 mujeres 
mayores de 18 años (un 10,9% del total) han sufrido violencia 
por parte de su pareja o ex-pareja; o cuando 2.800.000 meno­
res (el 33,8% del total) han sido víctimas de esa violencia con­
tra sus madres12; y a estas cifras hay que añadir las violaciones y 
agresiones por parte de desconocidos, vecinos, familiares, etc. 

La cuestión es: ¿sería posible cumplir realmente ese man­
dato constitucional sin cambiar la configuración básica de la 
sociedad española? Habría que proporcionar medios suficien­
tes a todas las mujeres casadas sin recursos para que pudieran 
abandonar su situación sin tener que pasar por una denuncia 
que aumenta el riesgo de agresión. Habría que ofrecer ayuda 
psicológica, asesoramiento legal y otros recursos, no solamente 
a las casadas sino a todas las víctimas potenciales de violencia 
de género; y ni aun así conseguiría prevenirse este fenómeno 
tan extendido13. Es imposible también asegurar la vigilancia 
necesaria para que las mujeres puedan andar tranquilas por la 
calle; y es imposible conseguir que los hombres tengan exten­
sivamente un concepto igualitario de la sexualidad cuando 
tantos factores les incitan a considerarla como dominación14. 
Todos estos asuntos están saliendo a la luz y, como decíamos, 
hacen comprender a la ciudadanía que el sistema social actual 
es intolerable.

El otro asunto crucial es, como decíamos, el de la paridad. 
La presencia de mujeres en las posiciones de poder es un factor 
clave por dos razones: por la visibilización y normalización 
democrática que supone y porque está demostrado que posibi­
lita las demás reformas necesarias (Sainsbury, 1999). España 
es uno de los países europeos (excluyendo los nórdicos) con 
mayor representación femenina en el Parlamento y en el Con­
sejo de Ministros/as. Pero en los niveles gubernamentales 
menos visibles y, sobre todo, en el sector privado, el asunto es 
muy otro. ¿Qué leyes se necesitarían para asegurar que las 
empresas no filtraran a las mujeres a la hora de la promoción? 
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Los planes de igualdad en las empresas son necesarios, y tam­
bién la igualdad en las políticas activas de empleo; pero no se 
conseguirá la igualdad sin eliminar las causas de la segmenta­
ción (vertical y horizontal) del mercado de trabajo, y una muy 
importante es la etiqueta de “menos disponible para el empleo” 
que portamos las mujeres.

El cambio cultural y educacional: ¿gradualismo 	
o catarsis con efectos a largo plazo?

La historia nos enseña que los cambios estructurales no “aconte­
cen” como consecuencia ineluctable de cambios en las condicio­
nes objetivas. El proceso de cambio social es siempre colectivo y, 
aunque se gesta largamente, se precipita en un corto espacio de 
tiempo, a modo de catarsis social que permite desterrar de nues­
tra mente viejos esquemas para dar el salto a los nuevos. Esto es 
así en todos los cambios sociales importantes, y con más razón en 
los que se refieren a la igualdad de género. Así, se habla del 
“efecto Olof Palme”, del “efecto Zapatero”, etc. Por otro lado, 
vemos mantenerse largo tiempo sistemas reaccionarios aun con 
la mayoría de la población en contra.

Si observamos estos y otros procesos, desterraremos las 
impresiones (bastante extendidas) de que el avance se irá rea­
lizando paulatinamente, o que es inevitable, o que se dará a 
largo plazo como resultado de un cambio en la educación. Aún 
más peligrosa, y equivocada, es la idea de que los procesos de 
cambio no tienen marcha atrás (esta última percepción errónea 
se observaba en España durante la época del “efecto Zapatero”; 
desgraciadamente, hemos experimentado dolorosamente que 
los procesos de cambio pueden descarrilar aun antes de haber 
llegado a abordar las reformas estructurales). 

La confluencia entre el debate y los cambios legislativos 
conduciría a un vuelco en las mentalidades, que a su vez posibi­
litaría otras reformas impensables desde el viejo paradigma. 
Una de estas reformas profundas es la del sistema educativo. 
Hay que tener en cuenta que la educación es un reflejo de la 
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sociedad. No se trata solo de incluir temas o asignaturas espe­
cíficas, sino también y fundamentalmente de cambiar compor­
tamientos profundamente arraigados en la infancia, en la 
adolescencia y en el profesorado. ¿Cómo potenciar ese vuelco? 
Se necesita un debate profundo en todas las estructuras educa­
tivas, desde la cúpula ministerial hasta el último consejo esco­
lar y en las familias, y este debate solo podrá producirse en un 
contexto de cambio radical. Por ejemplo, la apuesta por los 
juguetes igualitarios solo se dará masivamente (aun en la edu­
cación pública) si va unida a un cuestionamiento de la diferen­
cia sexual en todos los ámbitos. 

Además, la igualdad en la orientación curricular tiene que 
ir en conjunción con las posibilidades reales que luego tendrá 
el alumnado de ejercitar esa nueva orientación. ¿Por qué las 
mujeres no eligen carreras como las de ingeniería? En el capí­
tulo 1 señalábamos que muchas profesiones antes masculinas 
son ahora femeninas, lo que demuestra que las jóvenes no tie­
nen remilgos a la hora de cambiar si se les dan oportunidades. 
Pero también son racionales y no eligen las profesiones en las 
que intuyen que serían rechazadas y en las que saben que es 
más difícil compatibilizar empleo y vida personal/familiar 
(esencialmente aquellas “masculinas” cuyo empleo mayorita­
rio está en el sector privado). Para cambiar esa tendencia es 
necesario también, y simultáneamente, eliminar las causas de 
la segregación del mercado de trabajo que hemos analizado.

Otro ejemplo importante es el de la política deportiva. Los 
datos demuestran sistemáticamente que las mujeres hacen 
mucho menos deporte, que los recursos públicos destinados a 
la práctica deportiva masculina son mayores que los dedicados 
a la práctica femenina, que los deportes potenciados para cada 
sexo son diferentes, etc.15 Baste observar el fenómeno del fút-
bol masculino (llamado simplemente “fútbol”), asociado cultu­
ralmente a la exaltación de actitudes machistas, y comparar el 
espacio que se le concede en los medios de comunicación 
públicos en comparación con el fútbol femenino (llamado “fút­
bol femenino”).
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Estos son solamente un par de ejemplos importantes, 
entre otros muchos más. En todos ellos existirá la polémica. Sin 
embargo, no debemos empeñarnos en conseguir de inmediato 
el acuerdo total sobre todos los temas relacionados con los roles 
de género y con el estatus de las mujeres, sobre todo en los que 
tocan fibras emocionales. El debate es importante, pero consi­
deremos la impermanencia de las normas sociales y de nues­
tras propias posturas ideológicas, que necesariamente cambian 
en un proceso de transformación colectiva16. Así, en este pro­
ceso será posible profundizar en la comprensión de fenómenos 
que ahora se abordan aisladamente y en su vertiente más 
superficial. 

En la medida en que cambie la consideración social de las 
mujeres será mucho más fácil comprender que se les/nos están 
escamoteando derechos fundamentales como el derecho a la 
integridad física y psíquica, a la práctica deportiva que tan cru­
cial es para la salud, a la formación temprana para ser personas 
independientes, a la representación política, a los recursos 
económicos y tantos otros derechos. Mientras, muchas consi­
deraciones feministas parecerán desproporcionadas o impro­
cedentes, a pesar de estar basadas en datos y evidencias 
contrastables.

Otros asuntos son aún más problemáticos, como la prosti­
tución y la pornografía, el aborto, los úteros de alquiler, el velo 
islámico, la moda incapacitante y los tratamientos de belleza 
nocivos, etc. Lo importante es no desgastarse en discusiones 
pasionales, sino apostar por las reformas cruciales. Luchemos 
por todas las reformas, pero comprendamos también que algu­
nas solo se irán haciendo posibles según avance el nivel de 
conciencia. A este respecto resulta ilustrativa la evolución del 
estado de la opinión pública y de la legislación sueca frente a la 
prostitución. Suecia fue el primer país que llegó, en 1999, a una 
ley que prohíbe la compra de servicios sexuales y, a la vez, pro­
vee atención integral a las víctimas de prostitución (que en esa 
ley adquiere la consideración legal de violencia de género). Esa 
reforma, apoyada por el 80% de la población sueca, se ha 
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demostrado una vía práctica para reducir drásticamente las 
cifras de prostitución y la tolerancia social hacia el fenómeno. 
Pero no había sido posible en Suecia antes y, no por casualidad, 
solo los demás países nórdicos la han secundado hasta el 
momento (De Santis, 2004).

LA ARTICULACIÓN DEL CAMBIO SOCIAL Y POLÍTICO 
EN LA PRÁCTICA

Hasta aquí hemos argumentado la necesidad de un golpe de 
timón en las políticas públicas, de tal forma que dejen de estar 
inspiradas por el mantenimiento de la familia tipo sustentador 
masculino/esposa dependiente para orientarse a la consecución 
de una sociedad formada por personas sustentadoras/cuidadoras 
en igualdad. A continuación hemos enumerado las reformas 
necesarias para ese cambio estructural y las experiencias que 
confirman su pertinencia, así como algunos elementos clave 
relacionados con el camino a la igualdad. 

Pero otro asunto muy diferente es el de la posibilidad real 
del cambio. Inevitablemente surgen las preguntas: ¿es la ac­
tual crisis un momento adecuado para plantear cambios de tal 
envergadura?, ¿cómo construir el consenso social que se nece­
sita para precipitar el golpe de timón? En definitiva, volvamos 
a la cuestión que apuntábamos en la introducción: ¿existen las 
condiciones políticas para el cambio estructural?

¿Cambio estructural en crisis? Sí, ¡precisamente 
para salir de la crisis!

La crisis económica agrava los problemas. Todas las reformas 
que exige el cambio estructural para la igualdad de género 
suponen un aumento de la atención a las familias y a la infancia, 
y esta atención es más urgente cuanto más se deteriora la situa­
ción económica. Si esas reformas se hubieran emprendido 
antes, el impacto de la crisis sería menor; de hecho, los países 
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menos golpeados por la recesión son los países con un Estado 
del bienestar consolidado (los países escandinavos). Incluso 
Islandia, que sufrió una bancarrota financiera, se ha recupera­
do en gran parte; y en ese país los recortes sociales han sido 
mucho menores que en otros (por ejemplo, aun en la etapa de 
recuperación se han hecho reformas como aumentar el permi­
so intransferible y bien pagado de los padres de 3 a 5 meses). 

El hecho de que los países con sistemas de bienestar sóli­
dos estén resistiendo mejor la crisis económica es consistente 
con la evidencia de que, como hemos señalado, la desigualdad 
de género y social es ineficiente. También es consistente con 
que los recortes profundizan la crisis en lugar de servir para 
superarla, como veremos.

Algunas de las medidas propuestas exigen un esfuerzo 
presupuestario que, teóricamente, hubiera sido más fácil 
emprender en el periodo de expansión económica. Por ello, es 
comprensible que muchas personas bienintencionadas se 
dejen convencer por la sistemática respuesta del poder de que, 
aun siendo correctas las medidas, habría que esperar a llevarlas 
a cabo “cuando la situación económica lo permita”17. Ante esa 
respuesta, conviene aclarar algunos extremos importantes. En 
primer lugar, las políticas de austeridad no son la solución, sino 
una parte importante del problema; contrariamente a lo que 
sostiene la doctrina neoliberal, estas medidas profundizan el 
círculo vicioso de la recesión. Paul Krugman y Joseph Stiglitz 
(por citar solamente a dos premios Nobel) nos recuerdan que la 
demanda interna (el consumo) no puede recuperarse si la renta 
disponible de los hogares y el Estado del bienestar son cada vez 
más raquíticos. 

Actualmente la mayoría de las personas sufren la reduc­
ción de sus salarios, ven peligrar su puesto de trabajo y el de sus 
familiares, temen quedarse sin prestación por desempleo, sin 
pensión y sin una asistencia sanitaria adecuada; tampoco con­
fían en poder acceder a servicios públicos de atención a la 
dependencia. Como consecuencia, restringen el consumo y des­
tinan todo lo que pueden al ahorro y a atender las necesidades 
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perentorias de sus familias. Esta restricción del consumo pri­
vado, junto con la política de austeridad en el gasto público, 
reduce aún más la actividad económica, con la consiguiente 
destrucción de puestos de trabajo, acelerándose así la espiral 
recesiva. Además, como ya hemos destacado, ni siquiera una 
economía familiar saneada tiene la capacidad de ahorro sufi­
ciente para suplir la falta de servicios públicos y de prestacio­
nes sociales (exceptuando una minoría de rentas muy altas). 
Así, esta vía ni siquiera sirve para que las familias resuelvan sus 
problemas; al contrario, los agrava. En definitiva, no es posible 
salir de la crisis por el camino de la austeridad.

En segundo lugar, recordemos que las medidas de reduc­
ción del déficit público, privatizaciones de servicios públicos y 
recortes generalizados en la protección social vienen prescri­
biéndose por parte de los organismos internacionales (OCDE, 
Comisión Europea, FMI, Banco Mundial) desde mucho antes 
de la crisis. Semejante coincidencia e invariabilidad de recetas, 
para todos los países e independientemente del punto de desa­
rrollo o ciclo económico en el que se encontraran, demuestra 
que no tienen un origen económico sino político18.

Vicenç Navarro, Juan Torres y Alberto Garzón explican las 
raíces políticas, así como las consecuencias sociales y económi­
cas, del enorme déficit de España respecto a la Unión Europea 
en cuanto a recursos destinados a política social19. El déficit en 
protección social significa también que España mantiene, en 
comparación con la UE-15, una menor presión fiscal sobre las 
rentas altas y del capital, un mayor tamaño de la economía 
sumergida y un mayor fraude fiscal. Concluyen que este déficit 
social español se mantiene y aumenta precisamente como con­
secuencia de las presiones de las fuerzas conservadoras y de los 
intereses de los grandes capitales, tanto a través de las decisio­
nes nacionales como de las reglas de funcionamiento que han 
impuesto en la Unión Europea.

En cuanto a la desigualdad de género, es cierto que en 
España se dieron ciertos pasos, entre los que destacan medidas 
como la Ley de Violencia o la Ley de Igualdad, que sirvieron 
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para activar el debate y para aumentar el nivel de conciencia de 
la población acerca de estos problemas. Pero las reformas 
estructurales tampoco se abordaron en la época de superávit 
presupuestario público de los años precedentes a la crisis eco­
nómica. Los argumentos eran entonces (también) la falta de 
medios económicos, mientras se despilfarraban los fondos 
públicos en proyectos faraónicos y en medidas de nulos o 
dudosos efectos (como el cheque bebé) e incluso perjudiciales 
(como los incentivos al tiempo parcial, las bajas incentivadas, 
el mantenimiento de la tributación conjunta, etc.). 

Cuando vino la crisis, aún se gastó mucho dinero en los 
planes de reactivación económica. Con estos planes se podrían 
haber construido infraestructuras para los servicios públicos. 
Así, se hubiera amortiguado el derrumbe del sector de la cons­
trucción entonces, y se hubieran creado servicios públicos y 
puestos de trabajo para el derrumbe posterior del sector servi­
cios, que era predecible20. Sin embargo, no hubo ni plantea­
mientos de futuro ni directrices que orientaran el gasto en 
sentido social. Hoy, en plena espiral recesiva y sin planes de 
reactivación ni leyes de economía sostenible, la sociedad es 
más consciente de las necesidades perentorias que no pueden 
abandonarse. 

La historia demuestra que no es precisamente en los 
periodos de bonanza económica cuando se ha avanzado sustan­
cialmente en la atención de las necesidades sociales. Y, al con­
trario, si comparamos la presente recesión con otras anteriores 
en España y en el mundo, comprenderemos que es posible una 
expansión de los derechos y de los servicios en medio de crisis 
profundas. En efecto, España estaba sumida en una profunda 
crisis económica cuando, a finales de los años setenta, consoli­
daba la Seguridad Social (Ley 36/1978) e instauraba el IRPF 
moderno (Ley 44/1978), multiplicaba la oferta de plazas en la 
enseñanza secundaria pública, ampliaba los servicios públicos 
sanitarios, modernizaba la Administración Pública, etc.

Basta con observar la evolución del déficit social español, 
frente a los demás países de la UE, para confirmar este curioso 
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fenómeno: ese déficit se redujo entre 1978 y 1993, año en el que 
el gasto social alcanzó el 24% del PIB (el 28% en la UE-15), 
pero dejó de reducirse a partir de ese año, y en 2005 era mayor 
que en 199421. Téngase en cuenta, por tanto, que el esfuerzo de 
reducción se hizo precisamente en un periodo de crisis, y dejó 
de hacerse en periodo de bonanza. ¿Qué podría entonces expli­
car semejante diferencia entre el esfuerzo en política social de 
esos dos periodos? Justamente que a partir de 1993 se impone 
la doctrina neoliberal. 

Un estudio de la recesión europea de los años treinta arro­
ja aún más luz sobre este particular. En efecto, fue precisamente 
a partir de la dura lección aprendida de aquel círculo depre­
sivo cuando se establecieron medidas de protección social de 
emergencia, aumentos del salario mínimo, prestaciones por 
desempleo, leyes de libertad sindical y otras medidas de pro­
tección que se tradujeron en la extensión y consolidación de 
los sistemas de bienestar social. 

Así, las reformas que no se abordaron durante los prime­
ros años de la Gran Depresión europea fueron posibles poste­
riormente con economías mucho más deprimidas. Después de 
mucho sufrimiento, se dieron las condiciones políticas para 
abordar las medidas de estímulo económico, de protección 
social, control de los mercados financieros, etc. Ahora nos 
encontramos en una situación comparable. La única cuestión 
es hasta dónde tendremos que llegar para que el cambio sea 
posible; cuánto sufrimiento deberemos aún soportar. 

Es importante destacar el especial agravamiento de los dos 
problemas fundamentales de sostenibilidad que abordamos en 
el capítulo 1: el del medio ambiente y el demográfico. Estos dos 
problemas tienen muchas características en común, de las que 
señalaremos tres. En primer lugar, ya han llegado a adquirir 
dimensiones especialmente alarmantes. Por otro lado, la situa­
ción actual los profundiza, tanto porque la crisis económica es 
un factor de degradación como porque se paralizan las políticas 
públicas que podrían revertirlos. Por último, las consecuencias 
económicas de ambos no son tan a largo plazo como se imagina 
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frecuentemente; están ahí ya y son también un factor de pro­
fundización de la crisis económica. 

En cualquier caso, los dos son procesos difícilmente 
reversibles que están comprometiendo el futuro de la humani­
dad y del planeta. Ambos están relacionados con la igualdad de 
género, como explicábamos en el capítulo 1. Detengámonos 
ahora en el problema demográfico por su relación inmediata y 
directa con las reformas aquí propuestas, como es evidente ya 
de entrada por el mero hecho de que la demografía depende de 
las condiciones que posibiliten, o no, la decisión de las mujeres 
de tener criaturas, y mantenerlas. 

El problema demográfico en crisis

Como explicábamos en el capítulo 1, la población mundial 
evoluciona hacia una bipolaridad entre países subdesarrolla­
dos con altísima fecundidad y altísimas tasas de pobreza, por 
un lado, y por otro evoluciona hacia países industrializados 
con bajísima fecundidad y también con altas tasas de pobreza, 
especialmente infantil (a menos que se pongan medidas para 
impedir esa evolución). 

Veíamos también que la tasa de fecundidad sostenible es 
aquella con la que la población se mantendría estable a largo 
plazo (esta tasa se denomina “tasa de reposición poblacional” y 
se estima aproximadamente en el valor de 2,1 hijos/as por 
mujer en los países industrializados); y que esa tasa coincide, 
aproximadamente, con la media de los deseos de maternidad/
paternidad declarados, tanto por hombres como por mujeres, 
en los países en los que se dispone de encuestas. 

Con estos datos es fácil comprender que, como se explica 
en el capítulo I, algunos países hayan conseguido detener la 
caída y estabilizar sus tasas de fecundidad en niveles próximos 
a la tasa de reposición poblacional a base, precisamente, de 
proporcionar las condiciones materiales favorables a la deci­
sión de tener criaturas. Estas condiciones son, como hemos 
visto, que ninguna persona tenga que renunciar a sus ingresos 
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ni a su vida personal y que las criaturas se puedan mantener sin 
caer en la pobreza. En la mayoría de los países no se dan y las 
consecuencias están a la vista, como hemos visto al comparar 
las tasas de fecundidad de los países europeos.

Pero, como también veíamos en el capítulo 1, una buena 
demografía no se caracteriza solamente por una tasa de fecun­
didad en torno al nivel de reposición poblacional, sino que 
exige también otras dos condiciones: que esta tasa se mantenga 
estable en el tiempo y que la tasa de pobreza infantil sea baja (lo 
que se consigue si los nacimientos están repartidos en toda la 
escala social y si se proporciona protección a la infancia). Pues 
bien, estas tres condiciones resultan gravemente perjudicadas 
por la crisis económica y por los recortes sociales.

Así, si ya el panorama demográfico era desolador antes de 
la crisis, las cifras de los años 2010 a 2012 nos muestran un 
derrumbe de todos los indicadores, sobre todo en los países del 
sur de Europa. En España, los nacimientos se redujeron en un 
3,9% en 2012, acumulando así cuatro años consecutivos de 
descenso. La edad media a la maternidad aumentó hasta los 
31,6 años y el número de hijos por mujer bajó hasta 1,3222. La 
pobreza infantil española, estabilizada durante años en torno a 
la ya elevada cifra del 24% de la población menor de edad, pasó 
del 23,7% en 2009 al 26,2% en 2010, un incremento y un por­
centaje nunca alcanzados desde que se comenzó a usar la 
Encuesta de Condiciones de Vida para medir la pobreza en 
200423.

Este empeoramiento era previsible a partir de la observa­
ción del comportamiento demográfico en otras crisis y de la 
comprensión del fenómeno en sí mismo: todos los inconve­
nientes y problemas estructurales que están en el origen de la 
bajísima fecundidad y de la pobreza infantil se agravan por el 
efecto devastador de la crisis económica. Se juntan así la causa 
con el efecto, para retroalimentarse: la crisis golpea especial­
mente a los países que no tienen la red de protección social que 
amortigüe el golpe; y, como consecuencia, se derrumban aún 
más todos los indicadores demográficos.
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¿Por qué cerramos los ojos? La inmigración, 		
las mujeres y la demografía

Siendo el problema demográfico un asunto crucial, es también 
un asunto al que, o bien no se le concede la atención que mere­
ce o, cuando se le concede, se trata inadecuadamente. No existe 
consenso en ninguno de sus aspectos: ni en el reconocimiento 
o valoración de la gravedad del problema, ni en la interpreta­
ción de los datos, ni mucho menos en las medidas que se pro­
ponen para solucionarlo y para paliar sus consecuencias. Por su 
parte, muchos analistas demográficos simplemente se limitan 
a observar las evoluciones y tendencias sin entrar en las conse­
cuencias sociales ni en sus determinantes, hasta el punto de 
que se ha llegado a afirmar que la demografía es una ciencia 
contemplativa. Conviene analizar estas reacciones para disipar 
muchas percepciones incorrectas que se mantienen a pesar de 
no tener ninguna base real.

En particular, las actitudes ante las bajísimas y decre­
cientes tasas de fecundidad de los países del sur y del centro 
de Europa demuestran que este es un tema muy proclive a 
posturas mediatizadas ideológicamente. La postura neolibe­
ral resalta que la inversión de la pirámide de población hará 
insostenible el nivel actual de servicios públicos y prestacio­
nes sociales. La mayoría de estos análisis no se plantea la 
posibilidad de revertir la caída de la fecundidad; simplemen­
te toman esta caída como un dato inamovible y la utilizan 
para preconizar recortes sociales, especialmente en las pen­
siones de jubilación. 

Ante estas posiciones neoliberales, muchos economistas 
progresistas argumentan que el Estado del bienestar puede 
financiarse aumentando los impuestos a las rentas altas y que 
los aumentos en productividad compensarán el descenso de la 
ratio Nº de activos/Nº de pensionistas. Estos análisis también 
suelen dar por inevitable la evolución de la fecundidad, sin 
entrar en sus posibles causas ni en su relación con las políticas 
públicas. Su reacción suele ser la de minimizar el problema, 
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muchas veces argumentando que la caída de la fecundidad de 
las personas foráneas puede compensarse con la llegada de in­
migrantes. 

Así pues, podría decirse que no existe un verdadero 
debate social explícito sobre cómo fomentar la natalidad. Sin 
embargo, los gobiernos siguen aplicando políticas llamadas 
tradicionalmente “natalistas”, que consisten en proporcionar 
incentivos para que las madres permanezcan en el hogar 
(mediante prestaciones para el cuidado incompatibles con el 
empleo, facilidades para la reducción de jornada, exceden­
cias, etc.), en la idea (implícita) de que el descenso de las ta­
sas de fecundidad se detendrá si se dificulta el acceso de las 
mujeres al empleo24. Como hemos visto, estas políticas consi­
guen el efecto contrario al declarado, sobre todo porque son 
alternativas a las políticas que sí proporcionarían a las muje­
res las condiciones aceptables para ser madres. 

Entonces, ¿cómo es que se mantienen estas políticas mal 
llamadas “natalistas”? En primer lugar, los economistas y las 
instituciones que las promueven no justifican sus fundamen­
tos. Por su parte, muchos de los economistas progresistas, que 
sí dirigen su atención, por ejemplo, a los recortes en las pen­
siones, ignoran estas políticas y, por consiguiente, no se inte­
resan por estudiar sus efectos sobre la bajísima fecundidad. 
Como ya hemos señalado, simplemente niegan el problema 
demográfico y, por tanto, no entran en el debate de cómo solu­
cionarlo. Así, estas políticas se mantienen, en primer lugar, 
amparadas en la falta de un trato riguroso por parte de las ins­
tituciones y de la comunidad científica. 

En segundo lugar, la reacción ante esta orientación tra­
dicional es la causa del fenómeno que Sommestad (2002) 
califica como “relación conflictiva del feminismo con la 
demografía”: el fantasma de la maternidad impuesta planea 
en el ambiente (solo hay que ver las enormes dificultades para 
mantener y profundizar las conquistas en cuanto a la libertad 
de decidir sobre el propio cuerpo, y particularmente el dere­
cho al aborto). En estas condiciones, es comprensible que 
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muchas mujeres, y especialmente muchas feministas, tam­
bién rechacen toda consideración del problema demográfico.

En tercer lugar, todo lo que suene a “natalista” concita una 
comprensible aprehensión por el hecho de que en el pasado 
estas políticas iban frecuentemente acompañadas por argu­
mentos anti-inmigración. En cuarto lugar, y en conexión con el 
reparo anterior, muchas personas piensan que el mundo está 
superpoblado y que, por tanto, la caída de las tasas de fecundi­
dad es buena para el medio ambiente (así, la solución sería que 
unas cuantas personas de los países con altísima fecundidad se 
trasladasen a los países con bajísima fecundidad).

En cuanto a las dos últimas creencias mencionadas (que la 
bajísima fecundidad es buena para el medio ambiente y que los 
problemas de altísima y bajísima fecundidad pueden resolverse 
haciendo trasvases entre ambos tipos de países), basta acudir a 
la realidad para desmontar esos mitos. En el capítulo 1 se expli­
caba detenidamente que fecundidad e inmigración no son 
recursos alternativos, entre otras razones porque las mujeres 
inmigrantes adaptan su comportamiento demográfico para 
converger con el de las foráneas. De hecho, en España actual­
mente la caída de la fecundidad de las inmigrantes es más pro­
nunciada que la de las foráneas (lógicamente, responden a las 
políticas existentes en el país). Después mostrábamos algunos 
cálculos de los inmensos trasvases que deberían producirse 
para compensar la falta de nacimientos y cómo esos trasvases 
aceleran la transición demográfica en los países de origen; ade­
más de no solucionar el problema de la pobreza infantil ni en 
los países de origen ni en los de destino. Para comprender 
mejor estos fenómenos, fijémonos en la historia reciente de 
España: ni siquiera con el enorme aluvión de inmigrantes, y en 
un periodo de crecimiento económico, se ha conseguido recu­
perar sustancialmente la tasa de fecundidad. 

Pero la cuestión ahora es: ¿serían deseables humanamen­
te esos enormes trasvases de población, caso de que pudieran 
producirse y de que fueran una solución técnica para equilibrar 
las tasas de fecundidad? Si nos ponemos a pensarlo seriamente, 
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veremos que estaríamos defendiendo un modelo de sociedad 
indeseable humanamente, además de inviable económicamente. 
Pocas personas de las que aluden a la inmigración como suplente 
de la fecundidad defenderían esa sociedad. Pero, desgraciada­
mente, el debate está plagado de emocionalidad y no llega a pro­
fundizar en todos estos extremos.

Por último, para acabar de desmontar el reparo de las per­
sonas feministas y progresistas frente a la demografía, aluda­
mos una vez más a todas las evidencias aquí presentadas sobre 
cuáles son las verdaderas políticas natalistas; sobre cómo son 
precisamente los países con mayor igualdad de género y protec­
ción social los que han conseguido estabilizar sus tasas de fe­
cundidad en niveles aceptables, y cómo son los países más 
conservadores y familiaristas los que no consiguen frenar su 
caída. Conviene insistir en estos extremos para deshacer esos 
fantasmas ancestrales que se mantienen contra toda evidencia. 

UN CASO CURIOSO: ¿CÓMO ES QUE LA COMISIÓN EUROPEA CIERRA LOS OJOS 

ANTE LA DEMOGRAFÍA?

La Comisión Europea tiene un comportamiento aparentemente errático: por un 

lado, reconoce el gravísimo problema de envejecimiento que aqueja a Europa y 

subvenciona estudios al respecto25. Por otro, no se pronuncia explícitamente 

sobre qué debe hacerse ni promueve el debate sobre los efectos de las diferentes 

políticas públicas sobre la fecundidad y sobre la pobreza infantil. Aunque, eso sí, 

alude al envejecimiento poblacional para promover recortes sociales y políticas 

para la permanencia de las mujeres en el hogar (mal llamadas políticas “natalis-

tas”). Finalmente, sin ninguna explicación pública, para sus proyecciones de 

población a largo plazo utiliza la hipótesis que denomina “enfoque del escenario 

de convergencia”. Como explicábamos en el capítulo 1, este “enfoque” consiste en 

suponer que las bajísimas tasas de fecundidad se van a recuperar a largo plazo, 

sin aportar ninguna evidencia científica ni plan al respecto. 

¿Cómo pueden explicarse estas sorprendentes incoherencias? Muy senci-

llo: si la Comisión Europea ejerciera su responsabilidad, se vería obligada a 

estudiar rigurosamente la experiencia de los países que han recuperado sus 
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tasas de fecundidad. Consecuentemente, tendría que replantearse todas sus 

actuales políticas, para promover un Estado del bienestar inclusivo en el que la 

igualdad de género ocuparía un lugar central. 

En resumen, el problema demográfico es grave y exige una 
mirada desapasionada y rigurosa, además de un pacto de Esta­
do, para poder actuar urgentemente. Aun actuando ahora, los 
efectos se conseguirán en el largo plazo. Pero no actuar ahora 
nos conduciría a una debacle irreversible. La buena noticia es 
que, como se fundamenta en el capítulo 1, las políticas real­
mente natalistas son precisamente las favorables a la igualdad 
de género y al bienestar de todas las personas, sea cual sea el 
lugar donde hayan nacido. 

La política

Finalmente, hay que tener en cuenta la dimensión política. Una 
pregunta frecuente ante los argumentos a favor del cambio 
estructural para la igualdad total es: ¿por qué los gobiernos no 
cambian las políticas públicas? ¿Cómo es que ni siquiera los 
organismos de igualdad exigen cambios? ¿Cómo es que la 
sociedad civil no los exige más contundentemente? 

Lo que aquí hemos sostenido es que las mentalidades (y, 
en general, la superestructura) no cambian extensivamente 
mientras las condiciones materiales siguen abocando a las per­
sonas a continuar en el viejo sistema. Como decíamos, este 
fenómeno es especialmente importante en lo que toca a la de­
sigualdad de género. La diferencia sexual atañe a todas las esfe­
ras de la vida y afecta a comportamientos heredados y asumidos 
desde el nacimiento, los únicos vividos por la mayoría de las 
personas. 

Pero también es cierto que actualmente existe un desfase 
creciente e insostenible entre el nivel de conciencia de la 
población (consecuencia de los cambios en la forma de vida) y 
las obsoletas estructuras inspiradas en una sociedad que ya no 
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es la real ni la deseada por la mayoría de la ciudadanía. Por ello, 
podemos afirmar que se dan las condiciones subjetivas para el 
cambio estructural. Sin embargo, la existencia de condiciones 
objetivas y subjetivas no es suficiente. Es necesario configurar 
un gran pacto social que potencie la discusión de los problemas 
y la explicitación de los beneficios sociales de los cambios. 
Como decíamos, la conformación de ese consenso es posible 
porque los cambios no solamente benefician a las mujeres, 
sino que son imprescindibles y urgentes para el conjunto de la 
sociedad; ya se está forjando, pero queda mucho por hacer. 
Además, y esto es lo más difícil, este proceso de transformación 
colectiva y profunda exige un liderazgo político para efectuar el 
golpe de timón que se necesita. 

Las encuestas y el comportamiento mayoritario de la ciu­
dadanía demuestran que los poderes públicos están frenando el 
avance social. De hecho, todas las medidas aquí propuestas (y 
todas las medidas progresistas), debidamente explicadas, son 
entendidas y aceptadas por la mayoría de la población; y su 
puesta en práctica aumenta la popularidad de los gobiernos que 
las impulsan. Podemos citar como ejemplos el gran éxito de la 
ley de las 35 horas de jornada semanal máxima en Francia, el 
permiso de paternidad en todos los países, el matrimonio igua­
litario; por no hablar de los servicios públicos, que son recla­
mados y defendidos masivamente. Así pues, no es el electorado 
sino los poderes fácticos quienes imponen sus intereses. Evi­
dentemente, aunque los cambios aquí propuestos aumentarían 
la eficiencia económica y serían favorables a la sociedad en su 
conjunto, eso no quiere decir que le convengan a las empresas 
multinacionales y al capital financiero, ni siquiera a todos los 
empresarios ni a otros poderes como la jerarquía eclesiástica o 
los grupos políticos reaccionarios. 

En cuanto a los organismos de igualdad, hay que tener en 
cuenta que no son entidades autónomas. Aunque su creación 
respondiera a una demanda social, están diseñados por los 
gobiernos, sujetos a su autoridad y, generalmente, sin mandato 
ni poder para inmiscuirse en el curso de la corriente principal 
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de las políticas públicas. Como ejemplo emblemático podemos 
citar el Instituto Europeo de Igualdad de Género (EIGE), que 
empezó a funcionar plenamente en 2010 (por tanto, 15 años 
después del Congreso de Beijing, en el que la UE adoptó y pro­
movió la Estrategia del Mainstreaming de Género). Pues bien, 
el EIGE no tiene entre sus funciones (y por tanto no puede) 
informar, aconsejar, evaluar o cualquier otra acción relaciona­
da con las políticas llevadas a cabo o proyectadas por la Comi­
sión Europea ni por el Parlamento Europeo. Solamente tiene 
capacidad para realizar estudios y estadísticas (y ni siquiera 
para demandar estudios y estadísticas a EUROSTAT, por ejem­
plo). Curiosamente, este Instituto tiene un área llamada “de 
Mainstreaming”, pero está centrada en métodos, herramientas y 
buenas prácticas (según se explica en su web). Esta situación, 
que es idéntica a la de la gran mayoría de los organismos de 
igualdad nacionales e internacionales, ilustra la inercia de las 
viejas dinámicas, por mucho que estén revestidas de nuevos 
términos. La moraleja es clara: la voluntad política debe situar­
se al más alto nivel de gobierno.

Por último, pero no menos importante, en la sociedad 
actual no podemos esperar grandes cambios a pequeña escala. 
Por ello es muy importante articular una política conjunta a 
nivel europeo, y una política exterior que promueva la equidad 
y los derechos humanos en todo el mundo. Todos los gobiernos, 
a cualquier nivel, pueden desempeñar un papel crucial reali­
zando las reformas que les competen y demandando las demás 
reformas a los niveles de gobierno correspondientes, lo que sin 
duda tiene siempre un efecto multiplicador. Pero el gran cam­
bio solo puede ser internacional. Se necesita con urgencia una 
renovación drástica de las estructuras y de las políticas euro­
peas, incluida la política internacional y, en particular, el com­
portamiento con los países subdesarrollados; está en juego el 
bienestar de toda la población y la propia supervivencia de la 
sociedad. 

En todos los países que están siendo destruidos por el 
tsunami neoliberal, los procesos son paralelos y ya han hecho a 
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la población comprender esta urgencia de cambio global; solo 
falta llegar al punto de saturación y articular la coordinación 
política de los movimientos sociales. Puede pensarse que todo 
esto no pasará, que imaginarlo es demasiado optimista o inge­
nuo. Este libro no trata de predecir el futuro. Sí ha tratado de 
fundamentar una vía posible para el cambio estructural hacia 
una sociedad igualitaria. Una vía posible económicamente, 
socialmente y políticamente si se vencen los poderosos intere­
ses en contra. Es difícil, pero ¿cuándo alguna conquista social 
importante fue fácil? 

En la lucha social, una vez que se toma partido, solo cabe 
oponer el optimismo de la voluntad frente al pesimismo de la razón 
(tomando la famosa frase de Gramsci). Lo que está claro es que 
hoy, además de la movilización por el mantenimiento de los 
derechos sociales y laborales ya adquiridos, existe un motor 
político para el cambio de las estructuras patriarcales: la rebe­
lión de las mujeres, que se han incorporado a la esfera pública 
y no están dispuestas a seguir cumpliendo su papel en esas 
estructuras. Hay muchos indicios de que este cambio ha comen­
zado, y estos nos marcan el camino a seguir.

Notas

	 1.	 Primera al menos en el sentido cronológico, por referirse al mismo momento del 
nacimiento de la criatura, pero también la más emblemática del reparto igualitario 
de los cuidados. Para más información y fundamentación, véase la web de la Plata­
forma por Permisos Iguales e Intransferibles de Nacimiento y Adopción (PPIINA) 
[www.igualeseintransferibles.org]. Véase también PPIINA (2013).

	 2.	 En la web del Gobierno Sueco podemos leer: “la igualdad de género debe per­
mear y guiar todos los niveles del sistema educativo sueco. Por ello, sus princi­
pios se incorporan cada vez más a la educación en los centros preescolares 
suecos. El objetivo es brindar a las niñas y los niños las mismas oportunidades 
en la vida, independientemente de su sexo, mediante métodos de enseñanza 
que permiten que cada niño/a se convierta en un individuo único. El tema de la 
igualdad de género es abordado continuamente en la educación primaria, a fin 
de preparar a los estudiantes para su educación futura”.

	 3.	 Nótese, además, que el recurso a las abuelas es más difícil según estas van 
estando incorporadas al empleo y según se retrasa la edad de jubilación. 

	 4.	 Para una revisión de la literatura al respecto, véase Castro García y Pazos Morán 
(2013).
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	 5.	 Piénsese que, en España, un marido que gane más de 40.000 euros verá dismi­
nuido el impuesto sobre su renta en 1.240 euros anuales netos si la mujer no 
tiene ingresos (véase el capítulo 3). Pero, si se divorcian, esa mujer no tendrá 
derecho a ninguna prestación.

	 6.	 Por ejemplo, como hemos destacado, en Holanda el 78% de las mujeres 
empleadas lo están a tiempo parcial (dato de EUROSTAT 2013). ¿Será que las 
mujeres holandesas son especialmente partidarias de este tipo de contrato? Al 
contrario, según las encuestas, una parte importante de ellas desearía trabajar 
más horas. Pero a lo largo de las últimas tres décadas ha ido instalándose este 
modelo de empleo femenino mediante incentivos a las empresas por este tipo 
de contratación, por un lado, y derechos a la reducción de jornada, por otro 
(pero no derecho a aumentar la jornada); junto con regulaciones de permisos, 
precios de la educación infantil en función de los ingresos familiares, etc. 

	 7.	 Véase más desarrollo de la situación internacional y cifras en De Villota, Ferra­
ri Herrero y Vázquez Cupeiro (2011).

	 8.	 Como hemos tratado en otros capítulos, en aquel periodo Suecia realizó una 
catarsis social que determinó un salto gigantesco, no solamente en cuanto a la 
igualdad de género, sino también en toda la concepción de la protección social, 
con unos principios radicalmente igualitarios. Así quedó configurado el siste­
ma de bienestar sueco, basado en la individualización de derechos y en la 
atención a las necesidades de todas las personas. 

	 9.	 En realidad sí se llevó a cabo una reforma importante: en 1974, por primera vez 
en la historia mundial, se abolió el permiso de maternidad y se sustituyó por un 
permiso parental e individual e igual para cada progenitor/a. Pero en el último 
momento se coló en la reforma una cláusula de “transferibilidad” entre proge­
nitores/as (también por primera vez en la historia de los derechos sociales). 
Como ya preveía el propio legislador, esta cláusula tuvo el efecto de que la gene­
ralidad de los hombres dieron en transferir sus permisos a las mujeres (véanse 
los capítulos 1 y 5).

	 10.	 En Banco Mundial (2009). Para más desarrollo sobre estas políticas, véase el 
capítulo 2. Nótese el peligro que supone esta orientación. Como caso extremo, 
podemos citar la noticia que, en el momento de redactar estas páginas, apareció 
en la prensa sobre las manifestaciones masivas en Brasil contra la medida de 
conceder subsidios a mujeres violadas a cambio de que declaren su intención 
de no abortar. [En http://internacional.elpais.com/internacional/2013/06/23/
actualidad/1372011456_338824.html]

	 11.	 Es destacable el punto de inflexión que supuso el contundente mensaje lanzado 
por el primer gobierno de Zapatero, que hizo explícitamente bandera de la Ley 
Integral (LO 1/2004), simbólicamente la primera ley aprobada en esa legislatu­
ra. Aunque esta ley tiene sus limitaciones, y sobre todo se limita a tratar la punta 
del iceberg (solo los casos denunciados de agresiones por parte de la pareja o 
ex-pareja), es justo reconocer que situó a España como uno de los países más 
avanzados de Europa en este terreno, y sobre todo como uno de los países en los 
que la violencia de género tiene mayor visibilidad en los medios de comuni­
cación. 

	 12.	 Según los resultados de la Macroencuesta de Violencia de Género 2011, realizada 
por el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad en colaboración con 
el CIS.

	 13.	 Con el propósito de ilustrar el enfoque erróneo de las actuales políticas, hemos 
explicado la incoherencia entre los incentivos a la permanencia en el hogar y la 
inexistencia de una prestación indefinida para todas las ex-amas de casa que lo 
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desearan. Es necesario aclarar, sin embargo, que tal prestación no se propone 
aquí en la práctica. Además de ser inabarcable desde el punto de vista presu­
puestario, crearía incentivos adversos al empleo y sería incompatible con la 
orientación democrática de la protección social que defendemos (¿quién con­
cedería esta prestación y en base a qué criterios, necesariamente subjetivos?).

	 14.	 Para una contextualización de la violencia (sexual o no) en la construcción de 
las relaciones entre mujeres y hombres, véase Osborne (2009).

	 15.	 En 2010 practicaban algún deporte el 31% de las mujeres y el 49% de los hom­
bres españoles. Véanse este y otros datos en García Ferrando y Llopis Goig 
(2011).

	 16.	 Frecuentemente se repite, por ejemplo, que a las mujeres les gusta el deporte 
menos que a los hombres, sin reparar en el hecho de que la práctica deportiva 
de las mujeres de distintas generaciones y de distintos países es radicalmente 
diferente; es decir, que los comportamientos cambian según el contexto. Este 
tipo de percepciones son difíciles de contrarrestar individualmente, pero se 
disipan por la vía de los hechos cuando cambian los comportamientos mayori­
tarios. 

	 17.	 Por ejemplo la Proposición No de Ley que el Congreso de los Diputados español 
aprobó en octubre de 2012, por unanimidad, reconociendo que los permisos de 
paternidad deberían equipararse a los de maternidad [http://www.igualesein­
transferibles.org/blog/unanimidad-en-el-congreso-todos-los-grupos-parla­
mentarios-pp-psoe-ciu-iu-upyd-grupo-mixto-a-favor-de-los-permisos-
iguales-e-intransferibles].

	 18.	 Basta estudiar, por ejemplo, los informes anuales de la OCDE sobre la econo­
mía española para concluir que las recetas son las mismas al menos desde hace 
dos décadas.

	 19.	 Todos los indicadores son alarmantes: el gasto social en España es el 21% del 
PIB (en la UE-15, el 27%; en Suecia, el 29%). En España solo un 9% de la 
población adulta trabaja en los servicios del Estado del bienestar (en Suecia, el 
25%). Véase Navarro, Torres y Garzón (2011).

	 20.	 Como destacan Navarro, Torres y Garzón (2011), “el Estado del Bienestar debe­
ría ser una cantera de creación de empleo… si hubiera el porcentaje de perso­
nas adultas empleadas en el Estado de Bienestar que tiene Suecia, no habría 
desempleo en España”.

	 21.	 Datos tomados de Navarro, Torres y Garzón (2011).
	 22.	 http://www.ine.es/prensa/np784.pdf
	 23.	 http://www.unicef.es/sites/www.unicef.es/files/Infancia_2012_2013_final.pdf
	 24.	 En el colmo del fenómeno de arrimar el ascua a su sardina, fuerzas reacciona­

rias culpan al aborto y proponen su prohibición como solución [http://www.
intereconomia.com/noticias-gaceta/sociedad/sin-abortos-perdida-pobla­
cion-se-hubiera-reducido-un-72-20130628].

	 25.	 Véase, por ejemplo, Grant et al. (2004).
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